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LOS ODS, UNA CUESTIÓN DE DERECHOS 
Presentación 

 
 
 

Vicente Emilio López Castell 
Presidente de la Fundación Mainel 

 

 

 

 Los días 25 y 26 de octubre la Fundación Mainel celebró en el Ilustre Colegio de 
Abogados de Valencia su II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos. En esta 
ocasión el tema a debatir fue la vinculación de los derechos humanos con los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).  

Aunque han pasado tres años desde la aprobación de la Agenda 2030 en la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, todavía son muchos los países —España entre 
ellos— que tienen pendiente la implementación de políticas que permitan su 
efectivo cumplimiento. Y no hay manera de cumplir los diecisiete ODS si no es 
garantizando los derechos humanos, porque sus ciento sesenta y nueve metas están, 
de un modo u otro, vinculadas a un derecho.  

A lo largo de las dos jornadas, a través de las intervenciones de los ponentes —todos 
ellos auténticos especialistas en los temas desarrollados—, así como por las 
comunicaciones presentadas, y por las preguntas de los asistentes, resultó claro que 
la realidad actual presenta desafíos sin precedentes para la comunidad 
internacional. Estamos frente a un cambio de época que ya no permite continuar con 
los mismos esquemas de desarrollo. Como la Vicepresidenta de la Generalitat 
Valenciana Mónica Oltra apuntó en la clausura: “es imposible que haya desarrollo si 
este no tiene un componente social, económico (de distribución de la riqueza) y 
medioambiental”.  

Los Estados, el mundo académico, las ONG, el sector privado y, en fin, todos sin 
excepción, estamos ante un reto de cuya superación depende en buena medida el 
porvenir de las generaciones venideras. En ocasiones, los fallos de gobernanza y la 
falta de verdadera voluntad política para afrontar un reto tan complejo como 
suponen los ODS, han sido pesados lastres para avanzar en la dirección correcta. Pero 
también son indudables los logros obtenidos, sin que quepa detenerse ahora, pues 
son claramente insuficientes. Por ello es de aplaudir la inclusión en la Agenda 2030 
del objetivo 16, cuyo lema es “Paz, justicia e instituciones sólidas”, y cuyo 
cumplimiento por parte de todas las naciones sí supondría un claro compromiso del 
desarrollo de los derechos humanos como cimientos de una fraternidad universal. 
Esta es una tarea de largo recorrido, y como bien decía el profesor Leonardo Polo: 
“todo éxito es prematuro, pero también todo fracaso es provisional”.  
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En este año en el que se cumplen setenta años de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, viene a cuenta traer a la memoria su artículo primero: “Todos los 
seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están 
de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”. 
Las actas de este congreso contienen una llamada de atención no solo para los 
gobiernos y los agentes económicos, sino también la sociedad civil, para 
convencernos de una vez por todas de que el verdadero progreso consiste en no 
dejar a nadie atrás, y actuar en consecuencia. Es verdad que la vida ordinaria reclama 
mesura y proporción, pero los grandes proyectos reclaman un punto de desmesura y 
desproporción, porque su medida no la dan las fuerzas, sino la ilusión.
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Los vídeos del Congreso están disponibles de manera individual pinchando en los 
títulos de las sesiones, así como en su conjunto en la URL: 
https://www.youtube.com/playlist?list=PL0pjtAor5lGJDGBGaf_7qYeYxZ5k6DO4-  

 

JUEVES, 25 DE OCTUBRE 

16:00 h.  Inauguración del Congreso 

V. Emilio López Castell / Presidente de la Fundación Mainel. 

Andrés Gómez Portilla / Vicedecano ICAV. 

Antonia Moreno Ruiz / Directora General de Cooperación GVA.  

Rosario Serra Cristóbal / Vicedecana Grado en Derecho UV.  

16:30 h.  España ante los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS) 

 Miguel Ángel Moratinos / Exministro de Asuntos Exteriores. Presidente de 
la Red Española para el Desarrollo Sostenible.  

 Presenta: Vicente Bellver Capella / Catedrático de Filosofía del Derecho y 
Filosofía Política. Universitat de València. 

18:15 h.  ¿Por qué sin unas finanzas justas no se pueden alcanzar los ODS? 

 Paul Dembinski / Director del Observatoire de la Finance (Suiza) 

 Modera: Antonia Moreno / Directora General de Cooperació i Solidaritat. 
Generalitat Valenciana. 

19:00 h.  Presentación de comunicaciones (I) 

 “Los Objetivos de Desarrollo Sostenible como oportunidad para combatir 
la violencia sexual en los conflictos armados” - Ana Sales Ten 

 “El derecho a la ciudad y el derecho a la vivienda: el análisis del ODS 11 
desde la exclusión residencial en el sur y en el norte” - Glòria Maria 
Caravantes López de Lerma, Marta Climent López, y Rubén Masiá Martínez 

 “Ciudades inclusivas y sociedades seguras: una aproximación” - Nuria 
Hernández García 

 “Promoción de la gastronomía local como herramienta en la consecución 
de los ODS 2 y 3, derecho a la alimentación y salud óptima” - Helena 
Romero Vilanova, José Miguel Soriano del Castillo y Jesús Blesa Jarque 

   

 

 

 

https://www.youtube.com/playlist?list=PL0pjtAor5lGJDGBGaf_7qYeYxZ5k6DO4-
https://youtu.be/2KCPlNhHG3s
https://youtu.be/2KCPlNhHG3s
https://youtu.be/2KCPlNhHG3s
https://youtu.be/2KCPlNhHG3s
https://youtu.be/2KCPlNhHG3s
https://youtu.be/j9_KfuDL0Lc
https://youtu.be/j9_KfuDL0Lc
https://youtu.be/j9_KfuDL0Lc
https://youtu.be/j9_KfuDL0Lc
https://youtu.be/j9_KfuDL0Lc
https://youtu.be/NZtg4gF7nPI
https://youtu.be/NZtg4gF7nPI
https://youtu.be/NZtg4gF7nPI
https://youtu.be/NZtg4gF7nPI
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
https://youtu.be/T7ZcHWpzwOY
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Presentación de comunicaciones mediante póster 

 "Régimen jurídico de la desalación del agua en México y sus afectaciones 
ambientales" - Ana González Berrospe 

 "La expulsión de los extranjeros"  -  Carla de Paredes y Lucía Aparicio 
Chofré 

 “Trabajo decente: repensando el uso de las TICs. Necesitamos 
desconectar” - José María Quilez Moreno 

 “La comisión para el esclarecimiento de la verdad, la convivencia y la no 
repetición” - Liany Yetzira Hernandez Granados y Edward Fabian Latorre 
Osorio 

 “Sostenibilidad curricular: una práctica basada en los ODS en educación 
superior” - Elisa Giménez Fita y Cristina Escamilla Robla. 

VIERNES, 26 DE OCTUBRE 

9:30 h. La Declaración Universal de los Derechos Humanos y los ODS 

Dorothea Strüber / Manager del Programa de Redes de la Sustainable 
Development Solutions Network (ONU). Francia. 

Ángeles Solanes / Catedrática de Filosofía del Derecho y Filosofía 
Política.  Universitat de València. 

Modera: Ruth Abril Stoffels / Directora de la Unidad de Igualdad de la 
Universidad Cardenal Herrera-CEU. 

11:30 h.  Presentación de comunicaciones (II) 

 "Las Universidades Valencianas y los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS)" - Lucía Aparicio Chofré y Carla de Paredes 

 “La Responsabilidad Social Universitaria en los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible” - Lupe Bohorques Marchori 

 “La ética de la diversidad como elemento esencial de la educación en 
igualdad y en derechos” - Ana Marrades 

  “Los Objetivos de Desarrollo Sostenible y los Indicadores de Derechos 
Humanos para medir su efectividad. Análisis del derecho al agua” - 
Germana Aguiar Ribeiro do Nascimento y María Vallés González 

12:30 h.  Los ODS y el derecho a la protección de la salud  
Maria Patrao Neves / Catedrática de Filosofía Moral. Universidad de Las 
Azores. Portugal. 

Stefano Semplici / Ex-presidente del Comité Internacional de Bioética de 
la UNESCO. 

Modera: Ángeles Solanes / Catedrática de Filosofía del Derecho y Filosofía 
Política.  Universitat de València. 

https://youtu.be/XHj3XFgtQr8
https://youtu.be/XHj3XFgtQr8
https://youtu.be/XHj3XFgtQr8
https://youtu.be/XHj3XFgtQr8
https://youtu.be/XHj3XFgtQr8
https://youtu.be/XHj3XFgtQr8
https://youtu.be/XHj3XFgtQr8
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/uDXzV_SuDpA
https://youtu.be/lJHDu_ovrMg
https://youtu.be/lJHDu_ovrMg
https://youtu.be/lJHDu_ovrMg
https://youtu.be/lJHDu_ovrMg
https://youtu.be/lJHDu_ovrMg
https://youtu.be/lJHDu_ovrMg
https://youtu.be/lJHDu_ovrMg
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16:30 h.  Los ODS y la justicia climática 
Teresa Fajardo / Profesora Titular Derecho internacional público. 
Universidad de Granada.  

Modera: Agustín Remesal / Periodista. Ex corresponsal de TVE en Nueva 
York, París, Roma, Londres, Jerusalén y Lisboa.  

18:30 h. Educar en derechos humanos, clave de la sostenibilidad 
Ignasi Grau / Encargado de misión de OIDEL. Suiza. 

Vicente Bellver / Catedrático de Filosofía del Derecho y Filosofía Política. 
Universitat de València. 

Modera: Salvador Enguix / Delegado del Diario La Vanguardia en la 
Comunitat Valenciana. 

20:00 h.  Clausura del congreso 

Mónica Oltra Jarque / Vicepresidenta de la Generalitat Valenciana y 
Consellera de Igualdad y Políticas Inclusivas 

20:15 h. Inauguración de la exposición “ODS. Miradas desde la ilustración”.  

La muestra recoge los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible propuestos 
por la ONU, reinterpretados en ilustraciones, y expuestos en forma de 
carteles. Los trabajos parten de la colaboración entre el profesorado y 
estudiantes del Máster en Diseño e Ilustración de la Universitat 
Politécnica de València y la Fundación Mainel, con el apoyo de la 
Conselleria de Transparència, Responsabilitat Social, Participació i 
Cooperació de la Generalitat Valenciana. La muestra pudo visitarse hasta 
el 16 de noviembre en la Sala de la Muralla del Ilustre Colegio de 
Abogados de Valencia. https://2030.mainel.org   

https://youtu.be/3Aiu5WLq0A0
https://youtu.be/3Aiu5WLq0A0
https://youtu.be/3Aiu5WLq0A0
https://youtu.be/3Aiu5WLq0A0
https://youtu.be/3Aiu5WLq0A0
https://youtu.be/6XxkEvjZ8gQ
https://youtu.be/6XxkEvjZ8gQ
https://youtu.be/6XxkEvjZ8gQ
https://youtu.be/6XxkEvjZ8gQ
https://youtu.be/6XxkEvjZ8gQ
https://youtu.be/6XxkEvjZ8gQ
https://youtu.be/w_WreX2vXuI
https://youtu.be/w_WreX2vXuI
https://youtu.be/w_WreX2vXuI
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
https://2030.mainel.org/
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Ponencias 
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LA DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS Y LOS ODS 
 

 

 

Dorothea Strüber 
 Sustainable Development Solutions Network (SDSN), París, Francia 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

INTRODUCCIÓN  

 Desde la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el mundo ha visto solo 
un acuerdo de trascendencia histórica comparable que no solo ofrece una visión para 
el futuro de todos los países del mundo, sino también un plan de acción concreto: La 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible con los 17 Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS)1. Explícitamente basada en los Derechos Humanos, sus 17 

objetivos transcendentales engloban las tres dimensiones de desarrollo sostenible 
de bienestar social, económico y ecológico, ofreciendo un ímpetu importante para la 
ampliación de los Derechos Humanos a nivel global.  

Como los actores del desarrollo de conocimiento, las universidades juegan un papel 
crucial en la consecución de los ODS en todas sus dimensiones. Tras explorar los ODS 
y su conexión con la Declaración de los Derechos Humanos, este artículo propone un 
papel para que ellas se puedan convertir en agentes del cambio hacia el desarrollo 
sostenible dentro del marco de los Derechos Humanos. 

                                                           
1 Naciones Unidas. (2015). Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible. Resolución aprobada por la Asamblea General el 25 de septiembre de 2015 
(A/RES/70/1). Recuperado de 
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=S 

http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=S
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PARTE I: ¿QUÉ SON LOS ODS Y CUÁL ES SU CONEXIÓN CON LA 

DECLARACIÓN DE LOS DDHH? 

 Desde que se firmó la Declaración de los Derechos Humanos en París en 1948, el 
mundo ha visto varios acuerdos de importancia global, pero la Agenda 2030 destaca 
en varios aspectos. Tanto las Convenciones de las Naciones Unidas del Derecho del 
Mar (Washington, 1982), sobre el Cambio Climático (CMNUCC) (Washington, 1992), 
y la Lucha contra la Desertificación (París, 1994), como el Programa 21 (Rio de 
Janeiro, 1992), y el Convenio sobre la Diversidad Biológica (Rio de Janeiro, 1992), 
consiguieron unir grandes programas de las NNUU y aumentar la conciencia de la 
sociedad global sobre un tema en específico. Junto con los Objetivos del Milenio 
(ODM), acordados y adaptados para el período de 2000 a 2015, todos esos tratados 
representaron un importante paso hacia la lucha contra el cambio climático, la 
pérdida de biodiversidad, la pobreza, enfermedades como el VIH/SIDA, y la 
reducción de la mortalidad infantil, entre otras.  

Sin embargo, y desde una perspectiva holística, la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible con los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible destaca no solo por ofrecer 
una visión para todos los países del mundo, sino también por ofrecer un plan de 
acción y el respaldo de todos los países de las NNUU. Esta Agenda, aprobada en 2015, 
propuso un marco ambicioso que cerró la brecha entre países desarrollados y países 
en desarrollo en cuanto a la acción conjunta hacia un mundo mejor dentro de los 
límites planetarios.2 

Por primera vez en un acuerdo global adoptado por la Asamblea General, las tres 
dimensiones de desarrollo sostenible de bienestar social, económico y ecológico se 
incluyeron con peso equitativo, conectando así los grandes retos de nuestra época. 

 

LA CREACIÓN DE LOS ODS EN EL CONTEXTO DE LOS DDHH 

 El proceso más participativo en la historia de las NNUU comenzó en la Cumbre 
Rio+20, donde se resaltaron los éxitos conseguidos por los Objetivos del Milenio 
(ODM) en áreas como la reducción del hambre y de la pobreza extrema. No obstante, 
el documento final de la Conferencia, El futuro que queremos, resaltó que la pobreza 
extrema seguía siendo “el mayor problema que afronta el mundo en la actualidad”.3 

Asimismo, este documento destacó la importancia de situar la lucha contra la 
pobreza dentro del marco del desarrollo sostenible. El cambio climático y la 
degradación medioambiental estaban socavando los resultados de la lucha contra la 

                                                           
2 Rockström, J. et al. (2009). A safe operating space for humanity. Nature 461, 472-475. Recuperado 
de http://www.saferworld.org.uk/resources/view-resource/708 
3 Naciones Unidas. (2012). El Futuro que Queremos, Nuestra Visión Común. Documento de resultados 
Conferencia Rio+20.  (A/CONF.216/L.1). Recuperado de 
https://rio20.un.org/sites/rio20.un.org/files/a-conf.216-l-1_spanish.pdf 

http://www.saferworld.org.uk/resources/view-resource/708
https://rio20.un.org/sites/rio20.un.org/files/a-conf.216-l-1_spanish.pdf
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pobreza, especialmente porque afectaban de manera desproporcional a las 
poblaciones más pobres y vulnerables.4  

El futuro que queremos propuso que los ODM fueran sucedidos por unos Objetivos 
de Desarrollo Sostenible que incluyeran tres dimensiones fundamentales: 
prosperidad económica, igualdad social y sostenibilidad medioambiental de forma 
universal para todos los países.5 En septiembre del 2015, después de tres años de 

esfuerzo diplomático en grupos de trabajo, consultaciones en la Asamblea General, 
cuestionarios en línea y puerta a puerta, los 193 Estados Miembros de las NNUU 
adoptaron los nuevos ODS para conseguir lo que los ODM no lograron: Trabajar 
conjuntamente hacia un mundo que se asiente sobre el derecho de cada uno a una 
vida digna dentro del concepto de desarrollo sostenible. Sólo dos meses después, se 
aprobó el Acuerdo de París para luchar contra el cambio climático que, por primera 
vez, comprometía a todos los países a una reducción de emisiones que permita 
quedarnos por debajo del límite de los 2ºC.  

En comparación con los ODM, que se acordaron a alto nivel en un proceso exclusivo 
y no participativo, los ODS se diseñaron de forma democrática, involucrando no solo 
a los gobiernos nacionales, sino también, y a gran escala, la sociedad civil y 
organismos internacionales. La Agenda 2030 “pretende hacer realidad los derechos 
humanos de todas las personas”6, basándose, entre otras, en la Carta de las NNUU7, 

la Declaración Universal de los DDHH8, y la Declaración sobre el Derecho al 

Desarrollo9, enfocándose en las cinco P’s en inglés: people, planet, prosperity, peace, 

partnerships (Figura 1)10. 

                                                           
4 Cortés Puch, M. (2016). Los ODS y el Acuerdo de París: Herramientas para coordinar globalmente el 
desarrollo sostenible. Tiempo de Paz. 
5 Ibid. 
6 Naciones Unidas. (2015). Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible. Resolución aprobada por la Asamblea General el 25 de septiembre de 2015 
(A/RES/70/1). Recuperado de 
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=S 
7 Naciones Unidas. (1945). Carta de las Naciones Unidas. Recuperado de 

http://www.un.org/es/charter-united-nations/ 
8 Naciones Unidas (1948). La Declaración Universal de Derechos Humanos. Resolución 217 A (III). 
Recuperado de http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/ 
9 Naciones Unidas (1986). Declaración sobre el derecho al desarrollo. Resolución 41/128. 
Recuperado de https://undocs.org/es/A/RES/41/128 
10 United Nations System Staff College (sin fecha). La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 
Recuperado de 
https://www.unssc.org/sites/unssc.org/files/2030_agenda_for_sustainable_development_-
_kcsd_primer-spanish.pdf 

http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=S
http://www.un.org/es/charter-united-nations/
http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/
https://undocs.org/es/A/RES/41/128
https://www.unssc.org/sites/unssc.org/files/2030_agenda_for_sustainable_development_-_kcsd_primer-spanish.pdf
https://www.unssc.org/sites/unssc.org/files/2030_agenda_for_sustainable_development_-_kcsd_primer-spanish.pdf
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Un acuerdo universal: Como la Declaración 
de los DDHH, los ODS han sido creados por 
todos los países para todos los países 
miembro de las NNUU. Con esta exigencia y 
a diferencia de los ODM, los ODS ofrecen 
una obligación importante tanto para países 
en desarrollo como para países 
desarrollados de evaluar su estado actual en 
términos de DDHH. Está claro que, en contra 
del modelo tradicional de desarrollo, las 
desigualdades en oportunidades que 
persisten en el mundo no son solo un 
problema de países en desarrollo: Es 
precisamente el ODS 10 de reducir 
desigualdades en el cual la Unión Europea 
ha hecho su única regresión en los últimos 
años.11 Con el sistema de rendición de 

cuentas global basado en las 169 metas y 232 indicadores oficiales12, los arquitectos 

de los ODS han asegurado un imperativo mundial de igualdad y no-discriminación 
en el sentido original de los DDHH, que no omitirá a ningún país de la sociedad global 
para “no dejar a nadie atrás”.13 

Un acuerdo transformativo: La Agenda 2030 representa un verdadero cambio de 
paradigma desde el modelo tradicional de desarrollo, proporcionando una visión 
transformadora centrada en el planeta, basada en los DDHH y sensible al género. Los 
ODM sirvieron como aproximación, pero al margen de estar centrados 
mayoritariamente en aspectos sociales, fallaron en reconocer el ámbito de seguridad 
medioambiental, incluyendo el derecho a salud y un medio ambiente sostenible, un 
aspecto que ha sido corregido tanto mediante los ODS 13, 14, y 15, como el Acuerdo 
de París. Una respuesta integral al cambio climático que, como bien apunta 
Christiana Figueres, antigua Secretaria Ejecutiva de la CMNUCC, podría ser “la mejor 
oportunidad de salud global del siglo XXI”.14 

Sin embargo, cabe destacar que la Declaración de 1948 no incluye la palabra 
“medioambiente” en sí, si bien se refiere a los derechos a la vida, la libertad y la 
seguridad (Art. 3), a los derechos económicos, sociales y culturales (Art. 22), y el 
derecho a un nivel de vida adecuado, incluyendo la salud y el bienestar (Art. 25).15 

                                                           
11 Eurostat. (2018). Eurostat monitoring report: How has the EU progressed towards the Sustainable 
Development Goals? Recuperado de 

https://ec.europa.eu/eurostat/documents/2995521/9234939/8-18092018-AP-EN.pdf/888b182d-
f6f9-4e0d-9e48-4b4e1561333e 
12 Naciones Unidas. (2018). SDG Indicators. Recuperado de 
https://unstats.un.org/sdgs/indicators/indicators-list/ 
13 Naciones Unidas. (2015). 
14 Figueres, C. 2018. This is absolutely unacceptable. The Washington Post. Recuperado de 
https://www.washingtonpost.com/news/theworldpost/wp/2018/09/12/air-
quality/?noredirect=on&utm_term=.af1e991ce98b 
15 Naciones Unidas. (1948). 

Figura 1. Fuente: UNSSC. 

https://ec.europa.eu/eurostat/documents/2995521/9234939/8-18092018-AP-EN.pdf/888b182d-f6f9-4e0d-9e48-4b4e1561333e
https://ec.europa.eu/eurostat/documents/2995521/9234939/8-18092018-AP-EN.pdf/888b182d-f6f9-4e0d-9e48-4b4e1561333e
https://unstats.un.org/sdgs/indicators/indicators-list/
https://www.washingtonpost.com/news/theworldpost/wp/2018/09/12/air-quality/?noredirect=on&utm_term=.af1e991ce98b
https://www.washingtonpost.com/news/theworldpost/wp/2018/09/12/air-quality/?noredirect=on&utm_term=.af1e991ce98b
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Un acuerdo integral: Mediante a una amplia gama de objetivos sociales, económicos 
y ambientales, la Agenda 2030 promete “sociedades más pacíficas, justas e 
inclusivas, libres de temor y violencia”16 con atención a la gobernabilidad 

democrática, el estado de derecho, el acceso a la justicia y la seguridad personal 
(ODS 16), así como un entorno internacional propicio (ODS 17 y en todo el marco).  

Por lo tanto, abarca cuestiones relacionadas con todos los DDHH, incluidos los 
derechos económicos, civiles, culturales, políticos, sociales y el derecho al 
desarrollo. Como característica crucial se ha hecho énfasis en la naturaleza 
interconectada e indivisible de los ODS, que no da opción a escoger “à la carte”. Aun 
cuando los países pueden establecer prioridades con respecto a los ODS, es 
imprescindible crear una coherencia horizontal y no perseguirlos de forma 
secuencial. La interdependencia intencional entre ellos hace posible avanzar en 
varios ODS a la vez, de modo que políticas de empleo decente (ODS 8) tendrán 
necesariamente un efecto en igualdad de género (ODS 5). Sin embargo, también es 
posible que avances descoordinados en un objetivo resulten en retroalimentaciones 
negativas sobre otros, de forma que unas políticas de reducción del hambre (ODS 2) 
a través de una agricultura no sostenible pueden llevar a una destrucción de los 
ecosistemas (ODS 14, 15) que termine siendo nociva, conllevando un incremento de 
la pobreza precisamente en las poblaciones más vulnerables (ODS 1). 

Un acuerdo inclusivo: Para no dejar a nadie atrás, los ODS contemplan “un mundo en 
el que sea universal el respeto de los derechos humanos y la dignidad de las 
personas, el estado de derecho, la justicia, la igualdad y la no discriminación”17 entre 

los países y dentro de ellos, incluida la igualdad de género, al reafirmar las 
responsabilidades de todos los Estados de “respetar, proteger y promover los DDHH 
y las libertades fundamentales de todas las personas, sin hacer distinción alguna 

[…]”.18 Los ODS hacen hincapié en la necesidad de presentar los datos de progreso 

desglosados por ingresos, sexo, edad, origen étnico, ubicación geográfica y otras 
variables pertinentes para cada contexto nacional (Art. 74), de forma que los grupos 
no reconocidos en agendas anteriores pueden evaluar el éxito de las distintas 
políticas con respecto a su comunidad con firmeza y el rigor de los datos. De la misma 
forma, los ODS ponen el foco de atención en el conjunto más amplio de grupos 
marginalizados que cualquier documento internacional19, reflejando las necesidades 

de personas con discapacidad, refugiados, personas que viven con el VIH/SIDA, 
pueblos indígenas, personas de edad, desplazados internos y migrantes, entre otros 
(Art. 23), otra vez destacando su naturaleza inclusiva.20 

 

                                                           
16 Naciones Unidas. (2015). 11/40. 
17 Ibid. 4/40. 
18 Ibid. 7/40. 
19 UNHR. 2018. Transforming Our World: Human Rights in the 2030 Agenda for Sustainable 
Development. Recuperado de 
https://www.ohchr.org/Documents/Issues/MDGs/Post2015/HRAndPost2015.pdf 
20 Naciones Unidas. (2015). 8/40. 

https://www.ohchr.org/Documents/Issues/MDGs/Post2015/HRAndPost2015.pdf
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PARTE II: DE LA ADOPCIÓN A LA IMPLEMENTACIÓN: ¿QUÉ PAPEL 

JUEGAN LOS ACTORES NO GUBERNAMENTALES, ESPECÍFICAMENTE LAS 

UNIVERSIDADES, EN LA CONSECUCIÓN DE LOS ODS EN EL MARCO DE 

LOS DDHH? 

 Pasando de la adopción de los ODS a su implementación dentro del contexto de 
los DDHH, podemos afirmar la naturaleza bidireccional de los dos conceptos: La 
promoción y protección de los DDHH contribuyen a la realización de los ODS, al 
mismo tiempo que el avance hacia el logro de los ODS contribuye al disfrute de los 
DDHH.21 

“Combatir la pobreza no es un acto de caridad, sino de justicia y de defensa de un 
derecho humano fundamental, el derecho a vivir con dignidad”22, una frase de Nelson 

Mandela que se ha vuelto a citar con mucha frecuencia estos días con motivo del 
centenario de su nacimiento. Es este derecho a vivir con dignidad el que representan 
los ODS en su integralidad, dado que más del 90 por ciento de las metas están 
incluidas en los tratados de los DDHH.23  

El mensaje poderoso que las NNUU mandaron a la sociedad global desde el inicio del 
proceso democrático de diseño de los ODS es que estos objetivos representan una 
tarea no solo para actores gubernamentales, sino para el espectro entero de la 
sociedad. Llamando explícitamente a las empresas, la sociedad civil, al tercer sector 
y al sector académico, entre otros,24 los ODS sitúan a los actores no-gubernamentales 

como un elemento sistémico de la ampliación del alcance de los DDHH. Como tal, 
nos brindan la posibilidad de apropiarnos de estos objetivos y juntar esfuerzos con 
los de actores gubernamentales para crear “el futuro que queremos”. 

Por consecuencia, los ODS proporcionan un marco importante para avanzar la 
consecución de DDHH en todo el mundo complementado por objetivos, metas y un 
marco global de seguimiento a través de los indicadores. Este sistema transforma la 
Agenda 2030 en algo concreto, implementable, y controlable. Sin embargo, y debido 
a su naturaleza jurídicamente no vinculante, es vital que los diferentes actores en 
todos los niveles de la sociedad hagan uso de la oportunidad que ofrece la Agenda 
2030 para la mejora de sus condiciones de vida dentro del marco de los DDHH. El 
sistema internacional de DDHH, con más de 50 años de adelanto, puede servir como 
punto de entrada para integrar los ODS en las estructuras ya existentes, compartir 

                                                           
21 Universal Rights Group Latin America (sin fecha). Derechos Humanos y ODS: Alcanzando Sinergías. 

Recuperado de https://www.universal-rights.org/lac/urg-policy-reports/derechos-humanos-y-
objetivos-de-desarrollo-sostenible-alcanzando-sinergias/ 
22 Agencia EFE. 2018. La ONU reivindica el legado de Mandela con una llamada contra la pobreza. 
Recuperado de https://www.efe.com/efe/america/mundo/la-onu-reivindica-el-legado-de-mandela-
con-una-llamada-contra-pobreza/20000012-3695115 
23 Universal Rights Group Latin America (sin fecha).  
24 SDSN Australia, NZ & Pacific, SDSN, ACTS, REDS. (2017). Cómo empezar con los ODS en las 
Universidades. Recuperado de http://reds-sdsn.es/wp-content/uploads/2017/02/Guia-ODS-
Universidades-1800301-WEB.pdf 

https://www.universal-rights.org/lac/urg-policy-reports/derechos-humanos-y-objetivos-de-desarrollo-sostenible-alcanzando-sinergias/
https://www.universal-rights.org/lac/urg-policy-reports/derechos-humanos-y-objetivos-de-desarrollo-sostenible-alcanzando-sinergias/
https://www.efe.com/efe/america/mundo/la-onu-reivindica-el-legado-de-mandela-con-una-llamada-contra-pobreza/20000012-3695115
https://www.efe.com/efe/america/mundo/la-onu-reivindica-el-legado-de-mandela-con-una-llamada-contra-pobreza/20000012-3695115
http://reds-sdsn.es/wp-content/uploads/2017/02/Guia-ODS-Universidades-1800301-WEB.pdf
http://reds-sdsn.es/wp-content/uploads/2017/02/Guia-ODS-Universidades-1800301-WEB.pdf
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buenas prácticas, y funcionar como un baluarte esencial contra el progreso desigual, 
garantizando una implementación coherente.25 

Sería ideal que las voces internacionales de DDHH uniesen sus fuerzas detrás del 
concepto de los ODS, aprovechando su dinamismo y potencia global importante y 
reconociendo que su causa nunca ha sido tan integralmente reflejada que dentro de 
la Agenda para las generaciones de hoy como las del futuro. 

 

EL PAPEL DE LAS UNIVERSIDADES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS ODS 

EN EL MARCO DE LOS DDHH 

 Dado el gran interés y las numerosas iniciativas que han impulsado los ODS en 
muchos países, cabe destacar que se han convertido en una fuente de inspiración e 
iniciativa para muchos organismos no gubernamentales a nivel global. Como centros 
de investigación y creación de conocimiento, las universidades juegan un papel 
clave en el abordaje y el progreso hacia los retos que los ODS plantean. Sin embargo, 
dada su complejidad, existe una necesidad urgente de acelerar las acciones desde el 
ámbito universitario.26 Como ilustra la figura 2, existen sinergias importantes entre 

los ODS y las instituciones de educación y conocimiento, donde los ODS aportan el 
marco, la demanda y la urgencia de cualquier actividad universitaria con respecto a 
desarrollo sostenible. Universidades, por medio de los cuatro ámbitos de 
investigación, enseñanza, gestión propia y liderazgo social pueden ser entendidas 
como motores del desarrollo sostenible y por lo tanto contribuir sustancialmente a 
la consecución de los ODS dentro del marco de los DDHH. 

A. Investigación académica: A través de sus amplias actividades de exploración 
académica, las universidades tienen un poder catalizador notable para unir los ODS 
con los DDHH y promover su consecución paralela.  

Se necesita una extensa gama de enfoques de investigación para abordar la 
naturaleza compleja de los desafíos que plantean los ODS, y por medio de una 
aproximación holística, universidades pueden proporcionar tanto la base empírica, 
el conocimiento, las soluciones e innovaciones necesarias27. Asegurar que el 
potencial académico se dirige en esta dirección requiere eliminar las estructuras 
compartimentadas y mejorar el trabajo en equipo a lo largo del espectro científico 
de cada universidad. Esta transdisciplinariedad tiene que ir más allá de grupos de 
investigadores de distintas áreas trabajando juntos: científicos deberán trabajar con 
responsables políticos, del sector privado y de la sociedad civil.28 Aquí, rectores 
pueden activamente fomentar y promover los ODS dentro del marco de los DDHH 
como un tema de investigación dentro de la universidad, impulsando la innovación 
y el trabajo multidisciplinar.  

                                                           
25 Universal Rights Group Latin America (sin fecha). 
26 SDSN Australia, NZ & Pacific, SDSN, ACTS, REDS. 2017. 
27 Ibid. p. 16. 
28 Cortés Puch, M. (2016). 
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Ampliando el foco académico a los efectos del cambio climático en grupos 
marginalizados (ODS 10 y 13), aplicando la perspectiva de género a las causas 
estructurales de la pobreza (ODS 1 y 5), y llenando lagunas de datos proporcionando 
información desglosada sobre posibles violaciones de DDHH a nivel global, 
complementando la recopilación estadística, son solo algunos ejemplos de 
aportaciones importantes en esta área.  

 

 

Figura 2. Razones para el compromiso universitario con los ODS. Fuente: SDSN Australia, 
NZ & Pacific, SDSN, ACTS, REDS. 

 

B. Educación y aprendizaje: Como piedra angular de las actividades universitarias, la 
educación en sí ya conlleva importantes beneficios para los DDHH en el contexto de 
desarrollo sostenible. El artículo 26 de la Declaración Universal de los DDHH 
proclama “El acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los 
méritos respectivos”29, armonizando perfectamente con la “educación de calidad 
inclusiva e igualitaria” y la promoción de “oportunidades de aprendizaje permanente 
para todos” que exige el ODS 4.30 Como se ha mencionado anteriormente, los ODS 
ofrecen la oportunidad de ser utilizados como referencia para promover 
transdisciplinariedad entre facultades e implementar estos cambios en sus 
currículos. En consecuencia, educando a un grupo representativo y diverso de la 
sociedad, las universidades promueven inclusión e igualdad a nivel local, municipal, 
y nacional y crean un cuerpo académico dotado de conocimientos, habilidades y 
motivación para entender y abordar los ODS más allá del ámbito universitario.31 

                                                           
29 Naciones Unidas. (1948). 
30 SDSN Australia, NZ & Pacific, SDSN, ACTS, REDS. (2017). p. 11. 
31 Cortés Puch, M. (2016). 
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C. Gobernanza, cultura y actividades de la universidad: Considerando el tamaño 
medio de universidades, éstas pueden llegar a tener una gran influencia en la 
dirección en la que van los aspectos sociales, medioambientales y económicos no 
solo dentro del ámbito de sus campus, pero también mucho más allá. Como grandes 
generadoras de empleo, consumidoras, inversoras y propietarias inmobiliarias, crean 
un marco de referencia de contratación pública, que es capaz de unir una cantidad 
crítica para un cambio de paradigma.  Con el fin de tomar parte activamente en el 
cambio hacia los ODS, las universidades harán bien en alinear sus estructuras de 
gobierno y las políticas operativas con los ODS y en identificar y abordar cualquier 
brecha clave en la respuesta de la universidad a con respecto a los ODS.32 La figura 
3 propone ejemplos de acciones para los ODS 1 a 4. 

 

Figura 3. Ejemplos de acciones que universidades pueden adoptar para contribuir a los 
ODS a través de sus operaciones internas. Fuente: SDSN Australia, NZ & Pacific, SDSN, ACTS, 

REDS. 

 

 

                                                           
32 SDSN Australia, NZ & Pacific, SDSN, ACTS, REDS. (2017). p. 23. 
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D. Liderazgo social: La consecución de los ODS dentro del marco de los DDHH será 
fruto de un esfuerzo colaborativo de todos los actores de la sociedad. Sin embargo, 
por su posición única dentro de ella, las universidades pueden liderar el cambio de 
lo pequeño a lo grande por las medidas mencionadas anteriormente. En este 
contexto, la comunicación no solo de los retos, sino también de las respuestas que 
dan ante ellos será esencial, al mismo tiempo que los avances científicos pueden ser 
utilizados para la definición de estrategias a largo plazo. Las universidades pueden 
identificar un marco de indicadores apropiado para el contexto de su entorno, 
guiando no solo la implementación de soluciones, sino también la medición de 
progreso y la atención a áreas ignoradas.  

Las universidades podrán aportar un inmenso valor para la sociedad dentro del 
contexto de los DDHH y los ODS, siempre que tengan la voluntad y que sus incentivos 
estén alineados para promover espacios de trabajo transdisciplinares y 
transectoriales.33   

 

CONCLUSIÓN 

De modo concluyente, podemos notar que hay que capitalizar las sinergias fuertes 
entre los DDHH y ODS, una tarea que exige dedicación política y que trasversa todos 
los niveles de la sociedad. Como mostró el eco mediático tras el último informe del 
Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC), estamos en 
un momento en el cual la voz científica jamás ha sonado tan fuerte. La ciencia tiene 
un poder y, por lo tanto, una responsabilidad enorme de avanzar estas dos agendas 
en paralelo. Con su posición única, las universidades tienen que iniciar el diálogo 
interno que se requiere, tomando protagonismo y guiando el proceso mediante el 
ejemplo en las cuatro categorías mencionadas. Hoy más que nunca y gracias a la 
atención internacional en los ODS, universidades tienen la oportunidad de movilizar 
recursos específicamente para su consecución, permitiendo avances importantes 
hacia los DDHH por igual. 

Sin embargo, llevando el discurso a nivel internacional, es evidente que no todos los 
estados tienen la misma capacidad para implementar los ODS. Es el papel de las 
universidades con experiencia y voluntad de proporcionar asistencia técnica, de 
crear capacidades, y de compartir buenas prácticas para llevar este movimiento a la 
escala global. 

Cabe destacar que la Comunidad Valenciana, con todas las actividades, las ideas 
innovadoras, y el liderazgo de sus universidades y la Generalitat, proporciona un 
ejemplo a seguir.

                                                           
33 Cortés Puch, M. (2016). 
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EL VALOR HISTÓRICO DE LA DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS 

HUMANOS Y SU ALCANCE  

 El 10 de diciembre de 1948 con la adopción de a Declaración Universal de 
Derecho Humanos (DUDH), por medio de la Resolución 217 (III) de la Asamblea 
General de Naciones Unidas, se iniciaba una nueva era de los derechos. Desde el 
principio, la Declaración fue concebida como una aspiración, como una lista de 
objetivos a alcanzar por parte de los diferentes Estados, en la línea que indica su 
Preámbulo “como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben 
esforzarse” para promover “el respeto a estos derechos y libertades”, y asegurar “por 
medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y 
aplicación universales y efectivos”. Se iniciaba así una nueva etapa en el 
reconocimiento y garantía de los derechos humanos en el ámbito internacional que, 
en estos momentos, no puede considerarse acabada. 

Tras setenta años de vigencia de la DUDH, no se ha conseguido superar dos de sus 
críticas más comunes. La primera consiste en considerar que este texto adolece de 
una perspectiva occidentalista, o peor imperialista, que nace marcada por la voluntad 
de los vencedores, como un único modelo de conducta válido. Así se subraya que en 
el momento de su redacción no se tuvo en cuenta la importancia de las 
particularidades nacionales y regionales, ni se mostró una especial sensibilidad en 
el reconocimiento y respeto de los diferentes patrimonios históricos, culturales y 
religiosos. En ese sentido puede apreciarse, como hace Santos (2004, 105) el sesgo 
occidental o liberal-occidental en la Declaración porque fue redactada sin la 
participación de la mayoría de pueblos del mundo y priorizó los derechos civiles y 
políticos. Así, ha sido el discurso y la práctica de los derechos humanos de carácter 
contrahegemónico los que han propuesto concepciones no occidentales de los 
derechos humanos, poniendo en evidencia que la tarea central de una política 
emancipadora en este campo consiste en transformar la conceptualización y la 
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práctica de los derechos humanos desde un localismo globalizado a un proyecto de 
naturaleza cosmopolita. 

  Una lectura atenta, actualizada y dinámica de la DUDH no impide, en mi opinión, 
superar esa mirada occidental si nos centramos en los aspectos básicos de la misma. 
De hecho, la apreciación de un carácter sesgado de este texto internacional, que 
conlleva un cierto riesgo de menosprecio, ha estado siempre latente porque como 
ya señaló Eleanor Roosevelt los documentos que expresan ideales no imponen 
ninguna carga excepto la de ser conocidos por el pueblo, entendidos y “vividos” 
(Glendon 2011, 30).   

Para afrontar esta crítica hay que apuntar al fundamento último de la declaración, a 
su verdadera finalidad teleológica: la dignidad de la persona, entendida como 
concepto adscriptivo, que impide el tratamiento de los seres humanos solamente 
como un medio, en la línea propuesta desde el imperativo categórico kantiano. Así, 
la Declaración es un instrumento al servicio de esa concreción del ideal de justicia 
que son los derechos humanos concebidos desde un amplio consenso transcultural 
que a veces es poco concreto, genérico o incluso difuso en el esfuerzo de aunar 
voluntades. 

Como acertadamente afirma Habermas (2010, 108 y 111) la dignidad humana no es 
un término clasificatorio que haya adoptado la Declaración, sino la fuente moral de 
la que se nutren los contenidos de todos los derechos. Desde el principio, ha 
existido, aunque fuera de forma implícita, una estrecha relación conceptual 
entre ambas nociones. Tiene razón este autor cuando pone de relieve la función 
catalizadora que desempeña el concepto de dignidad en la composición de 
los derechos humanos a partir de la moral racional y en la forma de derechos 
subjetivos. En mi opinión, la referencia que hace Habermas a la noción de 
dignidad humana se evidencia plenamente en la Declaración, así afirma que la 
dignidad humana permite que el contenido universal igualitario de la moral se 
importe al derecho, es, por tanto, la bisagra conceptual que relaciona la moral 
del respeto igualitario a cada sujeto y el derecho positivo democrático.  

Desde la propia adopción de la Declaración, como señala McCrudden (2008, 722-
724) esta noción ha permitido que diferentes culturas, con concepciones del Estado 
muy diferentes, puntos de vista distintos sobre la fundamentación de los derechos 
humanos y diversas perspectivas éticas y morales hayan superado sus diferencias 
ideológicas, centrándose en lo específico. El concepto de dignidad puede ser 
cuestionados desde diferentes interpretaciones, pero si atendemos al mismo como 
fundamento moral en el que se basa la DUDH habría que hacer referencia a un 
contenido mínimo básico del significado de la dignidad humana. 

La segunda crítica hace referencia a la naturaleza jurídica de la DUDH, en la medida 
en que no siendo un tratado no puede considerarse como un instrumento 
jurídicamente vinculante por sí misma. Se la acusa así también de ser una mera 
retórica, incluso justificadora de discursos al servicio del poder, que nada tiene que 
ver con la realidad de los derechos humanos.  En ese sentido, atendiendo a ese ideal 
común al que, como se ha indicado, apela el Preámbulo, se ha insistido más en su 
valor moral y político que jurídico, considerándola como mantenía Cassese (1991, 
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51) “una simple promesa recíproca y solemne que comprometía sólo en el plano 
ético-político, pero no comportaba obligaciones jurídicas para los Estados”. Sin 
embargo, desde el nacimiento de la Declaración también voces acreditadas como la 
de Cassin (1951, 293-294) sostuvieron que constituía una interpretación autorizada 
de la Carta de Naciones Unidas y que estaba llamada a formar parte de los principios 
generales del derecho, de tal manera que podía ser considerada como el término de 
referencia para apreciar en qué medida los Estados cumplían con la obligación de 
cooperación con Naciones Unidas en materia de derechos humanos. La Carta 
establecía que las Naciones Unidas y los Estados miembros tomarían medidas para 
la promoción y protección de los derechos humanos, que siguen siendo necesarias 
en la actualidad. 

La gran transformación que la Declaración ha experimentado desde su aprobación y 
la posibilidad de realizar una lectura amplia y actualizada al contexto en el que debe 
ser aplicada, permite afirmar, como sostiene buena parte de la doctrina, que esta 
constituye un instrumento de gran alcance y que crea obligaciones jurídicas para los 
Estados miembros de las Naciones Unidas. Las respuestas a estas críticas facilita no 
solo revisar el alcance político y jurídico de la Declaración desde su naturaleza y 
carácter vinculante, sino también ponerla en valor especialmente como modelo de 
referencia en materia de derechos humanos, ahondando en las cuestiones 
pendientes para fortalecerla. Es el momento idóneo para insistir en su importancia, 
ya que, como sostiene Glendon (2011, 27 y 30) la tensión entre la homogeneización 
global de las fuerzas y un mayor reconocimiento de las diferencias étnicas, hace 
necesario clarificar estándares que puedan servir de base para la discusión entre las 
diferentes culturas e ideologías. Para ello la Declaración sigue siendo hoy un puente 
imprescindible, porque como instrumento internacional es un texto vivo y dinámico 
que no se agota en una sola interpretación, está vinculada al contexto en que se 
analiza y debe “reapropiarse” en cada generación. 

Además, los derechos humanos que la Declaración reconoce pueden ser vistos desde 
la perspectiva de Habermas (2010, 118) como una “utopía realista” en la medida en 
que cimientan el objetivo ideal de una sociedad justa en los Estados 
constitucionales, pero introducen una tensión. Así la política de los derechos 
humanos de las Naciones Unidas muestra la contradicción entre la expansión de la 
retórica de los derechos humanos y su abuso como instrumento de legitimación para 
la habitual política del poder. Por eso es fundamental insistir en la función que debe 
desempeñar el sistema de las Naciones Unidas, a través de la progresiva codificación 
internacional en cuanto permite concretar las obligaciones de los propios Estados, y 
también como forma de medir los progresos realizados por los propios Estados en el 
ámbito de los derechos humanos. 

El valor jurídico de la Declaración puede explicarse desde tres teorías (Oraá, 1999, 
185) que no son necesariamente excluyentes entre sí. Una primera teoría mantiene 
que la DUDH puede considerase como una interpretación autorizada y auténtica de 
la Carta de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos. Esta interpretación 
viene reforzada por el hecho de que los diferentes órganos de las Naciones Unidas 
apelan a ella de manera constante cuando aplican las cláusulas de la Carta, así por 
ejemplo lo hace la Asamblea General en varias de sus resoluciones, la Comisión de 
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Derechos Humanos y la Subcomisión, y los relatores especiales, entre otros. En 
alusión a la Declaración, en clave de autoridad y referente, se sitúa también la 
jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia de la Haya (desde casos tan 
famosos como el de Barcelona Traction). 

Desde una segunda perspectiva, puede considerarse que los Estados han 
incorporado muchas de las cláusulas de la DUDH en sus legislaciones internas y la 
citan de modo continuado. Así se ha generado una norma de derecho 
consuetudinario que no afecta a todos los artículos, pero sí a una parte significativa 
de ellos. Incluso podría llegar a considerarse como una regla de ius cogens o norma 
imperativa de derecho internacional general (Lepard, 2010, 318) a tenor de lo 
establecido en el artículo 53 de la Convención de Viena sobre Derecho de los 
Tratados. Según lo establecido en dicho precepto podría considerarse como “una 
norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su 
conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser 
modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el 
mismo carácter”. 

En la relación entre tratados y costumbre, aplicada a las Declaraciones de la 
Asamblea General que propone Jiménez de Aréchaga (1980, 19-42), puede 
distinguirse tres tipos de efectos: el codificador, en cuanto la Declaración podría ser 
considerada como la recopilación de normas preexistentes; el cristalizador, de 
manera que la Declaración recogería por escrito una costumbre que se estaba 
formando y, al hacerlo, cristalizaría en una norma de carácter consuetudinario; y, por 
último, el generador que permitiría considerar la Declaración como  una nueva norma 
que constituye el punto de partida de una práctica posterior de los Estados haciendo 
que se convierta en una norma de derecho consuetudinario.   

 Como mantiene una parte de la doctrina (Oraá, 1999, 188 y Del Toro Huerta, 2012, 
71) es adecuado considerar que más que tener un efecto codificador o cristalizador 
de derechos preexistentes o en proceso in statu nascendi (ya que la Carta no contiene 
ninguna lista de derechos), la Declaración puede concebirse como un documento 
generador de normas jurídicas de lege ferenda. En ese sentido, al ser el primer 
documento internacional de carácter universal y general sobre derechos humanos, 
lo que se persigue es que contribuya indudablemente a su internacionalización, 
puesto que, hasta el momento dicha materia pertenecía a la jurisdicción interna de 
los Estados.  

Las prácticas posteriores tanto de los Estados como de los órganos de la comunidad 
internacional en relación a la Declaración cumplen con los requisitos para que esta 
pueda ser considerada como una norma consuetudinaria en la medida en que 
concurre tanto el elemento material u objetivo en cuanto a la práctica posterior, 
reiterada, constante y uniforme, como el elemento formal o subjetivo en cuanto a la 
opinio iuris. En ese sentido, al colocar en un mismo nivel la Carta y la Declaración, se 
evidencia la convicción de los Estados sobre el carácter obligatorio de esta. A ello se 
une el hecho de que buena parte de los países han tomado directa o indirectamente 
la Declaración como modelo o referencia en sus constituciones (especialmente en 
los países que consiguieron su independencia después de los años 50), leyes y 
políticas en defensa de los derechos humanos. Igualmente, los distintos documentos 
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finales de conferencias relevantes como la Proclamación de Teherán (acta final de la 
Conferencia Internacional de Derechos Humanos, Teherán 22 de abril a 13 de mayo 
de 1968, Documento NCONF.32/11) y la Declaración de Viena (Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos en Viena el 25 de junio de 1993, Documento A/CONF.157/24), 
entre otros, insisten en adherirse y actuar de conformidad con la Carta y la 
Declaración. 

Una tercera posibilidad sería considerar la Declaración como principios generales 
del Derecho de tal manera que serían considerados como fuente del derecho 
internacional según el artículo 38.1.c del Estatuto de la Corte Internacional de 
Justicia lo cual no permitiría cuestionar su carácter normativo, en la línea que ya se 
señaló que sostenía, por ejemplo, Cassin.  

Cualquiera que sea la interpretación por la que se opte, todas ellas conducen a 
destacar el consenso general por parte de los Estados acerca del carácter obligatorio 
de la DUDH. Persiste, sin embargo, el debate abierto acerca de que no todos los 
artículos de la Declaración son igualmente obligatorios para todos los Estados como 
consecuencia de la aceptación general de aquella. Dicha discusión conecta con la 
diferenciación establecida en los Pactos de 1966 y las posturas que consideran que 
las obligaciones que generan, por una parte, los derechos civiles y políticos, y los 
derechos económicos, sociales y culturales por otra, son diferentes en lugar de 
entender que los derechos humanos son universales, indivisibles e 
interdependientes. Alston (1990, 1) afirma que la Declaración tiene un “contenido 
revolucionario”, precisamente por incluir los derechos económicos y sociales como 
parte de los derechos básicos, considerándolos indivisibles al resto de derechos 
humanos y sentando así un importante precedente. 

Los principales rasgos de los derechos humanos que se identifican en la Declaración 
Universal, como la universalidad, la interdependencia y la indivisibilidad, hacen que 
sea un instrumento vivo y simbólicamente relevante, pero su alcance moral 
fundamental reside en la idea de dignidad humana, es de ella de donde se 
desprenden esos rasgos.  

 Las dos conferencias internacionales sobre derechos humanos ya mencionadas 
insistieron en cuestiones relevantes como la naturaleza y al alcance normativo de la 
Declaración Universal, haciendo especial mención a la interdependencia de los 
derechos y su universalidad. En efecto, en la primera de ellas se aprobó la 
Proclamación de Teherán en cuyo párrafo segundo se afirmaba que la DUDH 
“enuncia una concepción común a todos los pueblos de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana y la declara obligatoria para 
la comunidad internacional”. En la misma línea, en la segunda conferencia se aprobó 
la Declaración y el Programa de Acción de Viena que destaca, en su párrafo quinto, 
que “todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes 
y están relacionados entre sí”. Con ello, se reafirma la cuestionada indivisibilidad 
entre los derechos humanos políticos, civiles, culturales, económicos y sociales, 
considerándolos como un conjunto que se ha de promover y proteger. Ambas 
conferencias sirvieron para reafirmar las ideas de universalidad, indivisibilidad e 
interdependencia de los derechos humanos que han sido posteriormente 
confirmadas en múltiples disposiciones internacionales.  
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 Con todo, hasta 2008 la Asamblea General no trasladó al derecho positivo la 
Declaración de Viena mediante la adopción del Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Como recuerda Villán 
Durán (2018, 116) dicho Protocolo constituyó un hito histórico en la equiparación 
real de todos los derechos humanos, ya que reconoció la justiciabilidad de los 
derechos económicos, sociales y culturales en el plano internacional, al habilitar al 
Comité DESC para recibir quejas individuales por presuntas violaciones de 
cualquiera de los derechos consagrados en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. La ratificación del Protocolo como afirma Añón 
(2010, 41) puede ser interpretada como una forma de asumir, por parte del 
legislador, nuevas obligaciones en relación a los derechos sociales y un gesto de 
reconocimiento de su relevancia como derechos humanos. En palabras de la 
mencionada autora “se trata de una perspectiva jurídica factible que pasa por 
recomponer los principios del Estado social y democrático de derecho y el papel 
institucional de los operadores jurídicos vinculados en su actuación cotidiana a los 
fines de este modelo de Estado”. 

Por otra parte, la Declaración incorpora, en esa propia idea de universalidad, la 
existencia de un patrimonio e interés común de la humanidad. Como señala Cançado 
Trindade (2010, 349) las concepciones del patrimonio común y de interés común de 
la humanidad encarnan la solidaridad universal y la responsabilidad social que 
emanan de la conciencia humana (no de la voluntad de los Estados), y reflejan valores 
básicos de la comunidad internacional de forma que permiten fortalecerla frente a 
una visión fragmentada. En esas mismas ideas de dignidad y patrimonio común, 
veremos que se orientas los Objetivos de Desarrollo del Milenio y de Desarrollo 
Sostenible. 

La Declaración, por tanto, ha sido un texto determinante para la garantía de los 
derechos humanos en la medida en que fue elaborada mediante una negociación 
que implica un amplio, aunque no unánime, consenso sobre el carácter fundamental 
de su contenido y ha permitido impulsar instrumentos posteriores afianzando su 
dimensión vinculante. Sin embargo, la cuestión pendiente de los derechos humanos 
en la actualidad no es tanto proclamarlos cuanto protegerlos, puesto que, es obvio 
que cuanto más respetada sea la Declaración mayor será su grado de eficacia y de 
influencia jurídica. En todo caso, entre los objetivos de la Declaración, en sus 
orígenes y que persisten en la actualidad, no existe únicamente la intención de crear 
instrumentos de protección jurisdiccional, sino más bien la voluntad de expresar 
esos derechos inherentes a la dignidad de la persona. 

Más allá de los instrumentos jurídicos, y el desarrollo de los mismos, que han surgido 
desde la base de la Declaración, esta tiene un efecto expansivo que tiene que ver 
con los diferentes programas que se desarrollan desde la Naciones Unidas y con la 
creación de un mecanismo jurisdiccional. Ambas iniciativas conectan con el artículo 
28 de la Declaración. Por lo que se refiere a la primera cuestión, tanto la Carta de las 
Naciones Unidas como la Declaración, ya dejaron constancia de la importancia de la 
promoción e internacionalización de los derechos humanos, esta se ha trasladado 
también a las estrategias de cooperación y desarrollo internacional como un 
presupuesto indispensable para la construcción de la paz a nivel mundial.   
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Sobre la base del mencionado artículo 28, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas proclamó en 1986 el derecho al desarrollo como “derecho inalienable en 
virtud del cual todo ser humano y todos los pueblos están facultados para participar 
en un desarrollo económico, social, cultural y político, en el que puedan realizarse 
plenamente todos los derechos humanos y libertades fundamentales, a contribuir a 
ese desarrollo y a disfrutar de él” (Declaración sobre el derecho al desarrollo, 
resolución 41/128, de 4 de diciembre de 1986). A partir de él, dentro del Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo, se han concretado diferentes iniciativas. 
Como recuerda Verdiales López (2018, 77) con la creación de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM) ya se contempló la posibilidad de incorporar los 
derechos humanos en cada una de sus estrategias, aunque no se consiguió que los 
derechos humanos tuvieran realmente un papel relevante en el desarrollo de dichos 
Objetivos. La redefinición y ampliación de los mismos se propone con los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS), que insisten en la importancia del papel central de 
los derechos humanos para velar por el respeto a la dignidad humana y a la justicia 
internacional.  Como se analizará, la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible parte 
de la pretensión de no dejar atrás a nadie y reafirma la importancia de los derechos 
humanos y la responsabilidad de los Estados de respetar, proteger y promover los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas sin 
distinción alguna, de conformidad con la Carta. 

LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO DEL MILENIO COMO ANTECEDENTE 

HISTÓRICO DE LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE 

 En septiembre del 2000, en la Cumbre del Milenio se aprobó una Declaración con 
el compromiso mundial de reducir la pobreza extrema y alcanzar el desarrollo 
humano y los derechos humanos. Surgen así los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM). Los Objetivos 1 a 7 tenían como meta luchar contra la pobreza y del hambre, 
promover la escolarización, fortalecer a las mujeres, reducir la mortalidad infantil, 
mejorar la salud materna, combatir el VIH/SIDA, la malaria y otras enfermedades, y 
asegurar un medio ambiente sostenible. El Objetivo 8 expresamente señalaba que la 
erradicación de la pobreza exige, como requisito imprescindible, la cooperación 
internacional. Estos objetivos básicos debían implementarse en un periodo de 15 
años.  

La Declaración del Milenio ponía el énfasis en esa responsabilidad de la comunidad 
internacional insistiendo en la misma línea que la DUDH, en la necesidad de 
“respetar y defender los principios de la dignidad humana, la igualdad, la equidad en 
el plano mundial”. Dicha Declaración apelaba en sus principios a la Carta en cuanto 
al establecimiento de una paz justa y duradera, que respete la soberanía de los 
Estados, promoviendo la solución de conflictos mediante medios pacíficos desde la 
justicia y el derecho internacional; y a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, haciendo especial mención al desarrollo (AGNU, 2000, 1-7). 

No puede negarse, por tanto, que ya existía una relación entre los derechos humanos 
y los ODM, puesto que compartían principios como la participación, el 
fortalecimiento y la apropiación nacional; eran herramientas para los procesos de 
información que indican las responsabilidades de los gobiernos; y se orientaban el 
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objetivo final de promover el bienestar humano desde la dignidad. En ese sentido, 
ambos podían considerarse como dos marcos interdependientes, que se reforzaban 
entre sí mutuamente. Ahora bien, al igual que ocurrirá con los ODS, existían también 
importantes diferencias: 1. los derechos humanos tienen un alcance más amplio que 
el previsto para los ODM centrados en las áreas más importantes para alcanzar el 
desarrollo humano; 2. los derechos humanos se aplican y postulan en todos los 
Estados, mientras que los ODM se referían principalmente a países en desarrollo; 3. 
los derechos humanos en cuanto están consagrados en la DUDH y en posteriores 
convenciones internacionales son vinculantes, obligan a los Estados que han 
ratificado esas disposiciones, como se señalaba anteriormente, en cambio los ODM 
eran objetivos en materia de desarrollo con metas e indicadores que no obligatorios; 
4. los derechos humanos no tienen un plazo en su aplicación, mientras que los ODM 
fueron acordados para su cumplimento en 2015; 5. los ODM tenían que ser 
evaluados  para monitorear el progreso (PNUD 2006, 11-12).  

Los ODM se articularon tomando en consideración las obligaciones en materia de 
derechos humanos. Así cada uno de los Estados, en su estrategia de reducción de la 
pobreza basada en dichos objetivos, debía remitirse a las obligaciones 
internacionales en materia de derechos humanos voluntariamente asumidas. Ello 
podría hacerse con una evaluación de los derechos humanos similar que incluiría lo 
siguiente (Sachs, 2005, 145): 

- Reconocer que los derechos humanos ya comprenden muchos de los Objetivos, 
como por ejemplo los relativos a cuestiones vinculadas a la pobreza, hambre, 
educación, salud y medio ambiente. 

- Remitirse a las obligaciones establecidas por los tratados internacionales como así 
también al derecho consuetudinario y a las normas jurídicas pertinentes dentro del 
contexto nacional. 

- Aceptar los Objetivos de Desarrollo del Milenio como metas intermedias que 
contribuyen a la progresiva realización de los resultados básicos de desarrollo. Los 
subsiguientes objetivos de desarrollo podían entonces expresarse en términos de 
suprimir las carencias, la discriminación de género y el hambre, y promover la salud, 
la participación social y política y el acceso a la información para el desarrollo. 

 Además, las estrategias nacionales de reducción de la pobreza a partir de los ODM 
deberían ser compatibles con los principios de igualdad y de no discriminación que 
establece el estándar mínimo internacional de derechos humanos. Esto supone 
adoptar medidas para garantizar que todos los sectores puedan ejercer sus derechos, 
y no aumentar las desigualdades ya existentes. En este sentido, es importante 
destacar el hecho de que gran parte de la pobreza tiene su origen en prácticas 
discriminatorias. Si se acepta esta premisa se hace necesario reorientar las 
estrategias de reducción de la pobreza de tal manera que se actúe más allá de las 
meras cuestiones económicas, siempre imprescindibles, e incidir también en las 
instituciones socioculturales y político-jurídicas que sustentan dichas estructuras 
discriminatorias. Así, la conexión entre de derechos humanos y los ODM conlleva el 
nexo entre aquellos y la reducción de la pobreza desde la supresión de leyes e 
instituciones que fomenten la discriminación contra determinados individuos y 
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grupos, hasta la asignación de mayores recursos a las esferas de actividad que más 
podían beneficiar a colectivos menos favorecidos.  

La orientación de los ODM basada en los resultados, dentro del contexto de las 
obligaciones en materia de derechos humanos, también estaba pensado para 
fomentar la resolución de cuestiones no contempladas expresamente en las metas e 
indicadores, como contribuir al respeto y promoción de los derechos humanos y 
crear un marco jurídico y legislativo que facilitase el logro de los ODM especialmente 
con el impulso de las instituciones defensoras de los derechos humanos.  

La prioridad de vincular la implementación de los ODM con los derechos humanos se 
plasmó en un marco de análisis para el sector del desarrollo, que pretendía atender 
a las necesidades de los especialistas proponiendo un marco analítico con los 
siguientes elementos (ACNUDH, 2008, VII): 

1. Alinear los objetivos con los derechos humanos, armonizando las metas y los 
indicadores de los ODM con las normas de derechos humanos. Esto incluía 
garantizar que las metas y los indicadores se correspondían efectivamente con los 
derechos económicos, sociales y culturales, que la igualdad de género se 
incorporase a todas las actividades y que los esfuerzos se dirigieran hacia los 
grupos marginados y desfavorecidos. Desde este punto de vista se critica que los 
ODM adolecieron de un enfoque de derechos humanos. Dicho enfoque hace 
referencia a la necesidad de articular un marco de análisis en el sector del 
desarrollo que atendiera las necesidades específicas de los derechos humanos y 
que influyera en la elaboración de políticas para la promoción de estos. Se 
trataría de asumir la noción y el reconocimiento de los derechos humanos como 
base del desarrollo personal y social de todos los seres humanos (Verdiales, 2018, 
88). 

2. Ser transformadores, adoptando un criterio basado en los derechos humanos 
para el empoderamiento y la participación en el establecimiento de metas, la 
formulación de políticas y la ejecución. La pretensión era crear las condiciones 
necesarias para una participación efectiva y una buena gobernanza, los derechos 
civiles y políticos debían ser respetados de manera efectiva. 

3. Asignar prioridad a los derechos, adoptando decisiones de política y de 
asignación de recursos dentro de un marco de derechos humanos. Las políticas 
relacionadas con los ODM debían ser evaluadas para saber si en realidad 
reducirían la desigualdad y la pobreza, y debían asignarse recursos suficientes 
para alcanzar objetivos que fueran coherentes con los derechos humanos. 

4. Reivindicar los ODM garantizando los derechos, mecanismos de rendición de 
cuentas y estrategias sostenibles. 

Aun insistiendo en la imprescindible vinculación entre los derechos humanos y los 
ODM, existen también importantes críticas al respecto (ACNUDH, 2008, 5): 

a) En la concreción de los ODM se hizo caso omiso en parte de la fuerza jurídica y 
el valor instrumental de los derechos humanos.  
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b) Los ODM no estaban suficientemente centrados o en las desigualdades dentro 
de los países. 

c) Los ODM se centraron en los países en desarrollo, mientras que las normas 
internacionales de derechos humanos tienen un contenido amplio y una 
aplicación universal que no fue tomada en consideración. 

d) También se ha cuestionado el carácter excesivamente tecnocrático de los ODM 
y las instituciones estrechamente asociadas. Los ODM insistían en la movilización 
de recursos financieros y en soluciones técnicas, pero no hacía alusión a la 
necesidad de transformar las relaciones de poder, que en parte son responsables 
de los niveles de pobreza en los países tanto en desarrollo como desarrollados. Se 
obviaban de esta manera que, en buena medida, las barreras al avance en 
relación con los ODM eran de carácter social y político.  

e) Los mecanismos internacionales de rendición de cuentas respecto de los ODM 
fueron particularmente débiles, lo cual no significa asumir que los relativos a los 
de derechos humanos no tengan carencias. En los países más pobres existían 
algunos incentivos para adoptar planes compatibles con los ODM, sin embargo, 
no había un mecanismo real que permitiera asegurar que los países en mejor 
situación se alinearían con el objetivo 8 para fomentar, como este señalaba, una 
alianza mundial para el desarrollo. 

f) El proceso de creación de los ODM no fue participativo, una parte significativa 
de los gobiernos del sur quedaron en gran medida excluidos del establecimiento 
de metas, de tal manera que entre los Objetivos y las Declaración del Milenio 
existían importantes diferencias. Así, mientras en esta se hablaba en su párrafo 
13 de un sistema comercial “equitativo”, en la meta 8.A de los ODM se aludía a un 
sistema comercial y financiero abierto, basado en normas, previsible y no 
discriminatorio, pero no equitativo.  

 Con todo, no puede obviarse que los ODM supusieron un importante marco 
internacional para el desarrollo de los países, hasta tal punto que desde el 
aprendizaje de los objetivos no alcanzados en 2015 surge los ODS. Se superó la 
tradicional vinculación del desarrollo a la dimensión estrictamente económica, 
atendiendo a otros ámbitos, como el político, el jurídico y el social o el cultural, desde 
un enfoque multidimensional que debía vincularse más estrechamente con los 
derechos humanos. 

La conexión entre derechos humanos y ODM, como actualmente con los ODS, sirve 
para ahondar en dos cuestiones básicas: la universalidad de los derechos y la lucha 
contra los efectos de la globalización. La universalidad como rasgo del concepto de 
los derechos humanos, en la línea que propone la Declaración, implica tanto la 
universalidad en los sujetos titulares de los derechos como en los sujetos obligados 
por los mismos. Es una consecuencia directa de la exigencia kantiana de 
universalidad de los imperativos morales, pero que transciende dicho ámbito con la 
positivación, la internacionalización y la especificación de los derechos. En ese 
sentido, es importante recordar como señalaba Peces-Barba (1994, 614-615) que la 
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universalidad de los derechos se puede enfocar desde tres perspectivas: lógica, 
temporal y espacial. En el primer caso se hace referencia a “una titularidad de los 
derechos que se adscriben a todos los seres humanos. Sus rasgos son la racionalidad 
y la abstracción, congruentes con esa titularidad de todos los hombres”, en un 
lenguaje actual, de todas las personas. La universalidad temporal implicaría que los 
derechos “tienen un carácter racional y abstracto al margen del tiempo y válidos para 
cualquier momento de la historia”. Por último, el ámbito espacial alude a “la 
extensión de la cultura de los derechos humanos a todas las sociedades políticas sin 
excepción”. 

La universalidad sería un punto de llegada, una meta alcanzar. Este planteamiento es 
totalmente compatible con lo declarado expresamente en el preámbulo de la 
Declaración y con su espíritu, siendo coherente con los esfuerzos iniciales para 
conseguir su aprobación, también con los ODM y los ODS. 

Además, es importante recordar el papel de la dignidad humana en el cambio de 
perspectiva de los deberes morales a los derechos jurídicos y también en el impulso 
a esa universalidad tendencial. Como puntualiza Habermas (2010, 113) las teorías 
modernas de la moral racional y del derecho racional se apoyan en el concepto 
fundamental de la autonomía del individuo y en el principio de igual respeto para 
todos. Esta base común es fundamental pero no se puede olvidar que mientras la 
moral impone deberes que abarcan todos los ámbitos de acción, el derecho moderno 
crea espacios de libertad para el arbitrio privado y el desarrollo de la vida individual, 
no son los deberes sino los derechos subjetivos los que configuran la base para la 
construcción del sistema jurídico. En la Declaración ambos enfoques encuentran su 
lugar.  

Por otra parte, esa universalidad que la DUDH postula respecto a los derechos 
humanos no es homogenización ni globalización. En primer lugar, no es 
homogenización porque no puede ser concebida como la imposición de una cultura 
mayoritaria ni la falta de respeto a las minorías, no puede ser la plasmación del 
dominio de la mayoría que puede imponer la tiranía de las mayorías. Es en ese 
sentido en el que puede afirmarse que el sistema democrático tiene como premisa 
básica el respeto de la dignidad humana y con ella la universalidad de los derechos. 
Por eso la DUDH se considera un instrumento revolucionario en el marco del derecho 
internacional en la medida en que supone un primer esfuerzo por restringir la acción 
de los gobiernos para promocionar y proteger los derechos humanos más allá de los 
intereses de los Estados (Burchill and Cavandoli, 2011, 46). 

 Además, la universalidad como la DUDH y en la línea que impulsaban los ODM 
antes, y ahora los ODS, no es compatible con la globalización. Como acertadamente 
explica De Lucas (2008, 57) la hegemonía de la globalización financiera y la ausencia 
de control favorecen el nexo entre globalización y exclusión social, que es el 
resultado negativo de la globalización para la mayor parte de los seres humanos que 
no pertenecen al reducido grupo de los agentes del proceso, de los integrados en la 
globalización. Avanzar en la globalización jurídica y política es, por tanto, una 
necesidad si se quiere evitar los efectos más devastadores de la ideología neoliberal 
que profesa el dogma de la desregulación. Frente a la exclusiva globalización 
financiera, incompatible con la universalidad, es urgente una globalización que exige 
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avanzar hacia el ideal de la democracia cosmopolita; y al mismo tiempo una 
globalización jurídica, en concreto, de la justicia y de los derechos humanos. Desde 
esta otra concepción de la globalización todavía concebida como un ideal, la 
Declaración puede seguir siendo motor para dinamizar la universalización de los 
derechos humanos y reforzarlos, y junto a ella los ODS para “que nadie se quede 
atrás”.  

 

OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE Y DERECHOS HUMANOS 

Los ODS, a diferencia de los ODM, son el resultado de un proceso más participativo 
e inclusivo de negociaciones intergubernamentales, así se establecen 17 objetivos, 
169 metas y 230 indicadores. En la Resolución que aprueba la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible (AGNU, 2015), tanto los objetivos como las metas se conciben 
desde una perspectiva integrada e indivisible y conjugan las tres dimensiones del 
desarrollo sostenible: económica, social y ambiental, que al interactuar entre sí 
exigen que este sea sostenible, viable, soportable y equitativo. La finalidad principal 
de la Agenda, como en la DUDH y el resto de instrumentos de derechos internacional 
en esa materia, es “hacer realidad los derechos humanos de todas las personas”.  

Como expresamente se señala en la Agenda 2030 esta se basa en los principios de 
la Carta de las Naciones Unidas, con especial atención al respeto del derecho 
internacional. En esa línea, sus fundamentos son la DUDH, los tratados 
internacionales de derechos humanos, la Declaración del Milenio y el Documento 
Final de la Cumbre Mundial 2005, así como otros instrumentos, como la Declaración 
sobre el Derecho al Desarrollo. Además se alude expresamente a los resultados de 
todas las grandes conferencias y cumbres de las Naciones Unidas, que han 
establecido una base sólida para el desarrollo sostenible, en particular la Declaración 
de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo , la Cumbre Mundial sobre el 
Desarrollo Sostenible, la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social, el Programa de 
Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo , la 
Plataforma de Acción de Beijing  y la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Desarrollo Sostenible, y las actividades de seguimiento de dichas conferencias. 

Expresamente se señala que, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, 
todos los Estados tienen la responsabilidad de respetar, proteger y promover los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas, “sin hacer 
distinción alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento, 
discapacidad o cualquier otra condición”, (AGNU, 2015, 10,11 y 19). 

La implementación de la Agenda 2030 profundizará en la transversalización de los 
derechos humanos en el trabajo por el desarrollo, y a su vez reforzará la realización 
de los derechos humanos, para ellos los objetivos, las metas y los diferentes 
indicadores están alineados específicamente con los derechos humanos. Es 
fundamental esa idea que subyace en este instrumento de concebir los derechos 
humanos como medio y fin del desarrollo para articular un modelo enfocado en las 
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personas para un desarrollo más sustentable y equitativo que, según su lema, “no 
deje a nadie atrás”. 

Los ODS surgen, por tanto, con importantes diferencias respecto a los ODM. En 
primer lugar, por su pretensión universal, en la línea que se apelaba a la 
universalidad a propósito de los derechos humanos anteriormente. Mientras que los 
ODM surgieron especialmente para los denominados países en desarrollo, los ODS 
constituyen un marco de referencia universal con pretensión de aplicarse en todos 
los Estados. El proceso para conseguir el desarrollo sostenible exige hacer frente a 
retos tanto comunes como individuales en la consecución de las múltiples 
dimensiones de estos derechos que recogen los ODS. 

Específicamente la Agenda 2030 (AGNU, 2015, 55) insiste en que los ODS y sus metas 
son de carácter integrado e indivisible, de alcance mundial y de aplicación universal, 
tienen en cuenta las diferentes realidades, capacidades y niveles de desarrollo de 
cada país y respetando sus políticas y prioridades nacionales.  A partir de la 
pretensión general, cada Estado establecerá sus propias metas nacionales teniendo 
en cuenta las circunstancias del país. Cada gobierno decidirá también la forma de 
incorporar esas metas mundiales en los procesos de planificación, las políticas y las 
estrategias nacionales. Así, por ejemplo, en España el Plan de Acción para la 
implementación de la Agenda 2030 (Gobierno de España, 2018), es un documento 
programático entre la voluntad de la implementación de la Agenda y la formulación 
de una estrategia de desarrollo sostenible a largo plazo. Se concibe como un plan de 
transición, poniendo en el centro de su acción de gobierno los ODS y el desarrollo 
sostenible. Se pretende impulsar de forma inmediata nuevas políticas, medidas, 
gobernanza y métodos de trabajo y para la adopción de una Estrategia de Desarrollo 
Sostenible 2020-2030. En él se toma en cuenta la especificidad del caso español, 
analizando el estado de la cuestión, la situación de los ODS en España, presentando 
un análisis de la distribución competencial y las políticas públicas e instrumentos ya 
existentes. Además, se señalan las acciones para poner en marcha la Agenda a través 
de nuevas políticas públicas, medidas clave para acometer las grandes 
transformaciones, gobernanza de la Agenda, seguimiento, rendición de cuentas y 
evaluación. 

Esta dimensión universal de los ODS supone al mismo tiempo que sean generales e 
integradores. Son generales porque toman en consideración en su concreción la 
indivisibilidad e interdependencia de los derechos. En ese sentido, la Agenda 2030 
abarca temas relacionados con todos los derechos humanos, además del derecho al 
desarrollo como punto fundamental, incluyendo de modo central los derechos 
económicos, civiles, políticos, sociales y culturales. Por otra parte, su carácter 
integrador queda patente en la primacía de la igualdad y la no discriminación entre 
los países y en el interior de estos, insistiendo en la responsabilidad de todos los 
Estados. 

En segundo lugar, los ODS pueden considerarse transformadores, ya que, presentan 
un nuevo paradigma en relación al modelo tradicional de desarrollo.  La Agenda 
2030 proporciona una visión del desarrollo sostenible, centrado en las personas y el 
planeta, multinivel, basado en los derechos humanos y consciente de las diferencias 
de género, que supera la perspectiva de los ODM. 



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  34   
 

Los ODS intentan hacer frente a algunas de las críticas apuntadas a propósito de los 
ODM, entre ellas la de conseguir incorporar un enfoque de derechos humanos para 
lo cual recurre a dos principios: participación y no discriminación. 

La Agenda 2030 establece la necesidad de que todos los actores sociales participen 
en su implementación. Se habla de “una Alianza Mundial revitalizada”, aglutinando 
a los gobiernos, el sector privado, la sociedad civil, el sistema de las Naciones Unidas 
y otras instancias y movilizando todos los recursos disponibles. (AGNU, 2015, 39).  
Esta es una de las metas de los ODS: “fomentar y promover la constitución de 
alianzas eficaces en las esferas pública, público-privada y de la sociedad civil, 
aprovechando la experiencia y las estrategias de obtención de recursos de las 
alianzas” (17.17). 

Ciertamente el papel de los Estados ha sido determinante en todos los objetivos 
desarrollo, y ahora continúa teniendo su lugar fundamental si bien en conexión con 
todos los agentes implicados. Como recuerda Brown (2016, 72-73) los Estados han 
de asumir su función como garantes de los derechos, de todos, tanto civiles y 
políticos como sociales, económicos y culturales, cumpliendo sus obligaciones. La 
posición especial de los países no es solo una cuestión de efectividad y control, sino 
también una forma de legitimidad que los distingue de otras entidades y agencias. 
La DUDH y los convenios tienen como objetivo imponer condiciones basadas en los 
derechos humanos a esta legitimidad, en ese sentido el régimen de derechos 
humanos iniciado por la Declaración fue concebido como una base no solo para los 
convenios y acuerdos internacionales posteriores, sino también para los 
ordenamientos jurídicos de los Estados parte. En un mundo globalizado, además, los 
Estados deben comprometerse a nivel internacional en el respeto y la garantía de los 
derechos humanos de las personas en y fuera de sus fronteras, por varios motivos: el 
efecto de las propias políticas y acciones del Estado en otros países; el impacto en 
otros países de la forma en que participa en las instituciones internacionales; la 
provisión y la eficacia de la ayuda al desarrollo; y la respuesta a los abusos de 
derechos en otros países. 

 Insistir en la relevancia de la dimensión estatal, dentro de la comunidad 
internacional, en la conexión entre ODS y derechos humanos, supone dar 
continuidad al camino iniciado con la DUDH y los instrumentos posteriores y 
reclamar la necesidad de políticas para la implementación de los derechos humanos, 
entre ellos el de desarrollo, y la incorporación del enfoque en derechos humanos en 
aquellas. Tiene razón Beetham (1999, 89) cuando sostiene que, si adoptamos una 
visión holística de la DUDH, es posible construir los parámetros de la democracia y 
establecer objetivos para los sistemas de gobierno y la gobernanza. Los derechos 
civiles y políticos son parte integral del funcionamiento básico de un sistema 
democrático y los derechos sociales son cruciales para el ejercicio efectivo de la 
democracia, es ahí donde encajan las medidas que contemplan los ODS. Puesto que 
la DUDH cubre los derechos e indicadores para una gobernanza democrática, es 
decir, proporciona una base sólida para la definición de democracia del derecho 
internacional. 

En la línea de impulso a los derechos que la DUDH reconoce, tiene razón Villán Durán 
(2018, 116-117) cuando señala que una lectura actual de la Declaración, con 
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proyección en la comunidad internacional del siglo XXI, exige también la concreción 
del ya mencionado artículo 28 de aquella, para reivindicar lo que denomina los 
derechos humanos de la solidaridad o de “síntesis” a partir de la imprescindible 
interdependencia de los derechos humanos. Desde esa perspectiva es posible 
impulsar el derecho a la paz, al desarrollo económico y social de los pueblos o el 
derecho al medio ambiente. Estas últimas reivindicaciones de derechos no 
contemplados expresamente en la DUDH (lo cual resulta lógico tomando en 
consideración el momento histórico en el que fue redactada) son acordes a los 
planteamientos que ya señalamos que sostiene la Agenda 2030. Los derechos 
humanos, y los ODS con ellos, han ser el fundamento del progreso hacia una 
comunidad internacional más justa, democrática y equitativa, que pueda asumir los 
retos en materia de paz, seguridad, desarrollo sostenible y respeto a los derechos 
desde los pilares que ya asentaba la Carta de Naciones Unidas. 

Asimismo, es básico que la Agenda 2030 se aplique con el apoyo de los recursos y el 
compromiso políticos necesarios, de lo contrario no resulta viable. La Agenda de 
Addis Abeba para la Acción, aprobada en la Tercera Conferencia Internacional sobre 
Financiación del Desarrollo (julio 2015), ofrece las bases para una nueva alianza 
mundial en el ámbito del desarrollo sostenible, destacando la importancia de los 
recursos, no solo económicos, aunque también, y las iniciativas conjuntas.  

La Agenda 2030 señala también que el sector privado desempeñará un papel clave 
y contribuirá sustancialmente a su implementación, incluso a través de asociaciones 
público-privadas. En este contexto, el cumplimiento de los Principios Rectores de las 
Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos es especialmente importante 
para garantizar que las empresas no causen daños, como señalan tales principios, y 
no conduzcan a la creación de un sistema social de dos niveles. Se trataría de 
garantizar que las empresas que se asocian con los Estados en la implementación de 
ciertos ODS no socavan el logro de otros ODS o los derechos humanos de grupos 
específicos.  

En el sector privado, las empresas están llamadas igualmente a alinear sus 
estrategias, así como medir y gestionar su contribución a la consecución de los ODS. 
En ese sentido, por ejemplo, el SDG Compass (2015) aporta algunas herramientas, 
indicadores sugeridos para empresas y la posibilidad de filtrar en función del 
objetivo o la temática para poner la sostenibilidad en el centro de la estrategia 
empresarial. Esta implicación privada se concreta en objetivos como el 12 cuando 
apela a la necesidad de garantizar modalidades de consumo y producción 
sostenibles, y el objetivo 17. En concreto, se hace coparticipe al sector privado en la 
consecución de dicho objetivo en metas como la 17.16 al apelar a la mejorar la 
Alianza Mundial para el Desarrollo Sostenible y en la 17.17 cuando se señala la 
necesidad de fomentar y promover la constitución de alianzas eficaces en las esferas 
pública, público-privada y de la sociedad civil, aprovechando la experiencia y las 
estrategias de obtención de recursos de las alianzas. 

Esta implicación del ámbito empresarial, conecta con el esfuerzo realizado en las 
últimas décadas para establecer un marco normativo que incluya los principios y 
directrices a nivel mundial en materia de responsabilidad social empresarial y 
corporativa. Entre dichos principios se encuentran los concretados en la Declaración 
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Tripartita de Principios de la OIT sobre las Empresas Multinacionales y Política Social, 
los Principios del Pacto Global de las Naciones Unidas y los mencionados Principios 
Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos. Todos estos instrumentos 
pretenden orientar a las empresas para que respeten los derechos humanos y 
mantengan en sus actividades ciertos estándares mínimos. Precisamente dentro de 
los diferentes alineamientos que se aconseja a las empresas que tengan en cuenta 
en sus actividades, se puede tomar en consideración su contribución a los ODS.  

Se apela a la corresponsabilidad en la implementación de la Agenda de los diversos 
integrantes del sector privado, desde las microempresas y las cooperativas hasta las 
multinacionales, y la función de las organizaciones de la sociedad civil y las 
organizaciones filantrópicas (AGNU, 2015, 41). La sociedad civil en su conjunto 
completa el conjunto de agentes comprometidos en esta implementación, su papel 
es fundamental el trabajo de divulgación es fundamental a la hora de implicarse, 
también, en todo el ciclo de políticas públicas y exigir constantemente la rendición 
de cuentas de al Estado. 

Igualmente, las universidades, desde su función de generación y difusión del 
conocimiento y su situación dentro de la sociedad, están llamadas a desempeñar un 
papel fundamental en los ODS. El compromiso con los objetivos puede también 
beneficiar en gran medida a las universidades, ya que permitirá, demostrar su 
capacidad de impacto, atraerá el interés de formación relacionada con los ODS, 
creará nuevas alianzas, permitirá acceder a nuevas fuentes de financiación y 
posicionará a la universidad como institución comprometida (SDSN Australia/Pacific, 
2017, 2).  

Por lo que se refiere a la no discriminación, los objetivos 5 (igualdad de género) y 10 
(reducción de las desigualdades) se encaminan a combatir diferentes formas de 
exclusión tomando en consideración la atención a grupos específicos y la 
articulación de medidas de acción afirmativa en beneficio de personas o grupos 
desfavorecidos en la línea que postula el artículo art. 1.4 de la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial. En 
ese sentido, se enfatiza la necesidad de proteger a las personas vulnerables. Para 
ello es necesario emprender más acciones y medidas eficaces, de conformidad con 
el derecho internacional, para eliminar obstáculos y restricciones, fortalecer el 
apoyo a las personas que viven en zonas afectadas por emergencias humanitarias 
complejas y en zonas afectadas por el terrorismo y atender sus necesidades 
especiales (AGNU, 2015, 23). 

En conexión con la prioridad de garantizar la no discriminación, es imprescindible 
que los datos desagregados cumplan las previsiones de la meta. 17.18, es decir, que 
sean “datos oportunos, fiables y de gran calidad desglosados por ingresos, sexo, 
edad, raza, origen étnico, estatus migratorio, discapacidad, ubicación geográfica y 
otras características pertinentes en los contextos nacionales”.  
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RETOS EN EL SEGUIMIENTO Y EXAMEN DE LOS OBJETIVOS DE 

DESARROLLO SOSTENIBLE 

 Como se ha expuesto, la Agenda 2030 ha supuesto un esfuerzo para la 
integración de los derechos humanos en todo el proceso de definición de los ODS, la 
parte final de ese proceso exige velar por que las medidas políticas y estratégicas 
para aplicar la Agenda se basen efectivamente en tales derechos. Se contempla que 
los exámenes a escala nacional y regional del progreso alcanzado en los ODS estén 
reforzados por revisiones del progreso general a escala mundial que se efectuarán 
en el Foro Político de Alto Nivel. Las tareas de supervisión deben evaluar los 
progresos logrados en la consecución de resultados para toda la población, para lo 
cual son fundamentales tanto las ya mencionadas estadísticas desglosadas, que 
tendrán que elaborarse desde el enfoque basado en los derechos humanos, como los 
indicadores. El seguimiento deberá visibilizar la reducción progresiva de las 
desigualdades en los planos local, nacional, regional y mundial, y exigirá, al mismo 
tiempo, fortalecer los vínculos con los mecanismos internacionales de derechos 
humanos. 

La cuestión de la rendición de cuentas o, en concreto, cómo los Estados rendirán 
cuentas respecto al grado de implementación de los compromisos asumidos en la 
Agenda fue un punto crítico de discusión durante las negociaciones, lo que supuso 
que el texto final incluyera una reducción significativa de las propuestas iniciales al 
respecto. Para la concreción del denominado marco de seguimiento y examen se 
barajaron diferentes propuestas que permitieran concretar las políticas de 
responsabilidad. Un punto de partida fundamental en la Agenda 2030 era que la 
rendición de cuentas fueran un elemento integral, debido espacialmente a las 
preocupaciones anteriores sobre la falta de mecanismos sólidos de rendición de 
cuentas en el marco de los ODM.  Como recuerdan Donald y Way (2016), desde el 
principio, el concepto de responsabilidad tenía un historial cargado de 
connotaciones negativas en las negociaciones intergubernamentales. Para los países 
en desarrollo, la experiencia de los ODM no había sido positiva, algunos se habían 
sentido injustamente sobrepasados por los esfuerzos que se les exigían para 
alcanzarlos, mientras que los países más favorecidos no estaban obligados a actuar 
a nivel nacional, ni eran responsables en sus compromisos de proporcionar recursos 
a los países en desarrollo o de garantizar un entorno político global propicio para el 
mismo. Las repercusiones de este legado estuvieron presentes en proceso de 
negociación de los ODS.   

Desde un punto de vista positivo, el precedente de los ODM fue determinante para 
que en las negociaciones de los ODS se acordara su aplicación a los diferentes 
Estados, no solo a los que se consideraban en desarrollo. Aunque los ODM fueron 
criticados, como se señalaba anteriormente, por su reduccionismo y por la dificultad 
de utilizar los mismos indicadores en contextos nacionales y locales diferentes, una 
de sus virtudes fue la de establecer unas metas con indicadores medibles que hacían 
posible la rendición de cuentas en base a resultados. La apuesta por la utilización de 
resultados de desarrollo concretos y medibles ha favorecido una tendencia positiva 
hacia la generación de datos e información para valorar su cumplimiento, que se 



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  38   
 

incrementa en los ODS. Por ello, puede afirmarse que, en buena medida, los ODM 
contribuyeron a mejorar el seguimiento y a establecer mecanismos de medición, lo 
cual influye positivamente en la rendición de cuentas (Jones, 2012).  

Al mismo tiempo, en el lado negativo, tras la experiencia de los ODM, surgió una 
desconfianza respecto a la responsabilidad en los nuevos objetivos y metas, y en 
concreto a la idea de que el progreso sea juzgado por o en contra de otros países. 
Precisamente esa idea de actuación por pares en la rendición de cuentas, en la 
responsabilidad de Estado a Estado, tuvo muchas resistencias y reservas para ser 
considerada como el mecanismo global para la supervisión de los ODS. En ese 
sentido, los países en desarrollo, temían que un mecanismo de revisión por pares 
pudiera proporcionar nuevas vías de condicionalidad y de movimientos paternalistas 
de los países considerados más ricos, lo cual no era del todo descartable a la luz de 
algunas de las críticas que había recibido los ODM. 

La experiencia de los ODM evidenció que algunas de las dificultades para la 
rendición de cuentas habían sido consecuencia de la ausencia de un proceso 
consultivo previo que hubiera permitido adaptar los objetivos a los diversos 
contextos locales, nacionales y globales. Frente a dicho error, la Agenda 2030 incluye 
un proceso de descentralización de la gobernanza que lleva a la necesidad de 
establecer mecanismos de rendición de cuentas a nivel local, sin obviar el resto de 
niveles.  Como recuerda Ayuso (2017, 82-83) la transparencia y la accesibilidad a la 
información articulada de acuerdo con mecanismos detallados para la recopilación 
de la misma, son elementos esenciales de la rendición de cuentas que habían sido 
tradicionalmente reiterados como una necesidad. Asimismo, es necesario promover 
mecanismos de monitoreo y evaluación en diferentes niveles de responsabilidad 
que evidencien las dinámicas de cambio, que midan los esfuerzos y los diferentes 
los comportamientos de los actores con capacidad de influir en la Agenda. 

El marco de seguimiento y examen se adoptó desde la premisa que expresamente 
recoge la Agenda al señalar que la rendición de cuentas tanto a nivel nacional, 
regional y mundial, “se centrará en las personas, tendrán en cuenta las cuestiones de 
género, respetarán los derechos humanos y prestarán especial atención a los más 
pobres, los más vulnerables y los más rezagados.” (AGNU, 2015, 74 e).  

Los Gobiernos son los principales responsables de realizar, en el plano nacional, 
regional y mundial, el seguimiento y examen de los progresos conseguidos en el 
cumplimiento de los Objetivos y las metas durante los próximos 15 años. El foro 
político de alto nivel, bajo los auspicios de la Asamblea General y el Consejo 
Económico y Social, desempeñará un papel central en la supervisión de ese proceso 
de seguimiento y examen a nivel mundial. 

El proceso sistemático de seguimiento y examen de la implementación de la Agenda 
se pretende que sea sólido, voluntario, eficaz, participativo, transparente e 
integrado, basado en la confianza mutua y la comprensión entre todas las naciones 
y guiado. Entre los principios que han de guiar los procesos de seguimiento y 
examen, recogidos en el apartado 74 de la Agenda 2030, destaca, el llamamiento a 
aprovechar los procesos y plataformas existentes, con el apoyo activo del sistema de 
las Naciones Unidas y otras instituciones multilaterales, y utilizando un conjunto de 



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  39   
 

indicadores mundiales que se complementarán con indicadores regionales y 
nacionales, formulados por los Estados Miembros y con los resultados de la labor 
realizada para establecer las bases de referencia de esas metas cuando aún no 
existan datos de referencia nacionales y mundiales.  

Es interesante insistir, desde una perspectiva de derechos humanos, en el hecho de 
que el marco de seguimiento y examen de la Agenda aparece conectado con los 
distintos instrumentos del estándar internacional de derechos humanos, en 
concreto, con el marco legal de protección de los derechos y las recomendaciones 
del examen periódico universal, las de los órganos de tratados y las de 
procedimientos especiales. Así, por ejemplo, el examen periódico universal como 
mecanismo integral de revisión del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, permite ofrecer un historial y un test relativo a los derechos humanos de 
todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas, que ponen en evidencia sus 
esfuerzos también en las metas que concretan los ODS. Desde este análisis se puede 
obtener una perspectiva única para otros participantes sobre cómo asegurar la 
responsabilidad en relación a derechos que aparecen vinculados a los ODS.  Si El 
examen periódico universal se utiliza desde esta perspectiva, puede apoyar los 
procesos de seguimiento y revisión de los ODS, así también adquiriría mayor 
protagonismo este mecanismo que puede considerarse relativamente infrautilizado 
en comparación con los procedimientos basados en tratados, como los supervisados 
por el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad o el Comité para 
la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Bueno de Mesquita et al. 2018).  

Los estándares básicos de derechos humanos vienen establecidos en las 
disposiciones internacionales que se han de conectar, como las recomendaciones, 
con los diferentes ODS. Así, por ejemplo, si te toma como referencia el Objetivo 4 
que apela a garantizar una educación inclusiva y equitativa de calidad y promover 
oportunidades de aprendizaje permanente para todos, podría acudirse al estándar 
de base del artículo 13. 1 del   PIDESC que señala que los Estados reconocen “el 
derecho de toda persona a la educación” y al más reciente recogido en el artículo 24. 
1 de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad según el cual “los Estados Partes reconocen el derecho de las personas 
con discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho sin 
discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, los Estados Partes 
asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los niveles, así como la 
enseñanza a lo largo de la vida”. Ambos estarían alineados con la meta 4.1 cuando 
propone “de aquí a 2030, asegurar que todas las niñas y todos los niños terminen la 
enseñanza primaria y secundaria, que ha de ser gratuita, equitativa y de calidad y 
producir resultados de aprendizaje pertinentes y efectivos” y podrían completarse 
con las recomendaciones de los diferentes Comités. 

Por otra parte, como señalan Ayuso y Cascante (2011) la aplicación del principio de 
rendición de cuentas a las políticas públicas para la evaluación de los resultados de 
la Agenda 2030 supone un importante reto en términos de gobernanza multinivel y 
coordinación de actores. Es imprescindible que las instituciones permitan incorporar 
a la diversidad de actores implicados, facilitándoles la información necesaria para 
que sea realmente posible el ejercicio de control político democrático. Junto a ello, 
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hay que dotar de mayor transparencia las conexiones que se dan entre niveles 
superpuestos que interactúan entre la agenda local, la regional y la global, es decir, 
hay que clarificar la responsabilidad de todos los actores implicados en las políticas 
entre los gobiernos y su ciudadanía (rendición de cuentas vertical) y en el marco 
institucional de cada país (rendición de cuentas horizontal). 

En un momento como el actual en el que ya no es posible negar el impulso del 
derecho internacional de los derechos humanos, es importante evitar lo que 
Habermas (2010, 120) denomina una “deflación suave de los derechos humanos”. 
Sin duda la implementación de la Agenda 2030 y, en concreto, la interconexión entre 
los ODS y la garantía del ejercicio y disfrute de diferentes derechos por un número 
cada vez mayor de personas, puede contribuir a ello. Así se puede soslayar un 
minimalismo que separe los derechos humanos de su impulso moral esencial que no 
es otro que la protección de la igual dignidad humana de cada uno. Es necesario 
evitar la perspectiva que reduce la temática de los derechos humanos a cuestiones 
estrictamente de la política internacional, de tal manera que obvia la relación de 
tensión dentro del Estado entre derechos humanos universales y derechos del 
ciudadano particulares.  

El fundamento moral de los derechos humanos, claramente desde la DUDH y los 
instrumentos de derechos internacional que la han desarrollado, supone que cada 
uno como sujeto de los mismos derechos sea respetado en su dignidad humana. Esa 
dignidad está presente también en la Agenda 2030, en la consecución de los ODS y 
sus metas, que proporcionan una agenda más participativa con importantes desafíos 
para su implementación y que necesitan de la implicación de los actores públicos y 
privados para hacer realidad los derechos humanos de todas las personas.  Se trata, 
en definitiva, de fortalecer ese nuevo ethos de nuestro tiempo (Cançado Trindade 
(2010, 622) que constituyen los derechos humanos. 
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INTRODUCCION 

 La afirmación, contenida en el programa de este Congreso, de que los derechos 
humanos ofrecen un marco vinculante y una orientación para la ejecución de la 
Agenda 2030 es fácil de compartir. En la Resolución "Transformar nuestro mundo: 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible", aprobada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 25 de septiembre de 2015, esta conexión es reconocida 
inequívocamente y tiene un verdadero y propio rol "fundacional": la Agenda "se 
inspira en los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas" y “sus 
fundamentos” son, en primer lugar, la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y los tratados internacionales de derechos humanos. Subrayar la importancia de 
estos instrumentos significa reiterar que "todos los Estados tienen la 
responsabilidad de respetar, proteger y promover los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de todas las personas, sin distinción alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento, discapacidad o cualquier otra 
condición".1 Esta conexión permite que, como se lee en el programa, los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible puedan "contribuir sustancialmente a la realización de los 
derechos humanos": la superposición entre algunos Objetivos y los derechos 
reconocidos por la comunidad internacional desde la Declaración universal de 1948 
es inmediata y evidente. Sin embargo, es posible y útil profundizar en el significado 
de esta orientación (que tiene la fuerza de un marco vinculante) y de esta realización. 
En el primer caso, se trata de reflexionar sobre la idea del ser humano que actúa 
como un rasgo de unión entre la teoría y la práctica de los derechos humanos y la 
Agenda 2030. Con respecto a la realización, se trata de insistir en la conciencia de 
que los objetivos están interrelacionados y son necesarias metas claras y 
colaboración. El derecho a la protección de la salud y el tercer Objetivo de la Agenda 
(Salud y Bienestar) son un ejemplo particularmente significativo del potencial de 
este enfoque. 

                                                           
1 Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Resolución aprobada por 
la Asamblea General el 25 de septiembre de 2015,  10 y 19. Disponible en: 
https://unctad.org/meetings/es/SessionalDocuments/ares70d1_es.pdf. Consultado el 12/10/2018. 

https://unctad.org/meetings/es/SessionalDocuments/ares70d1_es.pdf
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UNA IDEA DE SER HUMANO Y DE DESARROLLO 

 Con los 17 Objetivos, como ya se indicó en el Preámbulo de la Resolución de las 
Naciones Unidas, "se pretende hacer realidad los derechos humanos [...] Los 
Objetivos y las metas son de carácter integrado e indivisible y conjugan las tres 
dimensiones del desarrollo sostenible: económica, social y ambiental"2. En mi 
opinión, esta afirmación desafiante se basa en tres 'pilares': a) una idea de ser 
humano que, precisamente porque se basa en los derechos humanos, implica un 
horizonte amplio para el desarrollo sostenible; b) la consecuente necesidad de un 
auténtico "pacto" económico, social, cultural, que encuentra su fundamento en el 
plano de los derechos humanos, en lo adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 ( junto con el Pacto de derechos civiles 
y políticos); c) la conciencia de que la libertad de los seres humanos, su respeto y su 
realización, se refieren a un destino que, al igual que un ser humano, está ligado a la 

naturaleza. 

La relación entre derechos humanos y dignidad, que está incorporada en muchas 
declaraciones y tratados internacionales, ofrece una ocación preciosa para enfocar 
el horizonte. En la Resolución de 2015, la dignidad es citada en el Preámbulo junto 
con la igualdad en relación con la pobreza y el hambre en todas sus formas y 
dimensiones y luego, en la Introducción a la Declaración, como un elemento 
“fundamental, por lo que deseamos ver cumplidos los Objetivos y las metas para 
todas las naciones y los pueblos y para todos los sectores de la sociedad", en “un 
mundo en el que sea universal el respeto de los derechos humanos y la dignidad de 
las personas” 3. La filosofía moral de Kant es el punto de referencia obligado para la 
concepción por la cual el reconocimiento de una dignidad especial ha dejado de 
estar vinculado a un estatus privilegiado y se ha convertido -sin tener que asumir 
necesariamente una antropología de carácter teológico, basada en la creación de 
todos los seres humanos a imagen de Dios y, por lo tanto, con prejuicio en el sentido 
teológico - en el principio del respeto universal, que se debe a todos los seres 
humanos simplemente por el hecho de ser tales y, por lo tanto, "fin en sí mismo"4. 
Los derechos humanos se han consolidado como el instrumento a través del cual se 
hace concretamente operativo este respeto, preservando el criterio normativo de 
universalidad y al mismo tiempo alcanzando a los individuos en la dinámica 
articulada y compleja de sus necesidades e intereses, de sus relaciones, de las 
diferentes expresiones de su libertad. La lógica de la relación entre dignidad y 
derechos es, por lo tanto, la misma que subyace en la Agenda 2030: se repite varias 
veces que "nadie se quedará atrás" (la universalidad del vínculo normativo sin 
excepción)5, pero este compromiso asume inmediatamente la concreción de los 
Objetivos, metas, responsabilidades distintas y, sin embargo, conectadas entre sí, 

                                                           
2 Ibid., Preámbulo. 
3 Ibid., Preámbulo §4 y §8.  
4 Cf. HONNETH, A., Das Recht der Freiheit. Grundriß einer demokratischen Sittlichkeit, Suhrkamp 
Verlag, Berlin 2011, Cap. 5, § 1. 
5 Cf. Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, cit., Preámbulo y §§ 4 
(proprio come premisa e insieme traduzione operativa del riconoscimento che “la dignidad de la 
persona humanA es fundamental”) , 48, 72.  
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como ocurre con las diferentes ‘familias’ del derecho: civil, político, económico, 
social, cultural, ambiental, etc... porque solo de esta manera la apelación a la 
dignidad escapa al riesgo de la generalidad, de la abstracción, quizás incluso de la 
hipocresía. 

Este amplio horizonte, también con referencia a la idea de desarrollo, durante mucho 
tiempo ha sido reconocido en importantes documentos de relevancia internacional. 
La realización del derecho al desarrollo implica para los Estados el deber de adoptar 
todas las medidas necesarias para garantizar “entre otras cosas, la igualdad de 
oportunidades para todos en cuanto al acceso a los recursos básicos, la educación, 
los servicios de salud, los alimentos, la vivienda, el empleo, y la justa distribución de 
los ingresos”, así como “medidas eficaces para lograr que la mujer participe 
activamente en el proceso de desarrollo” y “reformas económicas y sociales 
adecuadas con objeto de erradicar todas las injusticias sociales” 6 . La Agenda 2030, 
como se señaló acertadamente, retoma y profundiza esta “visión integrada de los 
problemas y acciones que deben lograrse para lograr un desarrollo sostenible” y lo 
hace no solo desde una perspectiva universal, sino también proponiendo otro vector 
de ampliación: la necesidad de “la participación de todos en el cambio”, “de las 
empresas a los gobiernos, de las organizaciones de la sociedad civil a los ciudadanos 
individuales, que también son consumidores, electores educados”, según el modelo 
de “participación de ‘abajo hacia arriba’, que genera sinergias, identificar soluciones 
innovadoras, compartir objetivos y herramientas, monitorear resultados y evaluar 
comportamientos [...]”.7 

Insistir en la afirmación de que nadie se quedará atrás significa, por lo tanto – y llego 
al segundo pilar – intentar imprimir una fuerza de aceleración al esfuerzo por 
transformar los espacios de libertad garantizados por derechos negativos en 
posibilidades de un ejercicio concreto de una autonomía que, para ser tales, necesita 
instrumentos, condiciones de vida, formas de relación e instituciones apropiadas. 
Para lograr este resultado, es necesario valorar la convergencia también con las 
perspectivas teóricas que, compartiendo este compromiso, tienen como objetivo 
superar algunos límites a menudo subrayados en el enfoque de la justicia basado en 
los derechos humanos. Martha Nussbaum, por ejemplo, reconoce sin duda la 
proximidad del enfoque de capacidades con la concepción de los derechos humanos, 
pero destaca cuestiones que esta última, en su opinión, deja abiertas: las posiciones 
también muy diferentes sobre la base de su reivindicación; la disputa sobre la 
posibilidad de reconocerlos independientemente del hecho de que los estados lo 
hagan en sus sistemas legales; la duda sobre su atribución a grupos de diversos tipo 
y no solo a individuos; la falta de acuerdo sobre su significado como vínculo colateral 
de una acción que persigue un fin o como parte del fin que se promueve; la relación 
entre derechos y deberes (si A tiene el derecho a S, ¿siempre debe haber alguien que 
tiene el deber de garantizar S a A? Todos los deberes – por ejemplo, los que 

                                                           
6 Declaración sobre el derecho al desarrollo adoptada por la Asamblea General el 4 de diciembre de 
1986, Art. 8.1. Disponible en:  
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/righttodevelopment.aspx. Consultado el 
12/10/2018. 
7 GIOVANNINI, E., L’utopia sostenibile, Laterza, Bari-Roma 2018, pp. 41 y 43-44. 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/righttodevelopment.aspx


II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  47   
 

asumimos con respecto a los animales– ¿corresponden a los derechos?); la dificultad 
para definir qué derechos deben considerarse derechos para8. El enfoque de 
capacidades apunta directamente a lo que las personas pueden ser y hacer 
concretamente y, por lo tanto, a un objetivo de empoderamiento, dejando a los seres 
humanos libres para decidir su destino. 

La ‘lista’ de los elementos necesarios para una vida digna de ser vivida propuesta por 
Nussbaum9 también puede entrelazarse con los Objetivos y las metas de las 
Naciones Unidas, en una perspectiva convergente con la cual podemos decir que los 
derechos humanos ofrecen un marco vinculante y orientación para la ejecución de la 
Agenda, anclando la idea misma de sostenibilidad a algunos objetivos 
fundamentales de la justicia. La igualdad de género (Objetivo 5 de la Agenda: poner 
fin a todas las formas de discriminación contra las mujeres y niñas) está 
inequívocamente esculpida en el Artículo 3 de los dos Pactos Internacionales de 
196610 y otros Objetivos se pueden leer en la perspectiva de los derechos civiles y 
políticos, a partir de que “promover las sociedades pacíficas e inclusivas para el 
desarrollo sostenible, facilita el acceso a la justicia para todos”, (Objetivo 16). Sin 
embargo, es en el Pacto sobre los derechos económicos, sociales y culturales donde 
las correspondencias son más numerosas y cruciales: el derecho a trabajar y al goce 
de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias (Arts. 6, 7); el derecho de toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluyendo alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de 
existencia (Art. 11); el derecho de toda persona al disfrute de un nivel más alto 
posible de salud física y mental (Art. 12); El derecho de toda persona a la educación 
(Artículo 13); el derecho de toda persona a participar en la vida cultural y gozar de 
los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones, también mediante el 
fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en 
cuestiones científicas y culturales (Art. 15). 

Según una aclaración adicional, recogida y ampliamente elaborada por el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas en la 
Observación general n° 14 de 2000 sobre el derecho al disfrute de más alto nivel 
posible de salud, todos los derechos humanos imponen a los Estados miembros tres 
tipos o niveles de obligaciones: “La obligación de respetar exige que los Estados se 
abstengan de injerirse directa o indirectamente en el disfrute del derecho a la salud.  
La obligación de proteger requiere que los Estados adopten medidas para impedir 

                                                           
8 Cf. NUSSBAUM, M., “Capabilities and Human Rights”, Fordham Law Review, n. 66/2,1997, pp. 273-
274. 
9 Vida; salud física; integridad física; sentidos, imaginación, pensamiento; sentimientos; razón 
práctica; pertenencia (amistad, respeto); vivir considerando otras especies, en relación con ellos y la 

natura; juego; control sobre el propio ambiente (político, material).  Cf. ibid., pp. 277-278. 
10 “Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la 
igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto”. “Los 
Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual 
título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente 
Pacto”. Disponibles en: https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/ccpr.aspx y 
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx.  Consultados el 13/10/2018. Il 
testo inglese è esattamente lo stesso: the States Parties “undertake to ensure the equal right of men 
and women to the enjoyment […]”. 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/ccpr.aspx
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx
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que terceros interfieran en la aplicación de las garantías prevista en el artículo 12.  
Por último, la obligación de cumplir requiere que los Estados adopten medidas 
apropiadas de carácter legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra 
índole para dar plena efectividad al derecho a la salud”. La obligación de cumplir, en 
el caso específico de la salud, “comprende la obligación de facilitar, proporcionar y 
promover” 11. Las medidas de otra índole, para todos los actores involucrados, abren 
un amplio horizonte de responsabilidad. 

Una antropología de y para la sostenibilidad, como es obvio, permanece estricta y 
principalmente conectada con la idea de un destino vinculado a la naturaleza. Y este 
destino, este tercer pilar, ahora parece ser inseparable de la teoría y la práctica de 
los derechos humanos. La Declaración de Estocolmo de 1972 sobre el Medio Humano 
se abrió con la afirmación de que “el hombre es a la vez obra y artífice del medio que 
lo rodea” y que estos dos aspectos, “el natural y el artificial, son esenciales para el 
bienestar del hombre y para el goce de los derechos humanos fundamentales, 
incluso el derecho a la vida misma”. Por esta razón, “la protección y mejoramiento 
del medio humano es una cuestión fundamental que afecta el bienestar de los 
pueblos y al desarrollo económico del mundo entero, un deseo urgente de los 
pueblos de todo el mundo y un deber de todos los gobiernos”12. En el Convenio sobre 
la diversidad biológica de 1992, las Partes contratantes se declararon conscientes 
del valor intrínseco de la diversidad biológica y de su importancia para “la evolución 
y para el mantenimiento de los sistemas necesarios para la vida de la biosfera”, 
afirmando, por lo tanto, “que la conservación de la diversidad biológica es interés 
común de toda la humanidad”13. 

El desafío que plantean hoy las diversas formas de pensamiento ecológico y 
ambiental se puede leer de acuerdo con diferentes perspectivas y sensibilidades. 
Naturalmente, están las preguntas, a partir de las planteadas por el calentamiento 
global, que surgen de la conciencia del arraigo del hombre en la naturaleza como una 
forma de vida en medio de otras formas de vida, cuyo futuro depende, por lo tanto, 
del equilibrio del ecosistema. Hay una reflexión sobre el “valor” de la naturaleza: 
¿debería considerarse la defensa de este último como la defensa de un valor 
intrínseco o, en todo caso, es la expresión de un interés humano, al que, por 
consiguiente, permanece subordinado? Finalmente, invito a considerar la relación 
con la naturaleza como una prueba de fuego de las formas y los fines de la misma 
relación entre los hombres y, por lo tanto, de la humanidad que queremos ser. En 
resumen, la naturaleza no es un mero marco de nuestra vida: “Estamos incluidos en 
ella, somos parte de ella y estamos inter-penetrados [...] Es fundamental buscar 
soluciones integrales que consideren las interacciones de los sistemas naturales 

                                                           
11 Comité de Derechos Económicos, sociales y culturales, Observación general Nº 14 (2000): El 
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales), § 33. Disponible en: 
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=E%2fC.12%2f2
000%2f4&Lang=en. Consultado el 13/10/2018. 
12 Declaración de Estocolmo sobre el Medio Humano 1972, artt. 1 y 2. Disponible en: 
http://www.upv.es/contenidos/CAMUNISO/info/U0579218.pdf. Consultado el 13/10/2018. 
13 Convenio sobre la diversidad biologica 1992. Disponible en: https://www.cbd.int/doc/legal/cbd-
es.pdf. Consultado el 13/10/2018. 

https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=E%2fC.12%2f2000%2f4&Lang=en
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=E%2fC.12%2f2000%2f4&Lang=en
http://www.upv.es/contenidos/CAMUNISO/info/U0579218.pdf
https://www.cbd.int/doc/legal/cbd-es.pdf
https://www.cbd.int/doc/legal/cbd-es.pdf
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entre sí y con los sistemas sociales. No hay dos crisis separadas, una ambiental y otra 
social, sino una sola y compleja crisis socio-ambiental. Las líneas para la solución 
requieren una aproximación integral para combatir la pobreza, para devolver la 
dignidad a los excluidos y simultáneamente para cuidar la naturaleza” 14. 

 

EL EJEMPLO DE LA PROTECCION DE LA SALUD  

 Los primeros cuatro objetivos se refieren a la pobreza, el hambre, la salud y el 
bienestar, la educación, que confirman la tesis de que la idea de sostenibilidad 
promovida por la Agenda 2030 realmente se parece a un amplio horizonte 
económico, social y ambiental y enlaza el compromiso de respetar, proteger y cumplir 
el núcleo esencial de los derechos humanos para hacer concretamente operativo el 
reconocimiento de la igual dignidad de todos. El Objetivo 3 (Garantizar una vida sana 
y promover el bienestar de todos a todas las edades) ofrece un ejemplo 
particularmente significativo de los tres elementos que caracterizan el método a 
seguir para la realización de la Agenda: interrelación, metas claras y colaboración. 

La protección de la salud corresponde a un derecho que implica muchos desafíos. 
Garantizarla significa medirse con un conjunto de factores para los cuales, como para 
los Objetivos, se puede decir que todos están interrelacionados. Ya en el preámbulo 
de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud, que definía la salud como 
“un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia 
de afecciones o enfermedades” se evocó el riesgo de transformar algunas 
distinciones en otras tantas discriminaciónes: “raza, religión, ideología política o 
condición económica o social” 15. El Pacto de 1966 “a fin de asegurar la plena 
efectividad de este derecho”, citaba, entre otras medidas, “el mejoramiento en todos 
sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente” (Art. 12). En la 
Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos de la UNESCO de 2005 se 
afirma que los progresos de la ciencia y la tecnología fomentarán: “a) el acceso a una 
atención médica de calidad y a los medicamentos esenciales, especialmente para la 
salud de las mujeres y los niños […]; b) el acceso a una alimentación y un agua 
adecuadas; c) la mejora de las condiciones de vida y del medio ambiente; d) la 
supresión de la marginación y exclusión de personas por cualquier motivo; y e) la 
reducción de la pobreza y el analfabetismo” 16. La Declaración de la UNESCO es, junto 
con otros textos, un paso fundamental para la consolidación del concepto de los 
determinantes de la salud como "conjunto de factores personales, sociales, 

                                                           
14 FRANCISCO, Laudato si’, § 139. Disponible en: 
http://w2.vatican.va/content/francesco/es/encyclicals/documents/papa-
francesco_20150524_enciclica-laudato-si.html. Consultado el 13/10/2018. 
15 Constitución de la Organización Mundial de la Salud, Preámbulo. Disponible en: 
http://www.who.int/governance/eb/who_constitution_sp.pdf. Consultado el 13/10/2018. La 
definizione dell’OMS, come è noto, venne comunque subito contestata per la sua eccessiva ampiezza. 
16 Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos, Art. 14. Disponible en: 
http://portal.unesco.org/es/ev.php-URL_ID=31058&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html. 
Consultado el 13/10/2018. 

http://w2.vatican.va/content/francesco/es/encyclicals/documents/papa-francesco_20150524_enciclica-laudato-si.html
http://w2.vatican.va/content/francesco/es/encyclicals/documents/papa-francesco_20150524_enciclica-laudato-si.html
http://www.who.int/governance/eb/who_constitution_sp.pdf
http://portal.unesco.org/es/ev.php-URL_ID=31058&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html
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económicos y ambientales que determinan el estado de salud de los individuals o 
poblaciones"17 . 

No es difícil relacionar estos determinantes de la salud con los Objetivos de la 
Agenda 2030 hasta incluirlos a todos, aunque obviamente en un grado diferente. El 
acceso a una atención médica de calidad, además de al Objetivo Salud y bienestar 
(3), se refiere a los Objetivos de Fin de la pobreza (1) y Reducción de las 
desigualdades (10), ya que depende en gran medida de la disponibilidad de recursos. 

Las condiciones de vida incluyen los Objetivos Hambre cero (2), Ciudades y 
comunidades sostenibles (11), Producción y Consumo Responsables (12), pero 
también Paz, justicia e instituciones sólidas (16): los conflictos armados causan 
directamente la pérdida de muchas vidas humanas y con frecuencia afectan a las 
estructuras sanitarias, debilitando la red de atención en países ya frágiles desde este 
punto de vista. 

La educación es, al mismo tiempo, decisiva para la salud y el Objetivo de la Agenda 
2030 (4): no es simplemente una cuestión de “poder leer un folleto y pedir citas”, 
sino de un verdadero “empoderamiento para la salud”, que “supone alcanzar un 
nivel de conocimientos, habilidades personales y confianza que permiten adoptar 
medidas que mejoren la salud personal y de la comunidad, mediante un cambio de 
los estilos de vida y de las condiciones personales de vida”. Sabemos que “la 
alfabetización para la salud depende de niveles más generales de alfabetización. 
Una baja alfabetización general puede afectar la Salud de las personas directamente, 
ya que limita su desarrollo personal, social y cultural, además de impedir el 
desarrollo de la alfabetización para la salud” 18. Y es crucial que también en la 
educación, así como en el acceso a la atención médica y en los otros Objetivos, se 
realice la Igualdad de género (5). Amartya Sen ya había señalado décadas atrás que 
la esperanza de vida y las tasas de mortalidad infantil eran significativamente 
mejores en Kerala que en otros estados de la India: el ingreso per cápita de Kerala 
estaba entre los más bajos, pero el nivel de alfabetización en general y la 
alfabetización femenina estaban muy por encima de la media de todo el país19. 

El trabajo y las condiciones de trabajo constituyen un capítulo fundamental de la 
reflexión más general sobre las condiciones de vida y, a partir del artículo 23 de la 
Declaración de 1948, han obtenido un reconocimiento específico, que corresponde 
a la existencia de un organismo especializado de las Naciones Unidas, la 
Organización Internacional del Trabajo. El trabajo sin seguridad puede poner en 
riesgo la vida de las personas, exponerlas a sustancias nocivas y dañar el medio 

                                                           
17 OMS, Promoción de la salud. Glosario, 1998. Disponible en: 

http://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/67246/WHO_HPR_HEP_98.1_spa.pdf?sequence=1
&isAllowed=y. Consultado el 13/10/2018. La OMS estableció en 2005 la Comisión sobre 
Determinantes Sociales de la Salud. El informe final de la Comisión fue publicado en agosto de 2008. 
18 Ibid.: Alfabetización para la salud. El Glosario comprende dos secciones. El término “Alfabetización 
para la salud” está incluido en la sección principal, que está precedido por la presentación de siete 
definiciones consideradas fundamentales para el concepto y los principios de la promoción de la 
salud. Entre ellos está la Educación para la salud. 
19 Cf. SEN, A., Inequality Reexamined, Oxford University Press, Oxford 1992, cap. VIII (Class, Gender and 
other groups), par. 3 (Interregional Contrasts). 

http://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/67246/WHO_HPR_HEP_98.1_spa.pdf?sequence=1&isAllowed=y
http://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/67246/WHO_HPR_HEP_98.1_spa.pdf?sequence=1&isAllowed=y


II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  51   
 

ambiente. Por esta razón, los Objetivos Trabajo Decente y el crecimiento económico 
(8) y la Industria, la innovación y la infraestructura (9) también se refieren a la salud 
de las personas. 

La conciencia de que la vida de los seres humanos está incluida en la naturaleza, 
finalmente, conecta directamente el Objetivo Salud y bienestar con aquellos 
orientados a la protección del medio ambiente y el uso sostenible de sus recursos: 
Agua limpia y saneamiento (6), Energía asequible y no contaminante (7), Acción por 
el clima (13), Vida submarina (14), Vida de ecosistemas terrestres (15). La falta de 
“acceso universal y equitativo al agua potable” (6.1), por citar solo un ejemplo, sigue 
siendo una de las amenazas más graves para la salud de pueblos enteros. 

Los Objetivos, por lo tanto, están interrelacionados. Para realizarlos, y esta es la 
segunda indicación importante desde el punto de vista metodológico, es importante 
fijar metas claras, sobre las cuales medir el progreso concreto. Las partes signatarias 
del Convenio de Oviedo, como se reafirma en muchos instrumentos para la 
protección de la dignidad, de los derechos y libertades fundamentales, afirman que 
“los progresos en la biología y la medicina deben ser aprovechados en favor de las 
generaciones presentes y futuras” y subrayan “la necesidad de una cooperación 
internacional para que toda la Humanidad pueda beneficiarse de las aportaciones de 
la biología y la medicina” 20. No se trata de establecer una prohibición para proteger 
la dignidad humana, como sucede con la prohibición de hacer que el cuerpo humano 
y sus partes sean "objeto de lucro"21. Se trata de garantizar un intercambio que 
requiere recursos, así como herramientas reglamentarias y estructuras organizativas 
adecuadas. Hablar de una realización progresiva no significa evadir el compromiso. 
Significa activar y apoyar una dinámica de emancipación, precisamente porque se 
ofrece un principio rector concreto para la acción22, solicitando movilizar en esta 
dirección todos los recursos y energías disponibles. E indicando metas claras para 
alcanzarlas en un tiempo determinado. 

La Resolución de las Naciones Unidas del 25 de septiembre de 2015 reconoce 
honestamente que “siguen sin existir datos de referencia para varias metas” y pide 
“un mayor apoyo para fortalecer la recopilación de datos y la creación de capacidad 
en los Estados Miembros, a fin de establecer bases de referencia nacionales y 
mundiales cuando aún no existan”23. En algunos casos, el objetivo indicado es 

                                                           
20 Convenio para la protección de los derechos humanos y la dignidad del ser humano con respecto a 
las aplicaciones de la biología y la medicina, 1997, Preámbulo. Disponible en: 
https://www.coe.int/t/dg3/healthbioethic/texts_and_documents/ETS164Spanish.pdf. Consultado el 
14/10/2018. 
21 Ibid., art. 21. 
22 Cf. BEITZ C. R. Protections against Poverty in the Practice of Human Rights.  In POGGE T (ed). Freedom 
from Poverty as a Human Right. Vol. 2: Theory and Polities, UNESCO Publishing, Paris 2010, p. 10.  
23 Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, cit., § 57. È importante, 
anche in questa prospettiva, tenere insieme la prospettiva universale e la specificità dei diversi 
contesti: “Los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus metas son de carácter integrado e indivisible, 
de alcance mundial y de aplicación universal, tienen en cuenta las diferentes realidades, capacidades 
y niveles de desarrollo de cada país y respetan sus políticas y prioridades nacionales. Si bien las 
metas expresan las aspiraciones a nivel mundial, cada gobierno fijará sus propias metas nacionales, 
guiándose por la ambiciosa aspiración general pero tomando en consideración las circunstancias del 

https://www.coe.int/t/dg3/healthbioethic/texts_and_documents/ETS164Spanish.pdf
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simplemente el de erradicar la pobreza extrema (1.1); poner fin al hambre (2.1); 
asegurar que todas y todos terminen la enseñanza primaria y secundaria (4.1). En 
otros (numerosos) casos, nos contentamos con apuntar a “garantizar una 
movilización significativa”, “reforzar la capacidad”, “aumentar (o reducir) 
considerablemente”, “lograr niveles más elevados”. Y nuevamente: promover, 
facilitar, apoyar... Las metas del Objetivo 3 están sin duda entre las más ambiciosas 
y precisas. Se prentende “lograr la cobertura sanitaria universal, incluida la 
protección contra los riesgos financieros, el acceso a servicios de salud esenciales 
de calidad y el acceso a medicamentos y vacunas inocuos, eficaces, asequibles y de 
calidad para todos” (3.8). Y las diferentes metas, a partir de las dos primeras, tienen 
la concreción de umbrales, de números que no dejan margen de interpretación: de 
aquí a 2030, reducir la tasa mundial de mortalidad materna a menos de 70 por cada 
100.000 nacidos vivos (3.1); de aquí a 2030, poner fin a las muertes evitables de 
recién nacidos y de niños menores de 5 años, logrando que todos los países intenten 
reducir la mortalidad neonatal al menos a 12 por cada 1.000 nacidos vivos, y la 
mortalidad de niños menores de 5 años al menos a 25 por cada 1.000 nacidos vivos 
(3.2). El compromiso iniciado con los Objetivos de Desarrollo del Milenio continúa24, 
conscientes de que este esfuerzo solo puede detenerse cuando el más alto nivel de 
atención médica sea accesible para todos y verdaderamente nadie se quede atrás. 

Las cifras de la desigualdad siguen siendo hoy, desafortunadamente, las cifras de la 
iniquidad. En cuanto a la tasa de mortalidad materna (datos OMS 2015), la tasa global 
es de 216 por cada 100.000 nacidos vivos, pero el promedio esconde realidades muy 
lejanas: 542 en la región de África, 16 en la región de Europa, 5 en España . Una 
reflexión análoga se puede hacer con la mortalidad neonatal (global: 19,2; región de 
África: 28; región europea: 6; España: 2,8) y la mortalidad de niños menores de 5 años 
(global: 42,5; región de África : 81.3, región Europea: 11.3; España: 4.1). 

La realización de este objetivo, como todos las demás, finalmente requiere de la 
colaboración de todos los actores involucrados: los gobiernos, el sector privado, la 
sociedad civil y los ciudadanos. La participación 'desde abajo', en particular, ha sido 
reconocida como una herramienta indispensable desde la bioética global y 
encuentra sus principales fuerzas motrices en los movimientos sociales y las 
organizaciones no gubernamentales, en la sociedad civil y en los medios de 
comunicación. Mientras que las agencias internacionales favorecen los programas 
'verticales', con metas claras y un enfoque en soluciones tecnológicas, la 
participación desde abajo promueve programas 'horizontales' enfocados en las 
necesidades sociales y económicas fundamentales “que producen problemas de 
salud” 25. La Agenda 2030 es una oportunidad para favorecer la convergencia entre 

                                                           
país. Cada gobierno decidirá también la forma de incorporar esas aspiraciones y metas mundiales en 
los procesos de planificación, las políticas y las estrategias nacionales” (ibid., § 55). 
24 “Sin embargo, los avances han sido desiguales, sobre todo en África, los países menos adelantados, 
los países en desarrollo sin litoral y los pequeños Estados insulares en desarrollo, y algunos de los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio distan de alcanzarse, en concreto los relacionados con la salud 
materna, neonatal e infantil y con la salud reproductiva […] La nueva Agenda se basa en los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio y aspira a completar lo que estos 
no lograron, en especial llegando a los más vulnerables” (ibid., § 16). 
25 Cf. TEN HAVE, H., Global Bioethics. An introduction, Routledge, London and New York 2016, p. 197. 
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las dos perspectivas, desde la convicción del horizonte global de este desafío: “El 
modelo de rendición de cuentas centrado en el Estado debe extenderse a las 
obligaciones de los agentes no estatales y a las obligaciones estatales más allá de 
las fronteras nacionales. Los derechos humanos no pueden hacerse efectivos a nivel 
universal sin unos mecanismos internos bien establecidos y una acción internacional 
más firme” 26. 

 

CONCLUSIÓN: ¿UNA ALIANZA MUNDIAL? 

El último Objetivo de la Agenda enfatiza la conciencia de que la realización implica 
la interrelación de todos los objetivos y todos los actores involucrados. Necesitamos 
“fortalecer los medios de implementación y revitalizar la Alianza Mundial para el 
Desarrollo Sostenible". Los medios son: Finanzas, Tecnología, Creación de capacidad, 
Comercio, Cuestiones sistémicas (coherencia normativa e institucional, alianzas 
entre múltiples interesados, datos, supervisión, y rendición de cuentas). Revitalizar 
Alianza Mundial ayudará a facilitar la amplia participación que, como he enfatizado 
repetidamente, es esencial para lograr los Objetivos y metas, “aglutinando a los 
gobiernos, la sociedad civil, el sector privado, el sistema de las Naciones Unidas y 
otras instancias, y movilizando todos los recursos disponibles”27. 

Es la perspectiva relanzada en la Declaración de Shanghai de 2016, aprobada por la 
9a Conferencia Mundial de Promoción de la Salud: la salud es un derecho universal; 
para garantizar una vida saludable, es necesario promover la salud en relación con 
todos los ODS; la salud de las personas ya no se puede desligar de la salud del 
planeta y las inaceptables desigualdades precisan una acción colectiva mundial; la 
buena gobernanza es esencial; las ciudades y las comunidades son entornos 
esenciales; Los conocimientos sanitarios se empoderan y fomentan la equidad. El 
llamamiento a la acción con que concluye la Declaración exige para el derecho a un 
nivel más alto posible de salud aquello que se exige para todos los derechos 
humanos y para la realización del desarrollo sostenible: la salud es una opción 
política y una responsabilidad compartida28.

                                                           
26 Programa de las Naciones Unides para el Desarrollo, Informe sobre Desarrollo Humano 2016, New 
York 2016, p. 130.   
27 Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, cit., § 60. 
28 Declaratión de Shanghai sobre la promoción de la salud en la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible. Disponible en: https://www.who.int/healthpromotion/conferences/9gchp/Shanghai-
declaration-final-draft-es.pdf.pdf?ua=1. Consultado el 14/10/2018. 

https://www.who.int/healthpromotion/conferences/9gchp/Shanghai-declaration-final-draft-es.pdf.pdf?ua=1
https://www.who.int/healthpromotion/conferences/9gchp/Shanghai-declaration-final-draft-es.pdf.pdf?ua=1
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EDUCACIÓN EN DERECHOS HUMANOS Y EL DERECHO A LA EDUCACIÓN    

 Existe una tendencia creciente semisubrepticia de que la educación debe 
enfocarse exclusivamente hacia las competencias, o como dicen ahora debe ser 
“skill-oriented”. No podemos señalar una línea teórica clara que fomente esta visión, 
sino más bien una reacción rápida e instintiva a un mundo cambiante que nos 
dificulta una reflexión tranquila. Hoy tenemos esta posibilidad y lo primero que 
deberíamos recordar es que la educación no es ni un bien comercial, ni una 
herramienta de políticas públicas, la educación es en primer lugar un derecho 
humano. Y como derecho humano su fin está definido en varios instrumentos 
internacionales.  

La Declaración Universal de Derechos Humanos señala en su artículo 26.2:  

“La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y 
el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades 
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas 
las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de 
las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.” 

Asimismo, el Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y culturales en 
su artículo 13.1 con una formulación muy parecida señala:  

“Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la 
personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por 
los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que 
la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en 
una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas 
las naciones (…)” 

Constatamos que, al observar la educación desde una perspectiva de derechos 
humanos, su fin principal es el pleno desarrollo de la personalidad humana y que 
este derecho debe estar al servicio del fortalecimiento de los derechos humanos. La 
noción de derecho como empowerment right no puede limitarse simplemente a las 
enseñanzas de matemáticas, lengua y ciencias como plantea el informe PISA. 
Podemos afirmar que cuando los estados olvidan esta dimensión del derecho a la 
educación, no hay una realización completa del derecho a la educación. 

mailto:Ignasi.grau@oidel.org
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 El informe de la UNESCO Replantear la Educación ¿Hacia un bien común? señala 
varios desafíos que afronta el derecho a la educación, entre ellos: un mundo 
rápidamente cambiante, el aumento de la riqueza, pero también la vulnerabilidad de 
importantes porcentajes de población, la progresiva desigualdad, y la creciente 
importancia de la creatividad y la innovación cultural.1  La tendencia y el instinto 
individual ante estos desafíos fue y es focalizarse en la vertiente de la educación 
más “skills-oriented”. En este sentido podemos observar como muchos padres y 
gobiernos están más focalizados en que los niños aprendan inglés, que sepan 
programar o que tengan nociones en robótica, que un aprendizaje sobre la 
ciudadanía global. 

¿Qué problema plantea esto desde una perspectiva de derechos humanos? En 1996 
la UNESCO realizó un documento que sirviera para que la educación pudiera hacer 
frente a los futuros desafíos del siglo XX. El documento en cuestión señaló que para 
que el aprendizaje sea completo, el derecho a la educación debe basarse en las 4 As: 
Aprender a conocer, Aprender a hacer, Aprender a convivir y Aprender a ser.2 
Últimamente, nos hemos focalizado demasiado en las dimensiones Aprender a 
conocer y Aprender a hacer, olvidando a menudo dos dimensiones importantísimas 
para una realización completa del derecho a la educación: Aprender a convivir y 
Aprender a ser. Esta visión parcial del derecho a la educación que acota a mínimos la 
formación cultural, no solo limita la transmisión de la civilización y la curiositas, sino 
que puede limitar la identificación del ser humano a una profesión.3 Kishore Singh, 
el Relator especial de Naciones Unidas sobre el derecho a la educación (2010-2016) 
hizo hincapié durante todo su mandato, y especialmente cuando hizo referencia a 
los desafíos del mundo cambiante, en la importancia de la visión humanística del 
derecho a la educación, incluyendo la educación en derechos humanos4.  

El artículo 2 de la Declaración de las Naciones Unidas 66/137 sobre educación y 
formación en materia de derechos humanos describe la educación en derechos 
humanos como: 

“el conjunto de actividades educativas y de formación, información, sensibilización 
y aprendizaje que tienen por objeto promover el respeto universal y efectivo de 
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, contribuyendo así, 
entre otras cosas, a la prevención de los abusos y violaciones de los derechos 
humanos al proporcionar a las personas conocimientos, capacidades y comprensión 
y desarrollar sus actitudes y comportamientos para que puedan contribuir a la 
creación y promoción de una cultura universal de derechos humanos.”  

La implementación del derecho a la educación en su integralidad y de forma 
respetuosa con los tratados de derechos humanos y con las 4 As deben considerar 
los derechos humanos como uno de sus pilares. Es imprescindible que el alumno que 

                                                           
1 UNESCO (2015) Replantear la Educación ¿Hacia un bien común?, París, p. 20 y ss.  
2 UNESCO (1996) Learning: the treasure within; report to UNESCO of the International Commission on 
Education for the Twenty-first Century, Paris   
3 ORDINE, N. (Ed.) (2013) La utilidad de lo inútil, Barcelona, España, p.81 
4 ONU: Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre el derecho a la educación , 6 
Abril 2016, A/HRC/32/37, disponible en esta dirección: 
https://digitallibrary.un.org/record/842536/files/A_HRC_32_37-ES.pdf 

https://digitallibrary.un.org/record/842536/files/A_HRC_32_37-ES.pdf
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salga del sistema educativo sepa sus derechos y obligaciones, que sepa apreciar a la 
diferencia y que sepa donde defenderse, de la misma forma que tiene que aprender 
matemáticas.  “El hombre se convierte en hombre solo a través de la educación”5 dijo 
Kant, y solo una visión integral de este derecho nos permitirá cumplir está máxima y 
no limitar nuestro aprendizaje a ser buenos trabajadores o serviles súbditos.  

Podríamos afirmar que gran parte de la comunidad internacional se cree la 
importancia de una visión holística del derecho a la educación en la que la educación 
en derechos humanos juega un papel importante. En este sentido podemos observar 
varias iniciativas globales: El Programa Mundial para la educación en derechos 
humanos del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
los programas Educación para la Ciudadanía Global de la UNESCO. No obstante, no 
pocas veces observamos una falta de operacionalización de estas políticas y buenas 
iniciativas a nivel local como ha mostrado OIDEL en alguna de sus investigaciones. 6 

 

LA EDUCACIÓN EN DERECHOS HUMANOS, IMPRESCINDIBLE PARA EL 

DESARROLLO: 

 Una vez constatado el papel esencial que la educación en derechos humanos 
tiene para la realización del derecho a la educación, vamos a observar como esta es 
uno de los pilares del desarrollo sostenible. Antes que nada, es importante observar 
que dice la Comunidad Internacional al respeto. 

En 2015 tras el término del plazo fijado para la realización de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM), estos se renegociaron y se repensaron en la forma de 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Los ODS tienen una visión más holística, 
buscan una visión más interconectada y a diferencia de los ODM se dirigen a todo el 
mundo, y no solo a los países en vías de desarrollo. Relativo a la educación, el nuevo 
programa le otorga una concepción menos restrictiva y reconoce su papel motor para 
el desarrollo. Ya durante las negociaciones de este documento el Relator Especial 
por el Derecho a la Educación de Naciones Unidas, remarcó en varias ocasiones la 
importancia que los ODS tuvieran en consideración la visión transformadora del 
derecho a la educación y el enfoque de derechos humanos para la consecución de 
un desarrollo sostenible.7   

Tras arduas negociaciones, el objetivo 4 de los Objetivos del Desarrollo Sostenible 
relativo a la educación dicta: “Garantizar una educación inclusiva, equitativa y de 
calidad y promover oportunidades de aprendizaje durante toda la vida para todos”.  

La operacionalización y concreción de este objetivo se realizaron a través del 
programa Educación 2030 que incluye la Declaración de Incheon y el Marco de 

                                                           
5 KANT. E (1910) Traité de pédagogie, París, p, 42 
6 OIDEL (2017) Assessment of the second phase of the World Programme for human rights education 
(ONLINE), disponible en esta dirección: http://www.oidel.org/wp-
content/uploads/2018/10/WP_23.pdf    
7 ONU: Asamblea de Naciones Unidas, Informe del Relator Especial sobre el derecho a la educación, 9 
Agosto 2014, par. 67, A/68/294, disponible en esta dirección: 
https://digitallibrary.un.org/record/756368/files/A_68_294-ES.pdf 

http://www.oidel.org/wp-content/uploads/2018/10/WP_23.pdf
http://www.oidel.org/wp-content/uploads/2018/10/WP_23.pdf
https://digitallibrary.un.org/record/756368/files/A_68_294-ES.pdf
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Acción para la realización del Objetivo de Desarrollo Sostenible 4. Educación 2030 
remarca rápidamente en el preámbulo la concepción de la educación como un 
derecho humano tal y como establecen la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y los Pactos. También, el mismo preámbulo subraya el rol de la educación 
como motor principal del desarrollo para conseguir los otros ODS.  

Como ya hemos mencionado anteriormente tanto el Objetivo 4 de los ODS, como el 
documento Educación 2030 mantienen una visión holística y humanística del 
derecho a la educación, y efectivamente esto concierne igualmente a la inclusión de 
la educación en derechos humanos como un pilar. Podemos observar de manera 
expresa la educación en derechos humanos en la meta 7 de Educación 2030 que dice:  

“De aquí a 2030, garantizar que todos los alumnos adquieran los conocimientos 
teóricos y prácticos necesarios para promover el desarrollo sostenible, entre otras 
cosas mediante la educación para el desarrollo sostenible y la adopción de estilos de 
vida sostenibles, los derechos humanos, la igualdad entre los géneros, la promoción 
de una cultura de paz y no violencia, la ciudadanía mundial y la valoración de la 
diversidad cultural y de la contribución de la cultura al desarrollo sostenible, entre 
otros medios.” 

Con este objetivo, la comunidad internacional constata que para el desarrollo 
sostenible de nuestro planeta es imprescindible que la educación vaya más allá de 
las matemáticas, lenguas y ciencias. La comunidad internacional con este plan se fija 
que los alumnos y estudiantes tengan conocimientos tanto teóricos, como prácticos 
para promover el desarrollo sostenible, siendo clave para ello la educación en 
derechos humanos, la igualdad de géneros, la promoción de una cultura de paz y la 
ciudadanía mundial. Es obvio, que en una sociedad cuyo desarrollo es beneficioso 
para todos, debe enseñar a todos sus ciudadanos en período de formación a 
solucionar sus conflictos de forma dialogada, a respetar e integrar el diferente y 
mostrar los beneficios y beneficios de una cultura del desarrollo sostenible. Del 
mismo modo está claro que las sociedades que respetan los derechos humanos son 
más susceptibles de gozar de un desarrollo sostenible, y no hay mejor forma de 
prevenir violaciones y abusos contra los mismos que con una formación en derechos 
humanos.  

Uno de los problemas de la educación en derechos humanos es que a menudo ciertas 
minorías sienten que esta es una forma encubierta de hacer pasar cierto contenido 
ideológico por parte del poder hegemónico. Podemos observar este miedo por 
ejemplo en los pueblos indígenas o en ciertas minorías religiosas. Es importante 
recordar que el contenido de la educación en derechos humanos es consensual y que 
no debería suponer una amenaza para nadie. En este sentido creo que es importante 
igualmente tener en cuenta tres ideas para el éxito de las iniciativas en la educación 
en derechos humanos: 

 - Es importante que los gobernantes al diseñar los temarios relativos humanos se 
focalicen y se concentren en el contenido estipulado por el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos ante Naciones Unidas y la UNESCO.  

- La gobernanza de la educación debe ser participativa, y el poder legislativo al 
diseñar estos currículos debe prever la participación de los distintos grupos de la 
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sociedad civil en las distintas etapas de la elaboración de la ley desde la planificación 
hasta la evaluación8, y la educación en derechos humanos no debe ser una 
excepción.  

- Finalmente subrayar que el margen de maniobra que deberían de tener los 
gobernantes en la implementación de la educación en derechos humanos, debería 
de estar focalizado en la adaptación de dicho contenido a las especificidades 
culturales de los distintos grupos y a las distintas problemáticas concretas del país, 
jamás en pro de criterios ideológicos.  

El segundo problema con la que se encuentra la educación en derechos humanos 
tanto en países desarrollados como en vías de desarrollo es su implementación. El 
documento educación 2030 nos da varias pistas. Una es la importancia que esta 
educación sea multidisciplinar y que no se limite a una asignatura de un solo año. La 
segunda es que haya una participación abierta en su diseño a los distintos actores de 
la educación con el fin de que abarque a un gran abanico de población sin que nadie 
se quede discriminado. Tercera, los actores de la sociedad civil deben tomar 
consciencia de la importancia del enfoque holístico de la educación. Finalmente, es 
imprescindible que los indicadores de calidad de enseñanza incluyan indicadores 
relativos a la libertad de enseñanza.9 

Estamos en la buena dirección para una buena implementación de la educación en 
derechos humanos en aras a que el desarrollo sostenible sea una realidad, aunque 
aún nos quede mucho que hacer. Sabemos lo que hay que hacer, y sabemos cómo 
hacerlo, ahora solo nos queda que ello se haga realidad.

                                                           
8 Cadre d’action Education 2030 (2015), UNESCO, Paris, p. 25. 
9 UNESCO (2014) The right to education. Law and policy review guidelines. Paris (ONLINE) Disponible 
en: http://www.oidel.org/wordpress/wp-content/uploads/2016/03/RTE_guidelines_unesco.pdf  

http://www.oidel.org/wordpress/wp-content/uploads/2016/03/RTE_guidelines_unesco.pdf
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LAS NACIONES UNIDAS Y LA EDUCACIÓN EN DERECHOS HUMANOS1. 

 Aun reconociendo las dificultades que plantean los conceptos de “educación” y 
“derechos humanos”, y la facilidad con la que pueden convertirse en instrumento de 
manipulación, a nadie se le escapa que ambos son imprescindibles para el desarrollo 
de la vida personal y social. Y no sólo son imprescindibles sino que están 
íntimamente relacionados, de modo que es imposible que los derechos humanos se 
respeten realmente si las personas no son educadas para su respeto y defensa; y no 
se alcanzará una verdadera educación de las personas si no se garantizan todos sus 
derechos, incluido obviamente el derecho a la educación2. Esta íntima relación entre 
educación y derechos humanos ya fue puesta de manifiesto en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (DUDH) y, desde entonces, todos los instrumentos 
de derechos humanos de Naciones Unidas se han hecho eco de ella. 

Las bases de la educación en derechos humanos: la DUDH y el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). 

 Cuando la Asamblea General de Naciones Unidas aprobó la DUDH en 1948 no 
pretendía que ese breve documento, resultado de un difícil consenso y que ni 
siquiera contó con la aprobación de todos los Estados miembros de Naciones Unidas 
en aquel momento, alcanzara la implantación real de los derechos humanos en todo 
el mundo. En el Preámbulo se señala un objetivo que es, a su vez, más realista y más 
ambicioso:  

“La Asamblea General proclama la presente Declaración Universal de Derechos 
Humanos como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben 
esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose 

                                                           
1 Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights, The Right to Human Right Education. 
A compilation of provisions of internacional and regional instruments dealing with human rights 
education, United; 
https://www.ohchr.org/en/Issues/Education/Training/Compilation/Pages/Listofcontents.aspx (acceso 
el 5 de diciembre de 2018). 
2 Cfr. Vicente Bellver, “La educación de acuerdo con los derechos humanos”, en: Narciso Martínez, Ana 
María Marcos, Rafael Junquera (coords.), Derechos humanos: problemas actuales. Estudios en homenaje 
al prof. Benito de Castro Cid, Editorial Universitas, Madrid, 2013, vol. I, pp. 269-287. 

https://www.ohchr.org/en/Issues/Education/Training/Compilation/Pages/Listofcontents.aspx
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constantemente en ella, promuevan mediante la enseñanza y la educación, el 
respeto a estos derechos y libertades”.  

A pesar de ser un texto jurídico, no fía tanto su éxito a las garantías jurídicas que los 
Estados aprueben. Más bien apuesta por la educación como instrumento principal 
para conseguir el respeto universal de los derechos humanos. En coherencia con ello, 
cuando la DUDH proclama el derecho a la educación en su artículo 26.2 dice 
expresamente:  

“La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y 
el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades 
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas 
las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de 
las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz”. 

El artículo 1 de la DUDH proclama: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales 
en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben 
comportarse fraternalmente los unos con los otros”. El artículo 29, por su parte, 
afirma que “toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en 
ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad”. El primero de estos 
artículos asegura que el deber de comportamiento fraternal entre los seres humanos 
es la consecuencia debida de la igual dignidad de cada uno de ellos. El segundo 
afirma que los deberes hacia los demás no son un peaje que tenemos que pagar para 
poder hacer a cambio lo que verdaderamente queremos, sino la condición para la 
plena realización de nuestra personalidad. Por tanto, debemos portarnos 
fraternalmente con los demás seres humanos porque todos son igualmente dignos. 
Y cuando lo hacemos, lejos de sufrir una autolimitación, contribuimos a nuestra plena 
realización personal. Si ponemos en relación estos dos artículos con el 26 podemos 
concluir que la educación tiene entre sus fines el fortalecimiento del respeto de los 
derechos humanos y el cumplimiento de los deberes respecto a la comunidad; y que 
su consecución trae consigo el pleno desarrollo de la personalidad de los individuos.  

Ahora bien, la educación es imposible si no se garantizan los derechos humanos 
(entre ellos, obviamente, el derecho a la educación) y si la acción educativa no se 
lleva a cabo desde el escrupuloso respeto a los derechos humanos. ¿Cómo se puede 
educar a alguien si la escuela más próxima está a un centenar de kilómetros, si vive 
en un país en el que las libertades políticas están recortadas o si tiene que consumir 
tantas energías para cubrir sus necesidades básicas que ya no le quedan fuerzas para 
dedicarse a su educación? ¿O cómo se puede aprender qué son los derechos 
humanos si la actividad presuntamente educativa se lleva a cabo violando aquellos?3 

A la vista de lo que venimos diciendo, podemos concluir que la educación tiene como 
uno de sus fines esenciales fomentar el respeto de los derechos humanos (así lo 
reconoce el art. 26.2 de la DUDH); y que la garantía efectiva de los derechos humanos 

                                                           
3 Un instrumento jurídico esencial en la lucha contra la violación de los derechos humanos en la 
educación es la Convención de la UNESCO relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera 
de la Enseñanza de 1960,  
http://portal.unesco.org/es/ev.php-URL_ID=12949&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html  

http://portal.unesco.org/es/ev.php-URL_ID=12949&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html
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es condición fundamental para que la educación pueda ejercerse y cumplir su fin. 
Derechos humanos y educación se imbrican de tal manera que generan una espiral 
que, como todas, tiene un sentido tanto ascendente como descendente. Cuando es 
ascendente, la educación conduce a reforzar el respeto de los derechos humanos, lo 
que redunda en un fortalecimiento de la calidad educativa y así sucesivamente. 
Cuando es descendente, la violación de los derechos humanos imposibilita la acción 
educativa, lo que debilita el respeto a los derechos humanos y fomenta aún más su 
violación, haciendo prácticamente imposible la educación. 

En continuidad con lo establecido en la DUDH sobre el derecho a la educación, el art. 
13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) 
afirma:  

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona 
a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno 
desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe 
fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. 
Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas 
para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la 
tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, 
étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del 
mantenimiento de la paz. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el 
pleno ejercicio de este derecho:  

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;  

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza 
secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a 
todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita;  

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base 
de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular 
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;  

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación 
fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo 
completo de instrucción primaria;  

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los 
ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar 
continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente.  

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad 
de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o 
pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre 
que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en 
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materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación 
religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.  

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la 
libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de 
enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 
1 y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas 
que prescriba el Estado”.  

El art. 13.1 reproduce lo dispuesto en el art. 26.2 de la DUDH sobre los fines de la 
educación4. Pero añade que debe orientarse, junto al pleno desarrollo de la 
personalidad, “al desarrollo del sentido de la dignidad de la persona”. Dentro de la 
ambigüedad de los términos, resulta plausible interpretar que la educación no sólo 
debe hacer hincapié en el desarrollo de la libertad individual sino también en la 

conciencia del valor de toda persona por el mero hecho de serlo. Aunque este 
añadido no siempre ha sido tenido en cuenta en los documentos posteriores de 
Naciones Unidas que se han ocupado del derecho a la educación (por ejemplo, no se 
recoge en el art. 29.1 de la Convención sobre los derechos del niño, que trata de los 
objetivos de la educación), considero que refuerza la relación que cabe establecer 
entre el párrafo primero del Preámbulo de la DUDH5 y sus arts. 1 y 29 con el art. 26. 

La educación para los derechos humanos en el marco de Naciones 
Unidas. 

Aunque no trate específicamente de la educación para los derechos humanos, a la 
hora de relatar cómo Naciones Unidas ha ido impulsando este objetivo a lo largo de 
su historia debemos empezar mencionando la Convención relativa a la Lucha contra 
las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza de la UNESCO (1960). Esta 
Convención ocupa un lugar preeminente entre los instrumentos normativos de la 
UNESCO relativos a la educación. En ella se establecen los elementos esenciales del 
derecho a la educación, junto con las obligaciones internacionales. Para supervisar 
su aplicación, UNESCO celebra consultas periódicas con los Estados Miembros, cuyos 
resultados son objeto de informes que se publican. El último en este momento es de 
20176. Se puede decir que para conocer si la educación se lleva a cabo conforme a 
los derechos humanos en un estado, lo primero que se debe comprobar es si cumple, 
y en qué medida, con lo dispuesto en esta Convención.   

                                                           
4 “De todos esos objetivos de la educación que son comunes al párrafo 2 del artículo 26 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y al párrafo 1 del artículo 13 del Pacto, acaso el 

fundamental sea el que afirma que "la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la 
personalidad humana"”; CDESC, Observaciones generales 13, El derecho a la educación (artículo 13 
del Pacto), 1999, n. 4. 
5 El Preámbulo de la DUDH comienza con estos términos: “Considerando que la libertad, la justicia y la 
paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales 
e inalienables de todos los miembros de la familia humana”. 
6 http://portal.unesco.org/en/ev.php-
URL_ID=12949&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html#MONITORING (acceso el 10 de 
diciembre de 2018). 

http://portal.unesco.org/en/ev.php-URL_ID=12949&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html#MONITORING
http://portal.unesco.org/en/ev.php-URL_ID=12949&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html#MONITORING
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a. La Recomendación de la UNESCO de 1974. 

 La DUDH afirmó que la educación tiene como uno de sus fines el respeto de los 
derechos humanos. Pero no será hasta los años setenta del pasado siglo cuando 
Naciones Unidas emprenda una ambiciosa estrategia, que ha ido creciendo en 
intensidad desde entonces, dirigida a que realmente la educación en todo el mundo 
incorpore entre sus objetivos el respeto de los derechos humanos.  

La Conferencia General de la UNESCO de 1974 aprobó la “Recomendación sobre la 
educación para la comprensión, la cooperación y la paz internacionales y la 
educación relativa a los derechos humanos y las libertades fundamentales”7. En ella  

“se recomienda a los Estados Miembros que apliquen las disposiciones siguientes 
adoptando medidas, de conformidad con la práctica constitucional de cada 
Estado, en forma de ley nacional o en otra forma, encaminadas a dar efecto, en 
los territorios sometidos a su jurisdicción, a los principios formulados en la 
presente Recomendación”.  

Pretende, por tanto, que los Estados aprueben leyes u otros instrumentos efectivos 
para que la educación alcance los objetivos del art. 26.2 de la DUDH. La 
Recomendación propone los siguientes principios rectores de las políticas 
educativas, que deberán inspirar las leyes que aprueben los estados:  

“a) una dimensión internacional y una perspectiva global de la educación en 
todos sus niveles y en todas sus formas; b) la comprensión y el respeto de todos 
los pueblos, sus culturas, civilizaciones, valores y modos de vida, incluidas las 
culturas étnicas tanto nacionales como las de otras naciones; c) el reconocimiento 
de la creciente interdependencia mundial de los pueblos y las naciones; d) la 
capacidad de comunicarse con los demás; e) el conocimiento no sólo de los 
derechos, sino de los deberes que tienen las personas, los grupos sociales y las 
naciones para con los demás; f) la comprensión de la necesidad de la solidaridad 
y la cooperación internacionales; g) la disposición por parte de cada uno de 
participar en la solución de los problemas de su comunidad, de su país y del 
mundo entero”.  

A pesar del tiempo transcurrido desde su aprobación, la Recomendación no ha 
quedado en el olvido. De hecho, el Comité de Convenciones y Recomendaciones del 
Consejo Ejecutivo de la UNESCO examina periódicamente el nivel de aplicación de 
esta Recomendación por parte de los Estados miembros. Lo ha hecho en siete 
ocasiones hasta el momento, la última en 2017, y todas ellas han concluido con la 
publicación de un informe8. 

b. La 2ª Conferencia Mundial de Derechos Humanos (Viena, 1993). 

                                                           
7 Cfr. http://www.unesco.org/education/nfsunesco/pdf/PEACE_S.PDF (acceso el 10 de diciembre de 
2018). 
8 Cfr. http://portal.unesco.org/en/ev.php-
URL_ID=13088&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html#MONITORING (acceso el 10 de 
diciembre de 2018). 

http://www.unesco.org/education/nfsunesco/pdf/PEACE_S.PDF
http://portal.unesco.org/en/ev.php-URL_ID=13088&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html#MONITORING
http://portal.unesco.org/en/ev.php-URL_ID=13088&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html#MONITORING
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La Declaración y Programa de Acción de Viena, aprobados por la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos en 1993 es el principal fruto de aquella reunión, la segunda 
sobre derechos humanos celebrada hasta el momento en el marco de Naciones 
Unidas. Este documento se refiere a la cuestión de la educación en derechos 
humanos en cada una de las dos grandes partes en que está dividido. En el n. 33 de 
la parte I se dice:  

“La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera el deber de los Estados, 
explicitado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en otros 
instrumentos internacionales de derechos humanos, de encauzar la educación de 
manera que se fortalezca el respeto de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. La Conferencia destaca la importancia de incorporar la cuestión 
de los derechos humanos en los programas de educación y pide a los Estados que 
procedan en consecuencia. La educación debe fomentar la comprensión, la 
tolerancia, la paz y las relaciones de amistad entre las naciones y entre los grupos 
raciales o religiosos y apoyar el desarrollo de las actividades de las Naciones 
Unidas encaminadas al logro de esos objetivos. En consecuencia, la educación en 
materia de derechos humanos y la difusión de información adecuada, sea de 
carácter teórico o práctico, desempeñan un papel importante en la promoción y 
el respeto de los derechos humanos de todas las personas sin distinción alguna 
por motivos de raza, sexo, idioma o religión y debe integrarse en las políticas 
educativas en los planos nacional e internacional. La Conferencia observa que la 
falta de recursos y las inadecuaciones institucionales pueden impedir el 
inmediato logro de estos objetivos”.  

La parte II de la Declaración y Programa de Acción dedica el apartado D a la 
“Educación en materia de derechos humanos”. En los cinco parágrafos dedicados al 
asunto (parr. 78-82) destacan las siguientes manifestaciones: 

“79. (…) La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los Estados e 
instituciones que incluyan los derechos humanos, el derecho humanitario, la 
democracia y el imperio de la ley como temas de los programas de estudio de 
todas las instituciones de enseñanza académica y no académica”.  

Se trata de una petición a los Estados para que, entre otras cosas, incorporen en los 
planes de estudio la formación en derechos humanos. Pero va más allá, al pedir que 
la educación incorpore la democracia y el imperio de la ley. Es lógico que así fuera 
pues no parece posible fortalecer el respeto de los derechos humanos si no se 
fortalece igualmente la democracia y el Estado de Derecho.   

“80. La educación en materia de derechos humanos debe abarcar la paz, la 
democracia, el desarrollo y la justicia social, tal como se dispone en los 
instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos…”.  

La Conferencia considera que la formación en derechos humanos se ha de basar en 
los instrumentos internacionales dedicados a ellos. Este planteamiento ofrece una 
ventaja y un inconveniente. Al ceñir la educación en derechos humanos a lo 
dispuesto en los instrumentos normativos aprobados por la comunidad internacional 
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es más sencillo recabar un consenso social amplio hacia este tipo de iniciativa, 
habida cuenta de que dichos textos suelen contar con el respaldo de la mayoría de 
los Estados. El inconveniente tiene que ver con el riesgo de reducir la educación en 
derechos humanos a lo establecido en esos documentos. Si la educación en derechos 
humanos consiste en dar a conocer lo dispuesto por los organismos internacionales 
en esta materia, resulta difícil evitar una visión excesivamente positivista de los 
derechos humanos. Los derechos humanos son ciertamente lo que resulta de las 
normas internacionales, pero no sólo. Son también un instrumento de lucha por la 
dignidad; son un lugar de encuentro y de debate; son el resultado siempre variable 
de interpretar un sinnúmero de textos sumamente ambiguos; etc.  

“82. (…) Los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del 
sistema de los Estados relacionados con las Naciones Unidas deben poder atender 
inmediatamente a las solicitudes de actividades educacionales y de formación en 
la esfera de los derechos humanos y con la educación especial en lo que respecta 
a las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos y en el derecho humanitario así como a su aplicación, destinada a 
grupos especiales, como fuerzas militares, fuerzas del orden, policía y personal de 
salud”.  

Cuando se habla de educación en derechos humanos se tiende a pensar en los niños 
y los jóvenes, y es lógico que sea así. Pero, como bien se señala en este punto, se 
debe prestar una atención especial a aquellos colectivos que ostentan una posición 
de poder, bien porque están legitimados para el uso de la fuerza física (fuerzas 
armadas y cuerpos de seguridad del Estado) o bien porque tratan con las personas 
en situaciones e especial vulnerabilidad (los profesionales de la sanidad o de la 
educación).  

“82. Debe considerarse la posibilidad de proclamar un decenio de las Naciones 
Unidas para la educación en materia de derechos humanos a fin de promover, 
alentar y orientar estas actividades educacionales”.  

Esta propuesta fue atendida por la Asamblea General de Naciones Unidas que, en su 
resolución 49/184 del 23 de diciembre de 1994, proclamó que el período de diez 
años a partir del 1º de enero de 1995, sería el Decenio de las Naciones Unidas para 
la educación en la esfera de los derechos humanos.  

c. El Decenio de las Naciones Unidas para la educación en derechos 
humanos. 

Este decenio se articuló en torno a un Plan, elaborado por el Secretario General de 
Naciones Unidas, cuyos objetivos fueron cinco:  

“a) La evaluación de las necesidades y la formulación de estrategias eficaces para 
el fomento de la educación en la esfera de los derechos humanos en todos los 
niveles escolares, en la capacitación profesional y en la enseñanza académica y 
no académica; 
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b) La creación y fortalecimiento de programas y capacidades para la educación 
en la esfera de los derechos humanos en los planos internacional, regional, 
nacional y local; 

c) El desarrollo coordinado de los materiales didácticos para la enseñanza de los 
derechos humanos; 

d) El fortalecimiento de la función y la capacidad de los medios de difusión en el 
fomento de la educación en la esfera de los derechos humanos; 

e) La difusión mundial de la Declaración Universal de Derechos Humanos en el 
mayor número posible de idiomas y en otras formas apropiadas para los diversos 
niveles de instrucción y para las personas discapacitadas”9.  

El Plan fija unos objetivos de muy desigual alcance. Así como los objetivos c) y e) son 
más o menos asequibles, los otros tres son tareas inabarcables, como la evaluación 
de los resultados del Plan pusieron de manifiesto10. En todo caso, se refieren a tres 
áreas en las que es fundamental actuar para lograr una verdadera educación en 
derechos humanos. En primer lugar, es necesario incorporarla a todos los niveles de 
la enseñanza formal e informal. En segundo, todas las administraciones públicas 
deben comprometerse con la educación en derechos humanos en su esfera propia 
de competencias. Por último, los medios de comunicación tienen que implicarse 
pues ellos condicionan la educación informal que reciben los ciudadanos y que tanto 
repercute en su forma de pensar y actuar. Este quizá sea uno de los aspectos más 
críticos pues, si bien el éxito de la educación en derechos humanos es imposible sin 
la complicidad de los medios, solo se cuenta con el magro recurso de la persuasión 
para lograr que se impliquen en esa meta.      

                                                           
9 Cfr. Plan de Acción de las Naciones Unidas para la Educación en la Esfera de los Derechos Humanos, 
1995-2004, n. 10; A/49/261-E/1994/110/Add.1, anexo. 
10 Llama la atención el hecho de que sólo 28 Estados respondieran el cuestionario enviado por el Alto 
Comisionado para los Derechos Humanos de Naciones Unidas para recabar la información necesaria 
para elaborar el Informe de evaluación del Decenio. En ese Informe se destaca, como principal 
conclusión, que el objetivo para la educación en derechos humanos no se ha alcanzado 
suficientemente y que requeriría al menos de otro decenio para  lograrlo; cfr. Comisión de Derechos 
Humanos, Decenio de las Naciones Unidas para la Educación en la Esfera de los Derechos Humanos, 
(1995-2004): Informe sobre los logros y los fallos registrados en el Decenio y sobre las futuras 
actividades de las Naciones Unidas en esta esfera; E/CN.4/2004/93; 26 de febrero de 2004. Es 
interesante hacer notar que dicho informe recoge -como uno de los fallos del Decenio en opinión de 
alguno de los Estados- el hecho de que “algunos de los asuntos no recibieron una cobertura adecuada 
durante el Decenio en cuanto al contenido de las actividades de educación en la esfera de los derechos 

humanos, en particular, los derechos económicos, sociales y culturales o que éstos no se contemplen 
en la medida en que se debiera como parte del conjunto indivisible de los derechos humanos; la 
cuestión de las responsabilidades conexas; el medio ambiente; y los derechos humanos de la mujer” 
(n. 24). Aunque no es el momento de abundar en este tema, pone de manifiesto la enorme dificultad 
que plantea la educación en derechos humanos: qué derechos abarca, qué contenido tiene cada uno; 
qué relación existe entre ellos; qué importancia específica debe darse a determinados derechos 
humanos en cada momento; etc. Cfr. Vicente Bellver Capella, “Diez preguntas sobre educación y 
derechos humanos en un mundo globalizado”; AAVV, Estudios de Filosofía del Derecho y Filosofía 
Política. Estudios en Homenaje al Prof. Alberto Montoro Ballesteros, Editum, Murcia, 2013, pp.  355-366. 
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El Plan preveía la elaboración por parte de los Estados de planes nacionales sobre 
educación en derechos humanos, así como evaluaciones periódicas sobre el nivel de 
cumplimiento del Plan. A la vista de los modestos objetivos alcanzados a lo largo del 
Decenio, y de la necesidad de plazos más amplios para incorporar determinados 
cambios en la educación, la consecuencia principal del Informe fue proponer un 
segundo Decenio11 que, finalmente, dio pie al Programa Mundial para la Educación 
en Derechos Humanos aprobado mediante Resolución de la Asamblea General de 
Naciones Unidas12. Este Programa, a diferencia del Decenio, se estructura en etapas 
consecutivas dirigidas a intensificar las actividades nacionales de educación en 
derechos humanos en sectores determinados. La primera (2005-2009) se centró en 
los sistemas de enseñanza de primaria y secundaria. En un principio, esta primera 
etapa del Programa Mundial se puso en marcha por tres años (hasta 2007). 
Posteriormente, el Consejo de Derechos Humanos decidió en su resolución 6/24 de 
28 de septiembre de 2007 prolongarla dos años, hasta fines de 2009. La segunda 
etapa (2010-2014) se centra en la educación en derechos humanos para la 
enseñanza superior y los programas de capacitación para maestros y educadores, 
funcionarios públicos, fuerzas del orden y personal militar13. La primera etapa se 
cerró con la elaboración de un informe. En ese caso 76 Estados enviaron 
informaciones sobre los resultados alcanzados, un número sensiblemente superior 
a los que respondieron cuando se elaboró el informe de evaluación del Decenio. No 
obstante, se sigue constatando en el informe que los pasos que se van dando son 
mucho más lentos de lo deseable14. Al igual que en la primera etapa del Programa, 
también la segunda contó con un Plan de Acción y concluyó con un informe de 

                                                           
11 Cfr. Comisión de Derechos Humanos, Medidas complementarias del Decenio de las Naciones Unidas 
para la educación en la esfera de los derechos humanos (1995-2004), incluida la proclamación del 
Programa Mundial para la Educación en Derechos Humanos, E/CN.4/2005/98, 30 de diciembre de 2004. 
12 La Asamblea General “Proclama que el Programa Mundial para la educación en derechos humanos, 
que comenzará el 1° de enero de 2005, estará estructurado en etapas sucesivas y tiene por objetivo 
promover la ejecución de los programas de educación en la esfera de los derechos humanos en todos 
los sectores”; Resolución aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas 59/113. Programa 
Mundial para la educación en derechos humanos, A/RES/59/113, 17 de febrero de 2005. 
13 El Consejo de Derechos Humanos: “decide centrar la segunda etapa del Programa Mundial para la 
educación en derechos humanos en la enseñanza superior y en los programas de capacitación sobre 
derechos humanos para maestros y educadores, funcionarios públicos, fuerzas del orden y personal 
militar a todos los niveles”; Consejo de Derechos Humanos, Resolución 12/4 sobre el Programa Mundial 
para la Educación en Derechos Humanos, 4 de diciembre de 2009, A/HRC/RES/12/4. 
14 “En el presente informe se llega a la conclusión de que los 76 Estados Miembros que presentaron 

informes nacionales de evaluación están adoptando algunas medidas para integrar la educación en 
derechos humanos en sus sistemas escolares. En particular, se hicieron progresos notables en lo que 
se refiere a la incorporación de la educación en derechos humanos en los planes de estudio 
nacionales. Además, se han adoptado distintas iniciativas nacionales en materia de políticas y 
actividades para fomentar una cultura de respeto de los derechos humanos en la vida escolar 
cotidiana. Persisten algunas lagunas en la ejecución, que parecen indicar que se requiere un enfoque 
más amplio y sistemático a nivel nacional”; Asamblea General, Evaluación final de la aplicación de la 
primera etapa del Programa Mundial para la educación en derechos humanos, A/65/322, 24 de agosto 
de 2010 (resumen). 
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evaluación que se tuvo que hacer con los informes remitidos por tan solo 28 
estados15.  

El Consejo de Derechos Humanos, en su resolución 24/15 (8 de octubre de 2013), 
decidió centrar la tercera etapa (2015-2019) del Programa Mundial para la educación 
en derechos humanos en el refuerzo de la aplicación de las dos primeras etapas y la 
promoción de la formación en derechos humanos para los profesionales de los 
medios de comunicación y periodistas. De esta tercera etapa del Programa ya 
tenemos el informe de evaluación de la mitad de periodo, en cuyas conclusiones se 
reconoce la dificultad para llegar a la formación de los periodistas16. En estos 
momentos ya está en marcha la elaboración de la cuarta etapa del Programa Mundial, 
teniendo presentes las posibles sinergias con la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible. 

Resulta curioso que, si bien en los tres planes se hace mención a los principios 
rectores que deben inspirar las actividades sobre educación en derechos humanos, 
esa relación ha ido introduciendo pequeños pero significativos cambios. Estos, que 
se han ido produciendo el breve lapso de los últimos diez años, no contribuyen a dar 
seriedad, solidez y seguridad al Programa. Es cierto que se pueden entender como 
ajustes que recogen la nueva sensibilidad sobre determinados asuntos. Pero 
incurren en el riesgo de estar demasiados influidos por la moda del momento.   

 

d. La Declaración de Naciones Unidas sobre la educación y formación en 
materia de derechos humanos. 

 Más allá de los logros alcanzados hasta el momento en materia de educación en 
materia de derechos humanos gracias a las dos grandes iniciativas promovidas por 
Naciones Unidas desde 1995 (y que tienen su origen en la propuesta de la 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos de 1993), el fruto normativo más 
relevante a escala universal es, sin duda, la aprobación en diciembre de 2011, 
mediante Resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas, de la Declaración 
sobre la educación y formación en materia de derechos humanos17. Se trata de un 

                                                           
15 Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights, Evaluation of the 
implementation of the Second phase (2010-2014) of the World Programme for Human Rights Education, 
https://www.ohchr.org/EN/Issues/Education/Training/WPHRE/SecondPhase/Pages/SecondphaseEval
uation.aspx (acceso el 10 de diciembre de 2018). 
16 “La formación en derechos humanos de los profesionales de los medios de comunicación y los 
periodistas parece menos desarrollada si se compara con la de otros destinatarios más 

“tradicionales”, como los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley”. Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos , Informe de mitad de período sobre los progresos 
realizados en la aplicación de la tercera etapa del Programa Mundial para la Educación en Derechos 
Humanos, 30 de junio de 2007, https://documents-dds-
ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/178/16/PDF/G1717816.pdf?OpenElement (acceso el 10 de 
diciembre de 2018). 
17 Cfr. Asamblea General de Naciones Unidas, Resolución 66/137 sobre la Declaración de Naciones 
Unidas sobre la educación y formación en materia de derechos humanos, A/RES/66/137, 16 de febrero 
de 2012; 

https://www.ohchr.org/EN/Issues/Education/Training/WPHRE/SecondPhase/Pages/SecondphaseEvaluation.aspx
https://www.ohchr.org/EN/Issues/Education/Training/WPHRE/SecondPhase/Pages/SecondphaseEvaluation.aspx
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/178/16/PDF/G1717816.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G17/178/16/PDF/G1717816.pdf?OpenElement
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texto que sintetiza lo que, de forma dispersa, se había venido manifestando en un 
gran número de instrumentos jurídicos aprobados por Naciones Unidas a lo largo de 
los últimos quince años. Pero no se queda aquí, sino que aporta novedades 
relevantes como las siguientes: 

- El art. 1.1 proclama lo que podría entenderse como un tímido reconocimiento del 
derecho humano a la educación en derechos humanos. Lo hace en los siguientes 
términos: “Toda persona tiene derecho a poseer, buscar y recibir información 
sobre todos los derechos humanos y las libertades fundamentales y debe tener 
acceso a la educación y la formación en materia de derechos humanos”. No solo 
se reconoce la libertad de buscar información, sino el deber del Estado de 
garantizar a todas las personas educación en materia de derechos humanos. 

- El art. 2.2 ordena, como se había hecho hasta ahora en un documento de estas 
características, las categorías de acción implicadas en la expresión educación en 
derechos humanos:  

“La educación y la formación en materia de derechos humanos engloban: 

a) La educación sobre los derechos humanos, que incluye facilitar el conocimiento 
y la comprensión de las normas y principios de derechos humanos, los valores que 
los sostienen y los mecanismos que los protegen; 

b) La educación por medio de los derechos humanos, que incluye aprender y 
enseñar respetando los derechos de los educadores y los educandos; 

c) La educación para los derechos humanos, que incluye facultar a las personas 
para que disfruten de sus derechos y los ejerzan, y respeten y defiendan los de los 
demás”. 

- La Declaración destaca en su art. 4 la importancia de las tecnologías de la 
información y la comunicación, los medios de comunicación en general, y las artes 
en la formación en derechos humanos:  

“1. La educación y la formación en materia de derechos humanos deben 
aprovechar y utilizar las nuevas tecnologías de la información y las 
comunicaciones, así como los medios de comunicación, para promover todos los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. 2. Deben alentarse las artes 
como medio de formación y sensibilización en la esfera de los derechos humanos”.  

Es una pena que, junto a las artes, no se incluyera una referencia al conjunto de las 
humanidades como instrumento privilegiado para educar en los derechos 
humanos18.  

                                                           
https://www.ohchr.org/SP/Issues/Education/EducationTraining/Pages/UNDHREducationTraining.aspx.
aspx (acceso el 10 de diciembre de 2018). 
18 Martha Nussbaum ha defendido reiteradamente la importancia de las humanidades a la hora de 
formar en derechos humanos; vid. por todos, Martha Nussbaum, Sin fines de lucro. Por qué la 
democracia necesita de las humanidades, Katz, Madrid, 2010. Cfr. también Dean Garrat y Heather Piper, 

https://www.ohchr.org/SP/Issues/Education/EducationTraining/Pages/UNDHREducationTraining.aspx.aspx
https://www.ohchr.org/SP/Issues/Education/EducationTraining/Pages/UNDHREducationTraining.aspx.aspx
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- Aunque ya se venía insistiendo en documentos anteriores, la Declaración 
proclama que la educación en derechos humanos ha de abarcar todos los niveles 
de la educación:  

“art.2.2: La educación y la formación en materia de derechos humanos conciernen 
a todos los sectores de la sociedad, a todos los niveles de la enseñanza, incluidas 
la educación preescolar, primaria, secundaria y superior, teniendo en cuenta la 
libertad académica donde corresponda, y a todas las formas de educación, 
formación y aprendizaje, ya sea en el ámbito escolar, extraescolar o no escolar, 
tanto en el sector público como en el privado. Incluyen, entre otras cosas, la 
formación profesional, en particular la formación de formadores, maestros y 
funcionarios públicos, la educación continua, la educación popular y las 
actividades de información y sensibilización del público en general”.  

Se trata de un objetivo extraordinariamente ambicioso que requiere no solo de 
recursos abundantes sino de una actuación coordinada entre todos los agentes 
implicados en la educación.  

- El art. 7.4 impone un deber concreto y exigente a los Estados:  

“4. Los Estados y, según corresponda, las autoridades gubernamentales 
competentes deben garantizar la formación adecuada en derechos humanos y, si 
procede, en derecho internacional humanitario y derecho penal internacional, de 
los funcionarios y empleados públicos, los jueces, los agentes del orden y el 
personal militar, así como promover la formación adecuada en derechos 
humanos de maestros, instructores y otros educadores y personal privado que 
desempeñen funciones a cuenta del Estado”.  

Este mandato recoge lo propuesto por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos 
de 1993 y enlaza con la segunda etapa del Programa Mundial para la Educación en 
Derechos Humanos, que se dirige específicamente a la formación de estos 
colectivos. Es un acierto que se mencione a los educadores, pues tienen el deber no 
solo de educar en derechos humanos sino de someterse a ellos de forma ejemplar 
en el desempeño de su profesión. Sin embargo, no se entiende que se omita la 
referencia a los profesionales sanitarios, que habían sido mencionados en la 
Declaración y Programa de acción de Viena, y a los medios de comunicación, que tan 
importantes resultan a la hora de configurar la opinión pública y la educación 
informal, y sobre los que se ha constatado la dificultad de actuar. 

- La Declaración concluye con un mandato dirigido a los Estados: “Los Estados deben 
adoptar medidas adecuadas para asegurar la aplicación eficaz y el seguimiento de la 
presente Declaración y facilitar los recursos necesarios para ello”. Es cierto que, en 
estos momentos, no puede tenerse por más que una declaración de buenas 
intenciones. Pero, por lo menos, se reconoce que la educación en derechos humanos 
es lo suficientemente importante para que los Estados la garanticen y hagan efectiva 
mediante los recursos necesarios. 

                                                           
“Citizenship Education and Philosophical Enquiry: Putting Thinking Back into Practice”, Education, 
Citizenship and Social Justice, 7 (2011), pp. 71–84. 
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DE LA EDUCACIÓN EN DERECHOS HUMANOS A LA EDUCACIÓN PARA EL 

DESARROLLO SOSTENIBLE 

La Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH) deposita una gran 
confianza en la educación como agente de transformación de las personas y las 
sociedades. Resulta evidente en el art. 26 que trata sobre el derecho a la educación. 
Pero también se manifiesta en dos menciones que tienen una notable carga 
simbólica. La primera, ya mencionada, aparece en el mismo Preámbulo, donde la 
Declaración se presenta como el “ideal común por el que todos los pueblos y 
naciones deben esforzarse”, y que los individuos y las instituciones deben promover 
“mediante la enseñanza y la educación”. La segunda la encontramos en el mandato 
que la Asamblea de Naciones Unidas dirigió a los Estados en el momento de aprobar 
la Declaración para que su texto “fuera distribuido, expuesto, leído y comentado en las 
escuelas y otros establecimientos de enseñanza, sin distinción fundada en la condición 
política de los países o de los territorios”.  

Pero si la educación puede conseguir que las personas y los pueblos vivan conforme 
a los derechos humanos es porque su núcleo esencial, su meta última, son 
precisamente los derechos humanos. Educar no consiste simplemente en instruir y, 
desde luego, está en las antípodas de cualquier forma de manipulación. Educar es 
procurar las capacidades que permiten a todo ser humano tener una vida plena. La 
educación enseña a leer y a contar, a pensar críticamente y a analizar con rigor un 
campo de la realidad, proporciona conocimientos y capacidad para gestionar 
información. Pero eso no es más que una porción de la empresa educativa. La parte 
principal consiste en comprender el sentido de la existencia y aprender a 
relacionarse con uno mismo, con los demás y con el mundo. El conocimiento y 
compromiso personal con los derechos humanos proporciona, en una medida no 
completa pero sí imprescindible, las claves de ese aprendizaje. Por eso, la educación 
es imposible si no tiene como contenido esencial los derechos humanos; si no se 
desarrolla conforme a los derechos humanos; si no se dirige a comprometerse con el 
respeto y promoción de los derechos humanos; y si no tiene lugar en un marco social 
y político que reconozca los derechos humanos. 

La educación es la mejor garantía de los derechos humanos porque los derechos 
humanos están en el núcleo mismo de la educación. Si estamos de acuerdo con ello, 
si aceptamos que educación y derechos humanos son indisociables, se comprenderá 
de inmediato que la irrupción de la educación para el desarrollo sostenible (EDS) en 
los últimos 25 años no es una moda o un invento de quienes elaboran las políticas 
educativas, sino una exigencia ineludible de lo que acabo de señalar. Me explicaré.  

El desarrollo tecnológico ha traído consigo bienestar a infinidad de personas en todo 
el mundo. Pero lo ha hecho a partir de un paradigma epistemológico cientificista que 
transforma nuestra visión de la realidad y nuestras relaciones con la naturaleza19. A 
su vez, y como resultado inevitable de haber asumido ese paradigma 

                                                           
19 Cfr. Juan Arnau, La fuga de Dios. Las ciencias y otras narraciones, Atalanta, Girona, 2017.  
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epistemológico, el ser humano ha actuado sobre la naturaleza de tal modo que ha 
logrado convertirla en un ámbito inerte o abiertamente hostil20.  

En el momento en que el ser humano empieza a sentir que los progresos materiales 
alcanzados no compensan por los daños ambientales que tiene que sufrir a cambio, 
y que amenazan su futuro, irrumpe con fuerza en la agenda política internacional la 
necesidad de proteger el ambiente para las generaciones presentes y venideras. El 
año 1972, en que Naciones Unidas celebra la primera Conferencia Mundial sobre 
Medio Ambiente, puede considerarse la fecha oficial de inicio de ese movimiento, 
que no ha hecho más que crecer, y que persigue que la acción humana por medio de 
la tecnología no se vuelva contra el propio ser humano y el ambiente en que 
desarrolla su vida21.  

Cuando se aprobó la DUDH esa preocupación por el impacto de la acción humana 
sobre el ambiente apenas estaba extendida y, en consecuencia, no se incluyó 
ninguna referencia explícita a esta cuestión. Ahora bien, eso no quiere decir que no 
se pueda hacer una lectura de la Declaración desde la sostenibilidad. Más aún, voy a 
defender la especial idoneidad de interpretarla desde esa clave. 

En el Preámbulo se dice que la aspiración más elevada del ser humano es “el 
advenimiento de un mundo en el que los seres humanos, liberados del temor y de la 
miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias”22. En la 
medida en que los seres humanos queden liberados del miedo (a perder sus vidas, 
personalidad jurídica, nacionalidad o propiedades, a sufrir tortura, a ser detenidos 
arbitrariamente, etc.), y de la necesidad (de alimentarse, vestirse, educarse, disponer 
de un hogar, recibir cuidados de salud cuando los precise, trabajar, etc.) estarán en 
condiciones de ejercer su libertad para desarrollar vidas plenas. Esa plenitud es 
consecuencia de orientar la propia vida conforme a las propias convicciones más 
profundas. Y esas convicciones se alcanzan y perfeccionan al preguntarnos por el 
sentido último de la vida y al relacionarnos y dialogar con los demás seres humanos. 
De ahí que, liberados de las cadenas del miedo y la necesidad, Roosevelt mencionara 
expresamente los derechos a la libertad de creencias y de palabra como medios 
privilegiados de alcanzar una vida en plenitud. Los derechos nos garantizan lo justo 
(liberándonos del miedo y la necesidad) para que así cada ser humano pueda 
perseguir lo bueno: la “libertad de” está al servicio de la “libertad para”23. 

Vivir en unas condiciones ambientales deficientes multiplica las amenazas de 
miseria para el ser humano. Pero, además, dispara las desigualdades entre los 
pudientes y los pobres, potenciando una forma de miedo que es particularmente 
letal para el ser humano: el miedo a la indiferencia de los otros. La cultura del 

                                                           
20 Cfr. Ernesto Sábato, Hombres y engranajes. Heterodoxia, Alianza, Madrid, 1973. 
21 Cfr. Vicente Bellver Capella, Ecología: de las razones a los derechos, Comares, Granada, 1994. 
22 Este texto procede, como es bien conocido, del llamado Four freedom Speech, que es el nombre con 
el que se conoce el discurso sobre el Estado de la Unión que el Presidente de los Estados Unidos, 
Franklin D. Roosevelt, dirigió al Congreso el 6 de enero de 1943; cfr. Mary Ann Glendon, Un mundo 
nuevo: Eleanor Roosevelt y la Declaración Universal de Derechos Humanos, FCE, Ciudad de México, 2011.  
23 Cfr. Francisco Contreras, El sentido de la libertad. Historia y vigencia de la idea de ley natural, Stella 
Maris, Barcelona, 2014.  
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descarte, que es fruto de esa indiferencia, genera vidas humanas desperdiciadas24. 
Estas nuevas víctimas no lo son por sufrir una violencia física directa sino por su 
completa falta de reconocimiento, que les lleva a la exclusión social y, en los casos 
más graves, a quedar expuestas a una muerte evitable (por hambre, falta de 
asistencia sanitaria, condiciones de vida insalubres, etc.).  

Como he dicho, la DUDH no contiene referencia alguna al medio ambiente o al 
desarrollo sostenible. Pero en su art. 28 dice: “Toda persona tiene derecho a que se 
establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades 
proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos”. No parece 
exagerado entender que ese orden social e internacional que posibilita la 
efectividad de los derechos abarca unas relaciones con la naturaleza que garanticen 
las posibilidades de desarrollo tanto a las generaciones presentes como a las futuras. 
Ese desarrollo, que ahora identificamos con el término desarrollo sostenible, sería 
más adecuado calificarlo como humano25 y entenderlo desde los presupuestos 
antropológicos contenidos en la DUDH. Por tanto, lo que vengo a sostener es que la 
noción de desarrollo sostenible no es extraña a la DUDH; solo que la incorpora de 
forma implícita y la interpreta desde unas bases antropológicas particularmente 
idóneas. Trataré de mostrarlo a través de sus propios textos. 

El Preámbulo de la Declaración comienza con las siguientes palabras: 

“Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana”.  

Interesa reparar en que los autores decidieron hablar de “todos los miembros de la 
familia humana” y no de la humanidad, la especie humana, o todas las personas. A mi 
entender, con la elección de ese término se subrayan tres aspectos esenciales: que 
el vínculo que une a los seres humanos no resulta de un contrato sino de una relación 
previa constitutiva26; que los seres humanos no son una especie animal como las 
demás, sino que se distinguen cualitativamente de ellas, entre otras cosas, por la 
existencia del vínculo familiar; y que la dignidad y los derechos corresponden por 
igual a todos los seres humanos y no solo a los que puedan ejercitar determinadas 
capacidades propias de los seres humanos (como el pensamiento o la libertad).  

En coherencia con el término “familia humana”, el art. 1 de la Declaración afirma: 
“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados 
como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con 
los otros”. Llama la atención que una declaración de derechos comience sancionando 
un deber para todos los seres humanos. Y que ese deber sea tan exigente: porque no 
habla de evitar el daño al otro (neminem laedere), o de respetar sus derechos (suum 
cuique tribuere), sino de comportarse como hermanos los unos con los otros.  

La DUDH ya no vuelve a hablar de deberes hasta prácticamente el final, cuando en 
su penúltimo artículo dice: “1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, 

                                                           
24 Cfr. Zygmunt Bauman, Vidas desperdiciadas. La modernidad y sus parias, Paidós, Barcelona, 2005. 
25 Alfredo Marcos y Moisés Pérez Marcos, Meditación de la naturaleza humana, BAC, Madrid, 2018, pp. 
89-132. 
26 Cfr. Adela Cortina, Alianza y contrato. Política, ética y religión, Trotta, Madrid, 2001. 
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puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad” (art. 
29). Ya he señalado que los deberes hacia la comunidad no se nos presentan como 
el precio a pagar para desarrollar libremente la propia vida. El planteamiento es 
mucho más rico. Se entiende que la comunidad es el marco en el que la persona 
puede desarrollar su vida en plenitud. Por tanto, no basta con que el ser humano 
quede libre de la necesidad y del miedo para llegar a tener una vida plena. Necesita, 
al mismo tiempo, de la comunidad para llevarla a cabo. Pero, y aquí está quizá lo más 
interesante, esa comunidad no es solo una realidad preexistente que le acoge y le 
provee del contexto en el que él podrá florecer como persona. Esa comunidad es una 
realidad dinámica que solo existe con el concurso de los seres humanos que la 
integran. Por ello, si cada uno de nosotros no cumple con sus deberes para con ella, 
la comunidad se resquebraja y el propio desarrollo del ser humano queda 
amenazado27. La filosofía Ubuntu sintetiza esta visión en su proverbio “umuntu 
nigumuntu nagamuntu” (cada persona lo es por los demás).  

Conviene reparar en que el derecho al medio ambiente puede ser visto, a su vez, 
como un deber hacia la comunidad. El ambiente no es un objeto sobre el que el 
individuo, o la humanidad presente, tenga un poder absoluto. Como señala el 
conocido proverbio de la cultura kikuyu: “Rigita thi wega; ndwaheiruio ni aciari; ni 
ngombo uhetwo ni ciana ciaku” (Trata bien la tierra. No te fue dada por tus padres. 
Te fue prestada por tus hijos). En consecuencia, la protección del ambiente y el 
objetivo del desarrollo sostenible deben verse como exigencias directas de lo 
dispuesto en los artículos 1, 28 y 29 de la DUDH.  

Del desarrollo de la personalidad al desarrollo sostenible 

 La DUDH emplea en tres ocasiones la expresión “desarrollo de la personalidad”, 
concretamente en los arts. 22, 26 y 29. En la primera de ellas se dice que toda 
persona tiene derecho a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación 
internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, “la 
satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su 
dignidad y al libre desarrollo de la personalidad” (art. 22). Este artículo inicia una 
sección de la Declaración, que comprende hasta el 28, en la que se proclaman los 
derechos económicos, sociales y culturales.  

El art. 26, que recoge el derecho a la educación, contiene la segunda mención a al 
desarrollo de la personalidad. En su apartado 2, ya mencionado, se dice que la 
educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana. Es 
significativo que la expresión “desarrollo de la personalidad” venga precedida del 
adjetivo “pleno” mientras que en el art. 22 se hablaba de “libre”. Por último, el art. 
29.1 señala que toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que 
sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. No es casual que, 
en este artículo, se empleen los dos adjetivos previamente utilizados para referirse 
al desarrollo de la personalidad: libre y pleno “desarrollo de la personalidad”. 

                                                           
27 Cfr. Jesús Ballesteros, Ecologismo personalista, Tecnos, Madrid, 1995. 
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A mi parecer, la DUDH se sostiene sobre tres presupuestos antropológicos. El 
primero es que todo ser humano tiene dignidad y, por tanto, debe ser tratado como 
un fin en sí mismo. El segundo que cada ser humano es proyecto de vida plena 
llamado a realizarse, no una realidad acabada. El tercero que la vida de cada ser 
humano no es meramente individual: “Unus homo, nullus homo”. La comunidad en 
la que ha nacido y se ha criado tiene un papel constitutivo sobre cada persona.  

Partiendo de estos presupuestos, sugiero una interpretación integrada de las tres 
referencias a la expresión “desarrollo de la personalidad” y a los adjetivos que le 
acompañan. Primero, la DUDH atribuye tanto al Estado como a la comunidad 
internacional, la responsabilidad de procurar el mínimo de condiciones que, 
liberando al ser humano de la necesidad, le permitan desarrollar libremente su 
personalidad. Segundo, según la DUDH, la educación pone al ser humano en 
condiciones de descubrir la verdad y perseguir el bien, y así desarrollar su 
personalidad en plenitud. Tercero, cuando el ser humano cumple con sus deberes 
hacia la comunidad, contribuye tanto al libre como al pleno desarrollo de su propia 
personalidad porque sin la comunidad el ser humano ni puede liberarse de la 
necesidad, ni puede recibir la educación que provee de sentido a su existencia.  

Si esta interpretación parece plausible, la DUDH habrá recogido la sugerencia de 
Gandhi cuando fue consultado durante el proceso de su elaboración. En una breve 
carta dirigida al entonces Director General de la UNESCO, Julian Huxley, recordaba la 
enseñanza de su madre según la cual para poder exigir derechos primero había que 
cumplir con los deberes28. Aunque la Declaración apenas hable de deberes, y desde 
luego no condicione el reconocimiento de derechos al cumplimiento de los deberes, 
formula dos de gran amplitud y exigencia –el deber de comportarnos fraternalmente 
los unos con los otros, y los deberes hacia la comunidad- y los presenta como 
condición para el libre y pleno desarrollo de la personalidad. Podríamos concluir que 
el desarrollo de la personalidad, según la DUDH, está condicionado a que las 
personas reciban educación, promuevan los derechos humanos, y cumplan con los 
deberes hacia la comunidad. Entre estos destaca el cuidado de la naturaleza para que 
las oportunidades de las futuras generaciones no se vean amenazadas por las 
acciones de las presentes. El desarrollo de la personalidad de cada ser humano 
presente y futuro sería posible solo sobre la base del desarrollo sostenible o, por 
emplear un término más preciso, de un desarrollo humano29.  

 

                                                           
28 “De mi ignorante pero sabia madre aprendí que los derechos que pueden merecerse y conservarse 
proceden del deber cumplido. De tal modo que sólo somos acreedores del derecho a la vida cuando 
cumplimos el deber de ciudadanos del mundo. Con esta declaración fundamental, quizás sea fácil 
definir los deberes del Hombre y de la Mujer y relacionar todos los derechos con algún deber 
correspondiente que ha de cumplirse primero. Todo otro derecho sólo será una usurpación por la que 
no merecerá la pena luchar”; Carta a Julian Huxley, Director General de UNESCO, de 25 de mayo de 
1947. 
29 Cfr. Luca Valera, Alfredo Marcos, “Desarrollo humano sostenible: una visión aristotélica”, Isegoría, n. 
51, 2014, pp. 671-690. 
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Dos convenciones fundamentales 

Según la DUDH la educación tiene como fines el desarrollo de la persona y la 
promoción del respeto de los derechos humanos. Este planteamiento, reafirmado en 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), se ha 
mantenido y desarrollado en dos instrumentos jurídicos internacionales 
relacionados con los derechos humanos muy relacionados con la educación y el 
desarrollo humano: la Convención de Derechos del niño (1989) y la Convención de 
Derechos de las Personas con Discapacidad (2006).  

La Convención de Derechos del Niño (1989) supuso un paso adelante en la medida 
en que realizó una sustancial determinación de los fines de la educación. El art. 29.1 
de la Convención dice:  

“Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar 
encaminada a: a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental 
y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades; b) Inculcar al niño el 
respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y de los 
principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas; c) Inculcar al niño el 
respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma y sus valores, 
de los valores nacionales del país en que vive, del país de que sea originario y de 
las civilizaciones distintas de la suya; d) Preparar al niño para asumir una vida 
responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, 
igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, 
nacionales y religiosos y personas de origen indígena; e) Inculcar al niño el 
respeto del medio ambiente natural” (art. 29.1)30. 

Entiendo que todos estos apartados están implícitamente contenidos en la DUDH 
cuando habla de la educación dirigida al pleno desarrollo de la personalidad y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos (art. 26) y cuando en el art. 29 
se mencionan los deberes hacia la comunidad. Pero su formulación explícita sirve 
para despejar una duda respecto de la Convención de Derechos del Niño y para poner 
de manifiesto algo que estaba velado en la DUDH.  

La aprobación de la Convención fue objeto de muchas críticas: que potenciaba la 
autonomía del niño en desmedro de su protección; que relativizaba la importancia y 
la autoridad de los padres en la vida de los niños; que subrayaba los derechos del 
niño sin incidir en los deberes; que los derechos proclamados constituían una 
imposición de la cultura occidental para muchas otras culturas ajenas a la concepción 
occidental de los derechos humanos, etc. Pues bien, como señaló la propia Comisión 

                                                           
30 La Convención tuvo su antecedente en la Declaración de Derechos del Niño, aprobada por la 
Asamblea de Naciones Unidas en 1959. En ella se recogía el derecho a la educación y también los 
objetivos de la educación. Aunque existe una sustancial coincidencia entre lo dispuesto en la 
Declaración y en la Convención, llama la atención que la Declaración trate del juego al proclamar el 
derecho a la educación: “El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales 
deberán estar orientados hacia los fines perseguidos por la educación” (principio 7). Es cierto que la 
Convención hace referencia al derecho del niño al juego en el art. 31, pero en el marco del derecho al 
esparcimiento y no del derecho a la educación. Entiendo que perder de vista la importancia del juego 
en la educación no da cuenta integral de lo que debe perseguir la educación.  
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de Derechos del Niño “Muchas de las críticas que se han hecho a la Convención 
encuentran una respuesta específica en esta disposición (el art. 29). Así, por ejemplo, 
en este artículo se subraya la importancia del respeto a los padres, de la necesidad 
de entender los derechos dentro de un marco ético, moral, espiritual, cultural y social 
más amplio, y de que la mayor parte de los derechos del niño, lejos de haber sido 
impuestos desde fuera, son parte intrínseca de los valores de las comunidades 
locales” (n. 7). Por tanto, el empoderamiento que la educación procura a los niños no 
lo es “contra” los padres o las comunidades en las que se desarrollan sino 
precisamente gracias a los padres y las comunidades.  

También en la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad (2006) se 
proclama el derecho a la educación y se especifican los fines que debe perseguir:  

“los Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los 
niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con miras a: a) Desarrollar 
plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la autoestima y 
reforzar el respeto por los derechos humanos, las libertades fundamentales y la 
diversidad humana; b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la 
creatividad de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y 
físicas; c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de manera 
efectiva en una sociedad libre” (art. 24.1).  

En coherencia con la DUDH y el PIDESC, se insiste en que la educación tiene como fin 
el libre desarrollo de la personalidad. Concretamente se subraya la importancia y el 
valor de la “diversidad humana”, una vez que se ha superado la visión médica de la 
discapacidad y se reconoce que la carencia de determinadas capacidades no puede 
hacernos ignorar la presencia de otras que resultan tan valiosas como aquellas. De 
ahí que resulte imprescindible adaptar las condiciones de la vida a todo tipo de 
capacidades y no solo a las que poseen algunos. También se subraya el valor de la 
“creatividad de las personas con discapacidad” frente a la visión, ya desacreditada 
pero todavía extendida, de las personas con discapacidad como sujetos de 
compasión que poco pueden aportar a la sociedad31. La Convención constituye una 
aportación extraordinaria para combatir la cultura del descarte, en la que personas y 
naturaleza son reducidas a su utilidad inmediata32.  

En los convenios sobre derechos de los niños y de las personas con discapacidad se 
reafirma la relación entre educación y desarrollo de la personalidad y se destacan 
tres exigencias apuntadas en la DUDH: la importancia de la comunidad para todo ser 
humano; el carácter inclusivo de toda empresa educativa; y la irreductibilidad del ser 
humano a su valor de cambio33. Todas ellas conducen hacia el desarrollo sostenible, 
sobre todo en su dimensión social. Será a partir de la Conferencia de Rio de 1992 
cuando se haga igualmente visible la dimensión ambiental. 

                                                           
31 Antonio Luis Martínez-Pujalte, Derechos Fundamentales y discapacidad, Cinca, Madrid, 2016. 
32 Cfr. Francisco, Encíclica Laudato S’i, n. 43. 
33 Jesús Ballesteros, “Globalization: from Chrematistic Rest to Humanist Wakefulness”, Jesús J. 
Ballesteros,  E. Fernández, y P. Talavera (eds.), Globalization and Human Rights. Challenges and Answers 
from a European Perspective, Dordrecht, Springer, 2012, pp. 15-29. 
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La Educación para el Desarrollo Sostenible 

La Asamblea General de las Naciones Unidas de 2002 proclamó en su Resolución 
57/254 el período 2005-2014 Decenio de la Educación para el Desarrollo 
Sostenible34. Lo hacía con el objeto de concretar lo dispuesto en el capítulo 36 (sobre 
Fomento de la Educación) del Programa 21. El Programa 21 es un exhaustivo plan de 
acción que aprobó la Conferencia de Naciones Unidas sobre Desarrollo y Medio 
Ambiente de 1992 con el objetivo de que fuera adoptado a nivel universal, nacional 
y localmente por todas organizaciones del Sistema de Naciones Unidas, los 
gobiernos y las demás entidades responsables de algún área en la que el ser humano 
influye en el medio ambiente. Siguiendo con el espíritu de la Declaración de Rio, 
aprobada en la misma Conferencia de 1992, el Programa 21 comienza poniendo en 
inseparable relación los desafíos sociales y ecológicos:  

“La humanidad se encuentra en un momento decisivo de la historia. Nos 
enfrentamos con la perpetuación de las disparidades entre las naciones y dentro 
de las naciones, con el agravamiento de la pobreza, el hambre, las enfermedades 
y el analfabetismo y con el continuo empeoramiento de los ecosistemas de los que 
depende nuestro bienestar. No obstante, si se integran las preocupaciones 
relativas al medio ambiente y al desarrollo y si se les presta más atención, se 
podrán satisfacer las necesidades básicas, elevar el nivel de vida de todos, 
conseguir una mejor protección y gestión de los ecosistemas y lograr un futuro 
más seguro y más próspero. Ninguna nación puede alcanzar estos objetivos por 
sí sola, pero todos juntos podemos hacerlo en una asociación mundial para un 
desarrollo sostenible”35. 

El capítulo 36 insiste en esa relación entre la dimensión social y ecológica cuando 
afirma que la primera exigencia de la educación para el desarrollo sostenible debe 
ser la educación para todos, proclamada en la Declaración de Jomtien (1990). En este 
capítulo se señala también que los principios fundamentales de las propuestas que 
figuran en el documento están tomados de la Declaración de Tbilisi sobre Educación 
Ambiental de 1977, aprobada por la Conferencia Intergubernamental de Educación 
Ambiental organizada por la UNESCO. 

Cuando estaba a punto de concluir el Decenio, tuvo lugar Conferencia Mundial de la 
UNESCO sobre la Educación para el Desarrollo Sostenible, celebrada en Aichi-Nagoya 
(Japón) en 2014. En ella se plantea la cuestión educativa en el marco de los Objetivos 
del Desarrollo Sostenible que se aprobarían al año siguiente y que incluirían uno 
específico sobre la educación. Parte del reconocimiento de que “las personas son el 
elemento central del desarrollo sostenible”36 y afirma que la Educación para el 
Desarrollo Sostenible (EDS) 

“debe conducir a los países, tanto desarrollados como en desarrollo, a redoblar 
sus esfuerzos encaminados a erradicar la pobreza, reducir las desigualdades, 

                                                           
34 Asamblea General de Naciones Unidas, Resolución 57/254. Decenio de las Naciones Unidas de la 
Educación para el Desarrollo Sostenible,  http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/57/254  
35 Naciones Unidas, Programa 21, Preámbulo, n. 1. 
36 La Declaración de Rio ya lo proclamó 25 años antes: “Los seres humanos constituyen el centro de las 
preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible” (Principio 1). 

http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/57/254
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proteger el medio ambiente e impulsar el crecimiento económico, con miras a 
promover economías y sociedades equitativas y más sostenibles en beneficio de 
todos los países, en especial los más vulnerables” (n. 9)37. 

La UNESCO organizó el Foro Mundial sobre la Educación 2015 en Incheon (República 
de Corea) en mayo de 2015, con el fin de aprobar una nueva visión de la educación 
para los próximos 15 años y aprobar una Declaración y un Marco de Acción para la 
realización del Objetivo de Desarrollo Sostenible 4, cuyo enunciado es “Garantizar 
una educación inclusiva y equitativa de calidad y promover oportunidades de 
aprendizaje permanente para todos”. Es interesante hacer notar que seis de las siete 
las metas en las que se concreta este Objetivo 4 tienen directamente que ver con 
alcanzar la Educación para Todos (EPT), que ha venido impulsándose en las 
conferencias de Jomtien (1990), Dakar (2000) y Mascate (2014)38. La última de las 
siete metas es la única que menciona expresamente el desarrollo sostenible y está 
formulada en estos términos:  

“De aquí a 2030, asegurar que todos los alumnos adquieran los conocimientos 
teóricos y prácticos necesarios para promover el desarrollo sostenible, entre otras 
cosas mediante la educación para el desarrollo sostenible y los estilos de vida 
sostenibles, los derechos humanos, la igualdad de género, la promoción de una 
cultura de paz y no violencia, la ciudadanía mundial y la valoración de la 
diversidad cultural y la contribución de la cultura al desarrollo sostenible” (Meta 
4.7).  

El espíritu de la Declaración de Incheon queda bien sintetizado en uno de sus 
párrafos, en el que se insiste en lo que viene siendo la visión sobre el papel de la 
educación y los derechos humanos desde la DUDH: la persona es el centro de la 

educación y del desarrollo; la educación es un agente principal del desarrollo 
personal y de los pueblos que debe ser garantizado a todo ser humano; la educación 
contribuye decisivamente a promover los derechos humanos; y la educación 
contribuye también al desarrollo sostenible:  

“5. Nuestra visión es transformar las vidas mediante la educación, reconociendo 
el importante papel que desempeña la educación como motor principal del 
desarrollo y para la consecución de los demás ODS propuestos. Nos 
comprometemos con carácter de urgencia con una agenda de la educación única 

                                                           
37 Esta insistencia en que la primera exigencia del desarrollo sostenible y, por tanto, de la EDS es 
erradicar la pobreza también estaba ya en la Declaración de Rio: “Todos los Estados y todas las personas 
deberán cooperar en la tarea esencial de erradicar la pobreza como requisito indispensable del 
desarrollo sostenible, a fin de reducir las disparidades en los niveles de vida y responder mejor a las 

necesidades de la mayoría de los pueblos del mundo” (Principio 5). 
38 Si bien las anteriores Conferencias sobre Educación para Todos no hicieron referencias expresas a 
la cuestión ambiental, en la de Mascate ya se menciona: “Reafirmamos que la educación es un derecho 
humano fundamental de toda persona. La educación es una condición esencial para la realización 
humana, la paz, el desarrollo sostenible, el crecimiento económico, un trabajo digno, la igualdad de 
género y la ciudadanía mundial responsable. Además, la educación contribuye a reducir las 
desigualdades y a erradicar la pobreza, pues ofrece las condiciones y genera las posibilidades para que 
existan sociedades justas, inclusivas y sostenibles. Por tanto, la educación debe ocupar un lugar central 
en la agenda mundial para el desarrollo” (n. 6). 
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y renovada que sea integral, ambiciosa y exigente, sin dejar a nadie atrás (…). En 
esta visión, transformadora y universal, se tiene en cuenta el carácter inconcluso 
de la agenda de la EPT y de los ODM relacionados con la educación, y se abordan 
los desafíos de la educación en los planos mundial y nacional. La visión se inspira 
en una concepción humanista de la educación y del desarrollo basada en los 
derechos humanos y la dignidad, la justicia social, la inclusión, la protección, la 
diversidad cultural, lingüística y étnica, y la responsabilidad y la rendición de 
cuentas compartidas. Reafirmamos que la educación es un bien público, un 
derecho humano fundamental y la base para garantizar la realización de otros 
derechos. Es esencial para la paz, la tolerancia, la realización humana y el 
desarrollo sostenible. Reconocemos que la educación es clave para lograr el pleno 
empleo y la erradicación de la pobreza. Centraremos nuestros esfuerzos en el 
acceso, la equidad, la inclusión, la calidad y los resultados del aprendizaje, dentro 
de un enfoque del aprendizaje a lo largo de toda la vida”. 

Para lograr tan ambiciosos objetivos por medio de la educación39 la Declaración 
propone una visión comprensiva de la educación que, si bien se ha ido abriendo paso 
en algunos ámbitos académicos y en las organizaciones internacionales, todavía no 
ha informado la totalidad de los sistemas educativos:  

“9. (…) La educación de calidad fomenta la creatividad y el conocimiento, 
garantiza la adquisición de las competencias básicas de lectura, escritura y 
cálculo, así como de aptitudes analíticas, de solución de problemas y otras 
habilidades cognitivas, interpersonales y sociales de alto nivel. Además, la 
educación de calidad propicia el desarrollo de las competencias, los valores y las 
actitudes que permiten a los ciudadanos llevar vidas saludables y plenas, tomar 
decisiones con conocimiento de causa y responder a los desafíos locales y 
mundiales mediante la educación para el desarrollo sostenible (ESD) y la 
educación para la ciudadanía mundial (ECM). A este respecto, apoyamos 
firmemente la aplicación del Programa de acción mundial de EDS presentado en 
la Conferencia Mundial de la UNESCO sobre EDS que se celebró en Aichi-Nagoya 
en 2014. Además, destacamos la importancia de la educación y la formación en 
materia de derechos humanos para lograr la agenda para el desarrollo sostenible 
después de 2015”. 

  

                                                           
39 CORTINA, Adela (2017) Aporofobia, el rechazo al pobre. Barcelona: Paidós. 
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CONCLUSIÓN 

 La DUDH fue un hito en la historia de los derechos humanos: una norma 
extraordinariamente breve, de alcance universal, que proclamaba los derechos que 
corresponden a todo ser humano. Pero cuando volvemos sobre ese texto, 
descubrimos que su valor no solo es histórico, sino que se mantiene plenamente 
vigente en la actualidad. Los grandes desafíos del presente, en particular los 
relativos a la exclusión social y a la crisis ambiental, encuentran en la Declaración los 
principios idóneos para ser afrontados. Concretamente la educación, tal como es 
concebida por la DUDH y ha sido desarrollada por los instrumentos normativos 
internacionales que se han ocupado de ella, aparece como un agente principal de 
transformación personal y social que conduce a desarrollar la personalidad, 
fortalecer el respeto de los derechos humanos y procurar unas condiciones 
ambientales adecuadas para las generaciones presentes y futuras. Se puede, por ello, 
concluir que el desarrollo de la personalidad al que aspira la educación constituye 
una contribución decisiva al desarrollo sostenible. 
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RESUMEN 

 La violencia que se ejerce contra las mujeres es hoy en día la violación de los 
Derechos Humanos más extendida e impune en todo el mundo; de las diferentes 
formas de violencia contra las mujeres ejercitadas por sistemas sociales, presento 
algunas reflexiones sobre la situación que viven las mujeres en los conflictos 
armados, al haber sido consideradas a escala mundial una de las formas más graves 
de violencia contra la mujer.  

Si realizamos una revisión histórica, podremos constatar con relativa facilidad que 
las mujeres en los conflictos armados se suelen llevar la peor parte de los mismos, y 
que sus vidas se ven afectadas de manera sobrevenida, pudiendo trastocar por 
completo los papeles que desempeñan en la familia, la comunidad y el ámbito 
público.  

Hoy en día asistimos a nuevas formas de violencia contra las mujeres en este 
contexto: (1) la captación de jóvenes a través de las redes sociales, o el secuestro de 
niñas en Nigeria por el integrismo Islámico, para satisfacer sus deseos sexuales y 
garantizar la procreación, y (2) la situación de vulnerabilidad y riesgo que viven 
muchas mujeres sirias desplazadas a zonas sin protección internacional como ocurre 
en Líbano. Este tipo de violencia, perpetrada en contextos inseguros, impiden a las 
mujeres ejercitar sus derechos humanos y disfrutar de ellos, al tiempo que limitan 
sus capacidades para dirigir su propio desarrollo. 

En estas circunstancias, los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), y de manera 
más específica, las metas propuestas en los objetivos O-5: lograr la igualdad de 
géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas, y O-16: promover sociedades 
justas, pacíficas e inclusivas, nos posicionan en el escenario idóneo, para poder elevar 
la voz por estas mujeres a las que podemos considerar “víctimas invisibles” y abordar 
estas cuestiones haciéndolas presentes en actos públicos.  
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INTRODUCCIÓN 

 La violencia que se ejerce contra las mujeres, es hoy en día la violación de los 
Derechos Humanos, más extendida e impune en todo el mundo y constituye un grave 
problema social que, desde hace solo unas décadas, ha pasado a ser de interés 
público y a ocupar una parte de las agendas políticas, ya que anteriormente había 
sido ocultado tras un telón de humo que le consideraba como un problema del 
ámbito privado. La Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing del año 1995 se 
fijaban como referente para la realización de números estudios e investigaciones 
que, durante estos años, se han efectuado con el propósito de prevenir y erradicar 
esta lacra. Pero sin duda alguna su aportación más relevante ha sido la emisión de 
informes sociales y jurídicos que han contribuido   como referencia de denuncia 
social y jurídica, visibilizando y trasladando al ámbito público un delito de tales 
dimensiones. Desde que en julio de 2010 Naciones Unidas creara ONU mujeres, 
como un único organismo para promover la igualdad de género y el empoderamiento 
de las mujeres, con el objetivo de acelerar el progreso que permitan empoderar y 
garantizar los derechos de las mujeres y niñas en el mundo, hemos sido testigos de 
diferentes y significativos avances en diversos ámbitos como son: el liderazgo y la 
participación de mujeres en la vida social y política, la intensa lucha contra la 
violencia en todas sus dimensiones, el empoderamiento económico, su implicación 
en procesos de paz y seguridad, entre otros aspectos (A/RES/64/289 de 2 de julio de 
2010).  

Es por todos conocida la gran brecha que existe entre la situación de las mujeres 
entre unos países y otros, pero también es ya conocida la valentía de las mujeres en 
sociedades desarrolladas que, sin dejar de trabajar por la igualdad en contextos más 
vulnerables, están dando pasos muy firmes en sus propios países. A modo de 
ejemplo cabe citar tres de los más activos en el presente: el primero, el intenso 
debate establecido en Europa sobre si el sexo sin consentimiento es violación, 
popularizado bajo el eslogan “No es No”, que ha llevado a intervenir al Comité de la 
ONU para la eliminación de la discriminación contra la mujer instando a algunos 
Estados miembros a armonizar su legislación sobre la base de los acuerdos 
internacionales. El segundo, el movimiento #MeToo que nacía en 2006 por la 
activista Tarana Burke para promover el empoderamiento a través de la empatía 
entre mujeres negras que habían sufrido abuso sexual, particularmente en 
comunidades desfavorecidas, y que Alyssa Milano hace apenas un año (octubre de 
2017) popularizó con esta sencilla frase: “si todas las mujeres que han sido acosadas 
o agredidas sexualmente hicieran un tweet con las palabras ‘Me too’ podríamos 
mostrar a la gente la magnitud del problema”. Sin duda alguna ni ella misma creyó 
en un principio la repercusión y las consecuencias de ese sencillo mensaje. Al igual 
que ocurría con el tercer y último ejemplo que referiré hoy, la histórica movilización 
por la igualdad de las mujeres que bajo el lema “Si nosotras paramos, se para el 
mundo” que hubo en España el pasado 8 de marzo, considerada una movilización sin 
precedentes contra la desigualdad de género en todas sus vertientes, y que tiñó las 
calles del país de un profundo, pero muy vivo color violeta. Movimientos que han 
eclosionado generando un gran impacto social; movimientos muy activos en las 
redes sociales y con mucha presencia en las calles, que han calado no solo en una 
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buena parte de la sociedad, sino también de la clase política y a los que los 
contratiempos, no les han amedrentado, sino que por el contrario han avivado su 
fuerza y su espíritu.   

¿Por qué iniciar esta comunicación sobre agresiones sexuales contra las mujeres en 
los conflictos armados con estos ejemplos? Porque visibilizan causas que, hasta la 
fecha, se les había considerado consecuencias inevitables de la sociedad patriarcal 
y del mercado de trabajo, y porque dejan constancia de que la lucha de las mujeres 
ya no tiene fronteras, y que lo que antes era del ámbito privado, ahora es más público 
que nunca. Y eso, para quienes desde hace décadas trabajamos por mejorar las 
condiciones de vida de mujeres que viven a miles de kilómetros de nosotras, nos da 
mucha fuerza para seguir reivindicando justicia social, porque no hay causas 
perdidas, sino causas que seguir reivindicando como la que planteo en esta 
comunicación, ¿podemos combatir la violencia sexual en los conflictos y post-
conflictos armados? ¿cómo pueden los ODS contribuir? Para intentar responder a 
estas cuestiones me referiré primero a la situación de las mujeres en los conflictos 
armados, lo que nos permitirá valorar las consecuencias de las agresiones sexuales 
en este contexto, a continuación, introduciré unas notas sobre el marco jurídico de 
protección internacional y terminaré con una reflexión sobre qué podemos hacer 
desde el marco de la Agenda 2030 y los ODS, dónde incorporaré un breve reseña 
biográfica de mujeres precursoras en esta materia. 

 

LAS MUJERES EN LOS CONFLICTOS ARMADOS  

 Todos los conflictos tienen consecuencias devastadoras para la población y el 
desarrollo de la comunidad, y en consecuencia acrecientan las diferencias entre 
hombres y mujeres. Los relatos históricos nos muestran como las mujeres se suelen 
llevar la peor parte de los conflictos bélicos, a pesar de que su participación en los 
mismos históricamente ha sido muy baja, pero se hace preciso resaltar que, las 
guerras armadas afectan de manera sobrevenida la vida de las mujeres pudiendo 
trastocar por completo los papeles que desempeñan en la familia, la comunidad y el 
ámbito público. En cualquier ataque militar a población civil, se produce una 
desintegración de las redes de apoyo familiares y comunitarias, que obligan a las 
mujeres a asumir nuevas funciones, convirtiéndose en la cabeza de sus hogares, 
sobretodo, cuando los miembros masculinos de la unidad familiar han sido 
reclutados, están detenidos o desplazados, han muerto o desaparecido, en sí cuando 
los hombres de la familia no están, las mujeres tienen que asumir mayor 
responsabilidad por sus hijos y sus parientes ancianos, y a menudo también por la 
comunidad en un sentido más amplio; pero además la ausencia de muchos hombres 
en una comunidad, acentúa por sí sola la inseguridad y el peligro para las mujeres y 
los niños que permanecen en el lugar, y que con frecuencia son un objetivo muy fácil 
para el adversario. 

Durante los conflictos armados, se produce una acrecentada inseguridad para la 
población ante el temor a nuevos ataques y la incerteza del momento que, junto a la 
falta de acceso a alimentación básica, o la necesidad de atención sanitaria, hace que 
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muchas mujeres y niños huyan, configurando el grueso de los refugiados y 
desplazados del mundo. De forma que un conflicto bélico no solo desfigura la unidad 
familiar, sino que, además fuerza el abandono del hogar de muchas mujeres que, una 
vez llegadas a “zona neutra o protegida” se ven en la necesidad de asumir nuevos 
roles familiares, en un contexto extraño también para ellas (Sales Ten 2005).  

Historias de vida de mujeres y niñas recogidas y publicadas en los informes de 
diferentes organismos internacionales como ACNUR, CICR o AI, demuestran que, las 
mujeres desplazadas, generalmente desarrollan nuevas aptitudes y mucha confianza 
en sí mismas, valor y capacidad de aguante para ayudar, así como para reconstruir las 
familias y la comunidad desarraigadas por la guerra. Las mujeres desafían, y en 
algunos casos reconfiguran, las percepciones culturales y sociales de ellas mismas y 
de sus antiguos límites en la sociedad. Pueden tener por primera vez la oportunidad 
de trabajar fuera de casa, de ser quienes obtienen los ingresos, toman las decisiones 
y ejercen de cabeza de familia, así como de organizarse junto con otras mujeres e 
intervenir en el ámbito público, que en muchas sociedades es un coto reservado a 
los hombres. Algunos de estos cambios hacia una mayor “autoridad” pueden 
considerarse positivos para las mujeres, pero conviene mirarlos a través del prisma 
de los daños psicológicos y emocionales, la pobreza, y la privación consustancial de 
la guerra. Además, debemos tener en cuenta que, en muchas sociedades, la mujer 
aún sigue alcanzando una posición económica y social por medio del matrimonio, 
por lo que luego viene la segunda parte; cuando regresan los hombres y quieren de 
nuevo ocupar su lugar en la familia y en la comunidad, muchos de estos cambios 
desaparecen y las mujeres se retiran nuevamente a sus hogares. 

 

LA VIOLENCIA SEXUAL EN LOS CONFLICTOS ARMADOS 

 Uno de los aspectos más sensibles, es la crueldad con la que son tratadas las 
mujeres mientras se brinda el conflicto. Desde la antigüedad la violencia contra las 
mujeres se ha considerado un lamentable pero inevitable accidente de guerra, y 
siempre se ha sabido que el cuerpo de la mujer constituía para el enemigo parte del 
botín, y que los soldados vencedores celebraban la victoria dando rienda a sus 
instintos más primarios, destrozando las posesiones de los adversarios, y a sus 
mujeres. Pero la década de 1990, nos abría los ojos ante un escenario internacional 
en el que, aparecía un nuevo “modus operandi” que iba a endurecer aún más la 
situación de las mujeres, y que haría saltar todas las alarmas, corrían nuevos tiempos 
para un viejo tema, que estriba fundamentalmente en el modus operandi, en la 
diferencia metodológica de uso del cuerpo de la mujer durante el conflicto (Sanz 
Caballero 2002).  

Una de las mejores maneras de minar la moral del enemigo y al mismo tiempo 
destruir físicamente la comunidad a la que pertenece, consiste en violar a sus 
mujeres, pero debemos presentar los hechos como sucedieron, aunque sean de gran 
dureza, y especificar que lo que se cometieron fueron violaciones masivas y públicas 
en presencia de los hijos, familiares, conocidos o incluso de toda la comunidad; el 
confinamiento de mujeres en lugares inmundos durante meses para el disfrute de la 
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tropa como esclavas sexuales;  la transmisión consciente de enfermedades venéreas 
e infecciosas, incluso el SIDA, y con un poco de suerte se trasmitía también a la futura 
descendencia. Estamos hablando de abortos forzosos, esterilizaciones forzosas, para 
que no se pudiera seguir la línea de descendencia; así como el hecho contrario del 
embarazo forzado, hasta tener un hijo que será repudiado por la comunidad, a los 
que se les ha llamado “hijos de la vergüenza”. Estos hechos responden a un auténtico 
recrudecimiento de la violencia contra la mujer a partir de la segunda guerra 
mundial, con un repunte muy significativo en los conflictos que estallaron en la 
década de los 90, y que formaban parte de una estrategia preconcebida, premeditada 
y sistemática de violencia contra la mujer orquestada y tolerada por los altos mandos 
militares de algunos ejércitos o por grupos guerrilleros. Con ellos me estoy 
refiriendo a casos como los Balcanes, Ruanda, Liberia, Sierra Leona, Guatemala, 
Colombia, Congo, Guinea Conakry y Kosovo, a los que debemos sumar casos vigentes 
en la actualidad como: Afganistán, Iraq, Líbia, Myamar, Mali, Somalia, Sudan, Síria,  
Somailia, o Yemen, en los todavía se siguen cometiendo y quedando impunes 
muchos delitos de violencia perpetrados contra las mujeres en el marco de los 
conflictos armados, conforme se deja constancia en el informe de Naciones Unidas 
sobre la violencia sexual en los conflictos armados de 2015. 

Este tipo de abusos destrozan a la mujer en su cuerpo y en su espíritu, y de paso a su 
familia y a la comunidad a la que pertenece. Si una violación es siempre una 
experiencia traumática, la cometida durante una guerra siempre es peor que la 
acaecida en tiempo de paz, pues siempre le acompaña la inseguridad del momento, 
la incertidumbre sobre nuevos abusos, el temor a que los allegados sufran idéntico 
o peor trato, considerando que a menudo se produce a la vez que la expulsión del 
territorio, la pérdida de los seres queridos, la huida dejando atrás el hogar, las 
propiedades y toda una vida. Como he referido, durante un conflicto bélico, la mujer 
simboliza el mantenimiento de la familia, su estabilidad, la perpetuación de la 
comunidad, la transmisión de valores y la vida, así que violando a la mujer de alguno 
de los modos descritos previamente se consigue, como mínimo, que caiga en una 
profunda depresión y como máximo, que se vuelva incapaz para criar a sus hijos y 
hacerse cargo de sus familiares, que rechace el sexo o que sea incapaz de concebir 
en un futuro, o que tengan hijos por los que puedan ser repudiadas en sus 
comunidades, que desarrolle el SIDA, o que acabe suicidándose. Y de esta forma es 
como esta nueva estrategia bélica consigue su objetivo, la famosa limpieza étnica y 
el genocidio; han conseguido cambiar la composición étnica de un lugar, el uso y 
abuso del cuerpo de la mujer se ha convertido en un arma de guerra mortífera más 
perniciosa que las minas-antipersona, y cuyos efectos seguirán haciendo estragos en 
la comunidad durante años, impidiendo su recuperación y desarrollo futuro, aun 
cuando haya terminado la guerra. 

Adentrados en el Siglo XXI avanzamos que, éste no está dejándonos mejor sabor de 
boca que su antecesor, a pesar de los adelantos jurídicos y sociales. A día doy 
debemos alertar de dos nuevas formas de violencia sexual perpetrada contra las 
mujeres en los conflictos bélicos actuales, aunque ambas se presentan en un 
escenario muy diferente al que he descrito con anterioridad, pues actúan ante un 
contexto político internacional que hace aguas por todas partes, y que por el 
momento solo es capaz de actuar de manera soslayada.  
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La primera de ellas la esclavitud sexual en el islamismo que está siendo ejecutada 
por grupo islamistas radicales, quienes ha desarrollado un nuevo modus operandi 
para hacer la guerra contra occidente y el mundo infiel, a través de la captación o el 
secuestro de mujeres y niñas que, posteriormente son regalarlas a los combatientes 
como recompensa por su lucha para la reconstrucción del califato, o vendidas como 
esclavas sexuales. Aunque lamentablemente existen más casos, voy a referir tres en 
los que podremos apreciar diferentes formas de actuación:  

(1) El secuestro de niñas en Nigeria, las alarmas sobre esta cuestión saltaron 
cuando la noche del 13 de abril de 2014, fueron secuestradas 276 estudiantes de 
una escuela de secundaria en Chibok al noroeste de Nigeria, en menos de 24 horas 
se puso en marcho el movimiento “Bring Back Our Girls” (devolvernos a nuestras 
chicas) que tuvo una relevante repercusión internacional y contó con el apoyo de 
políticos y famosos. La respuesta política fue lenta y sólo han sido liberadas 161 
en distintas negociaciones, todavía faltan 115 de las cuales se sabe que algunas 
han muerto y otras han sido vendidas. La acción en Nigeria se repetía el pasado 
28 de febrero cuando fueron secuestradas 110 estudiantes de ellas 105 fueron 
liberadas a finales de marzo y se sabe que las otras 5 estaban muertas.  

(2) La captura de cerca de cinco mil mujeres Yazidís de la ciudad de Sinjar en Irak, 
en agosto de 2014, algunas de ellas fueron obligadas a convertirse y casarse con 
combatientes, pero a otras se las esclavizaba para ser violadas de forma 
sistemática o se las vendía como esclavas sexuales en los mercados (Amnistía 
Internacional Irak 2016). Los testimonios de estas mujeres coinciden en que eran 
violadas y esterilizadas en grupo para que no se quedaran embarazadas sin saber 
quién era el padre del hijo (Murad and Clooney 2018). 

(3) La llamada radicalización express, que se basa en la captación de chicas 
jóvenes occidentales atraídas a través de las Redes sociales por el Islám que son 
capaces de dejarlo todo para unirse al Estado Islámico, Como explica Ángela 
Rodicio “Les venden que se van a casar con un marido que libera pueblos y que 
ejerce la justicia del califato viviendo en grandes mansiones y luchando por unos 
ideales de la edad dorada del islam. Creen que ahora mismo están viviendo la 
época de la ilustración del islam. Esperan vivir las mil y una noches y al final se 
encuentran con las miles y una noches… de terror” (Rodicio,2016). No hay cifras 
exactas, pero se estima que entorno a unos 30.000 jóvenes de occidente, 
conocidos como foreign terrorist fighters, FTF se han unido al movimiento 
yihadista, de estos unos 5.000 proceden de países europeos occidentales de los 
cuales entorno a un 10% son mujeres, unas 550 (García-Calvo 2017) 

La segunda forma de violencia sexual a la que me referiré, es la que Amnistía 
Internacional nos denunciaba en un informé que presentó en 2016, titulado Quiero 
un lugar seguro: Mujeres refugiadas de Siria desarraigadas y desprotegidas en Líbano. 
El informe se emite tras un estudio realizado mediante entrevistas y grupos-muestra 
de mujeres refugiadas en el país. Aunque el informe refiere en su mayoría a la 
situación de las mujeres sirias, también recoge los testimonios de refugiadas 
palestinas de Siria que no estaban casadas o cuyo esposo no vivía con ellas en el 
Líbano. En él, se recogen los testimonios de mujeres refugiadas víctimas de las 
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restricciones impuestas por las autoridades libanesas, se denuncia casos de hombres 
libaneses que les han hecho insinuaciones inadecuadas u ofrecido ayuda económica 
o de otro tipo a cambio de sexo, otras fueron incluso amenazadas con armas. 
También se denuncia los bajos salarios que las mujeres refugiadas están cobrando, 
además de tener que soportar tratos inadecuados por sus empleadores. Otro de los 
aspectos que revela el informe hace referencia a los acuerdos de matrimonio precoz 
o temporal (matrimonio tradicionalmente chií que dura un tiempo limitado) a cambio 
de ayuda. Aspectos como la dependencia económica, las estructuras familiares 
tradicionales y las leyes religiosas, reconocen un valor de superioridad del varón 
adulto de una familia que, le otorga autoridad para tomar decisiones sobre la mujer. 
Debemos tener en cuenta que la mayoría de las mujeres carecen de permisos de 
residencia, así que su situación de vulnerabilidad es tan extrema que las convierte 
en presas muy fáciles para sus acosadores, especialmente cuando se conoce que 
éstas no se encuentran acompañadas por un varón adulto (esposo, padre o hermano) 
de su familia en el Líbano, al tiempo que, las imposibilita para poder denunciar este 
tipo de abusos ante las autoridades (Amnistía Internacional Líbano 2016). 

 

NOTAS SOBRE EL MARCO JURÍDICO DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL 

 Aunque en la práctica, conforme se ha dejado constatado en la sección anterior, 
las agresiones sexuales contra las mujeres en los conflictos armados alcanzan cada 
vez mayor frecuencia y nuevos niveles de brutalidad, cabe decir que, durante los 
últimos veinticinco años se ha logrado una mejora considerable en la creación de 
marcos jurídicos y normativos para condenar la violencia sexual asociada a los 
conflictos armados, y que los logros alcanzados en la jurisprudencia internacional 
son relevantes, a pesar de que todavía queda un intenso trabajo, para poder juzgar y 
condenar a los autores de tales agresiones.  

Hoy no sólo la violación sino también otras formas de agresión sexual son 
perseguidas como crímenes de guerra, crímenes contra la humanidad o incluso como 
genocidio. El Derecho Internacional Humanitario1 ha avanzado mucho en los últimos 
tiempos y contempla la violencia, de tipo sexual como infracción grave de los 
convenios de Ginebra. La visión de la violación en tiempo de guerra como un acto 
lamentable, pero de carácter privado y, por tanto, no denunciable, ha cedido paso a 
una concepción pública del mismo. La violación de mujeres en el marco de un 
conflicto armado ya no se considera como un acto de naturaleza sexual sino como un 
acto de humillación y destrucción de la víctima, su familia y su comunidad; en 
palabras de la Relatora Especial de la ONU sobre violencia contra la Mujer “Se trata 
de una batalla de hombres que se libra en el cuerpo de mujeres”.  

La jurisprudencia en esta materia se intensifica a partir de los años 90, 
concretamente cuando en 1993 se creó el Tribunal Penal Internacional para la 

                                                           
1 Desde el siglo XIX, el derecho internacional contemplaba alusiones a la violencia sexual en textos 
como el Código Lieber de 1863, la II Convención de la Haya de 1899 o la IV Convención de la Haya 
de 1907. Tras la II Guerra Mundial se intensifican los esfuerzos para prohibir la violación y otras 
agresiones sexuales, lo que queda recogido en los Convenios de Ginebra de 1948. 
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antigua Yugoslavia entonces, ni tan siquiera existía en el Derecho Internacional 
Humanitario una tipificación penal para el delito de violación, este fue el primer 
tribunal internacional en condenar a un acusado de violación por un crimen contra 
la humanidad y además, amplió la definición de esclavitud como crimen contra la 
humanidad, incluyendo la esclavitud sexual. Posteriormente, en 1994 el Tribunal 
Penal Internacional para Ruanda profundizó esta argumentación jurídica al 
considerar que la violación era un crimen de guerra y un crimen de lesa humanidad; 
este tribunal fue el primer tribunal internacional que consideró la violación como un 
crimen de genocidio, en la conocida sentencia Akayesu, en la que se determinaba 
que la violación y la agresión sexual eran constitutivas de genocidio, ya que se 
habían cometido con la intención de destruir total o parcialmente a la población tutsi 
(Villellas, Urrutia, Royo, Villellas 2016). Hay que reconocerles a ambos tribunales que 
analizaran con detenimiento estas cuestiones y emitieran una muy interesante 
jurisprudencia que sentaría las bases para un mejor procesamiento de estos 
crímenes que conforme refiere Abril Stoffels: “aunque fue algo vacilante y en 
ocasiones divergente, y no implicó que en todos los casos los causantes de las 
violaciones fueran detenidos y juzgados, si supuso un firme marco de referencia para 
otros casos” (Abril Stoffels, S. 2004). 

El Estatuto de Roma de 1998 y la creación de la Corte Penal Internacional supuso un 
avance significativo en el reconocimiento de la violación y otras formas de violencia 
sexual como crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. El crimen de 
violación se aplica a situaciones en las que la mujer proporciona sexo para evitar 
sufrir daño, conseguir lo que necesita para vivir u otros motivos que en la práctica se 
engloba dentro del crimen de lesa humanidad y crímenes de guerra, y también se 
reconoce la posibilidad de que pueda constituir un crimen de genocidio. Cabe 
resaltar dos de sus artículos: 

El artículo 7.1.g) se reconocen como crímenes contra la humanidad la “violación, 
esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada 
u otros abusos sexuales de gravedad comparada”.  

El artículo 8.2.b) considera crímenes de guerra la “violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada y cualquier otra 
forma de violencia sexual que constituya una violación grave de los Convenios de 
Ginebra”.   

Por otra parte, el Consejo de Seguridad también se ha implicado en la cuestión de la 
violencia sexual aprobando diferentes resoluciones sobre esta materia. En el año 
2000, el Consejo de Seguridad de la ONU aprobó́ la Resolución 1325 de 31 de 
octubre de 2000, dando inicio a lo que posteriormente se ha conocido como agenda 
sobre mujeres, paz y seguridad, esta resolución supuso un hito histórico, en ella se 
reconoce que la guerra afecta de manera diferente a las mujeres, y reafirma la 
necesidad de aumentar el papel de las mujeres en la toma de decisiones respecto a 
la prevención y la resolución de conflictos. 

Con este marco jurídico debemos entender que la violencia sexual puede constituir 
un crimen contra la humanidad cuando forma parte de la política de un gobierno, o 
de atrocidades cometidas, toleradas o condonadas por un gobierno, una autoridad 
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de facto o un grupo armado organizado, como es el caso de las mujeres Yazidís 
anteriormente expuesto. Así mismo es importante resaltar que los crímenes contra 
la humanidad no necesariamente han de estar ligados a un conflicto armado, ya que 
en ocasiones la violencia sexual tiene lugar en el marco de situaciones de grave crisis 
sociopolítica. Como está ocurriendo con las mujeres refugiadas en Líbano, tal y como 
se recoge en el informe de Amnistía Internacional. Con respecto al genocidio, la 
violencia sexual puede ser integrada dentro de esta categoría de crímenes cuando 
forma parte del proceso de destrucción de un grupo con el objetivo de modificar la 
composición demográfica territorial, particularmente durante conflictos de carácter 
etno-político, como fueron los casos de Kosovo, Congo, (Naciones Unidas 2015) 

En el año 2008, se aprobó́ la Resolución 1820 de 19 de junio de 2008, 
específicamente centrada en la violencia sexual en los conflictos, en ella se reconoce 
que la población civil es la principal victima de los conflictos armados y que las 
mujeres y las niñas resultan particularmente afectadas por la violencia sexual, que 
puede llegar a ser una táctica de guerra, persistiendo incluso después del cese de las 
hostilidades. La resolución señala que la utilización de la violencia sexual puede 
contribuir a exacerbar los conflictos armados y, por tanto, exige a todas las partes 
enfrentadas que pongan fin sin dilación a su uso y que adopten con celeridad 
medidas para proteger a la población civil, en particular a las mujeres y las niñas. 
Además, se pide que esta violencia quede excluida de las disposiciones de amnistía 
en los procesos de paz y se insta a los países que participan en las misiones de 
mantenimiento de la paz a que aumenten el nivel de formación de sus contingentes 
para dar respuesta a esta violencia.  

Con posterioridad, el Consejo de Seguridad ha aprobado cinco resoluciones más 
centradas en violencia sexual en los conflictos, conocidas (incluidas las anteriores) 
como resoluciones sobre las mujeres, la paz y la seguridad. 

- S/RES/ 1888, de 3 de septiembre de 2009, con ella se profundiza en los 
mecanismos de Naciones Unidas para prevenir la utilización de la violencia 
sexual, mejorar las investigaciones y luchar contra la impunidad. También se 
hace referencia a la necesidad de formación y capacitación del personal que 
interviene en las operaciones para el mantenimiento de la paz, los cuerpos y 
fuerzas de seguridad (tanto policías como militares).  

- S/RES/ 1960 de 16 de diciembre de 2010, que además de reforzar algunos 
aspectos de la anterior, en su artículo 16 solicita al Secretario General que siga 
proporcionando y ofreciendo orientación sobre cómo afrontar la violencia 
sexual para la capacitación previa al despliegue y la formación inicial del 
personal militar y de policía y ayudando a las misiones a elaborar 
procedimientos para situaciones concretas destinados a hacer frente a la 
violencia sexual sobre el terreno, y que se asegure de que se proporcione 
asistencia técnica a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía a 
fin de que se incluya, en la capacitación previa al despliegue y la formación 
inicial, orientación para el personal militar y de policía sobre formas de 
afrontar la violencia sexual.  



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  92   
 

- 2106 de 24 de junio de 2013 aprobada por el Consejo de Seguridad el 24 de 
junio de 2013, en la que de nuevo se pone en alerta a los Estados miembros 
de que la violencia sexual en las situaciones de conflicto armado y post 
conflicto afecta de manera desproporcionada a las mujeres y las niñas, 
apelando a la vigilancia, el control, la persecución, (entre otros aspectos 
tratados en las resoluciones anteriores), y en su artículo 12, insta a la 
necesidad de que los delitos de violencia sexual queden excluidos de las 
disposiciones de amnistía en el contexto de los procesos de solución de 
conflictos. Lo importante de estas resoluciones, es que indican un cambio en 
el modo en el que la comunidad internacional ve y trata la violencia sexual en 
los conflictos; ya no se ven como un resultado inevitable de la guerra sino 
como un crimen prevenible y castigable bajo la ley de derechos humanos 
internacionales. 

- S/RES/2122 de 18 de octubre de 2013, en la que se establece la necesidad de 
contar con ayuda humanitaria que garantice el acceso a servicios de salud 
sexual y reproductiva, incluidas las que atienden embarazos como 
consecuencia de violación. 

- S/RES/ 2245 de 13 de octubre de 2015, en la que se desarrolla un informe 
minucioso del Secretario General sobre la violencia sexual en los conflictos, 
mediante la revisión de los casos actuales y la aplicación de las resoluciones 
1820 (2008), 1888 (2009) y 1960 (2010), e incorpora una serie de 
recomendaciones para la adopción de medidas estratégicas para cada caso. 

Para cerrar este apartado, referiré la importancia que está teniendo la creación de la 
Oficina de la Representante Especial sobre la Violencia Sexual en los Conflictos que 
fue establecida por la resolución 1888 (2009) del Consejo de Seguridad. La 
representante actúa como portavoz y defensora política de la ONU en la violencia 
sexual en los conflictos, y es la presidenta de la red ONU Acción contra la Violencia 
Sexual en los Conflictos. Desde su creación hasta el momento la Oficina ha contado 
con tres representantes: la primera inicio su mandato en abril de 2010 fue Margot 
Wallström de Suecia, en septiembre de 2012 asumió el cargo Zainab Hawa Bangura 
de Sierra Leona, y la tercera y actual representante es Pramilia Patten natural de Isla 
Mauricio, quien accedió al cargo el 12 de abril de 2017. La Oficina tiene ocho países 
de prioridad: Bosnia y Herzegovina; la República Centroafricana; Colombia; Côte 
d’Ivoire; República Democrática del Congo; Liberia; Sudán y Sudán del Sur. Aunque 
seis de los países de prioridad están en África, el problema está extendido y la 
Oficina de la Representante Especial está comprometida en la cuestión en Asia, la 
región Pacífica (en Camboya para casos residuales de la época de Khmer Rouge) y en 
el Medio Oriente (Siria).  

LA AGENDA 2030 Y LOS ODS 

 La Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing aprobada en 1995 por 189 
Estados Miembros de las Naciones Unidas, hizo de las mujeres y los conflictos 
armados una de las 12 esferas de especial preocupación. De manera inequívoca, 
afirmaba que la paz está estrechamente relacionada con la igualdad entre mujeres y 
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hombres y con el desarrollo. La Plataforma de Acción definió una serie de medidas 
esenciales para promover tanto la paz como la igualdad mediante la reducción de los 
gastos militares y el control de la disponibilidad de los armamentos. También 
manifestaba que las mujeres deben participar en la toma de decisiones relacionadas 
con la resolución de los conflictos, y reconocía que las mujeres han impulsado de 
forma determinante las iniciativas a favor de la paz. Por otra parte, resaltaba que 
aquellas personas que han huido de los conflictos tienen derecho a participar 
plenamente en todos los aspectos de los programas que les ayuden a recuperarse y 
reconstruir sus vidas. Desde entonces, varias partes del mundo se han visto afectadas 
por luchas encarnizadas que han hecho retroceder décadas el desarrollo y los logros 
de las mujeres. En su mayoría, los compromisos de Beijing no se han cumplido, pese 
a que su urgencia nunca había sido tan evidente (ONU Mujeres 2014). 

La Agenda 2030 para el desarrollo Sostenible, adoptada por la Asamblea general de 
la ONU en septiembre de 2015, configura una nueva oportunidad para desarrollar 
estrategias de carácter internacional e interinstitucional que permitan combatir sin 
indulgencia el delito de agresión sexual contra las mujeres en los conflictos armados. 
La Agenda, conforme establece el preámbulo, “es un plan de acción en favor de las 
personas, el planeta y la prosperidad. También tiene por objeto fortalecer la paz 
universal dentro de un concepto más amplio de la libertad...” Tres son los puntos que 
convienen resaltar en esta comunicación de la Agenda 2030;  

- Las Personas: Estamos decididos a poner fin a la pobreza y el hambre en todas 
sus formas y dimensiones, y a velar por que todos los seres humanos puedan 
realizar su potencial con dignidad e igualdad y en un medio ambiente 
saludable.  

- La Paz: Estamos decididos a propiciar sociedades pacíficas, justas e inclusivas 
que estén libres del temor y la violencia. No puede haber desarrollo 
sostenible sin paz, ni paz sin desarrollo sostenible.  

- Las Alianzas: Estamos decididos a movilizar los medios necesarios para 
implementar esta Agenda mediante una Alianza Mundial para el Desarrollo 
Sostenible revitalizada, que se base en un espíritu de mayor solidaridad 
mundial y se centre particularmente en las necesidades de los más pobres y 
vulnerables, con la colaboración de todos los países, todas las partes 
interesadas y todas las personas.  

Los vínculos entre los Objetivos de Desarrollo Sostenible y su carácter integrado son 
de crucial importancia para cumplir el propósito de la nueva Agenda. Si conseguimos 
lo que ambicionamos en todos y cada uno de los aspectos de la Agenda, mejorarán 
notablemente las condiciones de vida de todas las personas y nuestro mundo se 
transformará en un lugar mejor. Los Estados dejan dicho en el punto 3 de la Agenda: 

“Estamos resueltos a poner fin a la pobreza y el hambre en todo el mundo de aquí́ 
a 2030, a combatir las desigualdades dentro de los países y entre ellos, a construir 
sociedades pacíficas, justas e inclusivas, a proteger los derechos humanos y 
promover la igualdad entre los géneros y el empoderamiento de las mujeres y las 
niñas, y a garantizar una protección duradera del planeta y sus recursos 
naturales. Estamos resueltos también a crear las condiciones necesarias para un 
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crecimiento económico sostenible, inclusivo y sostenido, una prosperidad 
compartida y el trabajo decente para todos, teniendo en cuenta los diferentes 
niveles nacionales de desarrollo y capacidad”.  

La Agenda cuenta con 17 objetivos y 169 metas, de las que vamos a centrar nuestra 
atención en las establecidas en el objetivo 5 y el objetivo 16. 

Objetivo 5.- Igualdad de Género, que conforme recoge el texto, es entendida no solo 
como un derecho fundamental, sino como la base necesaria para conseguir un 
mundo pacífico, próspero y sostenible. En él se alude expresamente a la necesidad 
de avanzar en erradicar prácticas nocivas como la violencia doméstica, la mutilación 
genital infantil y el matrimonio infantil. Entre algunos de los logros alcanzados ya en 
este objetivo cabe destacar la iniciativa Spotlight, para eliminar la violencia contra 
las mujeres y las niñas, la disminución en un 24% de la práctica de la mutilación o 
ablación genital femenina, y la disminución de matrimonios infantiles en más del 
40%.  

Objetivo 16.- Paz, justicia e instituciones sólidas, reconoce que las amenazas de 
homicidio intencional, la violencia contra los niños, la trata de personas y la violencia 
sexual, son temas importantes que debe ser abordados para crear sociedades 
pacíficas e inclusivas. Allanan el camino para la provisión de acceso a la justicia para 
todos y para la construcción de instituciones efectivas y responsables en todos los 
niveles. Si bien los casos de homicidios y trata de personas han experimentado un 
progreso significativo en la última década, todavía hay miles de personas en mayor 
riesgo de homicidio intencional en América Latina, el África subsahariana y Asia. Las 
violaciones de los derechos del niño a través de la agresión y la violencia sexual 
siguen asolando a muchos países en todo el mundo, especialmente porque la falta 
de información y la falta de datos agravan el problema. 

METAS OBJETIVO 5 METAS OBJETIVO 16 

5.1. Poner fin a todas las formas de 
discriminación contra todas las 
mujeres y las niñas en todo el 
mundo. 

-  

5.2. Eliminar todas las formas de 
violencia contra todas las mujeres 
y las niñas en los ámbitos público y 
privado, incluidas la trata y la 
explotación sexual y otros tipos de 
explotación. 

-  

5.3. Eliminar todas las prácticas 
nocivas, como el matrimonio 
infantil, precoz y forzado y la 
mutilación genital femenina. 

16.1. Reducir significativamente todas 
las formas de violencia y las 
correspondientes tasas de 
mortalidad en todo el mundo. 

-  

16.2. Poner fin al maltrato, la 
explotación, la trata y todas las 
formas de violencia y tortura contra 
los niños. 

-  

16.3. Promover el estado de derecho en 
los planos nacional e internacional y 
garantizar la igualdad de acceso a la 
justicia para todos. 

-  
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-  

5.4. Reconocer y valorar los 
cuidados y el trabajo doméstico no 
remunerados mediante servicios 
públicos, infraestructuras y 
políticas de protección social, y 
promoviendo la responsabilidad 
compartida en el hogar y la familia, 
según proceda en cada país. 

-  

5.5. Asegurar la participación plena 
y efectiva de las mujeres y la 

igualdad de oportunidades de 
liderazgo a todos los niveles 
decisorios en la vida política, 
económica y pública. 

-  

5.6. Asegurar el acceso universal a 
la salud sexual y reproductiva y los 
derechos reproductivos según lo 
acordado de conformidad con el 
Programa de Acción de la 
Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo, la 
Plataforma de Acción de Beijing y 
los documentos finales de sus 
conferencias de examen. 

-  

5.7. Emprender reformas que 
otorguen a las mujeres igualdad de 
derechos a los recursos 
económicos, así como acceso a la 
propiedad y al control de la tierra y 
otros tipos de bienes, los servicios 
financieros, la herencia y los 
recursos naturales, de conformidad 
con las leyes nacionales. 

-  

5.8. Mejorar el uso de la tecnología 
instrumental, en particular la 
tecnología de la información y las 

16.4. De aquí a 2030, reducir 
significativamente las corrientes 
financieras y de armas ilícitas, 
fortalecer la recuperación y 
devolución de los activos robados y 
luchar contra todas las formas de 
delincuencia organizada. 

-  

16.5. Reducir considerablemente la 
corrupción y el soborno en todas sus 
formas. 

-  

16.6. Crear a todos los niveles 
instituciones eficaces y 
transparentes que rindan cuentas. 

-  

16.7. Garantizar la adopción en todos 
los niveles de decisiones inclusivas, 
participativas y representativas que 
respondan a las necesidades. 

-  

16.8. Ampliar y fortalecer la 
participación de los países en 
desarrollo en las instituciones de 
gobernanza mundial. 

-  

16.9. De aquí a 2030, proporcionar 
acceso a una identidad jurídica para 
todos, en particular mediante el 
registro de nacimientos. 

-  

16.10. Garantizar el acceso público a la 
información y proteger las libertades 
fundamentales, de conformidad con 
las leyes nacionales y los acuerdos 
internacionales. 

-  

16.11. Fortalecer las instituciones 
nacionales pertinentes, incluso 
mediante la cooperación 
internacional, para crear a todos los 
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comunicaciones, para promover el 
empoderamiento de las mujeres. 

-  

5.9. Aprobar y fortalecer políticas 
acertadas y leyes aplicables para 
promover la igualdad de género y 
el empoderamiento de todas las 
mujeres y las niñas a todos los 
niveles. 

 

niveles, particularmente en los 
países. en desarrollo, la capacidad de 
prevenir la violencia y combatir el 
terrorismo y la delincuencia. 

-  

16.12. Promover y aplicar leyes y 
políticas no discriminatorias en favor 
del desarrollo sostenible. 

 

A priori podríamos considerar que los ODS han pasado por alto el tema que nos ocupa 
en esta comunicación, ya que ni en los dos Objetivos referidos (específicos de la 
materia que nos ocupa), ni en sus metas podemos encontrar referencia alguna a las 
agresiones sexuales contra las mujeres en el marco de los conflictos armados, sin 
embargo, debemos entender los ODS como una oportunidad para afrontar dicha 
materia y que no cierran la puerta al logro de mejores condiciones de vida para las 
Personas y la consecución de la Paz, y entender que las Alianzas van a configurar en 
este tema una estrategia necesaria. La propuesta de acciones que presento se 
sustenta sobre la base de un trabajo análisis documental elaborado sobre las 
resoluciones del Consejo de seguridad de Naciones Unidas, los Informes del 
Secretario General sobre la violencia sexual relacionada con los conflictos y los 
manuales de consulta de ONU mujeres sobre la mujer, la paz y la seguridad. 

 

PREVENCIÓN DE CONFLICTOS Y DE LA VIOLENCIA SEXUAL EN LOS 

MISMOS 

 La prevención es el componente esencial de la agenda sobre mujer, paz y 
seguridad, las mujeres somos esenciales para poder construir un mundo pacífico, 
próspero y sostenible (ODS 5), pero para poder prevenir es necesario trabajar sobre 
la base de algunas metas. Debemos garantizar que las mujeres tengan participación 
efectiva en todos los ámbitos de toma de decisiones a nivel social, económico y 
político (meta 5.5), de tal forma que cuando se producen situaciones de tensión, su 
percepción sobre las amenazas contra la seguridad de las personas, las familias y las 
comunidades, sean tenidas en cuenta. Por su condición social o familiar, muchas 
mujeres conocen con frecuencia como se gestionan aspectos como el pequeño 
tráfico de armas, como se configuran los discursos más extremistas, y también suelen 
estar más alertas de las amenazas de agresiones sexuales y otras formas de violencia 
(metas 5.2 y 16.1) que se dan en los contextos locales más próximos. Por ello la 
participación efectiva en el diseño de los sistemas de alerta temprana en los 
conflictos es una medida imprescindible. El Consejo de Seguridad refiere que es 
fundamental invertir en la capacidad de los grupos de mujeres para dirigir las 
iniciativas de base comunitaria para luchar contra el extremismo y la radicalización 
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de los jóvenes, y que les necesaria a colaboración con los dirigentes tradicionales y 
religiosos, ya que pueden contribuir a que la vergüenza y el estigma de la violencia 
sexual pase de las víctimas a los perpetradores; para asegurar que los extremistas no 
ganen la batalla de ideas subyacentes, les fundamental que se rechacen los intentos 
de legitimar la violación en términos religiosos (NU Consejo de Seguridad 2016). 

Otro aspecto fundamental es garantizar a las mujeres en igualdad de oportunidades, 
el acceso a los derechos económicos, la propiedad, el control de la tierra y otros 
bienes (meta 5.7), de forma que las mujeres durante un conflicto o en post conflicto, 
no se vean obligadas a someterse a otros hombres cuando no tiene derecho de 
acceso a un trabajo, a una vivienda o no pueda hacer por ellas mismas gestiones 
administrativas o financieras de ámbito doméstico, al necesitar ir acompañadas de 
un representante legal varón que les avale, conforme ocurre en muchas sociedades.  

No podemos dejar pasar que uno de los medios más usados en la actualidad es el uso 
del cuerpo de la mujer como arma de guerra, como esclavas sexuales o concubinas 
forzadas, por ello es necesario protegerlas, y vigilar y garantizar el acceso de las 
mismas a reconocimientos médicos dignos y fiables (mets 5.6), a sistemas policiales 
correctamente formados, e instituciones que se adecuen a sus necesidades en un 
contexto de inestabilidad política y social, garantizando el acceso a la justicia en 
igualdad de condiciones (meta 16.3), además sería necesario que fueran atendidas 
por otras mujeres capaces de empatizar con su sufrimiento y su situación, 
garantizando unas condiciones óptimas a su situación, y evitando que se vean 
sometidas a situaciones de corrupción y soborno por parte de funcionarios o agentes 
públicos (16.5). 

 

PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES EN LOS PROCESOS DE PAZ Y EN LA 

RECONSTRUCCIÓN 

Conforme a la resolución 1889, es preciso incorporar a las mujeres en planes de 
reconstrucción y en los procesos de paz; de lo contrario, lo que se estaría haciendo 
es fomentando más aun su marginación y la exclusión de su desarrollo. Por el 
contrario, se debería velar porque las mujeres se integren en todos los ámbitos y/o 
programas de toma de decisiones, garantizando así que estos fueran inclusivos, 
participativos y representativos de todos los grupos sociales y todas las necesidades 
(metas 16.7 y 5.6). 

Debemos ser conscientes que en términos globales las mujeres contribuyen en 
mayor medida que los hombres al bienestar familiar y social, al cuidado de ambas 
instituciones, aspectos muy necesarios para contribuir a la estabilidad después de 
un conflicto, pero a su vez esto supone menores posibilidades de acceso al mercado 
de trabajo e ingresos más bajos que los hombres, por ello en los procesos de 
reconstrucción se debería tener en consideración el significativo aporte que supone 
el bienestar familiar y desarrollar medidas de empleo para las mujeres ya que estas 
tienen un impacto significativo sobre la recuperación de las familias y las 
comunidades (5.4) 
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REPARACIÓN, VISIBILIZACIÓN Y APOYO A LA JUSTICIA TRANSNACIONAL 

Los crímenes contra las mujeres y la brutalidad que están alcanzando en este 
nuevo siglo los conflictos bélicos, hace preciso recalar que tanto la garantía de una 
justicia trasnacional, la creación de instituciones efectivas, y la adopción de medidas 
para restablecer un estado de derecho con igualdad de protección para todas las 
personas, son elementos fundamentales para consolidación de la paz (ODS 16)  

El fortalecimiento de la capacidad de las instituciones nacionales es fundamental 
para garantizar la rendición de cuentas por la violencia sexual relacionada con los 
conflictos. Pero también lo son, la justicia transnacional que de manera objetiva debe 
respetar su derecho a la verdad (por doliente que esta sea), la justicia procesal, y la 
reparación integral de las víctimas; debemos tener en cuenta que no es solo la 
violencia sexual la que debilita a las mujeres, sino también las desigualdades 
sociales y políticas las que las hacen más vulnerables, en esta línea ONU mujeres 
denuncia la falta de un programa de reparación integral que cumpla con estos 
objetivos (ONU mujeres 2012), debemos pues visibilizar este como un contexto 
óptimo de aplicación de los ODS.  

Además, (para garantizar metas como: 16.3, 16.6, 16.11 y 16.12), es preciso integrar 
las esferas de la investigación y el enjuiciamiento penal, la justicia militar, la reforma 
legislativa, la protección de las víctimas y los testigos, y las reparaciones para los 
supervivientes. Lo que implica la necesidad de apoyar grupos de investigadores en 
el terreno que colaboren con las organizaciones internacionales y locales que allí 
existen para seguir emitiendo informes que permitan prevenir agresiones, pero 
sobro todo juzgar, y lo más importante reparar los daños de la víctimas; la violencia 
silenciada e invisbilizada causa más daños psicológicos y de recuperación en las 
víctimas que la visibilizada, pero para lograrlo, es necesario incorporar programas de 
formación no solo en aspectos de violencia sexual, sino también, en el trabajo para 
la prevención de la estigmatición y el miedo social que genera la vergüenza.  

El Consejo de Seguridad asegura que un objetivo fundamental es sacar la 
información a la luz y mejorar las oportunidades de los supervivientes de buscar 
reparación de manera segura. Todo intento de suprimir esa información intimidando 
a las víctimas, los testigos o sus familias a fin de convencerlos de que retiren las 
denuncias, o impidiendo el acceso a los lugares pertinentes, es una violación más 
que justifica el escrutinio del Consejo (NU Consejo de Seguridad 2016). Aquí un 
papel importante lo tienen también los equipos sanitarios, una buena información 
sobre como acceder a la asistencia sanitaria, permitiría en muchas ocasiones, 
prevenir la transmisión del VIH/Sida, los embarazos forzosos o la aportación de 
pruebas evidentes, y contribuiría en proporcionar datos para una identidad jurídica 
con el registro de nacimientos (meta 16.9). El consejo también considera que el 
enjuiciamiento es fundamental para la prevención, porque puede disuadir a los 
posibles autores y contribuir a restablecer la fe en el estado de derecho (meta 16.3), 
y demuestra que ningún dirigente político o militar está por encima de la ley y que, 
ninguna mujer o niño está por debajo de ella.  
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LA NECESIDAD DE GENERAR ALIANZAS 

Las Alianzas conforman el elemento esencial y transversal a todos los aspectos 
anteriormente referidos, en el contexto de crisis política internacional en el que nos 
encontramos, una alianza mundial para el desarrollo sostenible no alcanzará los 
logros esperados, sino se da antes una alianza internacional para la prevención y la 
reparación de violencia y las agresiones en los conflictos armados. Para ello 
conforme refiere la S/RE/2245 (2015), también es necesario reforzar la formación y 
el apoyo a los mediadores y a los equipos técnicos que participan en los procesos de 
paz y de reconstrucción. Garantizar la participación efectiva de las asociaciones 
locales en dichos procesos, especialmente las asociaciones de mujeres. Velar porque 
los Estados miembros de NU apliquen la S/RE/1325 (2000) y que, en la elaboración 
de los planes nacionales y planes estratégicos, los lideres políticos cuenten con el 
asesoramiento (y/o les representen) expertos en la materia que puedan acudir a las 

reuniones estratégicas para disponer del conocimiento adecuado.  

Las operaciones de mantenimiento de la paz y las misiones políticas especiales de 
NU, también deben asumir su parte y garantizar que todas las personas que integran 
sus misiones lo hacen con la formación necesaria, y que asumen su cometido de velar 
por la seguridad en las zonas acompañando debidamente a las mujeres en su tránsito 
hacia las zonas de seguridad. Las Organizaciones no gubernamentales que trabajan 
sobre el terreno también tienen aquí una significativa responsabilidad, incorporando 
tanto en sus llamamientos y planes de atención ante una emergencia humanitaria, 
como en los proyectos de cooperación al desarrollo, los elementos necesarios para 
impulsar la reinserción laboral y social de estas mujeres, aspectos que refuercen la 
reconstrucción de sociedades pacíficas y potencien la igualdad efectiva en todos sus 
planos.   

La sociedad civil, y de manera especial las organizaciones profesionales y las de 
mujeres, también pueden contribuir, asumiendo un compromiso de solidaridad, 
generando una comprensión trasnacional de la violencia sexual como táctica de 
guerra, apoyando el reconocimiento oficial de las víctimas de violencia sexual como 
víctimas del terrorismo a fin de crear narrativas y estrategias contra estas prácticas, 
y allanar el camino para la reparación y el resarcimiento. Llegados a este punto me 
agrada incorporar algunos nombres de mujeres que están logrando reescribir la 
historia de superación de muchas mujeres que han sido víctimas de las agresiones 
sexuales durante los conflictos armados, que trabajan por la reparación de los daños 
y reconstrucción de sus países en pro de construir estados democráticos y de 
derecho sobre la base de la Paz en mayúsculas, y que por supuesto son inspiradoras 
para el trabajo de la autora de esta comunicación. 

Nadia Murad fue víctima de la yihad sexual del Estado Islámico. Ahora se ha 
convertido en defensora de los derechos humanos, es la primera persona en ser 
nombrada Embajadora de Buena Voluntad por la Dignidad de los Supervivientes de 
la Trata de Personas de las Naciones Unidas y ha sido nominada al Premio Nobel de 
la Paz. Su lucha le ha hecho merecedora de premios internacionales, entre ellos el 
Václav Havel de derechos humanos. El Parlamento Europeo, en diciembre de 2016, 
le reconoció junto con Aji Bashar, también excautiva y víctima sexual del ISIS, el 



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  100   
 

premio Sájarov a la libertad de conciencia, esta es la mayor condecoración 
comunitaria a personas que se han distinguido por su defensa de los derechos 
humanos. La ceremonia no solo sirvió de homenaje y recordatorio del horror sufrido 
por ambas mujeres, secuestradas, vendidas y esclavizadas sexualmente por el Estado 
Islámico en Irak,  fue también un grito de Aji Bashar pidiendo justicia: “Esperamos del 
Parlamento Europeo y del mundo que lleve el genocidio de los yazidíes hasta el 
Tribunal Penal Internacional para hacer justicia y que el autodenominado Estado 
Islámico rinda cuentas para evitar que en el futuro se repitan estas atrocidades”. 

Wangari Maathai (1940-2011) keniana y primera mujer africana en obtener el 
Premio Nobel de la Paz, el cual le fue concedido en 2004, por su contribución al 
desarrollo sostenible, la democracia y la paz. En el comunicado del Comité Noruego 
podemos leer: “Maathai se opuso valientemente al régimen opresor en Kenia. Sus 
formas de acción únicas han contribuido a llamar la atención sobre la opresión política 
nacional e internacional. Ella ha servido de inspiración para muchos en la lucha por los 
derechos democráticos y ha alentado especialmente a las mujeres para mejorar su 
situación”. 

Ellen Johnson-Sirleaf es presidenta de Liberia y la primera jefa de Estado del 
continente africano. Leyna Roberta Gbowee es abogada y activista liberiana 
encargada de promover el movimiento de paz que puso fin de la segunda guerra civil 
en Liberia, y Tawakkul Karman es periodista y activista por los derechos humanos en 
Yemen. Las tres recibieron juntas el Premio Nobel de la Paz 2011 por su labor de 
lucha no violenta a favor de los derechos de las mujeres. El Comité Noruego cuando 
las premió dijo: “Hemos decidido otorgarles el galardón por su lucha no violenta para 
garantizar la seguridad de las mujeres y la participación de las mujeres en los procesos 
de paz de sus países. No podemos conseguir la democracia y la paz en el mundo hasta 
que las mujeres no tengan las mismas oportunidades que los hombres para influir en 
el desarrollo a todos los niveles de la sociedad. Deseamos que este galardón ayude a 
poner fin a la represión de las mujeres, que todavía persiste en muchos países, y a hacer 
realidad el gran potencial que las mujeres representan para la democracia y la paz”. 

Fatou Bensouda, de Gambia, fue elegida fiscal de la Corte Penal Internacional (CPI) por 
consenso en diciembre de 2011. Ha recibido numerosas distinciones, entre ellas, el 
Premio de Juristas Internacionales de la Asociación Internacional de Juristas. Fue 
reconocida como una de las 100 personas más influyentes del mundo por la revista 
Time en 2012, y por Jeune Afrique como una de las 50 mujeres africanas que, con sus 
acciones e iniciativas en sus respectivos puestos, hacen avanzar al continente africano 
(2014 y 2015). Ex directora de la Dependencia de Asesoramiento Jurídico del Tribunal 
Penal Internacional de las Naciones Unidas para Rwanda, y ex fiscal adjunta de la CPI, 
ha desempeñado un papel fundamental en numerosos casos de alta relevancia 
internacional a lo largo de las últimas tres décadas. 

Nadie que haya aliviado el peso de sus semejantes habrá fracasado en este mundo-
Charles Dickens  
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RESUMEN 

En las últimas décadas, el crecimiento de la exclusión social en sinergia con la 
exclusión residencial, emergen como determinantes clave en la perpetuación de la 
fragilidad y la vulnerabilidad existente en las ciudades. Las desigualdades 
territoriales se traducen en desequilibrios sociales y económicos reflejados en las 
unidades residenciales y en las infraestructuras urbanas, con marcadas diferencias 
dentro de los municipios de referencia. El reconocimiento de tales situaciones se ha 
materializado en la enunciación del ODS 11 sobre Ciudades y Comunidades 
Sostenibles.  

Atajar la desigualdad en el mundo en aras de lograr que las ciudades y los 
asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles, implica 
el reconocimiento de los Estados del derecho a la vivienda recogido en el artículo 25 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos.  

Por ello, el objeto de esta comunicación está orientado a profundizar en el ODS 11 a 
partir del análisis sobre la situación de las unidades residenciales del barrio El Gallito 
(Guatemala) y del barrio de La Coma (Paterna, España) desde la percepción de la 
ciudadanía y del marco legislativo vigente. 

El estudio de caso se ha basado en la complementariedad metodológica entre la 
metodología cualitativa (con la realización de 20 audiciones a diferentes perfiles 
poblacionales) y la cuantitativa (con la búsqueda en fuentes secundarias). Para el 
procesamiento y análisis de datos se ha empleado el programa Maxqda 2018, 
estableciendo un sistema de categorías y subcategorías para la presentación de los 
resultados. Entre ellos, caben destacar grandes semejanzas entre los barrios del Sur 
y del Norte, así como diferencias con intensidades y matices distintos derivados de 
los factores de riesgo y de los propios condicionantes estructurales de las regiones.  

La valorización de los factores de protección, la capacidad de resiliencia y la 
necesidad de implementar actuaciones de carácter integral y multidimensional, 
emergen como fundamentos clave en el binomio del derecho vivienda-ciudad. 
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INTRODUCCIÓN 

 En las últimas décadas, el crecimiento de la vulnerabilidad y la exclusión social, 
ha mostrado sus consecuencias en el aumento de las desigualdades entre regiones, 
ciudades y territorios. Según Naciones Unidas (2018, p. 3): “detener y corregir el 
aumento de la desigualdad también es vital para que en adelante el crecimiento sea 
equilibrado y sostenible”.  

ONU Hábitat, ha destacado el crecimiento y creación de asentamientos precarios, y 
como consecuencia de ello, se han desarrollado programas tales como el Programa 
Participativo de Mejoramiento de Barrios Precarios, cuya meta principal se orienta a la 
mejora de la situación de las viviendas y las condiciones de vida de los 
asentamientos precarios existentes en la actualidad. 

En el marco normativo internacional, la Conferencia Hábitat III, sobre Vivienda y el 
Desarrollo Urbano Sostenible convocada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas y celebrada en la ciudad de Quito (Ecuador), tuvo por objeto la revitalización 
del compromiso mundial relativo a la urbanización sostenible y la focalización de la 
Nueva Agenda Urbana. En el año 2015, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
aprobó los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible2, entre los cuales se encuentra 
mención especial a las Ciudades y Comunidades Sostenibles (ODS 11): “El futuro que 
queremos incluye a ciudades de oportunidades, con acceso a servicios básicos, 
energía, vivienda, transporte y más facilidades para todos”.  

La aspiración de Naciones Unidas se concreta en atajar la desigualdad en el mundo 
en aras de lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, 
seguros, resilientes y sostenibles. Además de ello, en dicho ODS converge 
indirectamente el desiderátum de gozar de un conjunto de derechos y garantías 
relativas a la calidad de vida de la ciudadanía, tal y como se refleja en la Tabla 1. En 
dicho conjunto de derechos y garantías, subyace el derecho de gozar de una vivienda 
digna, garantizando tanto su acceso como su mantenimiento. Además, se destaca la 
relevancia del derecho a la vivienda recogido en el artículo 25.2 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos de 1948. Dicho derecho junto con la existencia de 
la vulnerabilidad y la exclusión social en barrios, encuentra mención especial en las 
metas propuestas para el mencionado ODS, enfatizando las actuaciones sobre las 
diferentes dimensiones de tales fenómenos (social, cultural, ambiental y residencial 
e institucional, entre otras):  

En el objeto que nos concierne, el derecho a la vivienda emerge directamente sobre 
la configuración de las ciudades y los barrios, no únicamente como una mera 
cuestión física, sino que trasciende la vida urbana determinando el ámbito social de 
la ciudadanía. En palabras de Subirats (2004), ciudadanía e inclusión social están 
íntimamente relacionadas, ya que son condición y posibilidad de la otra. A través de 
la intervención transformadora (cuyos elementos clave son acoger, acompañar y 
construir autonomía desde el territorio) es donde puede tejerse la inclusión social 
(Uceda-Maza, 2017). 

 

                                                           
2 En adelante ODS.  
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Tabla 1. Tabla resumen de las metas establecidas para el Objetivo de Desarrollo 
Sostenible 11 

Fuente: ONU HABITAT (2015).  
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EL DERECHO A LA CIUDAD EN EL ÁMBITO INSTITUCIONAL 

 En el ámbito institucional e internacional, como parte del proceso preparatorio a 
la Cumbre de la Tierra y previo al establecimiento de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (2015), la Coalición Internacional para el Hábitat organizó el Foro 
Internacional sobre Medio Ambiente, Pobreza y Derecho a la Ciudad (1992). 

Años más tarde, la relevancia de las ciudades ocupó un papel privilegiado en la 
agenda política de la Asamblea General de Naciones Unidas como consecuencia de 
resultar un núcleo de convergencia de riqueza y diversidad ambiental, política, 
cultural y económica. Su posición privilegiada frente a los fenómenos sociales que 
acontecen en sus límites geográficos, junto con el compromiso de entidades, 
movimientos populares, organizaciones no gubernamentales, foros y redes 
nacionales e internacionales de la sociedad civil, entre otras, han dado como 
resultado la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad. En pro de la dignidad de las 
personas que residen en las ciudades, se recoge un listado de compromisos y 
medidas que deben asumir actores del ámbito ciudadano (sociedad civil) y del 
ámbito político (gobiernos locales, nacionales, parlamentarios y organismos 
internacionales). Por ello, la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad se identifica 
por parte de los Estados como un:  

“Instrumento dirigido a fortalecer los procesos, reivindicaciones y luchas urbanas. 
Está llamada a constituirse en plataforma capaz de articular los esfuerzos de 
todos aquellos actores – públicos, sociales y privados – interesados en darle plena 
vigencia y efectividad a este nuevo derecho humano mediante su promoción, 
reconocimiento legal, implementación, regulación y puesta en práctica.” 
(Preámbulo de la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad) 

El derecho a la ciudad, trasciende del enfoque tradicional sobre la mejora de la 
calidad de vida de las personas focalizado en la vivienda y en el barrio, ampliando a 
escala de ciudad la mejora de la calidad de vida y su entorno, fundamentado 
esencialmente en un mecanismo de protección de la ciudadanía residente “en las 
ciudades o regiones en acelerado proceso de urbanización” (Paolinelli, Guevara y 
Oglietti, 2018, p. 65).  Además de ello, tanto en el Sur como en el Norte, el rápido 
proceso de urbanización de las ciudades ha derivado en:  

“Enormes dificultades, como el creciente número de habitantes de barrios 
marginales, el incremento de la contaminación atmosférica, la insuficiencia de 
servicios básicos y la infraestructura, y el crecimiento urbano incontrolado y no 
planificado, que también aumentan la vulnerabilidad de las ciudades a los 
desastres.” (Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, 2017, p. 14) 

Para hacer posible el enfoque contemporáneo del derecho a la ciudad, en su artículo 
1 se menciona su interdependencia con los treinta Derechos Humanos reconocidos: 
civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales que, a su vez, se 
encuentran recogidos en Tratados Internacionales:  

“Esto supone la inclusión de los derechos al trabajo en condiciones equitativas y 
satisfactorias; (…) a salud pública, agua potable, energía eléctrica, transporte 
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público y otros servicios sociales; a alimentación, vestido y vivienda adecuada; a 
educación pública de calidad y la cultura; a la información, la participación 
política, la convivencia pacífica y el acceso a la justicia; a organizarse, reunirse y 
manifestarse.”   

En este sentido, la garantía y protección del derecho a la vivienda se encuentra 
condicionada ineludiblemente desde el marco internacional hasta el ámbito local y 
de proximidad de las personas. Así, en el ámbito internacional, el derecho a la 
vivienda se recoge como:  

“Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como 
a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo 
derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez 
u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias 
independientes de su voluntad.” (Artículo 25.1 de la DUDDHH) 

Paralelamente a ello, el pasado mes de julio se aprobó en la ciudad de Nueva York la 
Declaración municipal de los gobiernos locales sobre el derecho a la vivienda y el 
derecho a la ciudad (2018), cuyo énfasis principal está centrado en velar por el 
cumplimiento del ODS 11 y del derecho a la vivienda. Mención especial reciben los 
barrios, cuyos gobiernos firmantes de la Declaración municipal se comprometen a 
desarrollar prácticas urbanas, promoviendo una vivienda justa y barrios integrados.  

 

EL DERECHO A LA CIUDAD DESDE LA EXCLUSIÓN RESIDENCIAL  

 Del mismo modo que señala la Declaración municipalista, el binomio entre 
derecho a la ciudad y derecho a la vivienda se retroalimenta en una doble vertiente: 
comunitaria y territorial. Por un lado, la dimensión comunitaria alude a la pluralidad 
de actores que convergen en un mismo espacio territorial la “población, la 
administración y los profesionales de los diferentes servicios, (fundamentalmente 
los servicios sociales, los sanitarios y los educativos), que conviven en un territorio 
determinado por límites” (Marchioni, 2001, p. 135). Por otro lado, el territorio más 
allá de limitarse al mero ámbito geográfico para la construcción (Romero y Sorribes, 
2011), adquiere una dimensión eminentemente social, enfatizando sobre aquellos 
fenómenos que influyen tanto en las condiciones y calidad de vida del conjunto, 
como en las condiciones subjetivas de las personas (Marchioni, 2007). 

En este sentido, la dimensión ambiental y residencial de las ciudades es el resultado 
visible de una concatenación del propio proceso de exclusión social. Del mismo 
modo que la exclusión social contempla múltiples causas y dimensiones, en la 
exclusión residencial adquiere especial relevancia el espacio urbano. El poder del 
mercado inmobiliario en España, ha generado en los últimos años una crisis de 
accesibilidad, es decir, “a la exclusión del acceso a la vivienda se añade la 
persistencia y constante emergencia de barrios degradados, viviendas inadecuadas 
y habitabilidad sin condiciones” (Subirats, et al., 2004, p. 28).  
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En este sentido, entendemos por exclusión residencial aquella manifestación de la 
exclusión social reflejada en la insatisfacción de la necesidad básica de alojamiento 
en los niveles precisos y adecuados para lograr que la unidad residencial permita el 
desarrollo de los aspectos íntimos de la vida humana, represente un espacio esencial 
para el consumo y el ocio y facilite la socialización, entre otras (Hernández, 2013; 
Cortés y Antón, 2007). Entre los factores de exclusión vinculados al ámbito 
residencial, podemos enunciar: dificultad total o parcial en el acceso a la vivienda, 
falta de conservación del entorno y de habitabilidad, tenencia de viviendas en 
barrios vulnerables y viviendas con infraestructuras deficientes (Jiménez Ramírez, 
2008).  

En Guatemala, estudios del Banco Mundial (2007), argumentan “la relación entre el 
creciente déficit cualitativo habitacional – evidente en el porcentaje de viviendas sin 
acceso a servicios básicos – y la falta de relaciones con instituciones financieras 
formales – la exclusión financiera” (cit. en Velasco y Solo, 2007, p. 17). A ello, cabe 
añadir la escasa calidad en cuanto a los materiales de construcción de las viviendas 
y las situaciones de hacinamiento, que derivan en gastos en medicamentos para el 
tratamiento de virus y enfermedades bronco-respiratorias, dadas las condiciones 
habitacionales de los hogares guatemaltecos. 

 

METODOLOGÍA  

 La concreción territorial de la exclusión y la vulnerabilidad social a partir de la 
selección de barrios vulnerables, se ha realizado a partir de la formulación de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (2015), donde se hace mención especial, en el 
ODS 11 a la existencia de barrios y asentamientos humanos enmarcados dentro de 
ciudades y comunidades sostenibles que presentan la necesidad de asegurar la 
satisfacción de las necesidades básicas (vivienda, alimentación, servicios básicos) y 
la promoción de la inclusión social desde la formulación de políticas, planes y 
proyectos. Por este motivo, el planteamiento de la investigación se origina a raíz de 
abordar el análisis de la exclusión residencial a partir de la selección de dos barrios 
vulnerables en el Sur y en el Norte, y cómo dichos fenómenos son sentidos por la 
población residente en ambos contextos residenciales.  

La idoneidad de seleccionar estos barrios, se ha fundamentado en la accesibilidad a 
contactos directos, su ubicación en un país del Sur y del Norte, así como su 
adecuación, a priori, respecto a la definición de barrios vulnerables, entendiendo por 
tal, aquella subdivisión territorial, generalmente de la periferia de una ciudad o 
región, donde se concentra población de origen nacional, cultural, social o étnico 
similar, con escasas oportunidades de desarrollo personal como consecuencia de los 
bajos niveles educativos, bajos ingresos económicos y precariedad laboral, que 
conviven en un medio deteriorado, caracterizado por la carencia de recursos 
comunitarios y unidades residenciales en situación de degradación y/o con falta de 
conservación. 

Como resultado de todo ello, se ha seleccionado el barrio El Gallito de la ciudad de 
Guatemala y el barrio de La Coma de la ciudad de Paterna (España), donde poder 
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analizar el fenómeno de la exclusión y de la vulnerabilidad social en sintonía con el 
ODS 11: “lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, 
seguros, resilientes y sostenibles”.  

En consecuencia, el presente estudio se ha realizado desde el análisis comparativo 
(Beltrán, 1985) partiendo del estudio de caso, que, en la línea de Castro (2010, p. 36) 
alude a: “una investigación empírica que estudia un fenómeno contemporáneo 
dentro de su contexto real, cuando las fronteras entre el fenómeno y el contexto no 
son evidentes, y en la que se utilizan múltiples fuentes de evidencia”. 

Por todo ello, el objetivo de la siguiente comunicación se identifica con profundizar 
en el ODS 11 a partir del análisis sobre la situación de las unidades residenciales del 
barrio El Gallito (Guatemala) y del barrio de La Coma (Paterna, España) desde la 
percepción de la ciudadanía y del marco legislativo vigente. 

 

Tabla 2. Mapa de diseño de la investigación  

 
 

Fuente: Elaboración propia.  

A. La completariedad metodológica  

 La metodología cualitativa se caracteriza por su familiaridad, flexibilidad y 
proximidad con el objeto de estudio, aspectos que, en buena medida, han impulsado 
la proliferación de la metodología cualitativa en el campo de las Ciencias Sociales 
(del Val y Gutiérrez Brito, 2005). Además, la concepción holística en la perspectiva 
cualitativa, parte de la consideración que cada parte del proceso de investigación es 
susceptible de ser revisada porque, a diferencia de la metodología cuantitativa, no 
sigue ningún criterio de linealidad (Corbetta, 2003).  

Partiendo del objeto de estudio correspondiente con la profundización del 
conocimiento de la vulnerabilidad y la exclusión social, se ha considerado 
conveniente la selección de la técnica de la audición, ya que parte de la escucha para 

PREGUNTA DE 

INVESTIGACIÓN 
OBJETIVO 

VARIABLES DE 
ESTUDIO 

TÉCNICAS Y MÉTODOS 

1. ¿Las unidades 
residenciales se 
definen por un patrón 
determinado? 
(deterioro, falta de 
conservación…) 
2. ¿El derecho a la 
vivienda queda 
garantizado en la 
normativa estatal de 
Guatemala y España? 

Profundizar en el ODS 
11 a partir del análisis 
sobre la situación de las 
unidades residenciales 
del barrio El Gallito 
(Guatemala) y del 
barrio de La Coma 
(Paterna, España) desde 
la percepción de la 
ciudadanía y del marco 
legislativo vigente. 

Estado de 
conservación 

 Revisión en fuentes 
secundarias 

 Revisión de fuentes 
legislativas 

 Audición 

Determinar la 
existencia de 
chabolismo (vertical 
u horizontal) 

Hacinamiento 
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profundizar en el conocimiento de un fenómeno y actuar a posteriori, a través de la 
participación y de la construcción de relaciones en la comunidad.  

Hay que escuchar lo que dice y hace la gente, y las preguntas que surgen de su 
praxis, pero no de cualquier forma. Son muchas las verdades parciales que se 
construyen cotidianamente, y para ser fieles a los cambios que la gente reclama, 
debemos aplicar un cierto rigor que haga emerger la construcción colectiva de 
verdades más profundas, más transformadoras, y no tanto lo primero que se nos 
ocupa (Rodríguez Villasante, 2002, p. 13).  

Además de ello, se ha seleccionado la metodología cuantitativa a partir de la 
búsqueda en fuentes secundarias, cuyo objetivo se orienta a enriquecer la línea de 
los discursos de las personas audicionadas a través de datos estadísticos sobre los 
países de referencia objeto de estudio (Guatemala y España).  

B. Población y muestra 

 La población y muestra de la investigación, se han seleccionado de acuerdo con 
determinados perfiles profesionales y ciudadanos que disponen de información de 
gran relevancia acerca de la configuración del barrio de La Coma y El Gallito. Se han 
seleccionado los perfiles profesionales y ciudadanos que se han mostrado accesibles 
a la realización de la audición por el programa informático Skype.  

Siguiendo tales ámbitos (profesional y ciudadano), para realizar un análisis 
comparativo en ambos barrios y dotarlo, a su vez, del mayor rigor científico, ha 
resultado fundamental el desarrollo de las audiciones a los mismos o similares 
perfiles profesionales y ciudadanos en cuanto a variables como: ocupación, sexo, 
género y pertenencia a una minoría étnica, entre otras. A continuación, se presenta 
una tabla resumen de los perfiles seleccionados para el desarrollo y consecución del 
propósito de la investigación: 

 

Tabla 3. Perfil de las personas informantes en el barrio de La Coma y en el barrio de El 
Gallito3 

 

   
CRITERIOS DE 

SELECCIÓN 
 

BARRIO 
DE LA 
COMA 

CODIFICACI
ÓN 

 
BARRIO EL  
GALLITO 

CODIFICACIÓN 

P
R

O
FE

SI
O

N
A

L
ES

 D
E 

LA
 

IN
TE

R
V

EN
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L 

 Conocimiento 
del barrio 

 Edad: 48, 49 y 50 
 Experiencia 

profesional en 

1.  

Trabajado
ras 

sociales 
(2)4 

ACTS 2.  
Trabajador 
social (1) 

AGTS 

                                                           
3 Agradecer la colaboración en la presente investigación de la Fundación Secretariado Gitano, en 
especial, al Proyecto de Intervención Comunitaria Intercultural de Paterna quienes me han facilitado 
tres de las audiciones presentadas en la tabla. 
4 Los números entre paréntesis de la presente tabla, aluden al número de personas participantes en 
cada una de las audiciones realizadas.  
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CRITERIOS DE 

SELECCIÓN 
 

BARRIO 
DE LA 
COMA 

CODIFICACI
ÓN 

 
BARRIO EL  
GALLITO 

CODIFICACIÓN 

los barrios más 
de 4 años 

 Contacto directo 
con la población 
residente 

 Conocimiento 
del barrio 

 Edad: 25 y 31 
 Contacto directo 

con la población 
residente 

3.  
Técnica 

municipal 
(1) 

ACTM 4.  
Técnica 

municipal 
(1) 

AGTM 

 Conocimiento 
del barrio 

 Edad: 29 y 39 
 Realización de 

investigaciones 
en profundidad 
sobre los barrios 
objeto de 
estudio. 

 Experiencia 
profesional en el 
municipio. 

5.  
Experto 

(1) 
ACE 6.  Experto (1) AGE 

C
IU

D
A

D
A

N
ÍA

 

 
 Conocimiento 
 Presencia en el 

barrio 
 Desarrollo de 

proyectos 
dirigidos a la 
población del 
barrio 

 Creciente 
reconocimiento 
social 

 Capacidad de 
movilización 
social 

7.  
Iglesia 

evangélica
, 

Iglesia 
Católica y 
Mezquita 

(3) 

ACIE 

8.  
Iglesia 

Evangélica 
(1) 

AGIE 

 Conocimiento 
del barrio 

 Presencia en el 
barrio 

9.  10.  
Hermanda
d El Gallito5 

(1) 
AGIC 

                                                           
5 En la práctica, la selección de personas seleccionadas de la Hermandad El Gallito se ha 
materializado por la pertenencia de éstas a la Iglesia de la Santísima Trinidad (Guatemala) y de este 
modo aplicar la comparativa con las personas pertenecientes a la Iglesia Católica.  
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CRITERIOS DE 

SELECCIÓN 
 

BARRIO 
DE LA 
COMA 

CODIFICACI
ÓN 

 
BARRIO EL  
GALLITO 

CODIFICACIÓN 

 Reconocimiento 
social 

 Capacidad de 
movilización 
social 

 Conocimiento 
del barrio 

 Edad: 20  
 Residencia en el 

barrio más de 19 
años 

 Varón 

11.  
Vecino 

joven (1) 
ACV01 12.  

Vecino 
joven (1) 

AGV01 

 Conocimiento 
del barrio 

 Edad: 24 
 Residencia en el 

barrio más de 19 
años 

13.  
Vecino 

joven (1) 
ACV02 14.  

Vecino 
joven (1) 

AGV02 

 Conocimiento 
del barrio 

 Edad: 19 
15.  

Vecino 
joven (1) 

ACV03 16.  
Vecino 

joven (1) 
AGV03 

 Conocimiento 
del barrio 

 Residencia en el 
barrio más de 19 
años 

 Mujer 

17.  
Vecina 

joven (1) 
ACV04 18.  

Vecina 
joven (1) 

AGV04 

 Conocimiento 
del barrio 

 Residencia en el 
barrio más de 19 
años 

 Mujer 

19.  
Vecina 

joven (1) 
ACV05 20.  

Vecina 
joven (1) 

AGV05 

Fuente: Elaboración propia. 
 

A su vez, también cabe destacar que ha sido necesaria garantizar la paridad de 
género entre los y las informantes clave con un perfil diverso dentro de cada uno de 
los barrios objeto de estudio. La finalidad de tal selección es contemplar la totalidad 
de opiniones – dentro de las posibilidades que entraña la realización del presente 
estudio –, respecto a un mismo tema y huir de las lógicas dicotómicas del discurso a 
la hora de plantear un fenómeno. 
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C. Técnica de análisis y procesamiento de datos 

 Para el tratamiento de datos cualitativos procedente de las audiciones se ha 
utilizado el programa informático Maxqda 2018. Dicho programa, “permite un 
tratamiento cuantitativo de datos después de una categorización de los elementos 
discursivos” (Martínez – Martínez, 2017, p. 389).  

A partir de este software, se ha realizado un análisis y codificación de la información 
contenida en las audiciones realizadas en uno y en otro barrio. Con cierta frecuencia, 
las categorías de análisis suelen ser denominadas códigos, pero ambas aluden 
funcional y sistemáticamente al mismo concepto; es decir, más allá de centrarse en 
el resultado de un proceso de análisis que trasciende el propio acto de determinar 
un tema, se encuentra orientado a establecer un análisis del tema en cuestión.  

 

Figura 1. Funcionalidades del programa Maxqda 2018 

 

Fuente: Guía de Introducción al Maxqda 2018  

En base a tales funcionalidades, se ha establecido un sistema de categorías y 
subcategorías para cada uno de los barrios objeto de estudio. No obstante, en los 
resultados únicamente se detallará la información relativa a las unidades 
residenciales en el barrio El Gallito y el barrio de La Coma.  

En definitiva, el aspecto clave de este programa informático de investigación social 
se corresponde con la rigurosidad y exhaustividad de los análisis de las audiciones 
y/u otras técnicas de investigación relacionadas con la perspectiva cualitativa.  

 

RESULTADOS 

 La presentación de los resultados se ha realizado en base al programa 
informático Maxqda 2018 y las variables de estudio mencionadas para el objetivo de 
la investigación. Por un lado, se ofrece un análisis descriptivo de tipo cuantitativo 
donde se describen brevemente las categorías y subcategorías del análisis de las 
unidades residenciales y, por otro lado, se realiza un análisis de contenido de la 
información procedente de las audiciones realizadas en el Sur y en el Norte.  
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A. Análisis descriptivo  

 En el análisis de la situación de las unidades residenciales, se han hallado 
diferencias, especialmente en lo relativo a las condiciones materiales, identificado 
con el tema más destacado, concretamente ha sido comentado un 80% en El Gallito. 
En menor medida, también se ha destacado el estado de conservación y las 
situaciones de hacinamiento, con un 10% respectivamente.  
 

GRÁFICO 1.- SITUACIÓN DE LAS UNIDADES RESIDENCIALES DE EL GALLITO 
 
 
 

 

 
 
 
 
 

 
 

Fuente: Gráfico extraído de Maxqda 2018 
 

En el caso de La Coma, el estado de conservación de las unidades residenciales ha 
sido el tema más señalado (66,7%), seguido de los desahucios (16,7%) y las 
situaciones de hacinamiento en la que se encuentran algunas familias del barrio 
(16,7%). En este punto, subyace una diferencia en cuanto a la situación de las 
unidades residenciales, puesto que la principal problemática en El Gallito, gira 
alrededor de los materiales de construcción de las viviendas, mientras que, en La 
Coma, el principal factor relacionado con esta temática se corresponde con el estado 
de conservación.  

 

GRÁFICO 2.- SITUACIÓN DE LAS UNIDADES RESIDENCIALES DE LA COMA 
 

 
 

 

Fuente:Gráfico extraído de Maxqda 2018 
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B. Análisis de contenido  

 En el análisis de contenido, se procederá a detallar en profundidad la información 
obtenida a partir de las audiciones y cuya información, se complementará con 
fuentes estadísticas al objeto de enriquecer el análisis en profundidad relativo a 
profundizar en el ODS 11 a partir del análisis sobre la situación de las unidades 
residenciales de ambos barrios objeto de estudio.  

En primer lugar, tanto las infraestructuras como la situación de las unidades 
residenciales en El Gallito y en La Coma, han sido temas muy destacados a lo largo 
de las audiciones. Principalmente, se ha señalado el estado de conservación y 
deterioración, así como las situaciones de hacinamiento.  

 
 EL GALLITO 

  

En el caso de El Gallito, algunas de las personas audicionadas al mencionar el estado 
de conservación actual de las viviendas, han hecho mención especial al contexto 
histórico en el que fue creado el barrio para referir en cierto sentido, el material con 
el que fueron construidos:  

“Antes no había una urbe como la conocemos hoy. Construyeron casas con 
bajareque, que es una mezcla de arcilla, barro o tierra roja con paja y agua y con 
ello construyeron las primeras casas del barrio” (AGIE).  

“Hay construcciones de dos y tres niveles que son verdaderas autoconstrucciones 
y ciertamente son peligrosas, de losa fundida y acá decimos que son casas 
tradicionales, prácticamente” (AGE). 

Según el INE de Guatemala (2016), la vivienda aparece entre las Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI), subrayando en este sentido, la adecuación de los materiales de 
las mismas. En este caso, la ciudad de Guatemala aparece entre los municipios con 
valores más elevados en cuanto a la adecuación de los materiales con un 66,1%, 
según datos de los censos municipales del 2008 al 2011. Por otra parte, tal y como 
se reflejó en el apartado de características del entorno del barrio, tales diferencias 
en cuanto a los materiales de construcción de las casas son apreciables en función 
de la ubicación geográfica de las mismas: 

“Las viviendas, algunas son aceptables porque están hechas con material de 
construcción que son mínimos, pero son muy pocas en ese estado. Las casas 
mayoritarias son de adobe, cartón y material de reciclaje que se construyeron 
después, con techos de láminas. En la parte más baja, las casas son de cartón y se 
encuentran al lado del barranco con peligro de deslizamiento, este mismo año ha 
habido varios deslizamientos. En realidad, el material de las casas es todo de 
reciclaje, son galeras, no casas. La situación de las viviendas no está bien, en 
tiempo de invierno gotea, en verano también afecta…” (AGTS). 



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  116   
 

Unido a ello, las situaciones de hacinamiento6 en las viviendas de los barrios han 
supuesto una característica común en la configuración de ambos barrios. Los 
departamentos del país con mayores niveles de hacinamiento se corresponden con 
Alta Verapaz (64,8%), Quiché (59,9%) y San Marcos (54,6%) (INE, 2016). En la ciudad 
de Guatemala, el nivel de hacinamiento se sitúa en un 36,3%, y dicha cuestión, ha 
sido un tema destacado por parte del trabajador social:  

“Las casas antiguas son pequeñas y viven familias con muchas personas 
hacinadas, porque el espacio es muy reducido. Pensemos una habitación de 4x4 
o de 6x6 donde vive una familia con seis miembros ¿cómo pueden vivir allí? 
¡Hacinados, no hay otro modo!” (AGTS). 

Ante ello, el reconocimiento de la problemática habitacional ha sido reconocida por 
el gobierno de la República de Guatemala a través del Decreto 9/2012, conocido 
como Ley de vivienda y asentamientos humanos7, en la que se reconoce la vivienda 
digna como un derecho de la ciudadanía guatemalteca (artículo 2 y 15). 

El derecho a una vivienda digna, adecuada y saludable, como derecho humano 
fundamental, cuyo ejercicio el Estado debe garantizar, la solución del problema 
de la vivienda debe promoverse dentro de un marco de desarrollo integral y 
sostenible, es decir que involucre aspectos económicos, sociales, financieros, 
técnicos, jurídicos y ambientales (Artículo 2 del Decreto 9/2012, conocido como 
Ley de vivienda y asentamientos humanos de la República de Guatemala).  

La aprobación del mencionado Decreto, refleja el apoyo por parte del gobierno por 
promover que la ciudadanía de Guatemala pueda adquirir una vivienda digna 
reduciendo los costes de los inmuebles. Sin embargo, la aprobación de dicha 
normativa no ha tenido efectos inmediatos entre la población residente de El Gallito, 

puesto que aun hoy, es necesario mejorar las condiciones de las unidades 
residenciales y reducir las situaciones de hacinamiento.  

 
 LA COMA 

 

 Según el Comité Hábitat Español (2014) el indicador de vulnerabilidad 
residencial que más destaca en València es el referido a viviendas con falta de 
conservación, ubicado en un 5,18%, superior al del resto de España (2,10%). En el 
caso del barrio de La Coma8, no se han destacado los materiales de construcción de 
las viviendas, sino especialmente las situaciones de deterioro y degradación de las 

                                                           
6 Según las referencias del INE de Guatemala, hacinamiento se define como: “hogares con más de tres 

personas por cuarto” (INE, 2016, p. 17).  
7 El mencionado Decreto, define en su artículo séptimo, asentamiento humano precario como: “el 
conjunto de familias en condiciones de pobreza y pobreza extrema que habitan en áreas con 
deficiencias en vivienda, servicios, equipamiento y que se encuentran asentados en terrenos no 
aptos”. 
8 En los últimos años, La Coma ha sido protagonista de movilizaciones en defensa del derecho a una 
vivienda digna; cuestión que ha sido destacada en diferentes publicaciones periodísticas: Peraita, V. 
(24 de febrero de 2018): En la Coma queremos un futuro. Levante-EMV; Costa, M. (13 de julio de 2017). 
Los vecinos de La Coma piden servicio de urgencias médicas y retén policial de 24 horas. Las Provincias.  

https://bit.ly/2KqSwCM
https://bit.ly/2jjVj4e
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infraestructuras. Según el plano urbano del barrio hay 1200 viviendas, donde 500 
son viviendas sociales9 en régimen de alquiler y con falta de conservación, derivando 
en situaciones de hacinamiento familiar. Sin embargo, la incapacidad económica de 
las familias que ocupan tales viviendas, unida a la necesidad de rehabilitación ante 
las situaciones de deterioro y degradación, constituyen el quehacer cotidiano de la 
gran mayoría de las familias del barrio:  

“Las viviendas están sucias y abandonadas: falta trabajo de concienciación a 
pesar de que la gente se siente parte del barrio, el servicio de limpieza escasea” 
(ACTM).  

“El barrio de La Coma está dotado de 500 viviendas públicas construidas hace 25 
años. (…) El EIGE no tiene capacidad de mantenerlas si a ello le sumamos que haya 
personas que no han sabido mantenerlas, personas que hayan sido 
corresponsales en su mantenimiento” (ACTS).  

Respecto a las situaciones de hacinamiento, han sido notables los comentarios al 
respecto y a ello, cabe sumársele una larga lista de espera para poder suplir la 
necesidad de vivienda de la población:  

“La satisfacción de las necesidades es media e incompleta, puesto que hay gente 
que duerme en sus coches o en situación de hacinamiento y por ello, la 
satisfacción de la necesidad básica de la vivienda no está satisfecha” (ACE).  

En España, la vivienda es un derecho reconocido por la Carta Magna (1978), donde 
se establece que: 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. 
Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las 
normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del 
suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La 
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los 
entes públicos (Artículo 47, de la Constitución Española de 1978).  

Además de ello, al objeto de suplir las desigualdades sociales en el acceso a la 
vivienda, la Comunitat Valenciana aprobó recientemente la Ley 2/2017, de 3 de 
febrero, de función social de la vivienda. La finalidad de la normativa se orienta a 
hacer efectivo el derecho a una vivienda asequible, digna y adecuada, así como para 
evitar los desahucios de los sectores más vulnerables de la sociedad. Mención 
especial en el reconocimiento del derecho a la vivienda en dicha normativa, reciben 
colectivos tales como las personas menores de edad tuteladas, víctimas de violencia 
de género, personas con diversidad funcional, personas mayores de sesenta años o 
personas que se encuentran en especial situación de vulnerabilidad o exclusión 
social. 

  

                                                           
9 Construidas por el EIGE (Entidad de Infraestructuras de la Generalitat Valenciana), anteriormente 
Instituto de la Vivienda (IVVSA).  
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CONCLUSIONES 

 Tanto en el Sur como en el norte, el derecho a la ciudad y el derecho a la vivienda 
pasa a concebirse en la actualidad como una propuesta política de cambio y de 
afrenta de los nuevos retos urbanos. Las estrategias políticas en cuestión, deben 
concebirse desde la perspectiva del urbanismo y con una esencia eminentemente 
social. 

En el binomio derecho a la ciudad y derecho a la vivienda, tal y como declaran las 
metas del ODS 11 y de conformidad con lo dispuesto en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, ambas cuestiones refieren directamente el disfrute y garantía 
de un conjunto de derechos civiles, sociales y políticos. De este modo, el acceso a la 
vivienda, así como la dificultad de acceso a la misma, está condicionada por el logro 
de unas condiciones mínimas que permitan tanto su acceso como su mantenimiento: 
el derecho a un trabajo estable, a la sanidad, a la educación, a los sistemas de 
protección… 

En este punto, las situaciones de hacinamiento, el estado de deterioro y falta de 
conservación, están íntimamente relacionados con el abandono institucional por 
parte de la Municipalidad de Guatemala, por un lado, y por la gestión autonómica por 
parte de la Generalitat, por otro. En este último caso, desde la constitución del barrio 
de La Coma hace cerca de cuarenta años, el Ayuntamiento de Paterna recientemente 
ha iniciado los trámites con el EVha (antiguo EIGE), con la finalidad de gestionar y 
remodelar las áreas degradadas desde el ámbito municipal y de proximidad a la 
ciudadanía.  

No obstante, la existencia en El Gallito de asentamientos en el barranco, denota por 
su propia concepción, la falta de las condiciones mínimas de habitabilidad. Resulta, 
cuanto menos llamativo, la similitud urbanística de éste con el barrio del Xenillet 
(Torrent, València), puesto que éste, también comparte la existencia de un barranco 
dentro de sus límites geográficos y además de ello, unidades residenciales 
colindantes a la zona del barranco que no reúnen las condiciones mínimas de 
habitabilidad como sucede con la falta de agua potable.  

En el caso del barrio de La Coma, no existen asentamientos de estas características, 
pero el deterioro y falta de conservación de las viviendas sociales ubicadas en el 
mismo son el resultado de una doble herencia de tipo institucional: por un lado, la 
incapacidad del que fue, EIGE, de hacer frente a su mantenimiento unido a la falta de 
cuidado y de capacidad económica para rehabilitarlas por parte de la población, 
dibujan gráficamente un entorno deteriorado; por otro lado, la construcción de un 
total de 500 viviendas sociales en la época de los setenta y ochenta, también 
introduce un elemento determinante en la configuración del barrio: la concentración 
de unidades residenciales en régimen de alquiler, para personas con dificultades de 
acceso al parque público de la vivienda. Es decir, la concentración de tales viviendas 
ha derivado, no únicamente en la concentración de población con dificultades en el 
acceso a la vivienda, sino en la concentración de aquellas personas que además de 
esta dificultad, se le añade una serie de factores propios de la vulnerabilidad y la 
exclusión social, como sucede en el ámbito educativo, laboral, sanitario y social. 
Además de ello, las primeras familias alojadas en el barrio, residían previamente en 
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barrancos y zonas marcadas por un gran deterioro y falta de conservación, donde 
imperaba el proceso de autoconstrucción de las viviendas.  

En contraposición, en el barrio El Gallito, la planificación y ordenación territorial de 
las unidades residenciales no responde a la construcción y concentración de 
viviendas de interés social, sino al proceso de autoconstrucción de las viviendas y de 
los bajos precios del alquiler en la capital.  

La vulnerabilidad urbana manifestada a través de las características de las unidades 
residenciales, manifiesta indirectamente la existencia de exclusión social y de la 
exclusión residencial, donde ambas se retroalimentan y agravan la situación 
acontecida en los barrios vulnerables.  

Es en el territorio donde, más allá del carácter geográfico y urbanístico-residencial, 
emana el carácter social de la cotidianidad de la comunidad reflejando las 
particularidades del entorno, así como las condiciones subjetivas de las personas 
residentes. Por todo ello, el conjunto de características de las ciudades, ofrecen las 
posibilidades y potencialidades – endógenas y exógenas – que permiten afrentar las 
vulnerabilidades colectivas y específicas de las personas que acontecen en los 
barrios, ofreciendo respuestas desde la proximidad a los nuevos retos emergentes. 
Para hacer de la teoría una realidad, se hace necesario y pertinente abogar por la 
coproducción de políticas públicas desde el ámbito ciudadano y desde un cambio en 
la concepción del fenómeno de la exclusión residencial desde una perspectiva 
multifactorial y multidimensional acorde al contexto geopolítico, económico, 
histórico y social de cada uno de los barrios objeto de estudio.  
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RESUMEN 

La integración de las personas inmigrantes en las sociedades de acogida es objeto 
de estudio desde diferentes ramas de las ciencias sociales. Las teorías de asimilación, 
aculturación, multiculturalismo, inclusión e integración tratan de descubrir cuál es el 
mejor modo de incorporar a personas procedentes de otros países en un entorno que 
sea inclusivo, seguro y con igualdad de acceso y de oportunidades para evitar la 
segregación en barrios marginales o guetos, acrecentando su situación como 
población vulnerable. Es en algunos de los barrios más vulnerables o marginalizados, 
con trasfondo migratorio y de etnia mayoritariamente árabe, donde se ha producido 
la radicalización de los ciudadanos europeos que se han unido al terrorismo 
yihadista (Reinares y García – Calvo, 2016).  

Esta investigación, que forma parte de un proyecto mayor, busca asentar las bases 
para identificar, a través de la revisión de la literatura, qué se entiende por 
“segregación” como concepto opuesto al de “integración” (Spencer, 2016; Garcés-
Mascamareñas y Penninx, 2016) y cómo podría estudiarse la “radicalización” 
centrándose en el tipo de radicalización yihadista frente a otros tipos de 
radicalización (extrema derecha o extrema izquierda). El objetivo es recopilar 
indicadores a través de fuentes abiertas y con información desagregada en Reino 
Unido y en España que sirvan para una posterior categorización de barrios 
segregados y de barrios radicalizados. La codificación de los elementos que 
componen la integración y la segregación permitirá identificar barrios con minorías 
étnicas vulnerables, compararlos y señalar sus elementos comunes y diferencias. 
Utilizando estos indicadores, en la continuación del estudio, se podrá dibujar un 
primer boceto sobre la relación que existe entre segregación y radicalización, y nos 
permitirá elaborar preguntas más específicas para investigaciones futuras; así como 
acercarnos a las medidas necesarias para cumplir de una manera transversal con los 
ODS 1,2,3,4,5,8,10 y 11.  
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INTRODUCCIÓN 

 La integración de las personas inmigrantes en la sociedad no es un tema nuevo. 
Sin embargo, ahora suscita mucha controversia cuál sería el modelo a seguir y cuáles 
podrían ser los efectos de la alienación de un determinado colectivo. ¿Supone la 
segregación de un colectivo en determinados barrios un contexto vulnerable para la 
radicalización violenta?  

El propósito de este trabajo es justificar de un lado qué va a considerarse por barrio 
segregado teniendo en cuenta la composición étnica del mismo. De otro lado, 
identificar los indicadores más relevantes para la determinación de la integración de 
dicho barrio en el conjunto de la sociedad atendiendo a características 
socioeconómicas principalmente y también teniendo en cuenta la posibilidad de 
ampliarlo a culturales, político cívicas e identitarias. Hasta aquí se podría obtener 
una lista de los barrios étnicos de una ciudad y obtener información cuantitativa 
sobre los mismos. Y es aquí donde entraría el otro apartado sobre el que se quiere 
sentar las bases que sería la radicalización. 

Existe una amplia literatura en el ámbito de la integración y migración y por eso es 
difícil llegar a un acuerdo para su investigación empírica. Los debates sobre si la 
integración debe estar basada en la asimilación, multiculturalismo o 
interculturalismo se han ido sucediendo en la academia y en la política cambiando 
el desarrollo de las políticas públicas al respecto. Esta última palabra, 
interculturalismo, es la apuesta más reciente de Europa, aunque hay quien dice que 
no es un nuevo paradigma y que se sustenta sobre el multiculturalismo (Moodod 
2018), o incluso que ha surgido de la distorsión del mismo (Joppke 2018).  

Sin embargo, sí existe un consenso sobre las metas que tienen que alcanzarse en los 
próximos 15 años: los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Los ODS 1, 2, 3, 4, 5, 
8, 10 y 11 persiguen el fin de la pobreza, la erradicación del hambre, salud y 
bienestar, educación de calidad, igualdad de género, trabajo decente y crecimiento 
económico, la reducción de las desigualdades, y, ciudades y comunidades 
sostenibles. Todos ellos tienen su papel en el marco de este trabajo pues la 
integración habla de dimensiones socioeconómicas y es vital la cohesión social para 
vivir en comunidades y ciudades sostenibles pues “no puede pararse el proceso de 
globalización: el mundo está más interconectado que nunca (…) y casi todos los 
países se convertirán en multiculturales. Esto quiere decir, que cada país encontrará 
que su población cada vez está más compuesta por personas de diferentes culturas, 
nacionalidades, fes y etnias” (Cantle 2013, p. 69).  

Dado que es un estudio de aproximación a la identificación de dichos indicadores 
para poder categorizar los barrios y compararlos en un posterior estudio para 
observar elementos comunes y diferencias es necesario sentar unas bases. La unidad 
de estudio es la más pequeña posible que sería la sección censal en el caso español 
o los wards en el caso inglés, por ejemplo, esto es la unidad mínima administrativa 
sobre la que hay datos. Primero por una razón obvia que es la del acceso a los datos, 
pero también porque la integración tiene más impacto a nivel local. La población 
sobre la que se realizaría el estudio sería la musulmana. Es cierto que en España no 
hay datos oficiales sobre religión, pero sí existen algunos estudios y Observatorios 
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como el Andalusí, Casa Árabe y la Unión de Comunidades Islámicas de España. Los 
motivos de escoger este grupo son dos principalmente: el primero ligado a la 
radicalización yihadista y el segundo relacionado con la creciente islamofobia 
(Lathion 2017; Bayrakli y Hafez 2018). Se trataría, por tanto, de averiguar si la 
radicalización yihadista se produce únicamente en determinados contextos o éste 
no demuestra ninguna correlación. Además, podría extrapolarse a otro tipo de 
radicalización violenta entendida ésta como un totalitarismo. Así pues, ¿serían los 
barrios con una composición étnica determinada considerados segregados por su 
falta de integración, un caldo de cultivo para la radicalización? Si esta falta de 
integración se asume con una horquilla de valores a través de indicadores 
previamente señalizados, ¿pueden identificarse más barrios con estas características 
que podrían ser caldo de cultivo para la radicalización de cualquier tipo?  

 

LA INTEGRACIÓN COMO PROCESO BIDIRECCIONAL, MULTIDIMENSIONAL 

Y EN CONSTANTE EVOLUCIÓN 

 La integración como concepto hablaría de la estabilidad de las relaciones entre 
las partes dentro de un sistema definidamente contenido, como un estado. Podría 
definirse como el proceso de relacionar un elemento con otro, de añadir un elemento 
o varios a una estructura existente; o como la mejora o sostenibilidad de las 
relaciones entre un sistema o estructura (Bosswick y Heckmann 2006). En un 
contexto sociológico se habla de dos tipos de sistemas sociales integrados 
(Lockwood 1964): integración de sistemas derivado del correcto funcionamiento de 
instituciones, organizaciones y mecanismos estructurales o sistémicos (estado, 
sistema legal, mercados…); y la integración social entendida como la inclusión de 
individuos en un sistema, la creación de relaciones entre individuos y su actitud hacia 
la sociedad. Es está última parte de la que se va a tratar en este texto y se referirá 
únicamente como “integración”.  

El concepto de integración sigue siendo objeto de debate académico y político. ¿Es 
la academia la que influencia el cambio en las políticas? ¿O es al contrario? Lo cierto 
es que no existe una definición universalmente aceptada que permita establecer 
indicadores para evaluar y analizar el grado de integración de los miembros de una 
sociedad. Este artículo no busca entrar en la lucha semántica y conceptual sobre qué 
es la sociedad. Para ello habría que determinar si el hablar de “sociedad” implica la 
existencia de un contexto social más o menos cohesionado y homogéneo en cuanto 
a valores y normas a los que los inmigrantes o newcomers1 se tienen que adaptar y 
sólo los que sigan la corriente mayoritaria serán considerados adaptados o 
integrados (Schinkel 2010). También se entiende que es un proceso complejo y en 
evolución constante que depende, no sólo del entorno, sino también del individuo y, 

                                                           
1 Se va a utilizar el término individuo, a no ser que se esté citando a un tercero que utilice otro 

término, porque se entiende que la integración es un proceso individual que afecta a cualquier 
persona en un entorno social, económico político y cultural determinado. La figura del “nuevo” o 
“recién llegado” implica que tiene que desenvolverse en un entorno diferente al acostumbrado. Es 
entonces cuando entran en juego las concepciones identitarias, étnicas y culturales como 
facilitadores o limitadores para experimentar dicho proceso.  
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por tanto, pueden darse diferentes resultados (Lindo, 2005). El propósito de definir 
en este punto “integración” es la selección de unos indicadores que permitan 
analizar una muestra social.  

El origen del estudio de la integración se sitúa en la Escuela de Sociología Urbana de 
Chicago a principios del siglo XX. Aunque estuviera condicionada por la noción de 
cultura urbana, los sociólogos de dicha Escuela buscaban construir una sociedad a 
partir de un conjunto extraordinariamente diverso de sociedades locales. Se 
desarrollaron tres modelos: ecológicos desarrollando inclusión de inmigrantes y 
desarrollo de la ciudad, el de ciclos generacionales de Duncan y el ciclo de las 
relaciones raciales (Castells 2002; Heckmann 2006). El término “integración” lo 
introdujeron Warner y Srole en 1945 (Garcés – Mascamareñas y Penninx 2016) al 
finalizar la Segunda Guerra Mundial refiriéndose a un proceso unidireccional donde 
todos los grupos sociales en los Estados Unidos terminarían por confluir en el “estilo 
de vida americano” con diferencias en el éxito o fracaso del proceso dependiendo 
de la mayor o menos distancia cultural y de categorizaciones raciales. La clara 
protagonista de estos procesos de integración es la asimilación donde los 
inmigrantes y los hijos de los inmigrantes abandonan por completo su cultura para 
adoptar la de la sociedad a la que emigraron. Los estudios empíricos se realizaban a 
nivel individual o familiar del inmigrante. Sin embargo, este concepto unidireccional 
recibió muchas críticas precisamente por no considerar el entorno ni la identidad o 
cultura del individuo. A partir de 1990 se empieza a estudiar el papel de la sociedad 
de acogida tanto en sus organizaciones como la importancia de los factores 
estructurales y se tienen en cuenta tres niveles: los individuos (actitudes y 
comportamiento); las organizaciones (más o menos abiertas hacia las personas 
inmigrantes); y, las instituciones (públicas y las que acogen al inmigrante) (Penninx 
2013). Se entiende la integración como un proceso de doble vía como se referirá más 
adelante.  

De igual manera como en el mundo académico, en la política europea se entendía la 
integración como un proceso unidireccional donde un individuo o grupo se 
“insertaba” en una entidad existente. Se pretendía una asimilación de la cultura de 
la sociedad mayoritaria por parte del nuevo miembro de la misma a través de fuerzas 
sociales y de directivas sobre la reunificación familiar, libre movimiento después de 
cinco años y anti – discriminación. Las alternativas a este concepto de integración 
entendida como asimilación eran la inclusión, que implica que existen grupos 
marginalizados y por tanto dejan de ser invisibilizados (Rudiger y Spencer 2003) o la 
incorporación. El cambio se produce en 2003 cuando la Comisión Europea define la 
integración como un “proceso bidireccional basado en derechos mutuos y 
obligaciones correspondientes de los ciudadanos de terceros países en situación 
legal y de la sociedad de acogida, que permite la plena participación de los 
inmigrantes” (CE 2003, p.19). Esta definición se traslada a las políticas públicas que 
aconsejan, empiecen cuanto antes, y repartan responsabilidades entre la sociedad 
de acogida, que tiene que garantizar los derechos formales de los inmigrantes de 
manera que participen de igual manera que un nacional en la vida económica, social, 
cultural y civil; y, por otro lado responsabilidades a los inmigrantes que tienen que 
respetar las “normas y valores fundamentales de la sociedad de acogida y participar 
activamente en el proceso de integración (…) sin tener que renunciar a su propia 
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identidad”(CE 2003, p.19). Como se mencionaba antes no se pasa de no estar 
integrado a estarlo sin más (Phillimore 2012) sino que es un proceso, primera 
característica aceptada, que puede tomar diferentes formas y cambiar a lo largo de 
la vida del individuo por lo que es un proceso en continua evolución y sus resultados 
pueden medirse en un momento determinado (Spencer y Charsley 2016). Además, 
se incluye “sin tener que renunciar a su propia identidad” que también reconocían 
en la academia por lo que la asimilación deja de tener cabida en las políticas públicas 
europeas.  

La interacción es fundamental: la integración personal, participativa y social son 
procesos que involucran no sólo al nacional de tercer país o miembro de un grupo 
marginalizado sino también a otros residentes. Siendo consciente de la falta de 
consenso que rodea al término integración y, tras una revisión bibliográfica ampliase 
va a partir del concepto que proponen Spencer y Charlsey (2016) y Garcés - 
Mascamareñas y Penninx (2016) para desarrollar el mismo y poder identificar 
indicadores.  

El concepto de integración según estos dos últimos autores se refiere al proceso de 
convertirse en una parte aceptada de la sociedad. Es un concepto muy abierto que 
enfatiza el carácter de “proceso” y que no especifica cuándo o qué hace que se 
considere que un individuo es parte aceptada de la sociedad lo que implica que hay 
personas que pueden no serlo. Proponen el análisis de tres dimensiones: político - 
legal con el Estado, socio - económica a través del mercado; y, religiosa – cultural con 
la nación. Esta última es la más difícil de medir porque es sobre percepciones y sobre 
lo que se considera diferente lo que induce a categorizaciones y por tanto 
estereotipos que pueden derivar en prejuicios y en racismo. Estos ámbitos 
dimensionales son más desarrollados por Spencer y Charsley (2016) que hablan de 
los siguientes: estructurales (acceso al mercado laboral, educación, vivienda), 
sociales (matrimonios, relaciones sociales…), culturales (valores, actitudes, estilo de 
vida…), cívico – político (participación en la vida comunitaria y en los procesos 
democráticos) y los relacionados con la identidad (y el sentido de pertenencia a un 
lugar común).  

Al estudiar estas áreas de integración hay que tener en cuenta que pueden solaparse, 
que un individuo puede tener resultados positivos en uno y no tenerlos en otro y que 
la misma situación, positiva o negativa, en uno de ellos afectará de manera diferente 
al individuo. De hecho, el pertenecer a una minoría étnica o cultural puede afectar a 
las oportunidades educativas y de empleo de la persona o afectar a la salud mental, 
independientemente de que sea una persona nacida en esa sociedad, y no un recién 
llegado o inmigrante.  

Así pues, la integración podría definirse como los procesos bidireccionales2 que se 
dan entre el individuo y la sociedad de acogida, en constante evolución y cambio, 
que tienen lugar de manera multidireccional en dominios interrelacionados e 

                                                           
2 Spencer y Charsley (2016) también hablan de un proceso multidireccional al tener en cuenta los 

efectos transnacionales que pueden tener impacto en el contexto nacional o local por ejemplo a 
través de cambios sociales y económicos. Sin embargo, a efectos de este estudio se va a utilizar la 
bidireccionalidad del proceso, si bien se comparte la idea de los autores de hablar de un proceso 
multidireccional donde otros agentes globales tienen impacto a nivel local.  
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interdependientes de la sociedad. Estos procesos tienen factores (positivos y 
negativos)3 que impactan a los procesos de integración y que están relacionados con 
los individuos, las redes familiares y sociales, las oportunidades estructurales de la 
sociedad, la intervención de las políticas públicas y los efectos transnacionales a 
través de políticas o familias.  

 

LAS DIMENSIONES DE LA INTEGRACIÓN 

 Para lo que ocupa el presente trabajo se van a desarrollar los dominios o áreas 
donde se darían los procesos de integración (ver Spencer y Charsley 2016). Para 
identifica qué indicadores se utilizarían en cada dimensión, además de la revisión de 
literatura, para incluir los aspectos donde hay más consenso se ha utilizado el trabajo 
metodológico de la Great London Authority sobre integración y otros documentos de 
organizaciones internacionales y académicas como IMISCOE, Open Society, US 
Census Bureau, Eurostat, Atlas de Vulnerabilidad Urbana de España y otros estudios 
académicos (Haller, Portes y Lynch 2011). El principal problema metodológico que 
aquí podría encontrarse es el de acceso a estos datos ya que no se recogen a nivel 
local, o a ningún nivel directamente, teniendo en cuenta aspectos identitarios como 
la etnia o la religión. Sin embargo, el estudio holístico de la sociedad en su conjunto 
sin dejar fuera ninguna dimensión que sirviera para entenderla y poder desarrollar 
políticas que impacten positivamente es de todo punto necesario. Y más, si se tiene 
en cuenta que incluso en una sociedad española donde la diversidad no es algo que 
históricamente haya ocupado nuestra atención como en la estadounidense o la 
francesa, o más recientemente también la inglesa, estamos en camino de sociedades 
multiculturales (Barret, ed., 2013).  Así pues, las dimensiones para estudiar la 
integración y sus correspondientes indicadores:  

a. Estructurales:  aquí se hablaría de la participación en el sistema o lo que se llamaría 
la integración de sistemas de Lockwood antes mencionada. Por lo que se tiene 
que tener en cuenta el acceso al mercado de trabajo, la vivienda y la educación 
del grupo que se esté estudiando4. Por lo tanto, habría que  compararlo con el 
grupo mayoritario y estudiar también esa diferencia. Los aspectos que tendrían 
que tenerse en cuenta según la literatura y estudios empíricos ya realizados (en 
Eurostat o entidades públicas locales y nacionales):  

Respecto del trabajo: 

- Diferencia entre las tasas de desempleo de la minoría étnica y del grupo 
mayoritario 

- Tasa de trabajadores manuales 

- Discriminación por etnia 

                                                           
3 Ver Spencer y Charsley para una mejor comprensión del término effectors y facilitators.  
4 Otros estudios también señalan la salud como parte esencial de los procesos de integración, pero 

para el objeto de este estudio se consideran más relevantes otros, y por eso no se mencionan, 
además de que las autoras sobre las que se ha basado la identificación de las dimensiones no lo 
mencionan.  
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Respecto de la educación: 

- Tasa de escolarización y nivel máximo de estudios de una minoría étnica y con 
respecto al grupo  mayoritario  

- Porcentaje de estudiantes que obtienen el Certificado General de Educación 
Secundaria Obligatoria (CGESO) y de módulos FP 

- Tasa de alumnos/as matriculados en los colegios y porcentaje de asistencia 

- Porcentaje de personas que en casa hablan otro idioma diferente a los 
oficialmente reconocidos y lo identifican como un problema en el ámbito 
educativo o laboral.  

Respecto de la vivienda:  

- Porcentaje de personas que gastan más de un tercio de sus ingresos en la vivienda 

- Tasa de hacinamiento: Porcentaje de concentración (personas /metro cuadrado) 

- Superficies de zona verde  

- Cercanía y acceso a servicios públicos (transporte, hospitales, escuelas...) 

- Privación urbana 

- Tasa de porcentaje de viviendas en propiedad 

- Discriminación a la hora de acceder al alquiler o propiedad de la vivienda 

 En este punto cabría destacar la utilidad de dos índices: índice de privación 
múltiple y la tasa de riesgo de pobreza o exclusión social.  

 

b. Sociales: en esta dimensión se encuentra la interacción entre los individuos de 
la sociedad, las relaciones sociales, de matrimonio y si estas son entre miembros 
de una misma etnia/nacionalidad o si por el contrario son multi - étnicas. Son 
muy importantes porque las personas que viven en comunidades diversas pero 
divididas tienden a “salirse del grupo” lo que impide la creación de vínculos de 
confianza entre miembros de una comunidad y erosionan el sentimiento de 
pertenencia (Putnam, 2007). Si bien estas afirmaciones son contrarrestadas por 
otros estudios por cuestiones metodológicas (Sturgis et al., 2011), lo que está 
claro es que la diversidad en las relaciones sociales es un factor que hay que 
tener en cuenta a la hora de hablar de integración.   

Aquí podrían introducirse aspectos a tener en cuenta como:  

- Porcentaje de matrimonio interétnicos: el problema con este dato es que depende 
del porcentaje de las diferentes etnias para ser representativo. Si el porcentaje es 
muy pequeño o no se recogen datos, como en España, no puede utilizarse.  

- Crímenes de odio por motivos étnicos, culturales o religiosos.  

- Porcentaje de las personas que afirman que sus amigos son de la misma etnia 
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- Porcentaje de las personas que afirman que X área es un lugar dónde se relacionan 
personas procedentes de diferentes contextos (ingresos, clase social, país, 
cultura...) 

- Apoyo social: porcentaje de personas aisladas socialmente que no tienen una 
pareja, miembro de su familia o amigo al que recurrir si tienen un problema 
importante.  

- Tasa de confianza social: Porcentaje de las personas que piensan que las personas 
de su barrio son personas de confianza. 

- Tasa de relaciones virtuales: datos sobre el acceso a internet y especialmente el 
tiempo al día dedicado a navegar en redes sociales o páginas web.  

 

c. Culturales: aquí las autoras incluyen los valores, las actitudes, el 
comportamiento y el estilo de vida.  Son aspectos muy difíciles de analizar 
puesto que son muy subjetivos y afectan a la esfera privada del  individuo en 
su mayoría. Los grupos culturales están formados por grupos muy heterogéneos 
que tienen prácticas y normas que a veces difieren ya que son muy personales 
y pueden cambiar con el tiempo. Existirían tres aspectos que podrían 
identificarse aquí que serían las herramientas a través de las que se expresa esa 
cultura, la cultura social entendida como las instituciones (idioma, religión, 
normas sociales) y la cultura subjetiva (valores, actitudes…) (Huber y Reynolds, 
2014). Las áreas más interesantes  para evaluar se harían a través de 
entrevistas cualitativas y es algo, como se decía, tan individual y subjetivo que 
no sería del todo válido extrapolarlo a una comunidad entera. Habría que hacer 
entrevistas relacionadas con la identificación de los valores de la comunidad 

donde se esté realizando el estudio relacionado con:   

- Religión y prácticas 

- Utilización de algún idioma diferente a los oficialmente reconocidos para llevar a 
cabo actividades vida diaria (compras, familia, tiendas…). 

- Orden de prioridades 

- Percepciones que tiene la etnia mayoritaria sobre el estilo de vida y 
comportamiento de la minoría 

- Percepciones de la etnia de la que se quiere analizar su integración sobre el estilo 
de vida y valores de la etnia mayoritaria.  

Estudios de este tipo son muy interesantes, aunque exigen la utilización de muchos 
recursos. No obstante, y de cara al futuro sería vital entender cómo es la sociedad y 
qué percepciones se tienen entre los diferentes grupos. Esto serviría para fomentar 
una cohesión social y el diálogo intercultural que tanto se promulga desde Europa 
(COM 2010) y evitaría, en parte, las olas de xenofobia y racismo. La tarea  sería 
ardua ya que se trataría de medir las percepciones sobre lo que se considera 
diferente por lo que habría que categorizar dicha diferencia lo que conllevaría 
estereotipos prejuicios y manifestaciones racistas. Además, las categorizaciones y 
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las percepciones recíprocas se manifiestan de manera diferente y sus consecuencias 
también pueden ser diferentes (Garcés-Mascamareñas y Penninx, 2016).  

 

d. Participación política y cívica: se referiría al proceso democrático y a la vida en 
la comunidad que también está muy relacionado con lo que se mencionaba 
sobre la dimensión social.  

- Tasa de participación política 

- Porcentaje de adultos que han realizado algún trabajo voluntario o de caridad en 
los últimos 12 meses 

- Porcentaje de adultos que son miembros de alguna organización política, 
comunitaria, club o asociación  

- Confianza en las instituciones: porcentaje de personas que confían en las 
instituciones públicas  

- Percepción sobre la capacidad de cambiar las cosas  

- Representación de la minoría étnica en los medios de comunicación 

-  

e. Identidad: aquí las autoras incluirían los procesos a través de los que los 
individuos desarrollan un sentimiento de pertenencia y de identidad 
compartida con el resto de miembros de una sociedad, con el lugar, con el estado 
o las comunidades con las que conviven. Estos procesos son complejos y se 
desarrollan mucho después que los del resto de áreas (Heckmann, 2006). Este 
aspecto es muy relevante y difícil de medir por la parte cualitativa. Habría que 
realizar preguntas sobre el sentimiento de  pertenencia, cómo se identifican, 
cómo se sienten que son identificados por la mayoría y cómo les afecta esto: 
refuerzo de la identidad que la sociedad les adjudica, conviven con las dos, 
rechazan totalmente alguna parte de ellos mismos (Smart, 2013; London y 
Rosenthal, 2013).  

 

¿QUÉ SE ENTIENDE POR BARRIO SEGREGADO?   

 Una vez expuesto qué sería necesario entender por integración se trata de definir 
qué es la segregación como elemento que se entiende contrapuesto. Así pues, sin 
más dilación y cómo se explicaba al inicio del artículo el objetivo es establecer las 
bases para un estudio posterior de la relación entre los barrios segregados y la 
radicalización. La segregación residencial implica un nivel de desigualdad de la 
distribución de la población en las diferentes zonas. Aquí existen dos problemas 
básicos: el “checkerboard problem” y el “comparibility problem” ambos definidos 
por Pisati (2009). En el primer caso se habla de que al estudiar una unidad espacial 
no se tiene en cuenta la composición social total del espacio que le rodea. En el 
segundo caso es que las unidades identificadas para el estudio de la segregación 
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residencial cambian a lo largo del tiempo por motivos políticos por lo que resulta 
difícil realizar un seguimiento de la misma población. 

Existe una amplia literatura sobre cómo medir la segregación residencial, siendo los 
trabajos más destacables los de Bell (1954) por estudiar los índices de interacción, 
Duncan (1955) por los índices de disimilitud; y varios en los años 80 y 90 como 
Jakubs (1981), White (1983, 1986), Morril (1991, 1995) Wong (1993, 1996) por 
identificar los índices espaciales de segregación residencial y reconociendo el 
trabajo de Massey y Denton (1988) por agrupar los índices en categorías.  

El desarrollo de estudios sobre segregación nace con la Escuela de Chicago, 
mencionada anteriormente, para determinar si la minoría afroamericana de una 
determinada ciudad o área metropolitana estaba en lo que se denominaría un gueto 
(Martori y Hoberg, 2004). Se consideraba que existía gueto si se producía alguna o 
varias de estas situaciones: si una zona está habitada por la mayor parte del grupo 
minoritario, si este grupo minoritario se concentra en el centro de la ciudad, si la 
densidad es muy alta en una zona muy pequeña del territorio analizado o si existe 
una zona homogénea habitada casi en su totalidad por este grupo minoritario.  

Para el objetivo que ocupa en este trabajo se procede a la exposición, siguiendo la 
categorización de Massey y Denton (1988), los siguientes indicadores e índices5.  

- Indicadores de igualdad: un grupo minoritario está segregado si se distribuye de 
diferente manera en las distintas unidades espaciales de la ciudad. El índice que 
interesaría utilizar sería el de disimilitud que compara la diferencia entre la 
proporción del grupo minoritario y del grupo mayoritario6. 

- Indicadores de interacción: se refiere al grado de contacto potencial o a la 
posibilidad de interacción entre los miembros del grupo minoritario y del 

mayoritario.  

- Indicadores de concentración que se refieren a la relativa cantidad de espacio 
físico ocupado por un grupo minoritario. El índice de concentración relativa tiene 
en cuenta la comparación entre el porcentaje ocupado por el grupo minoritario y 
el mayoritario, de esa manera se puede tener una idea más real de dicha 
concentración (frente al índice delta que únicamente mide la concentración del 
grupo minoritario).  

- Indicadores de centralización que hace referencia al grado de proximidad de un 
grupo con el centro  del área urbana. Esto es importante porque en los países 
industrializados, a diferencia de los países más  pobres, en el centro es donde se 
encuentran los edificios más viejos y poco sostenibles. El índice de 
 centralización absoluta es el preferido (Massey y Denton, 1988) frente al de 

                                                           
5 Para una mayor comprensión de la totalidad de los índices e indicadores actualizados que se 

utilizan en segregación residencial remito al trabajo de Massey y Denton (1988), Martori y Hoberg 
(2004), US Census Bureau (sin fecha). No se señalan todos los que existen sino los que serían útiles 
para los fines de esta investigación.  
6 También sería interesante utilizar el índice Atkinson porque corrige algunos problemas del índice de 

disimilitud pero este último es más útil a la hora de preservar futuras comparaciones.  
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centralización que  si bien  es más fácil presenta límites políticos y el tamaño 
relativo del centro es cambiante, por lo tanto  no es  representativo.  

- Indicadores de enclaves: es el grado en el que áreas habitadas por individuos de 
un grupo minoritario son contiguas la una de la otra o forman enclaves en el 
espacio, el que aceptan Massey y Denton (1988) es el índice de proximidad 
espacial que mida la cercanía de intra-grupos medida por la fracción de cada grupo 
en la población.  

Teniendo estos índices y datos en cuenta habría que explicar qué se entendería por 
un barrio segregado para el estudio. En este punto me gustaría destacar que existen 
muchos tipos de barrio segregado, y no únicamente el ocupado por una minoría 
étnica. No se trata tampoco de hablar de barrios exclusivos y excluyentes sino de 
barrios que por su composición demográfica podrían considerarse segregados, es 
decir, vulnerables de estar integrados. Si se toma como ejemplo el Upper East Side 
de Nueva York y se compara con Tower Hamlets7 de Londres se pueden ver dos 
ejemplos de diferentes tipos de lo que podría estudiarse como segregación. En el 
primero el 80% es de población blanca y el precio por metro cuadrado es el más alto 
de todo Estados Unidos. En el segundo caso la población procedente de Bangladesh 
es el 41% siendo la más alta de toda Inglaterra, donde tienen una representación 
por debajo del 1% y el precio por metro cuadrado es de los más bajos de Londres. 

Se trata de identificar barrios étnicos que pueden considerarse o no segregados 
según su integración. Por lo tanto, a la hora de identificar qué barrios van a 
considerarse como segregados se va a utilizar la lógica y el concepto de integración:  

- Se utilizará el índice de disimilitud para calcular el porcentaje de población 
musulmana que reside en cada barrio y se especificará qué se considerará 
representativo según el país donde se esté realizando el estudio. 

- Además, una vez identificados los barrios con el porcentaje más alto de 
población minoritaria musulmana se utilizarán los mapas para identificar si 
efectivamente son enclaves (porque los datos muchas veces no están 
disponibles a niveles tan desagregados).   

Una vez identificados los barrios étnicos, a través de índices que estudian la 
segregación, se procedería a observar cuáles de estos tienen indicadores que 
podrían suponer una segregación, entendida como falta de integración en la 
sociedad a nivel socioeconómico, político, cultural, etc. Es ahora cuando, y según lo 
expuesto en el punto anterior, se obtendrían los datos siguientes de dichos barrios:  

- Dimensión socioeconómica: tasa de desempleo, índice de privación 
múltiple, tasa de riesgo de pobreza o exclusión social, porcentaje de 
estudiantes matriculados por composición étnica (diversidad en la 
escuela), porcentaje de estudiantes que obtienen el CGESO; nivel de idioma 
oficial.  

                                                           
7 Para ver datos demográficos y sobre el precio/metro cuadrado puede accederse a fuentes oficiales 
abiertas de la autoridad local de NYC y de Londres respectivamente. Disponibles en: 
https://www.london.gov.uk/sites/default/files/chapter4-economic-evidence-base-2016.pdf y 
https://statisticalatlas.com/neighborhood/New-York/New-York/Upper-East-Side/Race-and-Ethnicity 

https://www.london.gov.uk/sites/default/files/chapter4-economic-evidence-base-2016.pdf
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- Dimensión político – cívica: tasa de participación política en dicho barrio; 
confianza en las instituciones; confianza en el barrio.  

- Dimensión cultural e identitaria: prácticas religiosas y sentimiento de 
pertenencia / grado identificación con el grupo misma etnia.  

 

UNA APROXIMACIÓN A LA RADICALIZACIÓN Y CONTINUIDAD DEL 

ESTUDIO 

 La radicalización puede ser entendida como fénomeno y como concepto. Sin 
entrar a valorar la literatura al respecto se va a partir de una aproximación práctica 
de Reinares y García – Calvo (2016, 2017) que es la de identificar como barrio radical 
aquel del que procede la persona detenida o encarcelada por terrorismo. Su 
investigación parte de casos concretos y de su seguimiento al origen del mismo. Sin 
embargo, sería interesante identificar qué podría considerarse, en este ámbito de 
estudio, como barrio radicalizado con indicadores (Leiken y Brooke 2006). Qué es lo 
que hace que una persona se convierta en terrorista. Los aspectos que se deberían 
tener en cuenta serían: número de mezquitas, porcentaje del uso diario de Internet, 
índice de criminalidad, haber expresado rechazo a la sociedad de acogida. Estos 
cuatro aspectos, especialmente los dos primeros responden a relaciones con la 
radicalización: mezquitas e Internet, a lo que habría que añadir conocidos 
previamente radicalizados8. El índice de criminalidad es importante porque la 
mayoría de las personas que se radicalizan violentamente y pasan a formar parte de 
la red terrorista tienen un historial delictivo de pequeños crímenes (Reinares y 
García-Calvo, 2016). El cuarto aspecto vincularía si tuviera algo que ver con los 
procesos de construcción de identidad para lo que habría que realizar entrevistas a 
los presuntos terroristas, con la dificultad de acceso a esa información que ello 
implica.  

El futuro del estudio pasa por establecer indicadores concretos a los que se pueda 
acceder. Se establecerían dos listados, previa determinación de los barrios étnicos, 
donde se ordenarían de menor a mayor integración de un lado; y de mayor a menor 
vulnerabilidad de radicalización en el otro y se observaría si estos dos listados 
coinciden. Posteriormente ahondaría en el tema de la radicalización violenta, sin ya 
el componente yihadista, para observar movimientos de extrema derecha o extrema 
izquierda según la comunidad que considerase más interesante y accesible de 
analizar. Así mismo existen muchos estudios en Estados Unidos sobre la segregación 
afro americana y la violencia, lo que también me gustaría utilizar como soporte de la 
premisa de que la segregación de un determinado colectivo o falta de integración 
(entendida como desigualdad de acceso y oportunidades que se expresarían en los 
índices recogidos anteriormente) es un caldo de cultivo para la violencia que puede 
derivar en radicalización. Esto tiene lógica, pero, ¿y si ahora argumentara que el perfil 
del terrorista yihadista no es de clase socioeconómica baja y sin educación? ¿Y si 
fuera todo lo contrario? Entonces el papel de la vulnerabilidad identitaria cobraría 

                                                           
8 Para la obtención de estos datos habría que recurrir al Ministerio del Interior.  
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fuerza. Se hablaría del activismo político y sentimiento de pertenencia a un grupo 
determinado como paso previo a la radicalización terrorista (Moskalenko y 
McCauley, 2009). Se abren así diferentes vías y posibilidades de ahondar en las 
relaciones entre falta de integración y radicalización. De todo punto necesarias para 
construir sociedades inclusivas y seguras.   
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RESUMEN 

 A través de la globalización y el aumento del poder adquisitivo de algunos 
estratos sociales, y desde que comenzara la transición alimentaria en diferentes 
países del mundo ha aumentado la ingesta de comida procesada, de azúcares 
refinados y de grasas trans y saturadas, disminuido el consumo de fibra y de hidratos 
de carbono complejos, además de un consumo abusivo de la proteína de origen 
animal; todo ello ha llevado a un aumento globalizado de las enfermedades no 
transmisibles. Mientras tanto, hay otra parte de la población que continúa desnutrida 
por no tener acceso a la suficiente cantidad de alimentos inocuos y nutritivos. Estas 
son las dos contrapartes de la malnutrición actual.  

Estos cambios en las costumbres alimentarias han derivado en un olvido, más o 
menos parcial, de los platos típicos de cada región y del abuso de comidas fáciles y 
rápidas de preparar cuyos ingredientes no suelen ser la opción más saludable. Este 
tipo de decisiones sobre la alimentación implica mucho más que solo la ingesta de 
unos cuantos alimentos, ya que, normalmente, en la elección de alimentos para la 
elaboración de platos típicos se opta por alimentos locales o de proximidad 
implicando el trabajo de las personas dedicadas al sector primario en la zona.  

Las decisiones que se toman a la hora de alimentarse engloban qué tipo de 
agricultura se favorece, qué tipo de trabajos se fomentan, y sobretodo qué clase de 
salud se busca a corto y medio plazo. Si se fomenta por ejemplo la agricultura local 
y se sensibiliza a la población en estas decisiones a la hora de comprar alimentos se 
trabajará también en mejorar la vida del campesinado, el empoderamiento de las 
mujeres campesinas y además, una dieta más saludable que a largo plazo se puede 
traducir en una sociedad más próspera.  

Por tanto, tomando ejemplo de actuaciones de algunos países sobre la promoción de 
la alimentación saludable con alimentos típicos y locales se puede trabajar para 
mejorar el ODS 2 y 3. 
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COMUNICACIÓN 

 Según datos de la OMS la obesidad nivel mundial se ha triplicado, esto quiere 
decir que en 2016 el 39% de las personas adultas tenían sobrepeso de la cuales el 
13% eran obesas, y 340 millones de niños, niñas y adolescentes tenían sobrepeso u 
obesidad (Figura 1). En América Latina cerca del 58% de la población padece 
sobrepeso y obesidad; en África, el número de niños y niñas con sobrepeso u 
obesidad ha pasado de 5,4 millones en 1990 a 10,6 millones en 2014; y la 
prevalencia del sobrepeso en Asia tiene gran variabilidad, del 7,6% de la población 
masculina en Bangladesh al 53% en las mujeres maldivas.  

FIGURA 1. PREVALENCIA DE SOBREPESO Y OBESIDAD EN NIÑOS Y ADOLESCENTES ENTRE 5 A  19 AÑOS. 
 

 

Global Health Observatory Data. WHO. 2016 
 

Existe asociación entre el aumento del consumo de bebidas azucaradas, de carne y 
de grasas saturadas y de productos ultraprocesados, que junto la disminución del 
consumo de legumbres, frutas y verduras favorecen la incidencia de las 
Enfermedades No Transmisibles (ENT) que son consecuencia del aumento del 
sobrepeso, obesidad y enfermedades relacionadas a nivel mundial  (Figura 2 y 3); 
este tipo de alimentación se traduce en una nutrición pobre en fibra y en 
micronutrientes y elevada en grasas de poca calidad, carbohidratos simples, sodio y 
alta densidad calórica; puntos que se diferencian con las dietas tradicionales, donde 
se usan alimentos sin procesos previos por parte de la industria alimentaria o que 
han sufrido transformaciones mínimas. 
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FIGURA 2. PREVALENCIA DE LA OBESIDAD EN HOMBRES MAYORES DE 18 AÑOS POR EDAD 

 

Global Status report on non comunicable deseases. WHO. 2014 
 

FIGURA 3.  PREVALENCIA DE LA OBESIDAD EN MUJERES MAYORES DE 18 AÑOS POR EDAD 

 

Global Status report on non comunicable deseases. WHO. 2014 
 

 El aumento del consumo de bebidas azucaradas y alimentos ultraprocesados es 
mucho más notorio en países de renta media y baja, tal como menciona Monteiro CA 
(2013) “Todos estos hechos son acompañados por el dramático incremento de la 
obesidad y las ENT asociadas, sobretodo diabetes, primero en países de renta alta y 
media, y ahora también en países de renta baja”.  

Este aumento en las ventas y en el consumo de los productos ultraprocesados y 
bebidas azucaradas en países de renta baja se debe a la saturación sobre todo en 
países de renta alta, por lo que las grandes compañías, los principales proveedores 
de este tipo de alimentos, han buscado nuevos mercados que no estuvieran 
colapsados.  
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Aparte de la propia alimentación de cada persona, un punto que también influye en 
la cadena del consumo de alimentos es el propio tipo de compra. Actualmente la 
compra en pequeños comercios ha cambiado a favor de las compras en grandes 
superficies, donde los formatos de los paquetes, la variedad y el ambiente de las 
propias tiendas juegan a favor de una compra en grandes cantidades. Esto implica 
por una parte que el comercio local queda relegado a un segundo plano, y por otro 
que favorece el desperdicio de alimentos por no comprar solo lo que hace falta.  

Por tanto, el panorama actual en la alimentación puede resumirse en un aumento del 
consumo de comidas rápidas o listas para tomar, las cuales solo necesitan que se 
calienten previamente; todo esto en detrimento de platos tradicionales locales, que 
aprovechan las materias primas de la zona y que suelen tener métodos culinarios 
más adecuados y con ingredientes de mayor calidad, lo que muchas veces implica la 
ingesta de una menor cantidad de kilocalorías. Por todo el mundo hay una gran 
diversidad de recetas e ingredientes tradicionales que se deben proteger como 
patrimonio alimentario de los pueblos y no dejar que una alimentación a base de 
productos ultraprocesados se establezca en detrimento de la anterior; ya que estas 
recetas tradicionales contribuyen a tener una dieta muy variada y suficiente; como 
ejemplos de estos platos en los diferentes continentes se muestra la Tabla 1. 

 Las recetas típicas de cada región, son las que deben fomentarse para continuar 
teniendo una alimentación de temporada, donde en cada estación se usen las 
materias primas correspondientes, de esta manera se dará apoyo al campesinado de 
la zona. También, puede ser una manera de influir en los precios de los productos de 
temporada a nivel local, ya que según el informe de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Alimentación (FAO) publicado en julio de 2018 el mercado de la 
agricultura ha permanecido estable durante este periodo, pero se prevén posibles 
incrementos en los precios debido al aumento de la demanda y las incertidumbres 
del clima y tratos comerciales.  

TABLA 1.  RECOPILACIÓN DE RECETAS Y MUESTRA DE LA VARIEDAD ALIMENTARIA EN EL MUNDO. 
 

 LATINOAMÉRICA 

Países Plato tradicional Ingredientes 

BRASIL 

Feijoada 
Frijoles, chorizo, panceta, lomo, cerdo, 
pimiento rojo, pimiento verde, cebolla, ajo, 
naranja y laurel. 

Vatapá 

Gambas, pescado blanco, cebolla, tomate, 
cilantro, pimienta, pimiento verde, zumo 

de limón, anacardo, cacahuete, jengibre, 
pan, leche de coco 

Moqueca de Peixe 
Gambas o mero, cebolla, pimiento rojo, 
pimiento verde, tomate, cilantro, leche de 
coco y caldo de pescado 
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ECUADOR 

Majado de maduro 
con queso 

plátanos, queso mozzarella, canela en 
polvo, clavos, azúcar. 

Pan llorón 
Pan: levadura, azúcar, sal, manteca, harina. 

Relleno: queso fresco, panela y anís. 

Majado de verde con 
verduras y 
champiñones 

Cebolla, tomate, champiñones, perejil, ajo, 
aceite. 

PANAMÁ Sancocho 
Gallina, yuca, otoe, mazorca, cilantro, 
ñame, cebolla, ají verde, ajo y orégano. 

 Ropa Vieja 
Ternera, tomate, cebolla, orégano, ajíes, 
cilantro y agua. 

URUGUAY Carbonada 

Cebolla, laurel, ajo, morrón verde, zapallo, 
papas, boniato, zanahoria, harina, orejones, 
tomate, choclos, sal, pimienta y nuez 
moscada. 

 
Cazuela de pollo y 
verduras 

Pollo, morrones, tomate, zanahoria, 
zapallo, salsa de soja. 

ASIA 

INDIA 
Kosha Mangsho 

 

Cordero, canela, cebolla, ajo, jengibre, 
cúcuma, chile verde, chile rojo, laurel, 
mostaza, cilantro, clavo,  masala (mezclas 

tostadas de especia que se usan en la 
carne) 

 
Pan naan 

 

Agua caliente, levadura, yogur, aceite de 
semillas, harina, ghee, sal. 

 Kaju barfi Anacardo, ghee, agua, azúcar, leche. 

PAKISTÁN Aloo gosht 
Cordero, patata, canela, ajo, jengibre, 
laurel, comino, cebolla, cardamomo, garam 
masala. 

 Pollo Tikkan Masala 

Ajo, jengibre, cúrcuma, garam masala, 
yogur entero, ghee, cebolla, tomate, 
cardamomo, chile, crema, cilantro, 
acompañado de arroz basmati. 

 Daal Paratha 
Lentejas, sal, chili en polvo, aceite, cebolla, 
agua, harina. 
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 Daal chawal  

Ternera hervida, ghee, cebolla, yogur, 
jengibre, chili en polvo, cilantro en polvo, 
sal, cúrcuma, cardamomo, comino, laurel, 
tomates, polvo de las especias de garam 
masala, chilis, hojas de cilantro. 

AFGANISTÁN 

Shoor Nakhood  
Patata, cebolleta, cilantro, pimienta negra, 
sal, vinagre blanco, garbanzos. 

Qaabuli Pallow  

Aceite vegetal, cebolla, cordero, agua, sal, 
ajo, azúcar, garam masala, cardamomo, 
arroz basmati, zanahorias, almendras, 
pistachos. 

Burani Katchalu 
Cebolla, toates, patatas, cilantro, ajo,yogur 
griego, chili en polvo. 

ÁFRICA 

EGIPTO 

Ensalada de 
zanahoria. 

Zanahoria, pan de pita, almendras, olivas 
de kalamata, pimienta negra, 
dukkah(mezcla de frutos secos), aceite de 
oliva virgen, miel, 

Molokhia 
Conejo, ajo, limón, pimienta negra, laurel, 
cebolla, ghee, molokhia (un tipo de 
verdura), cardamomo. 

ALGERIA 

Lham Lahlou 
Cordero, canela, cúrcuma, jengibre, 
azafrán, ciruelas pasas, uva pasa, agua de 
naranja, almendras tostadas, azúcar. 

Loubia (plato de 
acompañamiento) 

Judías verdes, aceite de cacahuete, ajo, 
comino, paprika, clavo, almendras peladas. 

BOTSWANA 

Ternera al estilo de 
Botswana 

Cerveza, aceite, ajo, jengibre fresco, chili, 
paprika, granos de pimienta, comino, hojas 
de bananero. 

Vetkoek con carne 
picada 

Vetkoek: harina, agua, azúcar, sal, levadura, 
aceite. 

Relleno: ternera picada, cebolla, ajo, curry 
en polvo, zanahorias, pimienta, manzana, 
patata, vinagre, puré de tomate, 
Worcestershire salsa, pimienta y aceite. 

 

Debido al bajo coste de la producción a gran escala de la comida rápida y sus 
consecuencias en la calidad de la dieta, en la biodiversidad y la sostenibilidad del 

https://www.afghan-web.com/culture/cuisine/shoor-nakhood-sour-chickpeas/
https://www.afghan-web.com/culture/cuisine/qaabuli-pallow/
https://www.afghan-web.com/culture/cuisine/burani-kachaloo/
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medio ambiente se pone en peligro la Seguridad Alimentaria, con todos los puntos 
que este concepto engloba, tal y como se puede observar en la Figura 4.  

Es responsabilidad de todas las entidades tanto públicas como privadas trabajar en 
cada uno de los puntos anteriores que aparecen en la Figura 4, de manera que 
centrando programas, no solo en la biodiversidad, sino en la alimentación, nutrición 
y educación de la población, y teniendo como eje central sus tradiciones se podrá 
preservar la cultura y la salud a través de las generaciones, ya que la diversidad en la 
dieta está relacionado de manera positiva con unos niveles de vitaminas y minerales 
adecuados en el organismo . 

Alrededor del mundo ha habido programas que han tenido en cuenta estas variables 
de manera transversal, como, por ejemplo, la Política Nacional del Gobierno de Chile 
sobre Alimentación y Nutrición, el cual tiene como eje transversal “Generar 
estrategias que permitan conocer, conservar y promover nuestra cultura alimentaria 
y la alimentación tradicional.” Además, los componentes principales para llevar a 
cabo la política de mejora de la alimentación de la ciudadanía se resumen así: 

- Humanizar la nutrición y promover el derecho a la alimentación adecuada.  

- Fortalecer la seguridad alimentaria y nutricional: disponibilidad, acceso, 
utilización de los alimentos y estabilidad.  

- Mejorar la configuración de los entornos y sistemas alimentarios.  

- Promover la alimentación saludable.  

- Fortalecer la atención nutricional en los diferentes niveles de atención de salud. 

- Vigilar la alimentación y nutrición y evaluar las políticas públicas.  

- Impulsar la participación ciudadana y el control social.  

- Profundizar la intersectorialidad y salud en todas las políticas. 

En las islas de Micronesia se llevó a cabo un programa de alimentación local, que 
empezó en el 2005 bajo el nombre de  “Let’s Go Local!” cuyos objetivos pueden 
resumirse de la siguiente manera: 

- Promocionar la alimentación local para luchar contra las Enfermedades No 
Transmisibles.  

- Luchar contra la desnutrición de vitaminas y minerales de la población a través de 
platos tradicionales.  

- Educar a la población sobre nutrición adecuada y explicar los beneficios de cada 
alimento local.  

Algunos puntos importantes de este programa ha sido por ejemplo explicar a la 
población que el uso de la planta Cyrtosperma merkusii (en inglés giant swamp taro) 
se puede usar también en la alimentación humana, debido a su rico aporte de fibra y 
micronutrientes. De normal la hoja se usa para cocinar, o bien se da la planta a los 
cerdos.  

También, ha implicado un gran despliegue de medios, por radio, televisión, coreos, 
campañas publicitarios con posters y encuentros personalizados. 



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  144   
 

En Kenya, en la ciudad de Nairobi, se han desarrollado programas y actividades 
promocionando la alimentación tradicional, local y saludable a través de la Keniata 
University. Por un lado han estado las actividades en la semana de la comida 
tradicional y por otro lado, las investigaciones llevadas a cabo por el Departamento 
de Alimentación, Nutrición y Dietética de esta misma Universidad sobre cuáles son 
los determinantes para que en la ciudad de Nairobi se elija una alimentación 
tradicional o más industrializada.  

En el continente africano también, a través del programa de investigación llevado a 
cabo por el Grupo de Investigación de la Diversidad en la Dieta de África Este se ha 
estado favoreciendo la documentación sobre la influencia en la dieta de factores 
como la agrodiversidad, la erosión, el género y los agricultores y ganaderos a 
pequeña escala. También se puso como punto principal la influencia de toda esta 
variedad en la salud humana, en la producción y el marketing6.  

Concluyendo, se puede afirmar que la promoción de una dieta adecuada, equilibrada 
y suficiente para las necesidades de cada grupo de población basándose en 
alimentos producidos a nivel local y distribuidos en comercios locales, influye tanto 
en la salud de la población a corto, medio y largo plazo, como en el poder adquisitivo 
a medio plazo. Esto es debido a que la elección de dónde se compra son mucho más 
determinantes que el simple hecho de cocinar e ingerir un plato de comida.  

Es responsabilidad tanto de las organizaciones públicas como privadas fomentar 
Programas, Proyectos y Actividades donde la alimentación local, de proximidad, sea 
el eje principal. Además, deberán ir acompañados de las explicaciones pertinentes 
de cada uno de los alimentos, de sus procesos culinarios y las maneras de 
conservarlos, para la formación de la población en este ámbito; de esta manera se 
podrá asegurar un mayor impacto a largo plazo, y no se quedará tan solo en una 
campaña promocional sin más efecto.  
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La introducción de los ODS en la Universidad Europea de Valencia 
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RESUMEN 

 En la presente comunicación se llevará a cabo un breve análisis de las distintas 
iniciativas desarrolladas por la Universidades Valencianas, tanto públicas como 
privadas, en relación con los Objetivos de Desarrollo Sostenible en los últimos años. 

En la segunda parte de la misma se expondrá la experiencia piloto desarrollada en el 
presente curso académico 2017-2018 en la Universidad Europea de Valencia en la 
que se han utilizado los Objetivos de Desarrollo Sostenible como metodología 
educativa. 

En concreto en la asignatura de Derechos Humanos y Cooperación al Desarrollo, del 
primer curso del Grado de Relaciones Internacionales de la Universidad Europea de 
Valencia se han utilizado los Objetivos de Desarrollo Sostenible como una 
herramienta vertebradora para el desarrollo e impartición de la misma. 

Partiendo de un enfoque deductivo, los estudiantes a través de diferentes materiales 
y metodologías educativas en diferentes idiomas han podido adquirir un 
conocimiento en profundidad y especializado del importante papel que representan 
los ODS tanto en el ámbito internacional como internacional, así como de su 
evolución. 

Por otra parte, tal y como refleja el estudio cualitativo final llevado a cabo sobre el 
grado de satisfacción de los estudiantes en la implementación de esta innovación 
educativa, éstos han manifestado que la misma ha contribuido a desarrollar una 
conciencia crítica en cuanto a las dificultades y desafíos que implica su realización y 
la responsabilidad que cada uno de ellos puede desarrollar a título individual en su 

respectivo ámbito de actuación. Además de haber contribuido a ampliar sus 
conocimientos y competencias, manifestando también su deseo de seguir 
profundizando su conocimiento en los mismos. 

Para finalizar se presentará el proyecto de Investigación- Acción aprobado por la 
Universidad Europea de Valencia con el que se pretende extender esta experiencia 
piloto a otros grados tanto de sociales (Derecho, Criminología, ADE) como del área 
de Salud (psicología).  
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LAS UNIVERSIDADES Y LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE 

(ODS) 

 La aprobación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (en adelante ODS) en 
2015 por la Organización de Naciones Unidas1 ha supuesto un hito sin precedentes 
para la Comunidad Internacional. El culmen de un proceso inédito en el ámbito de 
las Relaciones y el Derecho Internacional en el que se pueden señalar como valiosos 
antecedentes el conocido informe Bruntdland (1987)2 y los Objetivos del Milenio3 

La meta de los ODS es plantear una respuesta global, conjunta y coordinada a los 
desafíos a los que se enfrenta la humanidad en los próximos 15 años con retos como 
el fin de la pobreza extrema, la desigualdad y el cambio climático. Para ello se 
establecen 17 Objetivos Globales para el Desarrollo Sostenible que giran en torno a 
las conocidas como cinco “P”: Personas, Planeta y prosperidad, paz y partnerships 
(alianzas)4. 

17 ODS que además se concretan en 169 metas, consistentes en acciones con un 
resultado, medible y a término y 230 indicadores facilitando así la rendición de 
cuentas, la medición del progreso y la recogida de datos y su análisis. Estos 17 ODS 
por lo tanto constituyen la nueva hoja de ruta a nivel planetario para dar respuesta a 
los inminentes retos a los que se enfrenta la humanidad y el planeta hasta el 2030.  

                                                           
1 Resolución 70/1 de la Asamblea General de Naciones Unidas de 25 de septiembre de 2015: 
«Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible» 
2 Oficialmente denominado Informe de la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
«Nuestro futuro Común» (A/42/427 anexo). Un concepto que después se ha ampliado y completado 

en la Cumbre de Río de Janeiro de 1992 por lo que se refiere al enfoque medioambiental o la 
Cumbre de Johannesburgo de 2002 en relación con la inclusión social, véase Fernández, C., Manero 
A. Análisis y comentarios de los objetivos de desarrollo sostenible de las Naciones Unidas, Cizur 
Menor (Navarra): Aranzadi Thomsons Reuters, 2017, p. 29. 
3 Resolución 55/2 de la Asamblea General de Naciones Unidas de 13 de septiembre de 2000 por la 
que se aprueba la Declaración del Milenio que fue aprobada por 191 Estados y en la que se 
establecían 8 objetivos y un total de 17 metas a conseguir en el horizonte 2015.  
Estos 8 objetivos (OM) eran:  
OM 1: Erradicar la pobreza extrema y el hambre 
OM 2: Lograr la enseñanza primaria universal 
OM 3: Promover la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer 
OM 4: Reducir la mortalidad infantil 
OM 5: Mejorar la salud materna 
OM 6: Combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras enfermedades 
OM 7: Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente 
OM 8: Fomentar una asociación mundial para el desarrollo 

En cuanto a los resultados alcanzados con los OM, aunque son notables los avances en la reducción 
de la pobreza y el acceso a la educación sigue habiendo importantes retos en especial en el 
continente africano. Los resultados de los OM pueden consultarse en el siguiente informe Objetivos 
de Desarrollo del Milenio. Informe 2015. Naciones Unidas, disponible en este enlace: 
http://www.un.org/es/millenniumgoals/pdf/2015/mdg-report-2015_spanish.pdf (última fecha de 
consulta 3 de septiembre de 2018). 
4 Rodríguez Vindel, V “Los Objetivos de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas” en Fernández, C., 
Manero A . Análisis y comentarios de los objetivos de desarrollo sostenible de las Naciones Unidas, 
Cizur Menor (Navarra): Aranzadi Thomsons Reuters, 2017. p. 78. 

http://www.un.org/es/millenniumgoals/pdf/2015/mdg-report-2015_spanish.pdf
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La Resolución por la que se aprueban estos Objetivos fue aprobada por 193 Estados, 
en un inédito y participativo proceso de elaboración en el que colaboraron más de 8 
millones de personas en todo el mundo, a través de la iniciativa My World 2015 
impulsada por Naciones Unidas5. Los ODS también plantean un nuevo enfoque a la 
hora de abordar estos retos futuros basado en la universalidad, la integración, la 
interrelación y la inclusión, desterrando así la tradicional visión Norte-Sur. Por todo 
ello, la correcta y exitosa implementación de los ODS conlleva un cambio sistémico 
sin precedentes, al plantear una revolución respecto a la forma tradicional de 
implementar las políticas públicas, empresariales y educativas de una forma 
sectorializada y estanca. 

En este sentido las Universidades, tanto públicas como privadas, por su naturaleza y 
funciones están llamadas a desarrollar un papel crucial en la implementación de los 
ODS6. 

Imagen 1: Infografía ODS 
 

Fuente: Naciones Unidas7 

 

Una contribución que contribuirá a proyectar e impulsar la labor docente e 
investigadora que realizan las Universidades al tiempo, que puede fomentar la 

                                                           
5 En el siguiente enlace se puede consultar el análisis de los datos obtenidos 
http://data.myworld2015.org/ (última fecha de consulta 7 de agosto de 2018). 
6 A este respecto se puede consultar: SDSN Australia/Pacific (2017): Getting started with the SDGs in 

universities: A guide for universities, higher education institutions, and the academic sector. Australia, 
New Zealand and Pacific Edition. Sustainable Development Solutions Network – Australia/Pacific, 
Melbourne, 2017. La versión en español de dicho informe “Cómo empezar con los ODS en las 
Universidades”. Red Española para el Desarrollo Sostenible se puede consultar en el siguiente enlace: 
http://reds-sdsn.es/wp-content/uploads/2017/02/Guia-ODS-Universidades-1800301-WEB.pdf 
(última fecha de consulta 7 de septiembre de 2018). 
7 Una información más detallada sobre el contenido de los mismos se puede obtener en la siguiente 
página web de Naciones Unidas https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-
desarrollo-sostenible/ (última fecha de consulta 6 de septiembre de 2018). 

http://data.myworld2015.org/
http://reds-sdsn.es/wp-content/uploads/2017/02/Guia-ODS-Universidades-1800301-WEB.pdf
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-desarrollo-sostenible/
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-desarrollo-sostenible/


II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  150   
 

creación de valiosas alianzas de colaboración con otro tipo de entidades públicas y 
privadas imprescindibles para la consecución de los ODS. 

Por su naturaleza, las Universidades tienen la posibilidad de participar de una forma 
activa en la implementación de cada uno de los 17 ODS a través de las siguientes 
dimensiones8: 

 
Imagen 2: Razones para el compromiso de las Universidades con los ODS 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Red Española para el Desarrollo Sostenible. Informe “Cómo empezar con los ODS 

en las Universidades” 

 

Docente y formativa: Proporcionando a sus estudiantes y docentes los 
conocimientos, competencias y motivaciones necesarias para conocer y aplicar los 
ODS en su día a día dentro y fuera del ámbito universitario. 

Investigadora: Liderando y participando en investigaciones en colaboración con 
otros actores que aporten innovaciones, soluciones y nuevos enfoques que 
contribuyan a la implementación de los ODS. 

Institucional y de gestión: Incorporando los ODS en sus políticas internas de 
gobierno y de gestión en cuestiones como los recursos humanos, financieras, 
contratación de servicios, proyectos de cooperación, convocatorias de ayudas y 
becas, etc. 

Impacto Social: Contribuyendo de una forma activa en el diseño de las políticas e 
iniciativas nacionales y locales de implementación de los ODS y aumentando la 
presencia universitaria en las actividades de sensibilización y difusión social.  

 

 

 

                                                           
8 Ibem, p. 2. 
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Imagen 3: Contribución de las universidades a los ODS 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

Fuente: Red Española para el Desarrollo Sostenible. 
Informe “Cómo empezar con los ODS en las Universidades” 

 

En el caso de España el 10 de marzo de 2018 tuvo lugar una jornada, organizada por 
el grupo de trabajo de Cooperación de la comisión sectorial Crue9-
Internacionalización y Cooperación en colaboración de AECID10 y la Secretaría 
General de Cooperación Internacional para el Desarrollo del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y Cooperación (SGCID-MAEC), que llevaba por título “Diálogo sobre el 
papel de la universidad española ante los Objetivos de Desarrollo Sostenible”11 . 

Posteriormente, el pasado 16 de mayo de 2018, la Conferencia de Rectores de las 
Universidades Españolas, en adelante CRUE, en la que participan 50 Universidades 
públicas y 26 privadas, consensuó una aportación conjunta de las universidades al 
Plan de Acción 2018-2020 que ha impulsado el Gobierno de España para trabajar en 
el marco de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible aprobada por la ONU12 .  

Esta aportación se ha visto reflejada finalmente en el Plan de Acción para la 
Implementación de la Agenda 2030: Hacia una Estrategia Española de Desarrollo 

                                                           
9 Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas (CRUE) 
10 Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) 
11 "El papel de la Universidad ante los Objetivos de Desarrollo Sostenible", CRUE, 10 marzo 2018. 

Disponible en el siguiente enlace: 
http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/La%20Universidad%20en%20los%20Objetivos%20d
el%20Desarrollo%20Sostenible.aspx (última fecha de consulta 13 de agosto de 2018). 
 
12 “Crue acuerda su contribución al Plan de Acción para la Agenda 2030 de la ONU”, CRUE, 29 de mayo 
de 2018. Disponible en el siguiente enlace: 
http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/Las%20universidades%20acuerdan%20su%20contrib
uci%C3%B3n%20al%20Plan%20de%20Acci%C3%B3n%20de%20la%20Agenda%202030.aspx 
(última fecha de consulta 5 de septiembre de 2018). 

http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/La%20Universidad%20en%20los%20Objetivos%20del%20Desarrollo%20Sostenible.aspx
http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/La%20Universidad%20en%20los%20Objetivos%20del%20Desarrollo%20Sostenible.aspx
http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/Las%20universidades%20acuerdan%20su%20contribuci%C3%B3n%20al%20Plan%20de%20Acci%C3%B3n%20de%20la%20Agenda%202030.aspx
http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/Las%20universidades%20acuerdan%20su%20contribuci%C3%B3n%20al%20Plan%20de%20Acci%C3%B3n%20de%20la%20Agenda%202030.aspx
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Sostenible13, aprobado por el Consejo de Ministros el 29 de junio de 2018, y que 
consiste en las siguientes contribuciones por parte de las Universidades Españolas:   

1. La incorporación de manera transversal de los principios, valores y objetivos del 
desarrollo sostenible a la misión, las políticas y las actividades de las universidades 
y de Crue Universidades Españolas. 

2. Un compromiso decidido con la inclusión de competencias relacionadas con un 
desarrollo sostenible e inclusivo, necesarias para la construcción de una ciudadanía 
global, en la formación de todo el estudiantado, el personal docente e investigador 
y el personal de administración y servicios. 

3. La generación y la transferencia de un conocimiento comprometido con el 
desarrollo sostenible, incluyendo aquí también el conocimiento necesario para 
articular y dar seguimiento a la propia Agenda 2030. 

4. La capitalización de los espacios singulares que ofrecen las comunidades 
universitarias para la puesta en marcha de proyectos innovadores para abordar los 
retos de la Agenda 2030 a escala controlada. 

5. El fortalecimiento del vínculo de la universidad con otros agentes de la sociedad, 
desde administraciones públicas a actores sociales pasando por empresas y otros 
colectivos, aprovechando su experiencia en la creación y consolidación de alianzas 
a varios niveles, desde las redes internacionales de investigación y cooperación a la 
visibilización e inclusión de colectivos minoritarios. 

6. La articulación de un debate público y abierto en torno al desarrollo sostenible, la 
Agenda 2030 y su propia gobernanza en el contexto nacional e internacional. 

7. Compromiso por parte de las universidades, a reportar informes acerca de sus 
impactos en términos de docencia, investigación y transferencia, alineándolos a cada 
uno de los ODS. 

Además es conveniente señalar que en la práctica son múltiples las iniciativas que 
ya se están llevando a cabo desde las Universidades españolas para hacer realidad 
este compromiso, tal y como se plasma en la encuesta realizada a principios de 2018 
por la CRUE el 67% de las 76 universidades españolas manifiesta haber adoptado o 
estar trabajando en una estrategia específica con relación a la Agenda 203014. 

A modo meramente ejemplificativo y sin ánimo de exhaustividad, ya que excede de 
las limitaciones de la presente comunicación, se puede citar la reciente Conferencia 
Iberoamericana sobre los Objetivos de Desarrollo Sostenible realizada los días 27 y 
                                                           
13 Una contribución que se refleja en el apartado 6 bajo el título “Una Alianza de todos los Actores” 
del Plan de Acción para la Implementación de la Agenda 2030: Hacia una Estrategia Española de 

Desarrollo Sostenible que se puede consultar en el siguiente enlace del Ministerio de Asuntos 
Exteriores, p. 130: 
http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/PLAN%
20DE%20ACCION%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACION%20DE%20LA%20AGENDA%202030.p
df (última fecha de consulta 20 de agosto de 2018) 
 
14 Los resultados detallados de la encuesta pueden consultarse en el siguiente enlace: 
http://www.ocud.es/es/files/doc959/20180424-encuestaods-crue.pdf  (última fecha de consulta 12 
de agosto de 2018) 

http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/PLAN%20DE%20ACCION%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACION%20DE%20LA%20AGENDA%202030.pdf
http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/PLAN%20DE%20ACCION%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACION%20DE%20LA%20AGENDA%202030.pdf
http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/PLAN%20DE%20ACCION%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACION%20DE%20LA%20AGENDA%202030.pdf
http://www.ocud.es/es/files/doc959/20180424-encuestaods-crue.pdf
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29 de junio de 2018 en la Universidad de Salamanca y que produjo como resultado 
la Declaración de Salamanca a fin de Difundir y Activar la Agenda 203015. 

 

LAS UNIVERSIDADES VALENCIANAS Y LOS ODS 

 Las universidades con presencia en la Comunitat Valenciana, tanto de titularidad 
pública como privada, también se han sumado a este compromiso y están llevando a 
cabo en los últimos años distintas iniciativas a fin de incorporar e implementar tanto 
la Agenda 2030 como los ODS en su quehacer diario. 

En relación con las Universidades públicas se pueden destacar los convenios de 
colaboración que estas universidades han suscrito con la Generalitat Valenciana y 
que han permitido la realización de varias actividades16: 

Elaboración del curso masivo on line en abierto (MOOC) “Los ODS en la Agenda 2030: 
Retos de los Objetivos de Desarrollo Sostenible” ejecutado por la Universitat 
Politècnica de València y en el que colaboran la Universitat de València, la 
Universidad de Alicante, la Universidad Miguel Hernández, y la Universitat Jaume I17. 

La Universitat de Tardor de la Cooperación Universitaria al Desarrollo celebrado 
entre los días 9 y 11 de noviembre de 2016 organizada por las cinco universidades 
públicas valencianas18. 

La Universitat d'Hivern 2018 que se celebró en la Universidad de Alicante del 7 al 9 
de febrero de 201819 

Por otra parte, también se puede destacar el estudio “Implementación de la Agenda 
2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible en las Universidades Públicas 
Valencianas. Casos de estudio: Universitat de València y Universitat Politècnica de 
València” elaborado por Alianza por la Solidaridad20 en el marco de un proyecto 

                                                           
15 Una información más detallada en relación con esta Conferencia, la Declaración de Salamanca y los 
compromisos suscritos por más de medio centenar de particulares y organizaciones se puede 
obtener en el siguiente enlace: http://www.declaraciondesalamanca.org/la-declaracion/ (última fecha 
de consulta 2 de agosto de 2018) 
16 El importe anual de estos convenios de colaboración durante los ejercicios presupuestarios 2017-
2018, dentro de la línea presupuestaria S6487000 denominada Acciones institucionales de 
investigación y formación adscrita a la Conselleria de Transparencia, Responsabilidad Social, 
Participación y Cooperación ascendió a 650.000 anuales, asignando 130.000 euros a cada una de las 
Universidades. 
17 El contenido de dicho curso y su realización de manera gratuita se puede hacer a través del 
siguiente enlace: http://www.cooperaciovalenciana.gva.es/es/convenio-de-las-universidades-
publicas-valencianas-actuaciones (última fecha de consulta 5 de agosto de 2018) 
18 El programa del mismo se puede también consultar en el siguiente enlace: 
http://www.cooperaciovalenciana.gva.es/es/universitat-de-tardor-2016 (última fecha de consulta 5 
de agosto de 2018) 
19 Las conclusiones de dicho encuentro se pueden consultar en el siguiente enlace: 
http://www.cooperaciovalenciana.gva.es/documents/164015995/165267225/Conclusiones+Jornad
as+Universitat+d%27hivern.pdf/3c742087-a32d-4dd9-82b6-cfbd03f66979 (última fecha de 
consulta 5 de agosto de 2018) 
20 Las autoras de este estudio son: Millán Sanchez-Grande, Cristina (Alianza Por la Solidaridad) y Pérez 
Escalona, Yulianne (MCAD de la UV) y está fechado en Mayo de 2018. 

http://www.declaraciondesalamanca.org/la-declaracion/
http://www.cooperaciovalenciana.gva.es/es/convenio-de-las-universidades-publicas-valencianas-actuaciones
http://www.cooperaciovalenciana.gva.es/es/convenio-de-las-universidades-publicas-valencianas-actuaciones
http://www.cooperaciovalenciana.gva.es/es/universitat-de-tardor-2016
http://www.cooperaciovalenciana.gva.es/documents/164015995/165267225/Conclusiones+Jornadas+Universitat+d%27hivern.pdf/3c742087-a32d-4dd9-82b6-cfbd03f66979
http://www.cooperaciovalenciana.gva.es/documents/164015995/165267225/Conclusiones+Jornadas+Universitat+d%27hivern.pdf/3c742087-a32d-4dd9-82b6-cfbd03f66979
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financiado por la Generalitat Valenciana21. Un estudio que se caracteriza porque 
además de haber realizado un análisis bibliográfico y documental de la información 
oficial de ambas universidades al respecto, realizó un cuestionario entre la 
comunidad universitaria y organizó distintos grupos de trabajo. 

En dicho estudio se destaca: 

- Que ambas universidades cuentan con planes estratégicos en los que 
enmarcar sus actividades en este ámbito. En el caso de la Universitat 
Politécnica de València (UPV) en el ámbito de su Plan Estratégico 2015-
2020 existe una línea estratégica específica dirigida al cumplimiento de la 
Agenda 2030. 

- En cuanto a su normativa además de la normativa general para todas las 
universidades en las que se incluye el Código de Conducta de la 
Universidades en Materia de Cooperación al Desarrollo, la Universitat de 
Valéncia (UV) cuenta con dos códigos en materia de igualdad y violencia de 
género y una política de sostenibilidad y la UPV cuenta con una Declaración 
de Medioambiente. 

- En relación con las estructuras relacionas con los ODS: la Universitat de 
València cuenta con 17 estructuras cuya temática está relacionada con los 
ODS y la Universitat Politécnica con 5. 

- Por lo que respecta a la formación académica y pedagógica: Masters y 
Doctorados relacionados con los ODS: en la Universitat de València existen 
12 Masters y 5 Doctorados y en la Universitat Politécnica 9 Masters y 3 
Doctorados. 

- Acciones realizadas que apoyen la formación en ODS. En el periodo que 

comprende junio 2017-enero 2018 en el que se basa el informe en la 
Universitat de Valéncia se han desarrollado 8 actividades y en la Universitat 
Politécnica de València, 7 actividades. 

- Investigación: Además de un importante número de publicaciones, tesis y 
proyectos de cooperación al desarrollo o relacionados con los ODS, 
destacan en la Universitat de València 8 grupos de investigación en 
temáticas relacionadas con los ODS y en el caso de la Univeristat 
Politécnica se destacan 4 aportaciones en distintos proyectos. 

- Becas y Subvenciones se destaca que ambas universidades cuentan con 
una seria de becas y subvenciones en materia de investigación y 
cooperación. 

- Sensibilización. Se destacan las acciones de sensibilización realizadas por 
las dos universidades. En el caso de la Universitat de València se centran en 
igualdad de género y en el caso de la Universitat Politécnica de València en 
cooperación al desarrollo 

                                                           
21 Este estudio se enmarca en el ámbito del proyecto "Reflexionando sobre la desigualdad, la justicia 
global y los derechos humanos en la comunidad universitaria valenciana, en el marco de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible ejecutado por la ONG ¨Alianza por la Solidaridad” 
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- Cuestionario: El 47,95% del profesorado manifestaron conocer los ODS, en 
su mayor parte de la Universitat de València y los compromisos que 
implican, por el contrario, el 52,05% no conocían la Agenda 2030. En 
relación con los estudiantes sólo el 36% conoce la Agenda 2030 y los ODS. 
Además, para el 86,3% de los profesores encuestados es importante que 
los docentes y el resto del personal que trabaja en la universidad conozcan 
los ODS y el 88% de los estudiantes encuestados opinan que es importante 
que sus formaciones sean impartidas con un enfoque de ODS. 

 

En las conclusiones de dicho estudio se destaca para el caso de estas dos 
universidades que a pesar de que las mismas están realizando iniciativas a fin de 
incorporar la Agenda 2030 y los ODS desde 201622, en parte gracias a la experiencia 
y trabajo desarrollado durante la aplicación de los Objetivos del Milenio, aun es 
necesario profundizar en la extensión y transversalización de los ODS en todos los 
ámbitos de la universidad. Para ello se precisa un planteamiento holístico y 
coherente de todos los mecanismos, iniciativas, políticas, planes y programas 
dirigidos a una implementación exitosa de los ODS y la Agenda 2030. 

Las Universidades privadas de la Comunitat Valenciana por su parte también están 
realizando diversas iniciativas dirigidas a la implementación de los ODS. Así tras la 
realización de un mapeo en sus páginas web se pueden destacar las siguientes 
iniciativas: 

La Universidad CEU Cardenal Herrera sólo durante el año 2018 ha desarrollado las 
siguientes actividades23: 

- Derechos Humanos y Objetivos de Desarrollo Sostenible. Agenda 2030. 
Conferencia impartida por David Sevilla el 6 de marzo de 2018. 

- Seminario "Pobreza, ODS y derechos de la infancia" realizado el 22 de 
marzo de 2018 en colaboración con Save de Children 

- Una Jornada sobre Mujeres y Desarrollo realizadas el 9 de marzo de 2018 
que contaron con la participación de representantes Naciones Unidas 

- En el ámbito académico en la asignatura de Cooperación al Desarrollo se 
integran los ODS como parte del contenido académico del curso 

                                                           
22 Una situación que contrasta con la lentitud del Gobierno de España que no ha sido hasta este año 

2018 cuando ha adoptado las iniciativas más relevantes en esta materia como la aprobación del Plan 
de Acción anteriormente citado o la creación de un Alto Comisionado para la Agenda 2030, 
desperdiciando así tres preciosos años de trabajo. En este ámbito también hay que alabar la 
actuación de la Generalitat que desde un primer momento empezó a adoptar iniciativas en este 
sentido en la mayoría de casos tras un amplio periodo de debate y consulta con los distintos actores 
implicados. 
23 A este respecto me gustaría agradecer la información proporcionada vía telefónica por la profesora 
Ruth María Abril Stoffels Directora de la Unidad de Igualdad en el Rectorado Universidad CEU el 
pasado 6 de septiembre de 2018. 
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- Por lo que se refiere a la investigación en el marco del Congreso 
Internacional de estudiantes organizado por la Universidad se presentó un 
trabajo de investigación sobre Mujer y ODS 

A nivel institucional a través de la Cátedra de la Solidaridad se llevan a cabo varios 
proyectos de cooperación al desarrollo en distintos países (Filipinas, Togo, Líbano, 
entre otros) en materias como Salud, educación o Medio Ambiente relacionados con 
la implementación de los ODS. 

Por su parte en la Universidad Católica destaca su primera convocatoria de ayudas 
para estudiantes que participen en proyectos de cooperación internacional al 
desarrollo iniciativas orientadas a la consecución de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible de Naciones Unidas (ODS) establecidos en la Agenda 2030 publicada el 
25 de mayo de 2018 y su ofrecimiento para acoger una sede para la coordinación del 
Programa Mundial de Alimentos y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible que 
realizó la Universidad durante la clausura del II Congreso Internacional sobre 
Hambre, Pobreza y Sostenibilidad de la Universidad Católica de Valencia (UCV) 
celebrado en octubre de 2017. Además, en octubre de 2018, los días 3 y 4, está 
prevista la realización del III Congreso Internacional “Pobreza, Hambre y Educación”.  

En el ámbito de la investigación destacan el Instituto Universitario de Medio 
Ambiente y Ciencias Marinas (IMEDMAR) entre cuyas finalidades destaca abordar los 
problemas del medio ambiente desde la perspectiva del desarrollo sostenible 
haciendo posible un uso racional del entorno, el Instituto de Estudios Estratégicos e 
Internacionales, el Instituto Universitario Investigación para la Familia y el Desarrollo 
Humano, el Instituto de Ciencias de la Vida, el Instituto Universitario de Ética del 
Comportamiento Económico o el Instituto Universitario de Investigación en 
Derechos Humanos "Benedicto XVI". 

Así pues en el caso de las universidades privadas, como fruto de los resultados 
obtenidos en la investigación preliminar realizada24, queda patente de forma todavía 
más significativa la necesidad de implementar iniciativas de carácter transversal que 
de una forma coherente y coordinada implementen los ODS en las distintas 
dimensiones docente y formativa, investigadora, institucional y de gestión e impacto 
social señaladas en el primer apartado de esta comunicación. 

 

LA UNIVERSIDAD EUROPEA DE VALENCIA Y LOS ODS 

 La Universidad Europea, por su parte, bajo su motu Here for good y la obtención 
de su certificación B Corp® que reconoce su alto compromiso social, ambiental, de 
transparencia y de responsabilidad corporativa y reafirma su compromiso con la 

                                                           
24 La autora es consciente de las limitaciones de la investigación realizada, basándose 
primordialmente en un mapeo de sus páginas web y otros buscadores de internet y en los casos en 
los que ha sido posible, debido a limitaciones temporales, a contactos telefónicos. De cara a la 
presentación oficial de la comunicación en el congreso espero poder profundizar y ampliar esta 
información. 
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inclusión y la diversidad en el ámbito universitario también ha ratificado su 
determinación en sumarse al reto de lograr la implementación de los ODS.  

En este contexto en el presente curso académico ha desarrollado algunas iniciativas 
de sensibilización, como la realizada 17 de mayo de 2017 en la Universidad Europea 
de Madrid donde se organizó una feria con 17 estaciones donde participaron 30 
empresas y ONG y otra desarrollada el pasado mes de enero de 2018  en la que se 
invitaba a estudiantes, profesores, Alumni y empleados de la Universidad a sumarse 
a la campaña global #COMPANIES4SDGs, relativa al cuarto Objetivo centrado en la 
sensibilización por una educación de calidad. 

También cuenta desde hace varios años con una convocatoria de Microproyectos de 
cooperación internacional, en la que tanto los alumnos como los profesores pueden 
participar en la implementación prácticas de los ODS en países como Benin, 
Honduras, Kenia, Madagascar, Marruecos o Nepal en los ámbitos de la educación, 
salud o medio ambiente. 

En el ámbito académico destaca el proyecto piloto llevada a cabo durante el tercer 
trimestre del curso académico 2017-2018, en la Universidad Europea de Valencia 
con los estudiantes de primer curso del Grado Global de Relaciones Internacionales 
en la asignatura de Derechos Humanos y Cooperación al Desarrollo. 

Para el desarrollo de la misma se emplearon como metodologías educativas: la clase 
magistral, los seminarios, las visitas, la proyección de vídeos, la realización de 
prácticas y la elaboración y presentación de un trabajo de investigación individual. 

A este respecto se llevaron a cabo dos seminarios y una visita: 

- Seminario sobre los grandes Inversores Institucionales y los ODS, Luis Hernández 
Guijarro Fund Manager en Esfera Capital Gestión SGIIC, 30 de abril de 2018. 

- Visita a la Base de Apoyo de Naciones Unidas – Valencia, que presta servicios en 
materia Logística, Geoespacial, en materia de información, de telecomunicaciones y 
de apoyo en general para más de 37 operaciones de mantenimiento de la paz y otras 
misiones políticas especiales y otros tipos de misiones alrededor del mundo, 11 de 
mayo. 

- Seminario de un representante de la Comisión Española de Ayuda al Refugiado 
(CEAR), 25 de mayo de 2018 que trató la cuestión de los refugiados. 

Por otra parte, se planteó a los estudiantes la realización de tres prácticas que 
versaban sobre las siguientes cuestiones: 

1- Los ODS y la Agenda 2030 en relación con Naciones Unidas 

2- La implementación de los ODS por las instituciones: UE, Estados, Autonomías y 
Ayuntamientos. 

3-Los ODS y la sociedad civil, de las ONGD’s a los ciudadanos con especial atención 
a las universidades. 

Para la realización de cada una de ellas se les proponía a los estudiantes un 
cuestionario a partir de unos textos bibliográficos básicos que debían consultar. 
Posteriormente los resultados se ponían en común y se debatían en el aula. 
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Los estudiantes también debían confeccionar y presentar en clase un trabajo de 
investigación individual sobre uno de los ODS, previamente seleccionado, siguiendo 
las siguientes directrices: 

1-Seleccionar uno de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y describirlo 

1.1-Metas 

1.2-Situación actual 

1.3-Indicadores para su implementación 

2- Describir los Derechos Humanos a los que afecta la realización del mismo 

2.1 Seleccionar uno y describir su regulación a nivel internacional, europeo, nacional 
y local. 

2.2 Localizar una sentencia o alguna cuestión jurídica que suscite este derecho. 

3- Describir algún proyecto de cooperación o plan de intervención que se esté 
llevando a cabo o se haya realizado, por un gobierno nacional u organización 
internacional, en relación con este objetivo. 

4- Finalmente realizar una conclusión o análisis crítico del trabajo realizado. 

En último lugar, en relación con las clases magistrales, se puede señalar la 
introducción de nuevos recursos audiovisuales o cursos MOOC junto con los 
contenidos teóricos tradicionales. 

Para la evaluación de los resultados alcanzados con la implementación de esta 
innovación docente se realizó durante el mes de junio de 2018 un cuestionario 
compuesto por siete preguntas con respuesta múltiple a una muestra de 16 
estudiantes (8 mujeres y 8 hombres). 

 Los criterios para la medición de los resultados obtenidos en cada pregunta era 
una escala del 0-5 siendo 5 la satisfacción más alta y 0 la más baja. 

En relación con la primera cuestión planteada que se refería a su grado de 
conocimiento previo sobre los ODS el 62,5% manifestó que su conocimiento era 
nulo o bajo. 

La segunda pregunta planteaba la cuestión de si la introducción de esta innovación 
docente les había permitido incrementar sus conocimientos en relación con los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible, en este caso el 87,5% contestaron a esta 
cuestión con la máxima valoración, un 5. Y los otros dos estudiantes restantes le 
otorgaron una puntuación de un 3 y un 4 respectivamente. 

En la tercera cuestión se les planteaba si la introducción de estas actividades les 
había permitido trabajar también algunas competencias como la resiliencia, la 
investigación, el trabajo autónomo, la solidaridad o la responsabilidad social, entre 
otras. En este caso el 56,27% otorgó una puntuación de un 4 y el 31,25% la puntuó 
con un 5. Sólo el 12,5% asignó una valoración a esta cuestión de 3 puntos. 

En la cuarta pregunta se les interrogaba sobre su opinión sobre las prácticas 
planteadas y en la quinta sobre su grado de satisfacción en relación con el 
planteamiento del trabajo de investigación realizado sobre los ODS en estos casos 
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los resultados obtenidos fueron idénticos. El 93,75% de los estudiantes las 
puntuaron con un 4 o un 5. Siendo superior en un 50% el número de los estudiantes 
que las valoró con la máxima puntuación. Sólo un estudiante las calificó con un 3. 

En la sexta cuestión se les interrogaba acerca de la valoración global de la 
introducción de la nueva metodología en el aula. En este caso el 100% de los 
estudiantes la valoraron con un 4 (50%) o un 5 (50%). 

Por último, en la séptima cuestión se les planteaba si les gustaría seguir trabajando 
y profundizando más su conocimiento sobre los ODS en otras asignaturas a lo largo 
de su Grado. El 87,5% contestó afirmativamente con una puntuación de un 4 o 5. Y 
sólo 2 estudiantes valoraron esta pregunta con un 3. 

 Además de cara al presente curso académico la Universidad Europea de Valencia 
a través de un proyecto de Investigación –Acción se propone extender de forma 
innovadora esta metodología a otras asignaturas y grados como muestra de su 
compromiso con los ODS. 

 

Imagen 4: Gráfico sobre la valoración global de la nueva metodología 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia 

 

En concreto el proyecto “La Integración de los ODS como instrumento educativo en 
los grados de Ciencias Sociales y Salud” persigue como objetivo general elaborar un 
programa para la implementación de los ODS como herramienta educativa en el 
ámbito universitario y estudiar el cambio de los estudiantes, de la Facultad de 
Sociales y Salud de la UEV, después de su implementación. 

 

Entre los objetivos específicos del proyecto destacan: 

- Integrar los ODS dentro del contenido didáctico de las asignaturas de diversos 
grados de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Valencia (Derecho, 
Relaciones Internacionales, Psicología y Criminología) 
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- Propiciar un cambio sistémico en los contenidos académicos tradicionales y su 
forma de transmisión, que se vería reflejado en la elaboración de las guías docentes, 
la planificación de la docencia y en los materiales didácticos utilizados. 

- Realizar actividades transversales para abordar los ODS de una forma 
multidisciplinar. 

- Formar a los estudiantes de la Universidad Europea no sólo en el contenido de los 
ODS sino también en los valores y competencias que su ejecución implica. 

- Preparar a los estudiantes de la UE para los retos a los que se tendrán que enfrentar 
como futuros dirigentes en el horizonte del 2030. 

La aplicación del mismo está prevista que se realice en cinco grados distintos 
(Derecho, Criminología, Psicología, Relaciones Internacionales y ADE) en dos áreas 
de conocimiento distintas Salud y Ciencias Sociales y que comprenda una muestra 
superior al centenar de estudiantes. 

 

CONCLUSIONES 

En cuanto a las conclusiones que se pueden extraer de la presente comunicación 
referida a las Universidades Valencianas y los ODS se pueden destacar las siguientes: 

1. Los ODS se presentan como un nuevo programa de acción global para toda 
la humanidad y las universidades no sólo no pueden quedarse al margen 
del mismo, sino que por su naturaleza, relevancia y experiencia están 
llamadas a desempeñar un papel clave. 

2. La implementación de los ODS exige un profundo cambio sistémico y 
metodológico a todos los niveles desde la gestión y decisión pública o 
empresarial hasta el ámbito educativo en todos sus niveles. Un cambio en 
el que adquiere una especial relevancia el establecimiento de nuevas 
Alianzas de acuerdo con lo establecido en el ODS 17. 

3. En este sentido la aplicación de los ODS en el ámbito universitario requiere 
un enfoque holístico, coherente y multidimensional que comprenda los 
siguientes ámbitos: docencia y formación, investigación, institucional y de 
gestión, proyección e sensibilización social. 

4. Las Universidades Españolas se encuentran en línea con estos 
planteamientos, tal y como muestra la aportación realizada por la CRUE el 
pasado 16 de mayo de 2018 y que después se ha visto reflejada en el Plan 
de Acción para la Implementación de la Agenda 2030: Hacia una Estrategia 
Española de Desarrollo Sostenible, aprobado por el Consejo de Ministros el 
29 de junio de 2018. 

5. El 67% de las Universidades Españolas ha adoptado o está trabajando en 
una estrategia específica con relación a la Agenda 2030 según los datos de 
la encuesta realizada en mayo de 2018 por la CRUE. 
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6. En el caso de las universidades de la Comunitat Valenciana se puede 
establecer una diferenciación entre las universidades públicas y privadas. 
En el caso de las universidades públicas se puede destacar la colaboración 
emprendida, mediante la suscripción de varios convenios de colaboración, 
con la Generalitat Valenciana para llevar a cabo diferentes iniciativas 
relacionadas con los ODS. Además, en el caso de la Universitat de València 
y la Universitat Politécnica de Valencia, en los que se centra el estudio 
citado, se observa que en virtud de la experiencia madurada gracias a la 
aplicación de los Objetivos del Milenio, se están llevando a cabo diferentes 
iniciativas en el ámbito académico, investigador, de gobierno y 
sensibilización a fin de implementar los ODS. Aunque sería aconsejable 
dotar de coherencia, unidad y carácter transversal a dichas acciones a fin 
de maximizar su impacto y eficacia. 

7. Por lo que respecta a las universidades privadas, también se están llevando 
a cabo acciones en esta línea, si bien en menor medida y centradas 
principalmente en el ámbito académico, investigación, sensibilización y 
cooperación, por lo que sería conveniente extender también las mismas a 
la dimensión institucional y de gestión. Además, al igual que en el caso de 
las universidades públicas sería conveniente dotarlas de una mayor 
coherencia, unidad y carácter transversal. 

8. A fin de conseguir este objetivo las universidades valencianas de acuerdo 
con los compromisos adoptados por la CRUE e incorporados en el Plan de 
Acción para la Implementación de la Agenda 2030 adoptado por el 
Gobierno de España sería aconsejable que realizaran informes periódicos 
sobre sus impactos en términos de docencia, investigación y transferencia, 
alineándolos a cada uno de los ODS tal y como ya realizan otras 
instituciones en el ámbito de nuestra Comunidad Autónoma, como la 
Generalitat Valenciana y que se encuentran disponibles para todos los 
ciudadanos en su página web. 

9. La contribución de la Universidad Europea de Valencia en la implantación 
de los ODS en el ámbito académico ha consistido en el desarrollo de una 
experiencia piloto como innovación educativa que pretende superar las 
limitaciones al plantear los ODS como metodología vertebradora de la 
asignatura Derechos Humanos y Cooperación al Desarrollo, del primer 
curso del Grado de Relaciones Internacionales desde un planteamiento 
holístico y global. En el diseño de la misma se han integrado diversos 
recursos metodológicos (lecciones magistrales, seminarios y visitas fuera y 
dentro del aula, actividades prácticas, trabajo de investigación, recursos 
audiovisuales o Mooc) y se ha prestado una especial atención a lograr un 
perfecto equilibro entre la obtención de conocimientos, la adquisición de 
valores y el ejercicio de diferentes competencias. Los resultados 
alcanzados en la evaluación de la introducción de esta metodología por 
parte de los estudiantes son muy satisfactorios. Tanto por lo que se refiere 
a los conocimientos y competencias adquiridos como por las actividades 
realizadas. Hasta tal punto que a la mayoría le gustaría seguir trabajando y 
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ampliando su conocimiento sobre los ODS a lo largo de su grado 
universitario. 

10. En el presente curso académico dicha experiencia gracias a un Proyecto de 
Investigación- Acción que lleva por título “La Integración de los ODS como 
instrumento educativo en los grados de Ciencias Sociales y Salud” se 
extenderá a más de un centenar de estudiantes, de cinco grados distintos 
de las Facultades de Sociales y de Salud de la UEV. Además, en un futuro se 
espera poder contar también con el apoyo de la Generalitat Valenciana, a 
través de un convenio de colaboración o la financiación de algún proyecto, 
para poder desarrollar futuras líneas de investigación en este ámbito como 
por ejemplo la implantación de los ODS en las empresas valencianas. 
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RESUMEN 

 Es sabido que ante la actual situación a la que se enfrenta la humanidad en sus 
distintos aspectos económicos, sociales y medio ambientales, la Organización de 
Naciones Unidas decidió aprobar en el año 2015 la agenda sobre desarrollo 
sostenible, con el objetivo de que encontrar un camino con el que mejorar la vida de 
las personas y establecer una hoja de ruta que terminaría en el año 2030.  

En el presente artículo se reflexiona y se justifica la idea de que la Universidad, como 
agente social de primer orden, tiene la responsabilidad de contribuir en generar un 
cambio social positivo, introduciendo en las aulas diversos contenidos y actividades 
relacionados con el conocimiento y consecución de los objetivos del desarrollo 
sostenible.  Por este motivo, se considera preciso una reflexión teórica sobre Las 
razones de la universidad para asumir su compromiso de Responsabilidad Social y el 
modo en que puede involucrarse en educar en fomentar la paz, respetar el medio 
ambiente o avivar las conciencias para ayudar a combatir la pobreza en el mundo. 
Para conseguir este objetivo, los alumnos deben conocer el marco teórico en el que 
se desarrollan los contenidos de los objetivos y trabajar de forma transversal el 
contenido de estos en las aulas, esto es: combate por el cambio climático, la 
educación, la igualdad, la defensa del medio ambiente, la economía social o el diseño 
sostenible de las ciudades. El resultado de esta reflexión y propuesta es contribuir a 
la concienciación solidaria de la universidad y dar a los alumnos la oportunidad de 
colaborar en un proyecto global y humanitario, desarrollando tanto su conciencia 
ética como sus competencias profesionales.   



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  166   
 

INTRODUCCIÓN: LA RESPONSABILIDAD SOCIAL UNIVERSITARIA Y LOS 

ODS  

 El concepto de Responsabilidad Social Universitaria tiene sus raíces en el 
concepto de Responsabilidad Social y Responsabilidad social corporativa que surgió 
a final de los años cincuenta en EE. UU., a raíz de la guerra del Vietnam y de otros 
conflictos comerciales y medioambientales que hicieron reaccionar a los ciudadanos 
para exigir comportamientos más éticos a las empresas (recordemos en este sentido, 
por ejemplo, el caso Exxon Valdez ,1989).  

La Comisión europea definió, en su momento, el concepto de responsabilidad social 
de las empresas como “la integración voluntaria, por parte de las corporaciones, de 
las preocupaciones sociales y medioambientales en sus operaciones comerciales y 
medioambientales y sus relaciones con su interlocutor”1 Se refiere por tanto a la 
acción que van más allá de las obligaciones jurídicas respecto a su impacto en la 
sociedad y en el medio ambiente y la toma de medidas para que las empresas 
asuman de forma voluntaria esta responsabilidad. 

Esta preocupación social fue evolucionando hasta llegar a formar parte de la 
estrategia de un negocio y, fruto de este compromiso y de la exigencia social en el 
cumplimiento de los derechos humanos básicos surgieron varias iniciativas tanto a 
nivel internacional como europeo, que apoyaron y reforzaron los compromisos de 
Responsabilidad Social en las corporaciones (Pacto Mundial / Libro verde europeo).  

En el año 2000 los Objetivos de Desarrollo del Milenio fueron aprobados por los 
Estados miembros de la ONU y marcaron la diferencia a nivel nacional e internacional 
a la hora de establecer prioridades, promover acciones, concienciar a la opinión 
pública y definir un concepto de desarrollo que pudiera aplicarse y sirviera como 
marco general en el mundo respecto a la responsabilidad social. Con esta iniciativa 
se alcanzó el primer objetivo de reducir la pobreza, aumentar el acceso al agua 
potable y mejorar la vida de 200 millones de personas que vivían en chabolas, 
aumentar el número de niños y niñas que podían acudir a la escuela primaria, reducir 
considerablemente la mortalidad infantil, y aumentar las inversiones dirigidas a la 
lucha contra la malaria, el VIH SIDA y la tuberculosis, cuyo resultado fue salvar 
millones de vidas.2   

Los objetivos del milenio, cuya fecha de caducidad estaba marcada en el año 2015, 
consiguieron de forma notable y sin precedentes, un nivel mundial de 
concienciación sobre la importancia del respeto a los derechos humanos y a la 
sostenibilidad del planeta.  Por ello, en septiembre de 2015, en el marco de Naciones 
Unidas los líderes mundiales adoptaron unánimemente el documento 
“transformando nuestro mundo: la agenda 20130 para el desarrollo sostenible”, 
cuya finalidad era de continuar el trabajo realizado por los objetivos del milenio y 
ampliar su implementación tanto en objetivos como en actores implicados. Este 
documento está considerado como uno de los acuerdos globales más ambiciosos e 

                                                           
1 https://ec.europa.eu/info/business-economy-euro/doing-business-eu/corporate-social-
responsibility-csr_es. COM(2001) 366. Consultado el 03 de septiembre de 2018. 
2 http://www.un.org/es/millenniumgoals/ 

https://ec.europa.eu/info/business-economy-euro/doing-business-eu/corporate-social-responsibility-csr_es
https://ec.europa.eu/info/business-economy-euro/doing-business-eu/corporate-social-responsibility-csr_es
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importantes de nuestra historia reciente en derechos humanos y su pretensión es 
que en el año 2030 hayamos situado al mundo y a las sociedades en un lugar mejor, 
con una hoja de ruta de 17 objetivos a cumplir. 3 Estos objetivos, llamados también 
Objetivos Globales pueden ser definidos como:  

Un conjunto de prioridades y aspiraciones que - actuando como hoja de ruta para 
todos los países - aborda los retos y desafíos más urgentes, incluyendo la 
erradicación de la pobreza y el hambre; la protección del planeta de la degradación 
ambiental abordando el cambio climático; asegurar que todas las personas puedan 
disfrutar vidas prósperas, saludables y satisfactorias; y fomentar sociedades 
pacíficas, justas e inclusivas, libres de violencia y sin miedo4.  

Ambos, Objetivos del milenio y Objetivos de desarrollo sostenible (en adelante ODS) 
se diferencian en varias cuestiones relevantes, siendo mayor el rango de desafíos y 
retos en los ODS y pudiéndose aplicar a todos los países y grupos vulnerables dentro 
de cada país.   

Las ODS enfatizan las interconexiones en las tres dimensiones sociales, económicas 
y medioambientales del desarrollo sostenible y entre los propios objetivos, no 
tratándolos como compartimentos estancos sino como objetivos que tienen relación 
unos con otros. En este documento se reconoce que abordar este desafío es una 
responsabilidad conjunta de la sociedad y se hace un llamamiento tanto a la 
empresa, como a la sociedad civil, al tercer sector y al ámbito académico para 
colaborar con su implementación y cumplimiento.  

En los último años, las universidades han venido materializando esta idea en forma 
de compromiso y declaraciones, bien sea a nivel nacional o internacional  y en el 
ámbito público o privado.5 De este modo, la universidad se ha convertido en un 
modelo de aprendizaje y práctica para el desarrollo sostenible , desde una doble 
perspectiva: 1) desde el comportamiento de la propia entidad y el impacto de las 
actividades que realiza (docencia, investigación y gestión) y 2) desde el punto de 
vista de la incidencia de su actividad sobre el resto de la sociedad. 6 

La universidad está empezando a apoyar y dar la bienvenida a los ODS gracias a los 
esfuerzos de organizaciones como la Red de Soluciones para el Desarrollo Sostenible 
- Sustentable Development Soluciones Network (SDSN) -, Future Earth, la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO), los Principios de Gestión Responsable en Educación (PRIME), y otras 
asociaciones independientes como Australasian Campuses Towards Sustainability 

                                                           
3 Como empezar con las ODS en la universidad. Una guía para las universidades, centro de educación 
superior y sector académico. http://reds-sdsn.es/guia-empezar-los-ods-las-universidades 
4 Como empezar con las ODS en la universidad. Una guía para las universidades, centro de educación 
superior y sector académico. http://reds-sdsn.es/guia-empezar-los-ods-las-universidades, Red 
Española para el desarrollo sostenible.  
5 Larrán y López, 2009 ¿Son las universidades públicas andaluzas socialmente responsables? ¿Por 
qué? Workshop en Responsabilidad Social, Cross Review record, Gobierno Corporativo y 
transparencia informativa. Granada.  
6 Mariano Moneda, Emilio Martín 2012. “Universidad y desarrollo sostenible: análisis de la rendición 
de cuentas de las universidades públicas desde el enfoque de la responsabilidad social”, RIGC, Vol 
10, enero-junio, 2013, Universidad de Zaragoza. 

http://reds-sdsn.es/guia-empezar-los-ods-las-universidades
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(ACTS), Environmental Association for Universities and Colleges (EUAC), o la 
Association for the Advancement of Sustainability in Higher Educaction (AASHE). Sin 
embargo, dada la envergadura del reto para lograr el cumplimento de los 17 ODS y 
el papel crítico que la universidad tiene en ello, existe una necesidad urgente en 
acelerar las acciones desde el ámbito universitario7. 

 

ANTECEDENTES DEL CONCEPTO Y MARCO NORMATIVO DE LA RSU EN 

ESPAÑA 

 El Consejo de Ministros aprobó el 24 de octubre de 2014, la Estrategia Española 
de Responsabilidad Social de las Empresas 2014-2020, llevada a cabo por el 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social8, que se enmarca en el Plan Nacional de 

Reformas para impulsar iniciativas que fortalezcan la economía española y para 
avanzar hacia la Estrategia Europa 2020 (11). En él se analiza que un compromiso 
con la RSE orientado a la competitividad, mejoraría la percepción, el atractivo 
exterior y la confianza en las empresas y la economía española.  

Entre las 10 líneas de actuación, hay una que se denomina Integración de la RSE en la 
educación, la formación y en la investigación, en la que se habla de medidas para 
incluir la RSE en la enseñanza universitaria (medida nº 13).  

“Se prevé el establecimiento de redes de investigación interdisciplinarias para 
fomentar el diálogo entre el mundo teórico y el práctico y se seguirán potenciando 
las cátedras y los estudios de postgrado relacionados con esta materia, para lo cual 
será preciso elaborar un inventario de cátedras y estudios de postgrado. Asimismo, 
se prestará especial atención en los ciclos formativos de centros educativos, de 
enseñanza universitaria, y de formación profesional al desarrollo de la 
responsabilidad social.”9 

Como organizaciones que son, las universidades no pueden, ni deben quedarse fuera 
de la aplicación de la RSU porque su dimensión social es de vital importancia en el 
avance hacia el desarrollo sostenible y la Responsabilidad Social (RS), a través de su 
función docente, investigadora y de extensión de la cultura. Por ello, debe incorporar 
de forma integral aspectos relativos a la ética profesional, el desarrollo de 
competencias clave e iniciativas emprendedoras, así como el impacto de las 
tecnologías y procesos en términos de sostenibilidad social y ambiental, siendo 
motor de cambio para los futuros y futuras profesionales. De hecho, durante las I 
Jornadas Internacionales de Responsabilidad Social Universitaria, celebradas en 
febrero de 2014 en Cádiz, 50 universidades europeas y latinoamericanas sentaron 
las bases para la creación de un Observatorio de RSU. El objetivo de esta iniciativa 

                                                           
7 Comunicación II Congreso Internacional sobre derechos humanos, 2018: “Las Universidades 
Valencianas y los ODS. La introducción de los ODS en el Universidad Europea de Valencia como 
metodología educativa”, Lucía Aparicio Chofré, Universidad Europea de Valencia y Universidad de 
Valencia y Carla de Paredes, Universidad Europea de Valencia 
8 “Estrategia Española de Responsabilidad Social de las Empresas”, Gobierno de España, Ministerio de 
Empleo y SS, Madrid, 2014. 
9 ibidem 
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fue impulsar la participación de las instituciones de educación superior en la RS y 
sus beneficios sociales.  

Este compromiso colectivo para desarrollar estrategias conjuntas surge de la 
necesidad de implantar la RS como un modelo de evaluación, control y mejora de la 
calidad de las universidades. De este modo se puede mejorar el funcionamiento 
interno de las universidades y transmitir a la sociedad y al tejido empresarial los 
valores asociados a la RS.10  

En el ámbito universitario, la RSU no solo debe interpretar esa demanda social, esa 
necesidad de mercado, sino que debe ser un factor importante para promover el 
cambio social y el desarrollo del entorno. La participación de la comunidad educativa 
universitaria en el logro de metas debe darse en el marco de ese ejercicio 
responsable del juicio de los actos y del respeto a la libertad, la ética y la tolerancia 
dentro de una perspectiva de compromiso y pertinencia institucional. La sociedad 
demanda cada día más de la universidad, que se implique en la participación de los 
hechos sociales. 

La literatura sobre RSU ha crecido en la última década y ha sido objeto de interés, 
tanto por parte de los investigadores como profesores y gestores universitarios y ha 
habido intentos formales de definir el concepto RSU entre las que destaco las 
siguientes:   

“es una política de calidad ética del desempeño de la comunidad universitaria a 
través de la gestión responsable de los impactos educativos, cognitivos, laborales y 
ambientales que la universidad genera, en un diálogo participativo con la sociedad 
para promover un desarrollo sostenible11,  cuya definición debería  ser entendida en 
sentido amplio ya que engloba tanto a la responsabilidad social como al desarrollo 
sostenible12 “, o  también como el  “compromiso voluntario de las universidades por 
incorporar en sus diferentes funciones (docencia, investigación, gestión, 
transferencia de conocimientos, gobierno corporativo) sus preocupaciones sociales, 
laborales, éticas y medioambientales derivadas de las externalidades que surgen de 
sus actividades, para lo cual deberán tener en cuenta las demandas sociales de sus 
grupos de interés”13 

  

                                                           
10 Yuraima Linares, Mary Roraima Godoy y Belkis Sáez, “La responsabilidad social universitaria: una 
contribución al desarrollo de las comunidades”, págs. 215-223. 
11 Las Universidades Españolas, 2014/15 Óscar J. González Alcántara Ignacio Fontaneda González 
Miguel Ángel Camino López Alba Revilla Gista , Grupo de investigación, Universidad de Alcalá 
(Facultad de CC. Económicas, Empresariales y Turismo) , Alcalá de Henares (Madrid) 
12 Fuente:  Responsabilidad social universitaria y desarrollo sostenible. Mantenía García Benau. Studia 
XXI. Fundación Europea Sociedad y Educación. 2014. 
13 Larrán, Andrade, CONGRESO EBEN, ¿Que esperan los estudiantes de las universidades socialmente 
responsables?, 2013. 

http://issuu.com/efse/docs/cuaderno_de_trabajo_8_ver?e=0/9610097
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ÁREA DE ACCIÓN DE LAS RSE 

 

Fuente: Universidad de chile.www.vinculacionunach.cl/rsu.html 

 

Así, la literatura académica coincide en conceptualizar la RSU acorde a tres rasgos 
definitorios: 

- Como un compromiso de carácter voluntario de las universidades con la gestión 
responsable de los impactos económicos, sociales y medioambientales que su 
actividad genera. 

- Como un compromiso derivado tanto de los principios y valores éticos de la 
propia institución, como de las expectativas de los grupos de interés más 
relevantes con los que interactúa. 

- Como un compromiso de carácter estratégico para convertir a la universidad en 
agente de transformación económica y social en el seno de una economía 
globalizada y de una sociedad14 

 

Es preciso recordar que en el año 2006 la Comisión Europea propuso la agenda 
europea para la modernización de las universidades, identificando nueve áreas en 
las que las universidades europeas debían trabajar para incrementar su visibilidad y 
competitividad en un contexto de globalización de la educación superior (10). Estas 
áreas son: 1. Eliminar las barreras entre universidades. Movilidad geográfica e 
intersectorial. Reforma curricular de Bolonia. Desarrollo de la 5ª libertad: la libre 
circulación de conocimiento: estudiantes, profesores, investigadores, investigación 
e innovación. 2. Mejorar la gobernanza y la gestión de los recursos con suficiente 
autonomía. 3. Aumentar la interdisciplinariedad de las agendas de formación e 
investigación. Especialización para poder responder de manera efectiva a la 
complejidad de los grandes problemas sociales. 4. Establecer colaboraciones 
estructuradas y sostenibles con la comunidad empresarial. 5. Suministrar las 
capacidades y competencias adecuadas para el mercado de trabajo: empleabilidad, 
espíritu empresarial, etc. 6. Incrementar la financiación y mejorar la eficacia de la 
financiación de la educación y la investigación. 7. Poner el conocimiento al servicio 

                                                           
14 https://diarioresponsable.com/noticias/22243-estudio-cyd-y-ceris 
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de la sociedad, cumpliendo con su responsabilidad social. 8. Buscar la excelencia en 
la realización de la docencia y la investigación para poder competir a nivel europeo 
y mundial. 9. Hacer más visible y atractivo al resto del mundo el Sistema Universitario 
Europeo dentro de la competición global por talento y por inversiones en I+D.  

A partir de ahí la Estrategia Universidad 2015 (EU2015) se configuró como una 
apuesta del Gobierno de España encaminada a la modernización de las universidades 
españolas considerando a la Universidad como agente clave en la consolidación de 
una economía sostenible y responsable. Esta estrategia 2015 establece que las 
universidades españolas deben contar con un proyecto de RSU, que redunde en la 
integración de la RS y la sostenibilidad como misiones fundamentales de la 
institución universitaria del siglo XXI. 

 

RESPONSABILIDAD SOCIAL UNIVERSITARIA EN LAS UNIVERSIDADES 

ESPAÑOLA Y ODS 

 El concepto de RSU ha sido aceptado de buen grado por la comunidad 
universitaria española y forma parte de nuestra realidad actual.   Desde esta realidad, 
la existencia e implementación de los Objetivos del Desarrollo Sostenible no deben 
entenderse en las universidades como una sustitución de la responsabilidad social, 
sino como una concreción de su contenido, como un lenguaje común global desde 
el que dar razón de nuestras obligaciones ante la sociedad. La universidad española 
ha tomado conciencia de la influencia que ejerce en la sociedad y de los conflictos 
surgidos en su entorno.  Adoptar este término ha implicado una labor de reflexión 
sobre la misión actual de la universidad, para superar el aislamiento o egocentrismo 
académico.   Ha sido preciso reflexionar sobre el qué enseñar, cómo enseñar, para 
qué enseñar y darse cuenta de la importancia de la educación en la formación de 
profesionales que van a influir en la sociedad futura.  Ha sido consciente de que la 
enseñanza de la ética y la incorporación de valores supone un tipo de enseñanza 
transformadora con un impacto social positivo. 

Respecto a la implementación de los Objetivos de Desarrollo sostenible en las 
universidades españolas  , hay que recordar que el 10 de marzo de 2018 tuvo lugar 
una jornada, organizada por el grupo de trabajo de Cooperación de la comisión 
sectorial Crue-Internacionalización y Cooperación en colaboración de AECID y la 
Secretaría General de Cooperación Internacional para el Desarrollo del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y Cooperación (SGCID-MAEC), que llevaba por título “Diálogo 
sobre el papel de la universidad española ante los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible”15 . 

Con posterioridad a esta fecha, el 16 de mayo de 2018, la Conferencia de Rectores 
de las Universidades Española (CRUE) en la que participan 50 Universidades públicas 
y 26 privadas, acordó una aportación conjunta de las universidades al Plan de Acción 
                                                           
15 Información tomada de la comunicación: “Las Universidades Valencianas y los ODS. La introducción 
de los ODS en el Universidad Europea de Valencia como metodología educativa, Lucía Aparicio 
Chofré”, Universidad Europea de Valencia y Universidad de Valencia y Carla de Paredes, Universidad 
Europea de Valencia. 
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2018-2020 que ha impulsado el Gobierno de España para trabajar en el marco de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible aprobada por la ONU16 .  

Esta aportación se ha visto reflejada finalmente en el Plan de Acción para la 
Implementación de la Agenda 2030: Hacia una Estrategia Española de Desarrollo 
Sostenible17, aprobado por el Consejo de Ministros el 29 de junio de 2018, y que 
consiste en numerosas contribuciones, por parte de las universidades españolas 
entre las que destaco las siguientes: 

- Incorporar de forma transversal los principios y valores de los ODS a las políticas 
universitarias 

- Comprometerse con la inclusión de competencias relacionadas con los ODS como 
parte de la formación del alumnado, personal docente investigador y gestión de 
la universidad 

- Puesta en marcha de proyectos innovadores para abordar los retos de la agenda 
2030 de forma controlada y paulatina 

- Consolidación de alianzas entre universidad y otros agentes sociales  

- Articular el debate público y abierto sobre los contenidos del ODS la agenda 
20130 y el contexto nacional e internacional  

- Elaborar informes por parte de las universidades acerca de los impactos en el 
ámbito de la docencia, investigación y gestión. 

 

Las Universidades españolas han comenzado su andadura y están trabajando en 
alguna estrategia relacionada con la agenda 20130 , tal como refleja  la encuesta 
realizada a principios de 2018 por la CRUE.18  Las razones de esta implicación son 
distintas, pero básicamente  las universidades son reconocidas socialmente  como 
entidades que se respetan por su labor y su neutralidad , y a través del dialogo 
pueden ejercer una labor de mediación y colaboración con otras instituciones con la 
capacidad de liderar proyectos de sensibilización y fomento de los ODS, dándolos a 
conocer a la sociedad.  Nuestra herramienta común es la educación y la educación es 
a su vez herramienta del cambio.  La educación en Responsabilidad Social ocupa un 

                                                           
16 Ibídem, “Crue acuerda su contribución al Plan de Acción para la Agenda 2030 de la ONU”, CRUE, 29 
de mayo de 2018. Disponible en el siguiente enlace: 
http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/Las%20universidades%20acuerdan%20su%20contrib
uci%C3%B3n%20al%20Plan%20de%20Acci%C3%B3n%20de%20la%20Agenda%202030.aspx 
(última fecha de consulta 5 de septiembre de 2018). 
17 Una contribución que se refleja en el apartado 6 bajo el título “Una Alianza de todos los Actores” 

del Plan de Acción para la Implementación de la Agenda 2030: Hacia una Estrategia Española de 
Desarrollo Sostenible que se puede consultar en el siguiente enlace del Ministerio de Asuntos 
Exteriores, p. 130: 
http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/PLAN%
20DE%20ACCION%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACION%20DE%20LA%20AGENDA%202030.p
df (última fecha de consulta 20 de agosto de 2018) 
18 Los resultados detallados de la encuesta pueden consultarse en el siguiente enlace: 
http://www.ocud.es/es/files/doc959/20180424-encuestaods-crue.pdf  (última fecha de consulta 12 
de agosto de 2018) 

http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/Las%20universidades%20acuerdan%20su%20contribuci%C3%B3n%20al%20Plan%20de%20Acci%C3%B3n%20de%20la%20Agenda%202030.aspx
http://www.crue.org/Comunicacion/Noticias/Las%20universidades%20acuerdan%20su%20contribuci%C3%B3n%20al%20Plan%20de%20Acci%C3%B3n%20de%20la%20Agenda%202030.aspx
http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/PLAN%20DE%20ACCION%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACION%20DE%20LA%20AGENDA%202030.pdf
http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/PLAN%20DE%20ACCION%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACION%20DE%20LA%20AGENDA%202030.pdf
http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/PLAN%20DE%20ACCION%20PARA%20LA%20IMPLEMENTACION%20DE%20LA%20AGENDA%202030.pdf
http://www.ocud.es/es/files/doc959/20180424-encuestaods-crue.pdf
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lugar prioritario como parte de un objetivo más amplio, del que, sin duda, queremos 
ser partícipes.  Estamos convencidos que el cambio es posible, pero para crearlo, hay 
primero que creerlo.  Creer que desde las aulas podemos mejorar la calidad humana 
de la enseñanza con la difusión y conocimiento de los ODS, que pueda mejorar el 
entorno. 

La Universidad como agente social, tiene una obligación moral de colaboración con 
la implantación de los ODS, por constituir el ámbito académico un espacio de 
reflexión y conocimiento. Esta obligación implica una labor de concienciación y 
sensibilización de estos objetivos que se traduce en un conocimiento teórico y 
práctico en sus cuatro áreas diferenciadas: económico, social, cultural y 
medioambiental.  El acceso a la educación de los jóvenes con voluntad de participar 
en la trasformación social y de disponer de las herramientas necesarias para que 
puedan desarrollar sus ideas de la mejor forma, nos sitúa en una situación de 
privilegio. Al fin y al cabo, ellos serán los responsables de las tomas de decisiones 
futuras en un mundo ya globalizado. En este compromiso de incluir la educación en 
Responsabilidad Social, a través de la enseñanza de los ODS, proponemos, como 
labor prioritaria la tarea de concienciar a los estudiantes en las cuestiones que 
afectan al mundo en sus distintos ámbitos. Solo una vez el alumno conozca los 
principales objetivos de sostenibilidad e interiorice la importancia de actuar a nivel 
global, podrá pasar a la acción en sus propuestas, y finalmente, dependiendo del 
grado de concienciación del estudiante, podrá adquirir un futuro compromiso social, 
en el que ponga a disposición sus conocimientos y desarrolle sus habilidades y 
talentos 

ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LA RSE Y ODS EN LA UNIVERSIDAD 

EUROPEA 

 La Universidad Europea reconoce su compromiso con la responsabilidad social 
corporativa y se suma al desafío de llevar a cabo actividades de sensibilización e 
implementación de los ODS. En este sentido, han sido varias las actividades que se 
han realizado en el pasado curso en las universidades europeas de Madrid, Valencia 
y Canarias. Sirvan, tan solo algunos ejemplos:  

Universidad europea de Madrid:  

- El pasado curso académico se organizó una feria donde participaron 30 empresas 
y ONG con el objetivo de sensibilizar en los ODS. (7 de mayo de 2017) 

- En enero de 2018 se invitó a estudiantes, profesores, Alumna y empleados de la 
Universidad a sumarse a la campaña global #COMPANIES4SDGs, relativa al cuarto 
Objetivo centrado en la sensibilización por una educación de calidad. 

- A lo largo del curso se creó el observatorio de género del que participaron las tres 
Universidades Europeas en campañas de educación en cuestiones de género y 
conferencias. 

- Se están ejecutando Microproyectos de cooperación internacional, en la que tanto 
los alumnos como los profesores pueden participar en la implementación 
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prácticas de los ODS en países como Benin, Honduras, Kenia, Madagascar, 
Marruecos o Nepal en los ámbitos de la educación, salud o medio ambiente. *  
Creación del Observatorio de género. 

- Se convocaron los premios de jóvenes emprendedores sociales (JES), centrando 
su actividad empresarial en temas de economía social.  

- Desde la Universidad Europea de Madrid y en colaboración con la Universidad 
Europea de Valencia se impulsó la creación de un grupo emergente de 
investigación llamado JER (Justica, Ethics and Social Responsability) cuyo objetivo 
es profundizar en los objetivos de desarrollo sostenible. 

Universidad Europea de Valencia:  

- En el ámbito académico destaca el proyecto piloto llevado a cabo durante el tercer 
trimestre del curso académico 2017-2018, en la Universidad Europea de Valencia 
con los estudiantes de primer curso del Grado Global de Relaciones 
Internacionales en la asignatura de Derechos Humanos y Cooperación al 
Desarrollo, bajo la dirección de la profesora y Dra. Dª Lucía Aparicio Chofré. En 
dicho proyecto se emplearon como metodologías educativas: la clase magistral, 
los seminarios, las visitas, la proyección de vídeos, la realización de prácticas y la 
elaboración y presentación de un trabajo de investigación individual, cuyo 
resultado fue valorado como altamente satisfactorio entre el alumnado.  

- El profesorado de ciclos formativos realizó el pasado curso 2017-18 diversas 
actividades entre las que destacan una exposición sobre comercio justo con 
estudiantes de comercio internacional y marketing y publicidad con la finalidad 
de dar a conocer el origen y comercialización de estos productos en  determinadas 
empresas , así como una colaboración con el centro de terapia ocupacional COVE 
(Centro ocupacional Virgen de la esperanza) para ayudar a los usuarios a vender 
sus productos y darles visibilidad con una campaña de Marketing. 

- Se llevó a la práctica la llamada Primavera educativa en colaboración con la 
Generalitat Valenciana (Gobierno Comunidad Autónoma) en la difusión de la 
Educación Superior a todos los ciudadanos. Se organizaron actividades en carpa 
ubicada en los Jardines del antiguo cauce del río Túria para que todos los 
colectivos de la ciudadanía pudieran conocer el alcance del Sistema Universitaroi 
y la importancia de la Educación en cualquiera de los momentos de la vida.  Los 
voluntarios también acompañaron a los ciudadanos para orientarles acerca de 
todas las actividades del evento y proporcionar ayuda a personas con diferentes 
grados de incapacidad. 

- Se celebró el día solidario de las empresas en el colegio Santiago apóstol del 
Cabañal y se contribuyó a realizaron labores de pintura y adecuación de espacios 
que necesitaban rehabilitación. 

- Se organizó la participación en la carrera “Valencia contra el cáncer” y la 
Universidad Europea de Valencia contribuyó en la compra de dorsales a la 
Asociación Valenciana contra el Cáncer. Los beneficios obtenidos se designaron a 
la investigación sobre la enfermedad. Además, contribuyó con la ubicación de una 
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carpa para la recuperación física de los corredores tras las diferentes pruebas 
organizadas y en colaboración con los docentes y estudiantes voluntarios del 
Grado en Fisioterapia y el Colegio de Fisioterapeutas de Comunidad Valenciana. 

- La International Christmas Food Fair elaboró platos típicos de los diferentes países 
y regiones con la finalidad de venderlos y entregar las aportaciones a Médicos Sin 
Fronteras 

- Este curso comienza con una conferencia a cargo del responsable en Valencia de 
la Fundación Vicente Ferrer para dar a conocer entre el alumnado y el profesorado 
de todos los grados de la universidad, cómo la Fundación trabaja con los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible y en concreto profundizar en el objetivo número 17. 

- En el mes de febrero de 2019 se llevará a cabo una exposición sobre los ODS en 
la sede de la Universidad europea de Valencia, cuyo contenido nace de la 
colaboración de la Fundación Vicente Ferrer, cinco Universidades Públicas 
valencianas y la Generalitat Valenciana.  

- El profesorado de Ciencias Sociales ha adquirido el compromiso de introducir en, 
al menos dos asignaturas de este curso, actividades relacionadas con las 
sensibilización e información del contenido de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y la agenda 2030. 

 De lo que se trata, finalmente, es de darnos cuenta de la importancia y de las 
consecuencias positivas, tanto a nivel individual como colectivo, que proporciona la 
enseñanza de la responsabilidad social universitaria en las aulas y contribuir en la 
transformación y mejora de nuestra sociedad para conseguir una vida más 
inteligente, más coherente y a la postre más feliz para la comunidad. 

De lo que se trata es finalmente tener la convicción de que queremos y podemos 

ayudar a transformar el mundo desde las aulas porque tenemos la mayor 
herramienta que existe:  la educación.   

De lo que se trata es de creer que las cosas pueden mejorar y ponernos manos a la 
obra.  Creo sinceramente que, desde la reflexión y la acción en las aulas, podemos 
contribuir a lograr el fin último que marca Naciones Unidas y los ODS:  transformar 
la sociedad en humanidad.  

 

CONCLUSIONES:  

- El concepto de Responsabilidad Social Universitaria tiene sus raíces en el 
concepto de Responsabilidad Social y Responsabilidad social corporativa, y nace 
como exigencia de la sociedad hacia un comportamiento ético de las empresas. 

- Los Objetivos de Desarrollo del Milenio marcaron la diferencia a nivel nacional e 
internacional a la hora de establecer prioridades, promover acciones, concienciar 
a la opinión pública y definir un concepto de desarrollo que pudiera aplicarse y 
sirviera como marco general en el mundo respecto a la responsabilidad social. 

- La agenda 2030 para el desarrollo sostenible tiene como finalidad continuar el 
trabajo realizado por los objetivos del milenio y ampliar su implementación tanto 
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en objetivos como en actores implicados. Este documento está considerado como 
uno de los acuerdos globales más ambiciosos e importantes de nuestra historia 
reciente en derechos humanos. 

- Los ODS se presentan como un nuevo programa de acción global para toda la 
humanidad  

- Los ODS enfatizan las interconexiones en las tres dimensiones sociales, 
económicas y medioambientales del desarrollo sostenible y entre los mismos 
objetivos, no tratándolos como compartimentos estancos sino como objetivos que 
tienen relación unos con otros.  

- La Estrategia Española de Responsabilidad Social de las Empresas 2014-2020, 
llevada a cabo por el Ministerio de Empleo y Seguridad Social argumenta que un 
compromiso con la RSE orientado a la competitividad, mejoraría la percepción, el 
atractivo exterior y la confianza en las empresas y la economía española y 
recomienda la integración de la RSE en la educación, formación y en la 
investigación, refiriéndose a medidas para incluir la RSE en la enseñanza 
Universitaria. 

- Las universidades no pueden, ni deben quedarse fuera de la aplicación de los ODS 
porque su dimensión social es de vital importancia en el avance hacia el desarrollo 
sostenible y la Responsabilidad Social (RS), a través de su función docente, 
investigadora y de extensión de la cultura. 

- La literatura académica coincide en conceptualizar la RSU acorde a tres rasgos 
definitorios basados en el compromiso: compromiso voluntario con la gestión 
responsable, compromiso derivado de sus principios éticos y compromiso de 
carácter estratégico para convertir a la universidad en agente de transformación 

económica y social en el seno de una economía globalizada y de una sociedad. 

- La implementación de los ODS en la universidad es ya una realidad que no debe 
entenderse como una sustitución de la responsabilidad social, sino como una 
concreción de su contenido, como un lenguaje común global desde el que dar 
razón de nuestras obligaciones ante la sociedad.  

- Las universidades públicas y privadas españolas están tomando conciencia y 
llevando a cabo acciones de implementación de los ODS, si bien centradas 
principalmente en el ámbito académico de investigación y sensibilización, según 
los datos de la encuesta realizada por la CRUE. 

- La Universidad Europea de Valencia, Madrid y Canarias se suman al compromiso 
de adoptar medidas para contribuir la implantación de los ODS en el ámbito 
académico y están elaborando a cabo distintas actividades en sus campus, en el 
área de investigación y en sus aulas. A este respecto la universidad europea de 
Valencia tiene adquirido el compromiso de introducir el conocimiento de los 
Objetivos de desarrollo sostenible en el área de Ciencias sociales y de la salud, 
extendiendo las campañas de sensibilización en los de cinco grados distintos de 
las Facultades de Sociales y de Salud de la UEV. 

-  
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RESUMEN 

La llamada “ética de la diversidad” es un factor imprescindible en la educación en 
derechos humanos y especialmente en favor de la igualdad. Esta ética añade nuevos 
elementos para conceptualizar la igualdad, como la fragilidad humana, la lógica 
social de la dominación, la autoestima y el auto-reconocimiento y proporciona 
fundamentos sólidos para defender la justicia y la igualdad de todas las diversidades 
humanas. El modelo de la diversidad enfatiza la necesidad de observar en mayor 
medida las causas de discriminación y proporcionar las vías adecuadas para 
erradicarlas.  

La educación es una de ellas, desde mi punto de vista es la más importante y la única 
eficaz. La educación en valores de igualdad, tolerancia y respeto a la diferencia. No 
sólo la educación en los centros docentes o en la familia sino también la educación 
social. No es posible que nada cambie si seguimos construyendo unos prototipos de 
modelos de la “perfección” que son los que están fundamentando la construcción de 
la personalidad de menores y jóvenes. 

Hace falta una nueva ética que enfatice el valor de la diversidad,  de la solidaridad y 
del cuidado a todas las personas, como cualidades que engrandecen una sociedad, 
como valores que deberían inspirar el cambio constitucional, ya que en mayor o 
menor medida todas las personas somos diversas1. 

                                                           
1 El tema principal de la presente comunicación tuvo origen en MARRADES PUIG, Ana, "El principio 
rector de la política social y económica para las personas con diversidad funcional", Constitución, 
Política y Administración: España 2017. Reflexiones para el debate Valencia, Tirant lo blanch, 2017 
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INTRODUCCIÓN 

 Me gustaría introducir mi comunicación con un ejemplo que conduce a la 
necesidad de pensar en una ética de la diversidad a través de la educación. Hace 
poco me encontré con una amiga y con su hija en una cafetería. La niña tiene una 
diversidad funcional que le impide caminar sin andador. Al entrar la camarera se 
dirigió a ellas diciéndoles que no podían pasar con el andador y que si querían pasar 
tenían que dejarlo en la calle. La sugerencia era un absurdo porque no puede andar 
sin él, como si le hubiera dicho que dejase fuera sus piernas. Todas las personas nos 
sentimos mal, la niña se sintió mal, y puede que incluso la camarera después se 
sintiera mal al reflexionar sobre su conducta. Hay otros muchos ejemplos como éste 
en la vida cotidiana de rechazo a la diversidad, basta con observar a nuestro 
alrededor, sin ir más lejos el simple hecho de tener una apariencia que sale de los 
cánones o por tener una diversidad funcional mental. 

Todo esto nos conduce a preguntarnos por qué causa extrañeza la diversidad, incluso 
rechazo, hasta qué punto se considera una persona diversa -antes discapacitada- y 
qué podemos hacer para resolverlo, es decir para que no cause ni extrañeza, ni 
rechazo, y sobre todo para que no cause sufrimiento. La respuesta a los "por qué" es 
obvia: la diversidad causa extrañeza, además de rechazo en el peor de los casos, por 
dos motivos: en primer lugar porque no estamos acostumbrados al tipo concreto de 
diversidad, y en segundo lugar, porque la sociedad -a partir de una serie de intereses 
en cada momento- nos dicta lo que tiene valor y lo que es estético o atractivo según 
los patrones vigentes. La respuesta al "qué", o sea qué podemos hacer para evitar el 
rechazo y por consiguiente el sufrimiento relativo al mismo, también lo es: 
normalizar, y la normalización se consigue con la educación, con la educación en 
mayúsculas, es decir, no solo a las personas en edad escolar, sino a la sociedad en su 
conjunto. Queda todavía otro interrogante "hasta qué punto" se considera una 
persona dentro o fuera de la normalidad, pues bien creo que no habría que 
preguntárselo si entendiésemos que todas las personas somos diversas en mayor o 
menor medida: disfunciones en el habla, en la vista, en el oído, en la capacidad 
motora constituyen distintos niveles de diversidad y seguramente casi todas las 
personas, si nos paramos a pensar, tenemos una diversidad. El primer paso para la 
normalización es la comprensión de esta premisa, y para comprenderla es necesario 
conocer las palabras que explican lo que significa la diversidad. Es importante 
conocer la evolución de las palabras que han ido empleándose para referirse a las 
personas que se consideraban fuera de la "normalidad", cuando en realidad lo que 
hay es niveles diferentes de diversidad. 

 

LAS PERSONAS CON DIVERSIDAD FUNCIONAL: LA IMPORTANCIA DE LAS 

PALABRAS  

 La evolución de las palabras empleadas para referirse a las personas con algún 
tipo de discapacidad o diversidad funcional es importante, por un lado, porque 
responde a las reivindicaciones del colectivo de personas con esta diversidad, y por 
otro porque creo que el lenguaje tiene un poder transformador que logra normalizar 
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y visibilizar personas, colectivos o situaciones tradicionalmente infravaloradas. Ellas 
sienten que esos adjetivos calificativos que se convierten en sustantivos para 
denominarlas sitúan sus vidas en una posición de menor valor. La manera en que se 
construye nuestro entorno depende de lo que se ha enseñado que es “normal” en 
sentido estadístico2, por eso es importante deconstruir ese concepto de 

“normalidad” y dotar a las vidas de todas las personas del mismo valor, 
independientemente de que algunas partes de su cuerpo funcionen de manera 
diversa o necesiten ayuda mecánica, técnica o de otra persona para funcionar mejor.  

El lenguaje es la base del razonamiento simbólico, y eso significa que las palabras 
que utilizamos tienen la capacidad de alterar nuestra forma de pensar3. Si seguimos 
llamando minusválidos, inválidos o disminuidos a personas que son diferentes 
porque funcionan de manera diversa estamos añadiendo una connotación negativa, 
de menor valor que las afianza en una posición de aislamiento, lo cual no tiene 
ningún sentido porque todas las personas somos, en mayor o menor grado, diversas 
funcionalmente.  

El término “diversidad funcional”, o “personas con diversidad funcional” se utiliza 
actualmente para referirse al colectivo de personas con algún tipo de discapacidad, 
también denominados minusválidos, disminuidos o inválidos. 

El nuevo término pretende poner el foco en el valor de la diversidad de las personas. 
La RAE define diversidad como: variedad, desemejanza, diferencia. La palabra 
funcional viene definida como: “Perteneciente o relativo a la función o a las 
funciones…biológicas o psíquicas”. En realidad lo que busca resaltar este nuevo 
término es que todas las personas somos diversas y nuestras vidas tienen la misma 
dignidad con independencia de que podamos funcionar de forma autónoma en 
según qué ámbitos de nuestra existencia. 

La Constitución española utiliza un término de connotación bastante peyorativa, 
“disminuidos”4, igual que otras que siguieron utilizándose en la normativa hasta 
1986 -como “subnormalidad” y “subnormal”- fecha en que por Real Decreto 
348/1986, de 10 de febrero se ordenaba sustituir estos términos en todas las 
disposiciones reglamentarias vigentes por los de ‘minusvalía’ y ‘persona con 
minusvalía’ con especificación de la naturaleza física, psíquica o sensorial de la 
misma. A pesar del tiempo transcurrido, la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las mujeres 
y hombres con discapacidad, utilizaba los términos “minusválidos”, “incapaces”, o 
“inválidos”.  

En la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
aprobada por Real Decreto legislativo 1/2013, se mantiene el término “discapacidad” 

                                                           
2 PALACIOS Agustina y ROMAÑACH Javier (2006) El modelo de la diversidad La Bioética y los 
Derechos Humanos como herramientas para alcanzar la plena dignidad en la diversidad funcional, 
Diversitas AIES, 2006, 109. 
3 En TORDESILLAS, Marta,” La expresión nerviosa del lenguaje: los discursos simpáticos y 

parasimpáticos” Discurso & Sociedad, Vol. 7 (1) 2013, 111-147 donde explica también discurso de 
Alonso Puig sobre el poder transformador del lenguaje. 
4 “Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración 

de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos” Artículo 49 CE.  
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(influenciada por la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
de 2006) definida en su artículo 2ª) como “Situación que resulta de la interacción 
entre las personas con deficiencias previsiblemente permanentes y cualquier tipo 
de barreras que limiten o impidan su participación plena y efectiva en la sociedad, 
en igualdad de condiciones con los demás”, definición en la que aparece también el 
término “deficiencia”. 

En el ámbito internacional, la Organización Mundial de la Salud en 1980, realizó la 
primera Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías 
que buscaba la salud como un derecho fundamental de todas las personas. La 
Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud (CIF) 
aprobó, en mayo de 2001, un compendio unificando y reemplazando conceptos5. En 
la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, de 13 de diciembre 
de 2006, el término que se utiliza es “discapacidad”, entendida como “concepto que 
evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las 
barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva 
en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”. 

Así, disminuidos, subnormales, minusválidos, inválidos, incapaces, deficientes, 
personas con discapacidad, son términos que han ido empleándose hasta llegar a 
familiarizarnos con el de “personas con diversidad funcional”. Todos estos términos 
tienen en común que ponen el acento en el sufrimiento y en la enfermedad. Tanto 
desde el punto de vista de la defensa de la dignidad desde la perspectiva de la iglesia 
católica, con una visión caritativa que las considera enfermas y sufridoras; cuanto 
desde la aproximación laica que propugna el modelo médico o rehabilitador6 

entendiendo la diversidad funcional como fuente de sufrimiento, derivado de su 
diferencia, considerando que por tanto, estas vidas no merecerían ser vividas7. 

Ambas perspectivas tienen carencias, la religiosa por paternalista, y la laica por 
minusvaloración. El nuevo modelo de la diversidad puede acercar las dos corrientes 
mencionadas porque supone una ampliación del modelo social o de vida 
independiente aportando elementos para afrontar retos ya existentes ante la nueva 
realidad de los países cuya población envejece paulatinamente y necesita cada vez 
más cuidados que no se han previsto.  

                                                           
5 GARCÍA GARNICA, M.Carmen, Estudios sobre dependencia y discapacidad. Thomson Reuters-Aranzadi, 
2001, 51. 
6 Tipos de modelos de percepción social de PDF: Modelo de prescindencia, basado en adjudicar a la 

discapacidad causas religiosas, llegando a considerar que las vidas de las personas con discapacidad 

son innecesarias. Modelo rehabilitador o médico, en el que las causas de la discapacidad no son 
religiosas sino científicas. Las personas con discapacidades ya no son consideradas inútiles e 
innecesarias, siempre que sean rehabilitadas. El Modelo social, que pone el foco en las causas 
sociales; entonces las personas con discapacidad o diversas funcionales pueden contribuir a la 
comunidad en igual medida que el resto de personas sin discapacidad, sin negar obviamente la 
realidad médica. El modelo de la diversidad constituye una ampliación del modelo social 
recuperando el valor de la diferencia. (A partir de la obra de Palacios y Romañach)  
 
7 PALACIOS y ROMAÑACH,2006, 177 y 220. 
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¿Cómo surge el movimiento de la diversidad y el término “personas con diversidad 
funcional”8?. El Movimiento de Vida Independiente aparece a finales de los años 

sesenta, en la Universidad de Berkeley, California. Es el primer movimiento conocido 
por su lucha por los derechos políticos, sociales, económicos y culturales de las 
personas con diversidad funcional. Éste último término se propuso y comenzó a 
utilizarse en el Foro de Vida Independiente en España, en 2005. Se basa 
principalmente en centrar la atención en la normalidad y en la diversidad, no en la 
capacidad. Un poco antes, en 2000, se aprobó en Reino Unido, la Declaración de 
Solihull, que contiene los principios que deben inspirar los debates bioéticos 
teniendo en cuenta la perspectiva de la diversidad.  

 

LAS PERSONAS Y LOS TIPOS DE DIVERSIDAD  

 La Constitución se refiere en el artículo 49 a tres ámbitos de discapacidad: la 
física, la sensorial y la psíquica; pero el modelo de la diversidad habla de personas 
con diversidad física, orgánica, auditiva, visual, mental, intelectual, incluso 
circunstancial o transitoria, para todas estas posibilidades podemos encontrar 
ejemplos sin ninguna dificultad porque los encontramos a diario en nuestras vidas, 
pudiendo incluso llegar a concluir que todas las personas en mayor o menor grado 
somos diversos funcionales.  

En el ámbito de la “discapacidad física”, podemos pensar por ejemplo en casos de 
parálisis cerebral, espina bífida, esclerosis, distonía muscular, incluso acondroplasia 
o lesiones producidas por accidentes; todas estas alteraciones de la salud producen 
en mayor o menor grado problemas de movilidad, afectan al movimiento y a la 
coordinación y según el grado de afectación, la persona podrá efectuar sola los 

desplazamientos, o dependerá de una silla de ruedas o de un andador, y en grados 
más graves necesitará de la asistencia de otra persona. Partiendo de los distintos 
grados cada persona tiene una funcionalidad diversa, incluso mejorable, pudiendo 
llegar a realizar actividades que hasta hace muy poco eran impensables9.  

En el ámbito de la discapacidad sensorial, por ejemplo la auditiva o visual, se nos 
muestran claros ejemplos de diversidad funcional, la mayoría de los cuales añaden 
dificultades funcionales a las personas que las padecen pero permiten realizar una 
vida completamente independiente. Una persona que necesite utilizar gafas no 
puede ver sin ellas igual que otra que no las necesita pero esta diversidad funcional 
no le impide realizar las mismas actividades que quien no las necesita, lo mismo 
ocurriría con una persona que necesite un audífono o una persona que no disponga 
de la función auditiva o de la capacidad del habla y tenga que recurrir al lenguaje de 
signos. 

                                                           
8 http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400. En Romañach, Javier y 
Lobato, Manuel. “Diversidad funcional, nuevo término para la lucha por la dignidad en la diversidad 
del ser humano”. Foro de Vida Independiente, Mayo 2005 
9 Por ejemplo, la actividad de la danza en las personas con parálisis cerebral, Proyecto ballet vale+; y 
Gregg Mozgala, “Diagnosis of a faun”, historia del bailarín con parálisis cerebral. 

http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
http://es.groups.yahoo.com/group/vidaindependiente/message/12400
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Dentro del amplio espectro de la discapacidad mental, encontramos múltiples 
posibilidades que muestran la diversidad. Una persona con síndrome de Down puede 
integrarse perfectamente en el sistema educativo y puede desempeñar actividades 
de participación social y acceder al mercado laboral, todo ello dependerá también 
de las políticas inclusivas de quienes gobiernen. Como dice la Observación General 
nº 1 del 2014 del Comité de los Derechos de las personas con Discapacidad de la 
Organización de Naciones Unidas, las personas tenemos capacidades mentales 
diferentes, y hay personas que necesitan más ayuda para tomar decisiones que otras. 
Así como también hay personas que tienen mayores dificultades para concentrarse 
que otras y desarrollar una actividad intelectual. Los niños y niñas con Transtorno de 
déficit de atención e hiperactividad –TDAH-10, por ejemplo, tienen un 

comportamiento diferente ante el aprendizaje y en algunos casos, podrían requerir 
de tratamiento médico o terapia piscológica, lo cual no significa que tengan una 
discapacidad mental, sino una diversidad funcional en el desarrollo del aprendizaje. 
Incluso algunos rasgos del carácter como la “falta de habilidades sociales” o las 
dificultades para relacionarse con los demás, por ejemplo, podrían ser interpretadas 
como una forma de “autismo” dentro de sus distintos grados. 

Estas discapacidades que convierten en diversas incluso a las personas que no tienen 
ningún diagnóstico específico es evidente que incorporan un plus de incomodidad a 
su vida cotidiana, y muchas veces sufrimiento, por más que el modelo social y sobre 
todo el de la diversidad quieran rehuir del concepto. Ahora bien, el problema aparece 
cuando el sufrimiento es continuo e insoportable (todos padecemos alguna vez o 
temporalmente por causas físicas o psicológicas); en ese momento hay que 
plantearse si la diversidad padecida como consecuencia de un problema de salud 
física o mental afecta a la dignidad de la propia existencia. 

 

LA BIOÉTICA Y EL MODELO DE DIVERSIDAD 

 La bioética puede servir de instrumento para recuperar el valor de la existencia 
de personas diversas funcionalmente11, para ello es muy importante contar con el 

punto de vista de las mujeres y hombres con diversidad funcional en el debate 
bioético, en sus comités, en sus congresos, en sus publicaciones, porque esos 
debates acaban influyendo en la filosofía en general y en la filosofía del derecho en 
particular, que a su vez influye en el proceso de creación del Derecho12 El objetivo 

del modelo de la diversidad13 persigue que la bioética deje de ser una amenaza para 

las personas con diversidad funcional cuando pone el foco en lo que podría hacerse 
para evitar que las personas naciesen o viviesen de un modo que no se considera 

                                                           
10 http://www.dmedicina.com/enfermedades/neurologicas/trastorno-deficit-atencion-
hiperactividad.html. El trastorno por déficit de atención e hiperactividad (TDAH) es una disfunción de 
origen neurobiológico que conlleva una inmadurez en los sistemas que regulan el nivel de 
movimiento, la impulsividad y la atención. Dra.Azucena Díez, presidenta de la Sociedad Española de 
Psiquiatría Infantil de la Asociación Española de Pediatría.  
11 PALACIOS y ROMAÑACH, cit, 180 
12 Ibídem:p.182 y 205. 
13 Ibídem, 183 

http://www.dmedicina.com/enfermedades/neurologicas/trastorno-deficit-atencion-hiperactividad.html
http://www.dmedicina.com/enfermedades/neurologicas/trastorno-deficit-atencion-hiperactividad.html
http://www.aeped.es/
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“digno”, y pase a convertirse en el mecanismo que articule un nuevo modelo que 
potencie la dignidad de las personas diversas funcionalmente y produzca una nueva 
forma de ver la existencia en la diversidad y sobre todo de hacer ver que todos los 
seres humanos pueden haber tenido, tienen, o tendrán diversidad funcional en algún 
momento de sus vidas, especialmente al envejecer, y que se debe trabajar 
conjuntamente para encontrar y procurar lo mejor para la existencia de las personas 
que la viven. 

En la Declaración de Solihull, que contenía la reivindicación de que los gobiernos 
europeos no ratificasen el Convenio de Derechos Humanos y Biomedicina, porque 
alguna de sus acciones contravienen principios adoptados en la Conferencia de 
Ciencias de la UNESCO14, se demandaba principalmente: 

La prohibición de pruebas genéticas indiscriminadas y de la presión a las mujeres 
para eliminar -en cualquier fase del proceso reproductivo- niños no nacidos que se 
considere que puedan nacer con discapacidad. 

La provisión de información plena y accesible (libre de jerga médica, fácil de leer y 
en formatos alternativos) sobre la que las personas puedan tomar decisiones bien 
informadas.  

Que las personas con discapacidad reciban apoyo para vivir, no apoyo para morir. 

Que tener un hijo con discapacidad no sea una consideración legal especial para 
abortar.  

Que no se marquen líneas divisorias respecto a la severidad o los tipos de 
deficiencia. Esta división crea jerarquías y lleva a una mayor discriminación de las 
personas con discapacidad en general””  

La dignidad, la autonomía, y la independencia ocupan un lugar esencial en el núcleo 
de los principios que inspiran la Ley General de derechos de las personas con 
discapacidad, pero también la igualdad en la diversidad. Para hacer posible su 
realización es necesario que sus voces sean oídas en el diseño de las políticas 
públicas que deben partir de la Constitución, de su Preámbulo y del Título I, 
especialmente del artículo 49. 

 

LA ÉTICA DE LA DIVERSIDAD EN LA CONSTITUCIÓN 

 La Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad reconoce que 
la discapacidad es un concepto que resulta de la interacción entre las personas con 
deficiencias y “las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su 

participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las 
demás”; por eso se hace tan necesario desplegar políticas públicas que vayan 
dirigidas a eliminar barreras tanto conductuales, de actitudes respecto a las personas 
de este colectivo, cuanto materiales, como la eliminación de barreras arquitectónicas 

                                                           
14 Convenio sobre los Derechos Humanos y la Biomedicina, Oviedo, 1997, entrando en vigor en 

España en enero de 2000, que incluye un párrafo dentro del artículo 17 Y 20 conflictivos desde la 
perspectiva de Solihull, ya que autoriza “experimentos” con “riesgos o inconvenientes mínimos” . 
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o la aplicación de soportes de accesibilidad en los medios de transporte, por 
ejemplo. 

Sin embargo y a pesar del reconocimiento de la evolución del concepto, debemos 
partir de lo que tenemos en nuestro marco constitucional, y lo que tenemos es un 
artículo 49, que además de utilizar una terminología obsoleta, pertenece al grupo de 
los llamados “principios rectores de la política social y económica” -algunos de los 
cuales contienen la mayoría de derechos sociales de nuestro texto constitucional, 
pero no están considerados como auténticos derechos- por lo que el grado de 
eficacia y los niveles de protección y garantías son menores no sólo por su condición 
de derechos sociales sino también porque muchos ni siquiera vienen enunciados 
como derechos. Además, no existe ninguna referencia en ningún artículo de la 
Constitución, ni tampoco en el Preámbulo a la cuestión de la diversidad o de la nueva 
ética relacional o del cuidado, imprescindible para comprender la cuestión de la 
diversidad, especialmente porque hay niveles de diversidad que implican pérdida de 
autonomía o un determinado grado de dependencia y por tanto de cuidado en mayor 
medida que excede del cuidado diario o cotidiano. 

El artículo 49, que es la única referencia como principio rector solo tiene valor 
informador y necesitan una ley de desarrollo. Necesitan del legislador que 
determine a través de medidas concretas su alcance, por eso como proponen Zorrilla 
Ruiz y Gordillo Pérez15, es necesario que exista una pluralidad de políticas sociales 

cuya orientación atienda al grupo que la ha inspirado. Por otro lado, cabe añadir que 
el contenido de estos derechos va creciendo progresivamente a través de la 
intervención jurisprudencial16; una cosa es el derecho vigente y otra es el derecho 

viviente17, ya que en mayor o menor medida, toda producción normativa se 

interpreta, se argumenta o se aplica; por este camino finalmente todos los derechos 

podrían, más bien deberían “imponer al Estado una triple obligación: respetar, 
proteger y realizar”18 acudiendo así a la idea de la indivisibilidad de los derechos 

humanos. Como argumenta Ruíz Miguel19, “los derechos humanos conforman una 

categoría unitaria en lo importante, en su carácter básico, asociado a la dignidad y a 
la autonomía moral humana que exige reconocimiento y garantías efectivas”. Según 
Luís Jimena20, “de una lectura bienintencionada del texto constitucional” se colige 

que todos los principios rectores están en el Título I que lleva la rúbrica “De los 
derechos y deberes fundamentales”. En concreto plantea considerar el artículo 49 
como el marco de un auténtico derecho a la autonomía de las personas con 
discapacidad: “La conceptuación constitucional actual de la discapacidad pasa 
efectivamente por el reconocimiento en el art. 49 de un verdadero derecho 

                                                           
15 ZORRILLA RUIZ Manuel Y GORDILLO PÉREZ, Luís “Reflexiones sobre los niveles de garantías de los 

derechos sociales y principios rectores”, Derechos sociales y principios rectores. Actas del IX Congreso 
de la Asociación de Constitucionalistas de España. Tirant lo Blanch: Valencia, 2012, 189.  
16 Ibídem, 192 
17 FERRAJOLI, Luigi,  La democracia a través de los derechos, Madrid, Trotta, 2014, 127 
18 ZORRILLA y GORDILLO, cit, 192 
19 RUIZ MIGUEL, Alfonso “Derechos y libertades y derechos sociales”, Los derechos sociales en el 
estado constitucional, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, 177 
20 JIMENA QUESADA, Luís, “El derecho a la autonomía de las personas con discapacidad”, en Dir. 
Escobar Roca, Derechos sociales y tutela antidiscriminatoria, Pamplona, Aranzadi, 2012, 1418. 
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fundamental social a la autonomía de las personas con discapacidad, que cuenta con 
una estructura dogmática fundamentada en una doble naturaleza de derecho de 
libertad (1.1 y 10.1 libre desarrollo de la personalidad) y de igualdad (1.1 y 14), que 
han de ser reales y efectivas (9.2)”21.  

Pero si esta interpretación se ve forzada, debería pensarse en una reforma 
constitucional que equipare el valor de todos los derechos humanos y los plasme en 
el derecho positivo como derechos fundamentales con el fin de que gocen de las 
máximas garantías. En el caso concreto del artículo 49 además debería pensarse 
también en la sustitución del término disminuido por el de personas con diversidad 
funcional. 

De momento es esencial el despliegue de las políticas públicas que tengan en cuenta 
la diversidad y el cuidado. Y en desarrollo de esas políticas públicas, la legislación 
que regule las situaciones de diversidad: 

Por un lado, la atención y la integración de todas personas mediante las leyes de 
cuidados y dependencia. . Entre ellas -las más importantes-: la Ley 39/2006, de 14 de 
diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia, que insiste en la “participación activa de toda la sociedad”, 
y que tiene por objeto fundamental “atender las necesidades de aquéllas personas 
que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren apoyos para 
desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar mayor autonomía 
personal y poder ejercer plenamente sus derechos de ciudadanía”; y la Ley General 
de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobada por 
Real Decreto legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, que tiene el objeto de 
“garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato, así como el ejercicio 
real y efectivo de derechos por parte de las personas con discapacidad en igualdad 
de condiciones respecto del resto de ciudadanos y ciudadanas, a través de la 
promoción de la autonomía personal, de la accesibilidad universal, del acceso al 
empleo, de la inclusión en la comunidad y la vida independiente y de la erradicación 
de toda forma de discriminación”. 

Ambas persiguen el ejercicio pleno de los derechos para todas las personas tengan 
o no una discapacidad. Así los tres principios fundamentales que rigen el Texto 
Refundido de la Ley General de Derechos de las personas con discapacidad son la 
autonomía personal, la accesibilidad universal y la igualdad plena partiendo de la 
erradicación de toda forma de discriminación. En la elaboración de esta ley, puede 
observarse la presencia/influencia del Movimiento de Vida Independiente y del 
Modelo de la diversidad, ya que se asienta sobre la refundición de textos anteriores, 
de los que se conservan algunas disposiciones y se derogan todas aquéllas que se 
opongan al nuevo contenido de la Ley, justamente por la necesidad de adaptar el 
derecho a la nueva realidad del modelo de la diversidad y de las pretensiones del 
colectivo de Personas con Diversidad Funcional. 

El modelo de la diversidad descarta la utilización de la capacidad de las personas 
como eje conceptual de definición del colectivo, para convertirlo en una cuestión de 
dignidad. La dignidad intrínseca o moral fundamentada en la consideración del 
                                                           
21 Ibídem, 1408 
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mismo valor para todas las vidas de todos los seres humanos; y la dignidad extrínseca 
que se obtiene al dar los mismos derechos y las mismas oportunidades a todas las 
personas22,  “al fin y al cabo son partes del cuerpo que funcionan de otra manera, 

personas que funcionan de otra manera y la discriminación que encuentran por esas 
diferencias”23 . Efectivamente al final, la dignidad está en el trato que reciben, en las 

oportunidades para desarrollar su personalidad libremente y en el disfrute de 
derechos en igualdad de condiciones. 

Por otro lado, leyes de educación que se refieran a integrar estos nuevos valores que 
deben inspirar un nuevo pacto constitucional basado en nuevos modelos como el de 
la diversidad y el cuidado, que procuren la normalización que considero 
imprescindible para evitar el trato discriminatorio o simplemente el mal trato que 
reciben las personas que sienten el rechazo de otras personas. 

 

LA EDUCACIÓN COMO VÍA DE SOLUCIÓN 

 Si la ética de la diversidad24 es imprescindible en el debate bioético, lo es todavía 

más en la educación que es la mejor herramienta para llegar a todos los sectores 
sociales. Si es importante que las y los académicos y operadores jurídicos la 
incorporen en el discurso bioético y jurídico, sobre todo en el desarrollo legislativo, 
es necesario que el profesorado traslade estos conceptos y los aplique en la docencia 
para que el estudiantado los vaya incorporándolo con naturalidad y normalidad. 

La “ética de la diversidad” añade nuevos elementos para conceptualizar la igualdad, 
como la fragilidad humana, la lógica social de la dominación, la autoestima y el auto-
reconocimiento y proporciona fundamentos sólidos para defender la justicia y la 
igualdad de todas las diversidades humanas. Esta "nueva ética representada por la 
perspectiva que otorgan los derechos humanos, marca como referente el pensar y el 
articular políticas e intervenciones inclusivas, planteándose la inclusión como un 
derecho humano y valorándose desde una perspectiva ética la exclusión de las 
instituciones educativas como un acto de discriminación. Por otro lado, la 
concepción de la discapacidad que plantea el modelo social, ha supuesto una de las 
principales contribuciones al planteamiento inclusivo puesto que ha supuesto un 
nuevo marco de pensamiento, de acción y relaciones, promoviendo el papel 
protagonista de los “excluidos” en el proceso de inclusión"25.  

Si la discapacidad ya es por sí misma un factor de discriminación, el modelo de la 
diversidad enfatiza la necesidad de observar en mayor medida las causas de 
discriminación y proporcionar las vías adecuadas para erradicarlas. La educación es 

                                                           
22 http://docplayer.es/15077362-El-modelo-de-la-diversidad-una-herramienta-para-la-
emancipacion-y-la-plena-de-ciudadania-de-las-personas-con-diversidad-funcional-
discapacidad.html, ROMAÑACH CABRERO, Javier.  
23 PALACIOS Y ROMAÑACH, cit, 115 
24 GUIBET LAFAYE, Caroline y ROMAÑACH CABRERO, Javier “Éticas de la diversidad. Una alternativa a 
la ética de Peter Singer” Revista Internacional de Éticas Aplicadas.nº3, 2010. 
25 MEDINA GARCÍA, Marta, La educación inclusiva como mecanismo de garantías de la Igualdad de 
Oportunidades y no discriminación de las personas con discapacidad, CERMI, Ministerio de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad, 2017, 62.   

http://docplayer.es/15077362-El-modelo-de-la-diversidad-una-herramienta-para-la-emancipacion-y-la-plena-de-ciudadania-de-las-personas-con-diversidad-funcional-discapacidad.html
http://docplayer.es/15077362-El-modelo-de-la-diversidad-una-herramienta-para-la-emancipacion-y-la-plena-de-ciudadania-de-las-personas-con-diversidad-funcional-discapacidad.html
http://docplayer.es/15077362-El-modelo-de-la-diversidad-una-herramienta-para-la-emancipacion-y-la-plena-de-ciudadania-de-las-personas-con-diversidad-funcional-discapacidad.html
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una de ellas, y puede que la mejor y más eficaz. La educación en valores de igualdad, 
tolerancia y respeto a la diferencia, que debe ser objeto de las políticas públicas para 
la satisfacción del interés general por tratarse de principios que nos sirven para guiar 
las actuaciones de la Administración pública con el fin de lograr mayor bienestar de 
las personas. Como dice Carlos Vidal, y a pesar de no estar de acuerdo con que sea 
necesaria la reforma constitucional, "la educación y la enseñanza son un terreno 
especialmente sensible, social y políticamente. Los mimbres que nos ofrece la 
Constitución son valiosos (...) Puede afirmarse que, de acuerdo con el marco jurídico-
constitucional, la educación es más una actividad de interés general o social que un 
servicio público en sí. El papel de la Administración en este sector tiene un perfil más 
acusadamente garantista y responsable de la satisfacción del interés general que 
prestador (...)"26  

Por tanto es muy importante tener una política educativa y un consenso en la 
educación para elaborar de una vez por todas una Ley de educación que se base en 
el acuerdo de todos los grupos políticos en los aspectos elementales de la educación, 
entre ellos los valores que deben transmitirse y la pedagogía que debe emplearse 
para ello. "La Pedagogía Crítica debe crear contextos y prácticas educativas que 
deslegitimen los discursos hegemónicos y dominantes, que pervierten las 
diferencias o diversidades humanas, transformándolas en los «Otros»: «otros/as», 
distantes y distintos/as, y por tanto, «interpretados/as» como inferiores. Por todo 
ello, es importante luchar desde la educación misma y, para crear unos sistemas 
educativos, que eliminen las asimetrías de poder. La investigación es un elemento 
de cambio fundamental dentro del ámbito universitario. La Educación Inclusiva, por 
la que apuesta la Convención Internacional de la ONU, debe complementar a esta 
pedagogía crítica, a fin de que sea una auténtica pedagogía de la liberación, pasando 
por ser una pedagogía de la diversidad o de las diferencias.  

La «Pedagogía de la Vida Independiente», igualmente, debe desarrollarse para 
constituir una Cultura de Vida Independiente que sea el punto de partida con el 
objetivo de entender apropiadamente que, todas y todos, con o sin diversidad 
funcional, y/o con otras tipologías de diversidades, tenemos «capacidades», 
tenemos «derechos»27. 

Pero esta pedagogía debe hacerse no solo en las aulas o en los centros docentes, 
sino también en la familia y en la educación social. No es posible que nada cambie si 
seguimos construyendo unos prototipos de modelos de la “perfección”. Si los 
programas de televisión o las campañas publicitarias en general y en particular las 
campañas publicitarias dirigidas a la infancia, a través de los juguetes28 y de los 

                                                           
26 VIDAL PRADO, Carlos, "El diseño constitucional de los derechos educativos ante los retos presentes 
y futuros", Revista de Derecho Político, UNED, 100, 2017, 763.  
27 GARCÍA OCA, Miguel Ángel y ARNAU RIPOLLÉS, M.Soledad, "Universidad y Diversidad Funcional, 
Pedagogía para una vida independiente", FIMITIC – Dpto. Filosofía y Filosofía Moral y Política (UNED) 
Jornadas: Inclusión de los estudiantes con discapacidad en la Universidad. Necesidades y demandas 
Madrid, mayo de 2011, CERMI, UNED http://portal.uned.es/005-UNIVERSIDAD-DIVERSIDAD-
FUNCIONAL.PDF 
28 Poco a poco comienzan a fabricarse las muñecas “de otras tallas” diferentes al ideal que nos vende 
el mercado de la estética -el problema es que a las niñas no les suelen gustar-. Muy tímidamente y 

https://goo.gl/rG7heP
https://goo.gl/rG7heP
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juegos, están constantemente transmitiendo un ideal que consiste en mujeres que 
deben ajustarse a un determinado canon de belleza y en hombres fuertes y 
poderosos, que deben tener una pareja que se adecue al mencionado ideal, estamos 
construyendo una realidad social que no acepta, más aún que desprecia, a las 
personas cuya apariencia se aparte mucho del ideal estético establecido, o  que no 
sean capaces de realizar determinadas actividades de forma completamente 
independiente, o algunas de las partes de su cuerpo funcionen más lentamente o 
que necesiten de un instrumento biomecánico para su movilidad. 

Hace falta una nueva ética que enfatice el valor de la diversidad, de la solidaridad y 
del cuidado, como cualidades que engrandecen una sociedad, como valores que 
deberían inspirar el cambio constitucional29. Queda mucho por hacer en el terreno 

de la igualdad, en el tratamiento de niñas y niños con diversidad funcional, en el 
papel que desempeñan las organizaciones no gubernamentales y profesionales del 
sector, en el ámbito del cuidado informal y de las políticas inclusivas. Especialmente 
si entendemos que cualquiera de nosotros podemos en cualquier momento por 
muchas causas, especialmente por la natural del envejecimiento, formar parte del 
colectivo de “personas con diversidad funcional”.   

Es importante que tengamos todo ello en cuenta para que no se produzcan 
situaciones de rechazo, de discriminación o de sufrimiento como la de la niña a la 
que se le impidió entrar en un local por necesitar un andador y  que originó que yo 
pensara en esta comunicación. 

  

                                                           
sólo como ediciones limitadas y de muy difícil acceso, han comenzado a fabricarse las muñecas en 
sillas de ruedas o con alguna discapacidad. 
29 MARRADES PUIG, Ana, "El principio rector de la política social y económica para las personas con 
diversidad funcional", Constitución, Política y Administración: España 2017. Reflexiones para el debate 
Valencia, Tirant lo blanch, 2017  
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RESUMEN 

 Los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) consistían en ocho objetivos 
mundiales establecidos en el año 2000 donde se fijaban metas para el año 2015. 
Precisamente el objetivo 7C proponía la reducción a la mitad de la proporción de 
personas sin acceso sostenible tanto a fuentes mejoradas de agua potable como a 
servicios mejorados de saneamiento entre el período 1990 y 2015. En 2015, se 
constató que la meta había sido alcanzada. No obstante, es necesario realizar un 
análisis crítico de los indicadores que se emplean para medir la consecución de 
dichas metas. El objetivo de esta comunicación es analizar las limitaciones y los 
logros de los indicadores utilizados para los ODM.  Se verifica que los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) en materia del derecho al agua han supuesto un gran 
avance en el monitoreo y la efectividad del derecho y solucionan parte de las lagunas 
que presentaban los ODM, lo que representa un gran paso para la efectividad del 
derecho humano al agua.  

  

                                                           
1 Este artículo fue realizado en el marco del proyecto Prometeo financiado por la Generalitat 
Valenciana, GVPROMETEOII2014-078 con el título “Justicia social, exigibilidad de los derechos 
humanos e integración” y del programa de investigación GRISOLIA (Ref. 2016/098), también de 
financiación autonómica. 
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INTRODUCCIÓN 

 En el año 2015, auspiciada en el seno de las Naciones Unidas se adoptó la 
resolución “Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, en la misma se incluyeron 
17 objetivos, denominados como Objetivos de Desarrollo Sostenible (en adelante, 
ODS). Vinculados a estos 17 objetivos se establecían 169 metas y 230 indicadores 
que deberán ser alcanzados en el año 2030.  Los ODS son definidos por la 
Organización de Naciones Unidas como un llamado universal a la adopción de 
medidas para poner fin a la pobreza, proteger el planeta y garantizar que todas las 
personas gocen de paz y prosperidad. 

El antecedente más cercano de los ODS fueron los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM) los cuales consistían en ocho objetivos mundiales establecidos en el 
año 2000 donde se fijaban metas para el año 2015. Precisamente el objetivo 7 
establecía la necesidad de: “garantizar la sostenibilidad del medio ambiente”, 
asimismo se incluyó la meta 7C, donde se proponía la reducción a la mitad de la 
proporción de personas sin acceso sostenible tanto a fuentes mejoradas de agua 
potable como a servicios mejorados de saneamiento entre el período 1990 y 2015. 
En 2015, se constató que la meta había sido alcanzada. No obstante, la primera crítica 
a los mismos es que no se estipulaban requisitos más específicos relativos a la 
calidad del agua potable o a la calidad del servicio o asequibilidad. Requisitos que sí 
que son necesarios para el disfrute del derecho humano al agua de acuerdo con la 
legislación internacional al respecto, tal y como se analizará a continuación.  

Pese a esta crítica es indudable que los ODS suponen un cambio a nivel cualitativo y 
cuantitativo en los compromisos asumidos. Mientras que los ODM estaban 
configurados como objetivos y metas desarrollados jerárquicamente 
(eminentemente de “arriba” hacia “abajo"), con el apoyo de un grupo de técnicos de 
la ONU, en consulta con expertos externos y concebidos solo para los países en vías 
de desarrollo con la “ayuda” de los países desarrollados. Los ODS, por el contrario, 
se concibieron tras un largo proceso en el que se contó con la intervención de 
múltiples grupos de trabajo, con la participación significativa de todos los actores 
relevantes que manifestaron su compromiso en una agenda universal, horizontal, 
inclusiva e igualitaria. 

No obstante, con la intención de involucrar a todos los intervinientes, los ODS 
emplean un vocabulario laxo y en muchas ocasiones ambiguo. Así, los objetivos son 
tan amplios que permiten que cada Estado y actor elija su modo de participación y 
los límites de su compromiso. Esta situación ha provocado incertidumbre y la merma 
de la efectividad de los ODS.2 Aunque el establecimiento de metas por la ONU ayude 
a promover los derechos humanos, es necesario que los objetivos tengan un 
contenido específico y que indicadores midan la efectividad de cada uno de ellos. 
Por consiguiente, es crucial el establecimiento de sistemas de información para la 
evaluación de la implementación de cada objetivo. De hecho, el uso de indicadores 

                                                           
2 PÉREZ, A. El salto (¿cualitativo?) de los Objetivos de Desarrollo del Milenio a los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible: ¿todavía hay esperanza para los derechos humanos? En: Microjuris. 2016, p.2.  
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permite la verificación del desarrollo que han tenido en los países a lo largo del 
tiempo.  

Como se ha apuntado anteriormente, el Informe de 2015 de Desarrollo del Milenio 
constató que la anteriormente mencionada meta 7C de los ODM, referente al acceso 
al agua, había sido alcanzada. Sin embargo, se generan varias cuestiones como la 
adecuación en la elección de los indicadores utilizados. Actualmente, se deduce que 
para alcanzar las metas en el año 2030 serán necesarios indicadores más complejos, 
que puedan verificar la realidad de modo fidedigno.   

En el presente artículo se realizará un análisis crítico del uso de los indicadores para 
medir la efectividad del derecho al agua, así como sus límites. Para ello, se empleará 
el método deductivo para a través del análisis documental de la legislación e 
instrumentos internacionales relacionados con el derecho al agua, y la doctrina y los 
estudios relativos a los indicadores de derechos humanos y la efectividad de estos 
derechos, realizar un estudio crítico de los ODS y los indicadores como instrumento 
de medición de efectividad de derechos.  

 

EL OBJETIVO 6 DE LOS ODS Y EL DERECHO AL AGUA 

 Del elenco de objetivos que constituyen los ODS el número 6 es el relativo al 
agua limpia y al saneamiento, el cual se expresa del siguiente modo: “Garantizar la 
disponibilidad de agua y su gestión sostenible y el saneamiento para todos”. 
Además, se erige como un factor transversal fundamental para lograr otras metas y 
otros derechos en materia de salud, superación de la pobreza, productividad 
económica, equidad de género, preservación de ecosistemas y acceso a la 
educación.3  

Tal es su importancia que ya desde el comienzo del proceso del diseño de los ODS, 
el agua fue identificado como una materia importante. De hecho, el documento final 
de la Conferencia Rio+20 titulada “El futuro que queremos” sitúa el agua en el 
corazón del desarrollo sostenible. Sin embargo, los grupos de trabajo han tenido 
dificultades para encontrar el lugar adecuado para el "agua" en el proceso de los 
ODS. A modo de ejemplo se pueden citar, la Junta Asesora del Secretario General 
sobre Agua y Saneamiento que presentó una propuesta para un objetivo de agua 
separado, así como el Grupo de Alto Nivel de Personas Eminentes sobre la Agenda 
para el Desarrollo Después de 2015 que propuso incluir un ODS separado sobre el 
agua, pero centrándose en los derechos individuales al agua, convirtiéndolo más en 
un tema de derechos humanos que en una gestión sostenible del agua 
transfronteriza.  Se observa que uno de los principales problemas del agua dentro 
del marco de los ODS es el relativo a su configuración, alrededor del cual se plantean 

                                                           
3 SANDOVAL, R. El agua en la Agenda 2030 y su relación con los objetivos del desarrollo sostenible. 
En: Friedrich-Ebert-Stiftung (FES). 2017, p. 125. 
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si realmente se trata de un problema de derechos humanos, o por el contrario es un 
problema económico o una preocupación ambiental.4 

Sin embargo, desde la perspectiva del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos podemos afirmar que el derecho al agua es un verdadero derecho humano 
que deriva del artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Es 
decir, el derecho a un nivel de vida adecuado puesto que el derecho al agua es 
fundamental no solo para el disfrute de una vida digna sino para garantizar la 
efectividad de otros derechos fundamentales como el derecho a la salud, la 
alimentación y la vivienda. Constituyendo un instrumento no vinculante que 
actualmente goza del carácter de jus cogens. Asimismo, encuentra su fundamento 
jurídico implícito tanto en el artículo 11 como del 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante, PIDESC).5  

Más allá de las cuestiones relativas a su anclaje legal, no se puede obviar que 
actualmente uno de los desafíos globales de mayor envergadura a los que la 
comunidad internacional tiene que hacer frente cuando se habla de desarrollo 
sostenible es el relativo a la necesidad de llevar a cabo una gestión sostenible de los 
recursos de agua dulce. Cada vez son más urgentes las medidas para la evitación de 
la contaminación de los ríos y lagos, sequías, inundaciones y las guerras por el agua. 
Además, como se ha apuntado los ODS deben estar respaldados por normas 
vinculantes de la legislación internacional, a fin de proporcionar un incentivo 
convincente para el cambio en el comportamiento de los Estados6 y poder hacer 
efectivo el mencionado ODS. Por ello, uno de los elementos más determinantes es 
el compromiso de los Estados y, en consecuencia, es la adecuación de la legislación 
nacional para alcanzar las metas fijadas en el objetivo número 6. 

- Si se centra el objeto del análisis en el derecho al agua y su inclusión en el 
objetivo número 6 de los ODS, el mismo establece que se deberá 
“garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua y el 
saneamiento para todos”, abarcando las siguientes seis metas específicas 
y otras dos de carácter transversal: 

- Lograr el acceso universal y equitativo al agua potable a un precio 
asequible para todos.  

- Lograr el acceso a servicios de saneamiento e higiene adecuados y 
equitativos para todos y poner fin a la defecación al aire libre, prestando 
especial atención a las necesidades de las mujeres y las niñas, y las 
personas en situaciones de vulnerabilidad. 

- Mejorar la calidad del agua reduciendo la contaminación, eliminando el 
vertimiento y minimizando la emisión de productos químicos y materia-les 

                                                           
4 SPIJKERS, O. The Sustainable Development Goals Process: Making International Water Law More 
Sustainable and Ecosystem and Public Participation-Friendly. En: International Water Law Project 
(IWLP). 2014. 
5 CANTÚ RIVERA, H. F. y AUDREY LEBRET. El derecho Humano al agua. En: Lado Humano. 2011, no. 74, 
p. 17. 
6 SPIJKERS, O. The Sustainable Development Goals as Catalyst for the Sustainable Management of 
Water Resources. En: The Journal of Water Law. 2015, no. 24, p. 115. 
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peligrosos, reduciendo a la mitad el porcentaje de aguas residuales sin 
tratar y aumentando considerablemente el reciclado y la reutilización sin 
riesgos a nivel mundial. 

- Aumentar considerablemente el uso eficiente de los recursos hídricos en 
todos los sectores y asegurar la sostenibilidad de la extracción y el 
abastecimiento de agua dulce para hacer frente a la escasez de agua y 
reducir considerablemente el número de personas que sufren falta de agua. 

- Implementar la gestión integrada de los recursos hídricos a todos los 
niveles, incluso mediante la cooperación transfronteriza, según proceda. 

- Para el año 2020, proteger y restablecer los ecosistemas relacionados con 
el agua, incluidos los bosques, las montañas, los humedales, los ríos, los 
acuíferos y los lagos. 

- Ampliar la cooperación internacional y el apoyo prestado a los países en 
desarrollo para la creación de capacidad en actividades y programas 
relativos al agua y el saneamiento, como los de captación de agua, 
desalinización, uso eficiente de los recursos hídricos, tratamiento de aguas 
residuales, reciclado y tecnologías de reutilización. 

- Apoyar y fortalecer la participación de las comunidades locales en la 
mejora de la gestión del agua y el saneamiento.7  

De una primera lectura se puede concluir que el alcance de los ODS es mucho mayor 
que fue el de los ODM. No se puede perder de vista que el agua es un elemento 
fundamental para la vida, pero también lo es para el disfrute del resto de derechos. 
De hecho, su transversalidad es un rasgo que se pone claramente de manifiesto en 
los ODS. De este modo, el acceso a servicios de agua y saneamiento contribuye 

decisivamente a la reducción de la pobreza, a una mejora en la alimentación y la 
salud de la población, a la asistencia de niños y niñas a las escuelas, a la reducción 
de cargas domésticas que afectan principalmente a la mujer, a la productividad 
laboral, a la reducción de la desigualdad social, a la sostenibilidad de las ciudades, al 
cuidado de los ecosistemas acuáticos marinos e incluso de los ecosistemas 
terrestres. Asimismo, una gestión integrada de los recursos hídricos incide también 
en un acceso más estable de la población y los actores económicos al agua de 
calidad, disminuyendo los conflictos, propiciando el crecimiento económico, 
potenciando la innovación y la eficiencia energética, incrementando la resiliencia de 
los sistemas públicos y productivos, protegiendo los ecosistemas e induciendo a la 
participación.8 

 

                                                           
7 PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. Objetivo 6: agua limpia y saneamiento, 
2018. [Consulta: 31 agosto 2018]. Disponible en:  
http://www.undp.org/content/undp/es/home/sustainable-development-goals/goal-6-clean-water-
and-sanitation.html#targets  
8 SANDOVAL, R. El agua en la Agenda 2030 y su relación con los objetivos del desarrollo sostenible. 
En: Friedrich-Ebert-Stiftung (FES). 2017, p. 129. 
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EL USO DE INDICADORES DE DERECHOS HUMANOS PARA MEDIR LA 

EFECTIVIDAD DEL DERECHO AL AGUA 

 De acuerdo con el diccionario de la Real Academia Española, un indicador es algo 
“que indica o sirve para indicar”. Según García Cívico los indicadores proporcionan 
información sobre el estado de algo “con el propósito de averiguar correlatos 
empíricos para extraer o inferir, por así decirlo, de la realidad, la situación del objeto 
en un marco de investigación previamente diseñada.”9 Así, los indicadores son una 
herramienta para medir el grado en que el derecho está siendo realizado o no, en un 
determinado contexto.  

La literatura enseña que hay dos grandes categorías de indicadores: pueden ser 
cuantitativos, también llamados numéricos o estadísticos; y de naturaleza 
cualitativa. Como enseña Ferrer Lues 10, los primeros utilizan información 
cuantitativa para ilustrar la implementación de un derecho, son las estadísticas, 
pueden ser expresados en forma de números, porcentajes o índices11; mientras que 
los segundos se refieren a una noción más temática, descriptiva o categórica, que da 
cuenta de una información relevante para un derecho específico, por ejemplo, las 
medidas normativas que un Estado ha tomado en relación a un derecho. Es necesario 
enfatizar que estas dos categorías no son opuestas, sino complementarias.  

De acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo12, los 
indicadores pueden ser un instrumento eficiente para: formular mejores políticas y 
vigilar los progresos realizados; determinar los efectos no deseados de leyes, 
políticas y prácticas; identificar cuáles son los actores que están influyendo en la 
realización de los derechos; poner de relieve si esos actores están cumpliendo sus 
obligaciones; advertir de antemano posibles violaciones y poder adoptar medidas 
preventivas; fortalecer el consenso social respecto de decisiones difíciles que deban 
adoptarse frente a la limitación de recursos y sacar a la luz cuestiones que han sido 
desatendidas o silenciadas.  

De hecho, el uso de los indicadores permite describir el contexto en materia de 
derechos humanos, permitiendo así, un seguimiento preciso a través la 
documentación de las violaciones. A partir de ello, se pueden clasificar las diferentes 
violaciones y mapear los patrones de violaciones en un determinado país, en un 
determinado momento, controlando el cumplimiento de los compromisos con los 
tratados internacionales. El uso de los indicadores proporciona este mapa del estado 
de los derechos, haciendo posible reflexionar sobre las causas de estas violaciones 
y las posibles soluciones para que ellas no vuelvan a ocurrir13. Además, los 

                                                           
9 GARCIA CÍVICO, J. ¿Qué es un indicador de derechos humanos y cómo se utiliza?”. En: Derechos y 

Libertades. núm. 24, 2011. p. 186. 
10 FERRER LUES, M. Derechos humanos en población: indicadores para un sistema de monitoreo. En: 
Serie Población y Desarrollo, núm. 73, 2007, p. 12.  
11 MALHOTRA, R. and FASEL, N. Quantitative Human Rights Indicators – A survey of major initiatives. 
En: Draft for discussion, 2005, p. 2.  
12 PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. Informe Sobre Desarrollo Humano 2000. 
Madrid-Barcelona-Mexico, Mundi-Prensa Libros, 2000, p. 89.  
13 LANDMANN, T. Measuring Human Rights: Principle, Practice, and Policy. En: Human Rights Quarterly, 
Baltimore 26.4, 2004. 
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indicadores permiten conocer en qué medida las obligaciones de los Estados en 
materia de derechos humanos están siendo respetadas. Este monitoreo puede ser 
realizado directamente por el Estado o por algún organismo regional o local del 
gobierno. Como también puede ser hecho por un organismo externo, como por los 
órganos de las Naciones Unidas o por una Organización no gubernamental. Para un 
efectivo uso de los indicadores, la definición del contenido del derecho es esencial.  

En el caso del derecho al agua, la Observación General nº 15 fue elaborada con el 
objetivo de clarificar su contenido y base jurídica. De este modo, en su párrafo 
segundo afirma que “el derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer 
de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y 
doméstico (…)14”. Así, en el caso de este derecho, algunos de sus elementos clave son 
la accesibilidad y la asequibilidad. Por consiguiente, los indicadores deberían ser 
utilizados para evaluar la realización de cada uno de estos elementos en particular.  

Además, de acuerdo con el PNUD15 los indicadores deben ser pertinentes desde el 
punto de vista normativo, lo que significa identificar cuestiones sobre las que se 
pueda ejercer influencia directa o indirecta adoptando medidas normativas; 
confiables, permitiendo que diferentes personas los utilicen y obtengan resultados 
congruentes; válidos, estableciendo criterios que permitan medir lo que se pretende 
medir; capaces de medirlos de manera consecuente a lo largo del tiempo, necesario 
si se está realizando progresos y alcanzando los objetivos; susceptibles de 
desagregar, lo que permite centrar la atención en grupos sociales, minorías y 
personas; susceptibles de separar, siempre que sea posible, el supervisor de lo 
supervisado, lo que posibilita reducir al mínimo los conflictos de intereses que 
surgen cuando un actor supervisa su propio desempeño.  

Para el PNUD16, los indicadores de derechos humanos deben también cumplir cuatro 
objetivos directamente conexos: verificar si los Estados respetan, protegen y 
realizan los derechos, principal marco de responsabilidad para la función del Estado; 
velar por el cumplimiento de los principios fundamentales de los derechos, al 
determinar si se están realizando los derechos sin discriminación, y con suficientes 
progresos, suficiente participación popular y recursos efectivos; velar por el acceso 
seguro, por medio de las normas e instituciones, las leyes y un entorno económico 
propicio que convierta los resultados derivados de la satisfacción de las necesidades 
en derechos efectivos y determinar los actores no estatales decisivos, al destacar 
qué otros actores influyen en la realización de los derechos y poniendo de relieve en 
qué consiste esa influencia. Solo siguiendo estos criterios, los indicadores 
funcionarán de modo efectivo, contribuyendo para el desarrollo de los derechos 
humanos en el mundo.  

Hay grandes diferencias entre la proclamación de derechos y su realidad práctica. 
Los indicadores son cruciales para analizar la implementación de cada derecho 

                                                           
14 COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. Observación General número 15: 
El derecho al agua, doc. E/C.12/2002/11.  
15 PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. Informe Sobre Desarrollo Humano 2000, 
cit., p. 90. 
16 PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. Informe Sobre Desarrollo Humano 2000, 
cit., p. 92. 
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humano y promueven el empoderamiento de los titulares de derecho, es decir, “en 
el contexto del desarrollo, el empoderamiento de los titulares de derechos más 
pobres y más vulnerables y aquellos con menor acceso a bienes y servicios públicos 
o canales de participación política17”. El derecho humano al agua también hace parte 
de esta realidad.  

 

BALANCE DEL MONITOREO DEL DERECHO HUMANO AL AGUA: DE LOS 

ODM A LOS ODS 

 Si se analiza de manera pormenorizada la meta 7C de los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio, el objetivo era la reducción a la mitad del porcentaje de personas que 
carecían de acceso a agua potable o que no podían costearlo. El indicador utilizado 
para verificar si esta meta había sido alcanzada fue “la proporción de la población 
con acceso a fuentes mejoradas de agua potable en zonas urbanas y rurales”. La 
Organización Mundial de la Salud y el Programa Conjunto de Monitoreo de UNICEF 
eran los órganos responsables por realizar el monitoreo de este objetivo.  

Se percibe que el indicador “acceso a fuentes mejoradas de agua potable” no es muy 
claro. Satterthwaite18 ya denunciaba esta limitación en 2003, cuando afirmaba que 
era extremamente cuestionable juzgar el acceso al agua sólo a partir del criterio 
relativo a la distancia a un pozo o tubo vertical, sin prestar atención a otros 
elementos. De hecho, a pesar de haber contribuido al progreso y reconocimiento de 
este derecho, muchas críticas han sido realizadas sobre el mismo. Se puso de 
manifiesto que la meta de reducir a la mitad había sido alcanzada, pero al mismo 
tiempo se verifica que el monitoreo de la efectividad de este derecho ha sido 
realizado con base en un indicador que no era preciso. 

La clasificación de las fuentes como mejoradas o no se basaba en el juicio de 
expertos que determinaban la probabilidad de que una fuente garantizase el acceso 
al agua potable. Se evaluaba si la fuente podría proporcionar el acceso al agua pero 
no la calidad de la misma. Es decir, una población podría tener acceso a una fuente 
mejorada, pero el indicador no medía si había cortes de agua, si el agua era segura, 
el costo del agua o la facilidad del acceso. Aunque el indicador mencionase “agua 
potable”, tampoco definía los criterios de potabilidad del agua. La metodología 
utilizada también no consideraba las diferencias y disparidades entre las regiones, 
es decir, es importante también que los indicadores puedan verificar en qué medida 
las periferias o áreas más aisladas tienen acceso al agua. ¿El acceso sería el mismo 
en el centro y en las periferias de la ciudad? El monitoreo debe servir, como ha sido 
dicho anteriormente, para empoderar los más vulnerables, si el uso de indicadores 
no refleja la realidad, su utilidad queda amenazada. Se percibe que el uso de 
indicadores para medir los Objetivos de Desarrollo del Milenio a veces ha sido 

                                                           
17 MCINERNEY-LANKFORD, S. and SANO, H-O. Human Rights Indicators in Development: an 
introduction, World Bank Publications, 2010, p. 14. 
18 SATTERTHWAITE, D. The Millennium Development Goals and urban poverty reduction: great 
expectations and nonsense statistics. En: Environment&Urbanization, vol. 15, núm. 2, 2003, p. 186.  
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realizado con un enfoque en la cantidad y no en la calidad19, en el impacto inmediato 
y no en un cambio duradero, como destacaba la Relatora Catarina de Albuquerque. 
Así, este criterio debe ser mejorado y perfilado, no se puede utilizar solo el enfoque 
“fuentes mejoradas versus fuentes no mejoradas”, ya que no considera diferencias y 
detalles complejos, haciendo una descripción simplificada de la realidad20.   

 

El Informe de 2015 de Desarrollo del Milenio destacó que en 2015, el 91% de la 
población mundial utilizaba una fuente de agua mejorada, en comparación al 76% 
en 1990. La meta 7C fue así alcanzada y muy celebrada en el mundo. Sin embargo, si 
todos los elementos del derecho humano al agua hubiesen sido medidos, es 
evidente que los números serían muy distintos. Los indicadores utilizados no 
tomaron en consideración todos los elementos, es decir, la suficiencia, la salubridad 
y aceptabilidad, la asequibilidad y la accesibilidad. La elaboración de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible han considerado estas limitaciones, y si percibe que las 
metas son bien más completas. En este sentido, el nuevo Relator del Derecho 
Humano al agua de las Naciones Unidas, Léo Heller, afirmó que “debido a la 
definición estricta de los objetivos dentro del marco de la Agenda 2030 para el 
desarrollo sostenible, las mismas revelarán de forma aún más dramática la falta de 
acceso al agua y al saneamiento seguro”. 

De hecho, en las nuevas metas y sus respectivos indicadores, se observa los cambios 
con el objetivo progresar con respecto a los Objetivos de Desarrollo del Milenio: 

a. Meta 6.1. Agua potable 

La pretendida meta implica que se ha de conseguir es el acceso universal y equitativo 
al agua potable a un precio asequible para todos.  Si se procede a la interpretación 
normativa de esta meta, en primer lugar, se trata de que exista agua suficiente para 
cubrir las necesidades domésticas de forma fiable y cercana del domicilio. Debe ser 
un acceso “universal”, es decir, que abarque todos los contextos y situaciones, (entre 
los que destacan, los hogares, los colegios, los centros de atención sanitaria y los 
lugares de trabajo) y, “equitativo” que implicará la reducción y eliminación 
progresiva de las desigualdades entre subgrupos demográficos.  

En segundo lugar, se entiende por “agua potable “, aquella que no contiene 
sustancias contaminantes ni agentes patógenos ni niveles elevados de productos 
químicos tóxicos. Así el tratamiento necesario para que se pueda considerar que el 
agua es potable depende directamente de la calidad del agua sin depurar (en 
conexión con las metas 6.2, 6.3 y 6.6). 

En tercer lugar, se requiere de “un precio asequible”, es decir, el pago de los servicios 
no puede ser obstáculo para su acceso ni para que puedan cubrir las necesidades 

                                                           
19 DE ALBUQUERQUE, C. On the right track. Good practices in realizing the rights to water and 
sanitation, ERSAR, Lisbon, 2012, p. 30. 
20 FLORES, O. et al. Monitoring access to water in rural areas based on the human right to water 
framework: a local level case study in Nicaragua. En: International Journal of Water Resources 
Development, vol. 29, 2013, p. 8.  
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humanas básicas. No se indica cuando se considera que el precio es asequible, sin 
embargo, dentro de El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) se 
fija que el coste del agua no debería superar el 3% de los ingresos del hogar.21 

De este modo, el indicador es que la “proporción de la población que dispone de 
servicios de suministro de agua potable gestionados de manera segura”. En el 
contexto de este indicador es necesario que la población que utiliza la fuente de 
agua potable mejorada (se entiende por tal, aquellas que, por la naturaleza de su 
diseño y construcción, presentan el potencial de proporcionar agua para consumo) 
ubicada in situ, que se encuentre accesible respecto a la vivienda, esté disponible en 
todo momento cuando se necesite, y además esté exenta de contaminación fecal y 
sustancias químicas prioritarias.22 

A este fin, si el agua potable de una fuente mejorada no cumple con los criterios 
mencionados, pero el trayecto de ida y vuelta para recolectar el agua conlleva 30 
minutos o menos, incluida la correspondiente fila de espera, se clasificará como 
servicio básico de agua potable. En cambio, si la recolección de agua supera los 30 
minutos se considera que un servicio limitado de agua potable.23 

b. Meta 6.2. Saneamiento e higiene  

Respecto a este objetivo se pretende “lograr el acceso a servicios de saneamiento e 
higiene adecuados y equitativos para todos y poner fin a la defecación al aire libre, 
prestando especial atención a las necesidades de las mujeres y las niñas y las 
personas en situaciones de vulnerabilidad”. El análisis de la pretendida meta implica 
la comprensión de dos elementos determinantes, en primer lugar, el acceso, habrá 
acceso cuando las instalaciones estén cerca de los hogares y sea posible el acceso a 
ellas fácilmente. En segundo lugar, se entiende por servicios de saneamiento e 
higiene son aquellas instalaciones y servicios para la gestión y eliminación de la 
orina y heces humanas sin riesgos e higiene. Para ello, se deben de dar en aquellas 
condiciones y prácticas que contribuyan a conservar la salud y evitar la transmisión 
de enfermedades, garantizándose el lavado de manos, la gestión de la higiene 
menstrual y la higiene alimentaria.  

De este modo, el indicador de esta meta es la proporción de la población que utiliza 
servicios de saneamiento gestionados de manera segura, incluida una instalación 
para lavarse las manos con agua y jabón. Así, este indicador va a depender a su vez 
de dos subindicadores, que son: la proporción de la población que utiliza servicios 

                                                           
21 NACIONES UNIDAS. Decenio Internacional para la Acción “El agua fuente de vida” 2005-2015, 
2018. Consulta: 31 agosto 2018]. Disponible en: 
http://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/human_right_to_water.shtml 
22 UN WATER. Guía para el monitoreo integrado del Objetivo de Desarrollo Sostenible 6. Metas e 
indicadores mundiales. 2017, pp. 10-11. 
23 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD y FONDO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA INFANCIA. 
Progresos en Materia de agua potable, saneamiento e higiene. Informe de actualización de 2017 y 
línea de base de los ODS- 2017, p. 8. UN WATER. Guía para el monitoreo integrado del Objetivo de 
Desarrollo Sostenible 6. Metas e indicadores mundiales. 2017, p. 11.  
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de saneamiento gestionados de manera segura y la proporción de la población que 
dispone de instalaciones básicas para lavarse las manos en su domicilio.24 

Para dar contenido a los mismos va a ser necesario definir las instalaciones de 
saneamiento mejoradas, que son las diseñadas para separar higiénicamente los 
excrementos del contacto humano. Existiendo tres maneras principales de cumplir 
con los criterios para que se entienda que el servicio de saneamiento está siendo 
gestionado de manera segura, porque las instalaciones de saneamiento mejoradas 
deben no ser compartidas con otros hogares y los excrementos producidos tienen 
que ser: tratadas y eliminadas in situ, almacenadas temporalmente y luego vaciadas, 
transportadas y tratadas en instalación externa, o transportadas por medio de una 
red de alcantarillados con aguas residuales y luego tratadas en instalación externa. 

Si no se cumple con las características vistas será clasificado como servicio de 
saneamiento básico, de modo que cuando las fuentes de saneamiento mejoradas 
sean compartidas se clasificarán como servicio limitado. Asimismo, una instalación 
de lavado de manos con jabón y agua en la vivienda ha sido considerada como el 
indicador prioritario para el monitoreo mundial de la higiene en el marco de los 
ODS.25 

 

CONSIDERACIONES FINALES 

 El derecho humano al agua ha sido formalmente reconocido en el marco del 
derecho internacional y su contenido expresamente definido por la Observación 
General nº 15. Además, el acceso a este recurso ha sido proclamado como meta no 
sólo en el ámbito de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, pero también en el 

marco de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Tal reconocimiento es esencial, ya 
que muchas personas en el mundo aún no tienen acceso al agua. Sin acceso a este 
recurso, la población no puede desarrollarse libremente y, así, tener una vida digna.  

Sin embargo, como ha sido visto a lo largo de este trabajo, el establecimiento de 
metas debe venir acompañado de un sistema eficaz de monitoreo, que verifique de 
modo fidedigno, si los países están trabajando con el objetivo de alcanzarlas. Los 
indicadores ayudan a entender en qué medida un derecho humano está siendo 
garantizado de un modo efectivo. Como señalan Rosga y Satterthwaite26, los 
indicadores tienen muchas ventajas ya que transforman informaciones complejas en 
datos fáciles de comprender, a su vez pueden ser utilizados para demostrar la 
efectividad de los derechos, como también para determinar los esfuerzos de los 
países en el cumplimiento de los objetivos, permitiendo reconocer el desarrollo que 

                                                           
24 UN WATER. Guía para el monitoreo integrado del Objetivo de Desarrollo Sostenible 6. Metas e 
indicadores mundiales. 2017, pp. 16-17. 
25 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD y FONDO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA INFANCIA. 
Progresos en Materia de agua potable, saneamiento e higiene. Informe de actualización de 2017 y 
línea de base de los ODS- 2017, p. 8-9.  
26 ROSGA, A. y M. L. SATTERTHWAITE. The Trust in Indicators: Measuring Human Rights. En:  New York 
University School of Law, Public Law and Legal Theory Research Paper Series. 2008, p. 255. 
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han tenido los diferentes países a lo largo del tiempo, en lo referente a un 
determinado derecho. 

La experiencia de los Objetivos de Desarrollo del Milenio permitió reflexionar sobre 
los limites del sistema utilizado. Quedó claro que la meta había sido alcanzada en 
teoría, pero que muchos elementos no habían sido verificados, lo que no demuestra 
la realidad del acceso al agua de modo fidedigno. La elaboración de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible son más completos y complejos lo que permitirá una mejor 
evaluación de la realidad. El acceso al agua es primordial para eliminar la pobreza y 
reducir la desigualdad. Es necesario trabajar para que las obligaciones derivadas de 
los compromisos internacionales sean cumplidas. Para ello, el uso de indicadores 
eficaces es crucial. En este sentido, la medición de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible es un reto para la comunidad internacional, sobre todo para los países en 
desarrollo, pero necesario para alcanzar el acceso al agua a toda la población.  
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http://www.undp.org/content/undp/es/home/sustainable-development-goals/goal-6-clean-water-and-sanitation.html#targets
http://www.undp.org/content/undp/es/home/sustainable-development-goals/goal-6-clean-water-and-sanitation.html#targets
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RESUMEN 

 En el presente comunicado se expone de manera crítica y reflexiva el régimen 
jurídico de la desalación del agua en México y sus afectaciones ambientales, en el 
marco del objetivo 6 del desarrollo sostenible, consistente en garantizar la 
disponibilidad y gestión sostenible del agua y el saneamiento para todos, así como 
con los derechos humanos de acceso al agua de manera sustentable y el derecho a 
un medio ambiente sano. 

La desalación del agua de mar es un proceso técnico industrial por el que se separa 
la sal del agua para volverla potable y utilizarla para diferentes usos: riego, turístico 

y consumo humano. De esta manera la desalación del agua de mar es planteada como 
una posible solución para enfrentar los problemas del agua en México. 

Sin embargo, la desalación del agua de mar como todo proceso industrial conlleva 
afectaciones al ambiente, entre las que se encuentran: Liberación de gases efecto 
invernadero en la atmosfera, al no utilizar energías renovables; generación de 
residuos conocido como salmuera, el cual no puede destinarse a algún otro uso, ni 
puede tampoco reciclarse, los cuales puede ser descargados al propio mar o bien al 
suelo; contaminación visual y de ruido como consecuencia de la instalación y 
tuberías necesarias y del propio proceso técnico industrial. 

En consecuencia, en la presente investigación se realiza un estudio exhaustivo sobre 
los problemas del agua en México, los procesos técnicos industriales que se utilizan 
para desalar el agua y sus afectaciones ambientales. Lo anterior, en el marco del 
objetivo 6 del desarrollo sostenible, consistente en garantizar la disponibilidad y 
gestión sostenible del agua y el saneamiento para todos, así como de los derechos 
humanos de acceso al agua de manera sustentable y el derecho a un medio ambiente 
sano. 

 Finalmente se presenta como resultado si la regulación jurídica de la desalación del 
agua en México cumple con el derecho humano al acceso del agua de manera 
sustentable y el derecho a un medio ambiente sano. 
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PROBLEMAS DEL AGUA EN MÉXICO 

 Los problemas que existen sobre el acceso y disponibilidad del agua en el mundo 
resultan un hecho notorio en la actualidad. Podemos leer y escuchar noticias 
tratando sobre la escasez y contaminación del agua por todas partes. 

Lamentablemente, nuestro país no es ajeno a esta situación, pues enfrenta las 
mismas complicaciones de acceso y disponibilidad del agua como muchos otros 
países, mismas que son resumidas por el Doctor César Nava Escudero, en tres rubros: 
“i) la consistente distribución inequitativa del recurso por razón de su ubicación vis a 
vis asentamientos humanos; ii) las condiciones de escasez (estrés hídrico) por 
sobreexplotación de acuíferos, y iii) los altos niveles de contaminación, deterioro o 
modificación localizables en extensas áreas del territorio mexicano.”1 

- Distribución inequitativa. Este rubro se refiere al hecho de que existen trece 
regiones hidrológico-administrativas, en las que se divide la disponibilidad 
del agua frente a la ubicación de diversas poblaciones. Así mientras en 
regiones como en el Valle de México, corresponde una disponibilidad de 152 
m3 por habitante al año (m3/hab/año), en la región del Río Bravo se tiene una 
disponibilidad de  1, 063 (m3/hab/año), y en la región de Península de Baja 
California se tiene una disponibilidad de 1,165 (m3/hab/año), así mismo 
existen otras regiones como la frontera sur con 21, 906 (m3/hab/año).2  Según 
la escala de clasificación de la disponibilidad natural media de agua per cápita 
(m3/hab/año) la zona del Valle de México es “extremadamente baja”, la región 
de Río Bravo y de la Península de Baja California es “muy baja” y la región de 
la frontera sur tiene una categoría “alta”. 

- Escasez. Aquí la problemática hace alusión al llamado estrés hídrico 
provocado fundamentalmente por la “sobreexplotación de acuíferos”, 
concepto este último que se refiere a que la extracción del líquido es superior 
al de recarga al menos en un 10%. Según datos de la Comisión Nacional del 
Agua, el país se ha dividido para fines de administración del agua en 653 
acuíferos. De estos, el número de acuíferos sobreexplotados ha oscilado 
anualmente entre 100 y 106. Al 31 de diciembre de 2013 se reportan 106 
acuíferos sobreexplotados. De los acuíferos sobreexplotados se extrae el 
55.2% del agua subterránea para todos los usos.3 

- Contaminación, deterioro o modificación. Por último, nuestro país se enfrenta 
al problema de que un gran número de cuerpos de agua sufren de 
contaminación generada primordialmente por ciudades y zonas agrícolas. De 
acuerdo con los resultados de evaluación de calidad del agua para el indicador 
DQO (demanda química de oxígeno), el 13.8 % de las regiones hidrológicas 

                                                           
1 NAVA ESCUDERO, César. Estudios ambientales. 2ª ed. México: Universidad Nacional Autónoma de 
México, 2009. ISBN:978-607-30-0365-0 
2 COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA. Estadísticas del agua en México [en línea]. Ed 2014. México: 
Comisión Nacional del Agua [fecha de consulta 7 de julio de 2018]. Disponible en: 
http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Publicaciones/Publicaciones/EAM2014.pdf.  
3 Ibidem, p. 45. 

http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Publicaciones/Publicaciones/EAM2014.pdf
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administrativa presenta excelente calidad, el 8.9 % buena calidad, el 33.2. % 
aceptable, el 38.1 % contaminada y el 6.0% fuertemente contaminada.4 

Se advierte de lo anterior que el panorama respecto el acceso y disponibilidad del 
agua en nuestro país es poco alentador, se prevé que dentro de un par de décadas la 
disponibilidad de agua por habitante, tendera a reducirse notoriamente en algunas 
regiones del país, alcanzando niveles extremadamente preocupantes.  

Como parámetro para ejemplificar la situación preocupante en la que se encuentra 
México, la Organización de la Naciones Unidas, ha señalado que cuando en un país 
se tienen valores inferiores a los 1000 (m3/hab/año), la situación es crítica. 5 Como 
se puede apreciar en algunas zonas del país como lo son el Valle de México, la 
Península de Baja California y del Río Bravo, este indicador ya ha sido alcanzado. 

Por lo anterior, resulta urgente que el Estado mexicano, como sujeto obligado para 
garantizar el derecho humano al acceso, disposición y saneamiento del agua para 
consumo personal y doméstico en forma suficiente, salobre, aceptable y asequible, 
y considerando el objetivo 6 de los objetivos del desarrollo sostenible, tome 
medidas para enfrentar los retos concernientes a los problemas del agua. 

 

DESALACIÓN DEL AGUA DE MAR  

 Es así como la desalación del agua de mar se plantea como una posible solución 
para enfrentar los problemas del agua, pues nuestros océanos cubren más del 70% 
de la superficie de la Tierra y contienen el 97% de su agua. 

 La desalación del agua de mar es un proceso técnico industrial que permite separar 
la sal del agua para obtener agua dulce6 para diferentes usos: turísticos, riego, 

industriales y consumo humano.7 

En la actualidad, la desalación de agua de mar o salobre en México es una realidad, 
ya que existen 320 sitios donde están instaladas plantas desaladoras, y en éstos hay 
435 plantas, la mayoría de ellas en hoteles. Esta infraestructura se halla distribuida 
en todo el país. La entidad federativa con el mayor número de desaladoras es 
Quintana Roo, con 124 unidades; le sigue Baja California Sur, con 71. Este último 
cuenta con la planta municipal más grande del país, en los Cabos, que produce 200 
L/s de agua potable (17 280 m3/d) y abastece a una parte de Cabo San Lucas.8 

Así mismo, el Programa Nacional de Infraestructura 2014-2018, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2014, prevé dos proyectos de plantas 

                                                           
4 Ibidem, p. 52. 
5 CENTRO MEXICANO DE DERECHO AMBIENTAL ASOCIACIÓN CIVIL, et al. El agua en México: lo que 
todos y todas debemos saber [en línea]. 2006. México: CEMDA, [fecha de consulta 15 de julio de 2018]. 
Disponible en https://www.cemda.org.mx/wp-content/uploads/2011/12/agua-mexico_001.pdf.  
6 NAVA ESCUDERO, César. Op. cit., p.268. 
7 DÉVORA-ISIORDIA, Germán Eduardo, et al. Técnicas para desalinizar agua de mar y su desarrollo en 

México. Ciencias del Agua. México, vol. IV, núm. 3, julio-agosto de 2013, pp.57-68. ISSN 2007-2422 
8 FUENTES DÍAZ, Manuel. La desalación del agua. Gaceta del Instituto Mexicano de Tecnología del Agua. 

México, núm. 6, octubre de 2007. 

https://www.cemda.org.mx/wp-content/uploads/2011/12/agua-mexico_001.pdf
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desaladoras para consumo humano en la Paz, Baja California Sur y en Ensenada, Baja 
California, el primero de ellos con una capacidad de 200 L/s en su primera etapa, así 
como una línea de conducción hasta la zona en desarrollo y el segundo con una 
producción nominal de 250 L/s. 

De igual forma, el gobierno del estado de Baja California se encuentra realizando el 
proyecto consistente en el diseño, construcción y operación de una planta 
desaladora con capacidad de producción de 2,200 litros por segundo (lps) o 50 
millones de galones diarios (mgd) de agua en Playas de Rosarito, Baja California. El 
Proyecto se pretende implementar a través de una asociación público-privada y el 
agua potable producida por el Proyecto servirá para cubrir la demanda de agua de 
una parte de los municipios de Tijuana y Playas de Rosarito, sustituyendo el flujo 
suministrado por el Acueducto del Río Colorado-Tijuana.9 

Por su parte, diversas universidades del país se encuentran realizando estudios al 
respecto, como es el caso del Instituto de Ingeniería Desalación y Energías Alternas 
de la Universidad Nacional Autónoma de México, el cual trabaja en un proyecto que 
propone la desalación de agua de mar a través de la geotermia, por ser un recurso 
renovable10, como parte del Programa de Investigación Multidisciplinaria: Proyectos 
Universitarios de Liderazgo y Superación Académica (IMPULSA).   

De igual forma, en la Universidad Autónoma de Yucatán, el investigador Jorge 
Lechuga Andrade, en febrero del 2017, obtuvo la patente de su sistema para desalar 
el agua de mar, lo anterior, al ser considerado su sistema como original, innovador y 
sustentable, al ser comparado con otros procedimientos que se han implementado 
en Europa y Medio Oriente.11 

 

AFECTACIONES AMBIENTALES CAUSADAS POR LA DESALACIÓN DEL 

AGUA DE MAR. 

   No obstante, al alivio que nos podría causar esta posible solución para enfrentar 
los problemas de distribución inequitativa, escasez, y contaminación, degradación o 
deterioro del agua, lo cierto es que la desalación del agua de mar y/o salobre, como 
todo proceso industrial conlleva afectaciones al ambiente, entre las que se 
encuentran: 

- Uso de una gran cantidad de energía eléctrica. 

                                                           
9 Comisión de Cooperación Ecológica Fronteriza [en línea], [fecha de consulta 6 de abril de 2018]. 

Disponible en http://www.cocef.org/proyectos/proyectos-en-desarrollo/planta-desaladora-en-playas-de-
rosarito-baja-california.  
10UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. Desarrollan en la UNAM desaladora modular 

geotérmica. Boletín UNAM-DGCS-187 [en línea], 31 de marzo de 2015, [Fecha de consulta 5 de abril 

2018]. Disponible en http://www.dgcs.unam.mx/boletin/bdboletin/2015_187.html. 
11 EXCÉLSIOR. Mexicano patenta sistema para hacer potable el agua del mar. Periódico Excélsior [en 

línea]. 23 de febrero de 2017, [fecha de consulta 5 de abril 2018]. Disponible en 
http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/02/23/1147815#imagen-6. 

http://www.cocef.org/proyectos/proyectos-en-desarrollo/planta-desaladora-en-playas-de-rosarito-baja-california
http://www.cocef.org/proyectos/proyectos-en-desarrollo/planta-desaladora-en-playas-de-rosarito-baja-california
http://www.dgcs.unam.mx/boletin/bdboletin/2015_187.html
http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/02/23/1147815#imagen-6
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- Liberación de gases efecto invernadero en la atmósfera con posibles afectaciones 
o alteraciones al sistema climático mundial, al no utilizar energías renovables. 

- Generación de residuo conocido como salmuera, el cual no puede destinarse a 
algún otro uso ni puede tampoco reciclarse, los cuales pueden ser descargados al 
propio mar o bien al suelo, aunque no se tenga la certeza absoluta sobre el 
impacto negativo que genere en el ambiente, es probable que ciertos ecosistemas 
marinos o costeros frágiles se vean afectados según las cantidades que de ella se 
viertan al mar, el tipo de proceso de desalación que se utilice. Así mismo es posible 
que la salmuera pueda depositarse en confinamiento terrestres, pero de no contar 
con medidas preventivas y de protección se podría contaminar el suelo y subsuelo 
y modificar o deteriorar el agua dulce subterránea que se encuentre en dicho 
lugar. 

- Contaminación visual y de ruido de la instalación y tuberías necesarias y del 
propio proceso técnico industrial, aumentando las afectaciones al ambiente, 
considerando que se ha pensado la instalación de las plantas desaladoras cerca 
de las costas, donde existen gran cantidad de áreas naturales protegidas.12 

De manera que la desalación del agua de mar y/o salobre como medio para enfrentar 
los problemas de distribución inequitativa, escasez, y contaminación, degradación o 
deterioro del agua, podría ser una alternativa, siempre y cuando sean consideras y 
prevenidas las posibles afectaciones al ambiente. 

 

OBLIGACIONES DEL ESTADO MEXICANO 

 Se dice lo anterior, considerando las obligaciones nacionales e internacionales 

del Estado mexicano, consistente en garantizar los derechos humanos al agua y a un 
medio ambiente sano, plasmados en los siguientes ordenamientos: 

En primer lugar, tenemos al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, ratificado por el Senado el 18 de diciembre de 1980. Mismo que de 
acuerdo con el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales13, en su 
observación general 15 (O.G.15) de noviembre de 2002, establece el derecho del 
agua en los artículos 11.1 (derecho a un nivel de vida adecuado) y 12 (derecho al 
disfrute del más alto nivel posible de salud), así como, que el derecho al agua debe 
ser sostenible. Expresamente el Comité establece: 

“Lo adecuado del agua no debe interpretarse de forma restrictiva. Simplemente 
en relación con cantidades volumétricas y tecnológicas. El agua debe tratase 
como un bien social y cultural y no fundamentalmente como un bien económico. 
El modo en que se ejerza el derecho al agua también debe ser sostenible, de 

                                                           
12 JIMÉNEZ SHAW, Concepción. Régimen jurídico de la desalación del agua marina. Valencia: Tirant lo 
Blanch, 2003. ISBN:84-8442-759-5. 
13 Órgano especializado encargado de vigilar la aplicación del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y facultado por la ONU para realizar la interpretación autorizada 
del mismo. 
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manera que este derecho pueda ser ejercido por las generaciones actuales y 
futuras.”14 

Siguiendo ese orden de ideas, la Agenda 2115, específicamente en su capítulo 18, 
establece la importancia de mantener un suministro suficiente de agua de buena 
calidad para toda la población del planeta suficiente y preservar a la vez las 
funciones hidrológicas, biológicas y químicas de los ecosistemas. De modo que en 
este documento se propusieron áreas de programas para la consecución de dicho 
objetivo general a través de una serie de acciones, objetivos, actividades y medios 
de ejecución. Dentro de su numeral 18. 5, inciso a) Ordenación y aprovechamiento 
integrados de los recursos hídricos y g) Repercusiones del cambio climático en los 
recursos hídricos, se mencionó de manera expresa la necesidad de que los Estados 
llevaran a cabo acciones vinculadas a la desalación de agua tanto para lograr esa 
ordenación como para evitar dichas repercusiones. 16 

Así mismo, es menester considerar los principios de prevención y precaución, 
consagrados en los instrumentos internacionales suscritos por el Estado mexicano 
como lo es la Declaración Universal de Derechos Humanos, principio 15 de la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo y el Convenio de 
Estocolmo de 1974. 

Debido a que los principios de prevención y precaución establecen los ejes rectores 
de la aplicación de la normatividad ambiental por parte del Estado mexicano, y están 
ampliamente relacionados con las afectaciones causadas por la desalación del agua 
de mar y/o salobre, es decir, con los riesgos ciertos e inciertos que existen de daño 
grave e irreversible al medio ambiente. 

El principio de prevención conduce a un accionar destinado a evitar o disminuir 
riesgos ciertos, por su parte el principio de precaución se aplica a los riesgos 
inciertos, es decir, cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de 
certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la 
adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación 
del medio ambiente.17 

Así mismo el 25 de septiembre de 2015, en la Cumbre de las Naciones Unidas sobre 
el Desarrollo Sostenible en Nueva York, México adoptó el documento titulado 
“Transformar Nuestro Mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”. Dicho 
documento incluye los 17 Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS) cuyo objetivo 

                                                           
14 Párrafo 11 de la observación general Nº 15: El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). [consultado 23 de abril de 2018]. 

Disponible en https://www.escr-net.org/es/recursos/observacion-general-no-15-derecho-al-agua-
articulos-11-y-12-del-pacto-internacional. 
15 La Agenda 21 es uno de los instrumentos no vinculantes firmado en la Conferencia de Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, que tuvo lugar en Río de Janeiro, Brasil entre el 3 y 
el 14 de junio de 1992, emanados de la Conferencia de Rio en 1992.  
16Agenda 21. [consultada 22 abril de 2018]. Disponible en 
http://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/index.htm 
17Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, principio 15. [consultada el 23 de abril de 
2018]. Disponible en http://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/riodeclaration.htm. 

https://www.escr-net.org/es/recursos/observacion-general-no-15-derecho-al-agua-articulos-11-y-12-del-pacto-internacional
https://www.escr-net.org/es/recursos/observacion-general-no-15-derecho-al-agua-articulos-11-y-12-del-pacto-internacional
http://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/index.htm
http://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/riodeclaration.htm
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es poner fin a la pobreza, luchar contra la desigualdad y la injusticia, y hacer frente 
al cambio climático sin que nadie quede atrás para el 2030.18 

Esta agenda conocida como Agenda 2030 sobre el Desarrollo Sostenible incluye 
desde luego, en su objetivo 6, el objetivo de garantizar la disponibilidad y la gestión 
sostenible del agua y el saneamiento para todas y todos, señalando en su numeral 
6.a. como un medio para lograr dicho objetivo en el de ampliar la cooperación 
internacional y el apoyo prestado a los países en desarrollo para la creación de 
capacidad en actividades programas relativos al agua y el saneamiento, como los de 
desalinización.19 

Derivado de este marco internacional, el 8 de febrero de 2012, el Estado mexicano 
reformó los párrafos cuarto y quinto del artículo 4 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para establecer el derecho a un medio ambiente sano y 
el derecho al agua como derechos fundamentales, de la siguiente manera: 

“Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y 
bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro 
ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo 
dispuesto por la ley.” 

“Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para 
consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y 
asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y 
modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos 
hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades 
federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la 
consecución de dichos fines.”20 

 

RÉGIMEN JURÍDICO DE LA DESALACIÓN DEL AGUA DE MAR EN MÉXICO 

 Se colige de lo anterior,  que a pesar de que la desalación del agua como medio 
para enfrentar los problemas del agua, es un hecho en México, y  que existe la 
obligación del Estado mexicano de garantizar los derechos fundamentales a un 
medio ambiente sano, acceso disponibilidad del agua de manera sustentable, de 
cumplir con el objetivo 6 de los objetivos del desarrollo sostenible y  de observar los 
principios de prevención y precaución ante riesgos ciertos e ciertos de daño grave o 
irreversible al medio ambiente,  las disposiciones jurídicas, así como las políticas 
públicas al respecto, son escasas. 

En este sentido, la normatividad jurídica que regula de manera expresa la desalación 
del agua de mar o salobre en México, es la Ley de Aguas Nacionales y el Reglamento 
                                                           
18 Organización de las Naciones Unidas México [en línea], [fecha de consulta 28 de agosto de 2018]. 
Disponible en http://www.onu.org.mx/agenda-2030/objetivos-del-desarrollo-sostenible/.  
19 Metas de los objetivos del desarrollo sostenible [fecha de consulta 28 de agosto de 2018]. 
Disponible en http://www.onu.org.mx/wp-content/uploads/2017/07/180131_ODS-metas-digital.pdf  
20 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. [consultada 30 de agosto 2018]. Disponible 
en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf.  

http://www.onu.org.mx/agenda-2030/objetivos-del-desarrollo-sostenible/
http://www.onu.org.mx/wp-content/uploads/2017/07/180131_ODS-metas-digital.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf
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de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en materia de 
Impacto Ambiental. 

La Ley de Aguas Nacionales, establece respecto de la desalación del agua lo 
siguiente:  

“ARTÍCULO 17. Es libre la explotación, uso y aprovechamiento de las aguas 
nacionales superficiales por medios manuales para uso doméstico conforme a la 
fracción LVI del Artículo 3 de esta Ley, siempre que no se desvíen de su cauce ni se 
produzca una alteración en su calidad o una disminución significativa en su 
caudal, en los términos de la reglamentación aplicable. 

 No se requerirá concesión para la extracción de aguas marinas interiores y del 
mar territorial, para su explotación, uso o aprovechamiento, salvo aquellas que 
tengan como fin la desalinización, las cuales serán objeto de concesión.”21 

“ARTÍCULO 96 BIS 2. Se consideran como obras públicas necesarias que competen 
al Ejecutivo Federal a través de “la Comisión”, las que: … 

IV. Permitan el abastecimiento, potabilización y desalinización cuya realización 
afecte a dos ó más estados”22 

Es decir que la Ley de Aguas Nacionales, se limita a establecer en dos artículos el 
régimen que ha de regular la desalación del agua de mar, estableciendo en el primero 
de ellos que se requiere concesión para la extracción de aguas marinas interiores y 
del mar territorial para su explotación, uso o aprovechamiento cuando tenga como 
fin la desalación, y en el segundo que las obras que permitan la desalación cuya 
realización afecte a dos o más estados se consideraran públicas. 

Sin que el Reglamento de la Ley de Aguas Nacionales, pormenorice o detalle respecto 
a la desalación del agua, para conseguir una mejor y más adecuada aplicación de la 
citada Ley de Aguas, dejando un vació legal y una gran incertidumbre jurídica. 

Cabe precisar que el Decreto que reforma a la Ley de Aguas Nacionales publicado en 
el Diario Oficial el 29 de abril de 2004, por el que se incorpora por primera vez la 
desalación del agua (disposiciones previamente citadas), establece en su transitorio 
Tercero, el plazo de doce meses para la expedición de las disposiciones que 
reglamenten dicha reforma, sin que, a la fecha, trece años después, se haya expedido 
disposición reglamentaria sobre la desalación del agua de mar. 

A pesar de que el Reglamento de la Ley de Aguas Nacionales posteriormente al citado 
Decreto que reforma a la Ley de Aguas Nacionales publicado en el Diario Oficial el 
29 de abril de 2004, ha sido reformado dos veces con fecha 24 de mayo de 2011 y 
25 de agosto de 2014, en ninguna de estas reformas se ha incorporado disposición 
alguna referente a la desalación del agua de mar. 

                                                           
21 Ley de Aguas Nacionales. [consultada 30 de agosto 2018]. Disponible en 
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/16_240316.pdf  
22 Ídem  

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/16_240316.pdf
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Por su parte, el Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente en Materia de Evaluación del Impacto Ambiental, establece: 

“Artículo 5. Quienes pretendan llevar a cabo alguna de las siguientes obras o 
actividades, requerirán previamente la autorización de la Secretaria en materia 
de impacto ambiental: 

HIDRAULICAS: 

XII. Plantas desaladoras.”23 

De esta disposición jurídica, se desprende que las plantas desaladoras, son 
consideradas una obra y/o actividad que puede causar desequilibrio ecológico o 
rebasar los límites y condiciones establecidos en las disposiciones aplicables, por lo 
que se debe someter a la evaluación de impacto ambiental, procedimiento a través 
del cual la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales  establece las 
condiciones a que se sujetará su realización, a fin de evitar o reducir al mínimo sus 
efectos negativos sobre el medio ambiente. 

Pero sin que se establezca con claridad cuáles son los alcances de la evaluación de 
impacto ambiental a las plantas desaladoras, si se realizaran únicamente por lo que 
hace a la construcción de la planta desaladora, por la actividad de desalación el agua 
o si dicha evaluación abarca el tratamiento que se debe hacer a los residuos 
generados en el proceso de desalación el agua de mar o salobre, incluyendo dentro 
de estos a la salmuera.  

Sustentan lo anterior Carla Aceves al señalar que: “La figura de la segmentación en 
la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) es un riesgo que hay que prevenir y 
evitar”24. De la misma manera el Dr. César Nava Escudero refiere que: “si bien las 
obras o actividades de plantas desaladoras se someten a una evaluación de impacto 
ambiental, no queda claro si las descargas que se hagan de salmuera deberán 
asimismo someterse a dicho procedimiento de impacto ambiental.”25 

Ahora bien, por lo que hace a las políticas públicas relacionadas con la desalación del 
agua de mar, únicamente el Programa Nacional de Infraestructura 2014-2018, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2014, hace mención 
de forma expresa acerca de las plantas desaladoras de agua, pero de manera 
extremadamente limitada, considerándolas como parte de las estrategias y líneas de 
acción para construir infraestructura para incrementar la oferta de agua potable. 

No se omite señalar que existe un proyecto de Norma Oficial Mexicana, PROY-NOM-
013-CONAGUA/SEMARNAT-2015, que pretende establecer las especificaciones y 
requisitos para las obras de toma y descarga que se deben cumplir en las plantas 

                                                           
23 Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en Materia de 
Evaluación del Impacto Ambiental. [consultada 25 de agosto de 2018]. Disponible en 
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LGEEPA_MEIA_311014.pdf  
24 ACEVES ÁVILA, Carla D. La sostenibilidad en proyectos de desalación con energías renovables: una 
perspectiva jurídica. En: César, NAVA ESCUDERO, et al. (coord..). Desalación de agua con energías 
renovables, México: UNAM, 2008, pp.  37-58. ISBN 978-970-32-5022-6   
25 NAVA ESCUDERO, Cesar. Op. cit., p.281. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LGEEPA_MEIA_311014.pdf
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desaladoras o procesos que generen aguas de rechazo salobres o salinas, proyecto 
que inicio en el año 2013, siendo su última revisión el 14 de mayo de 2015, es decir, 
sin que haya alguna acción para su aprobación y publicación, hace más de dos años.26 

CONCLUSIONES 

 Por lo anteriormente expresado, se concluye que el régimen jurídico y las 
políticas públicas que regulan la desalación del agua de mar como medio para 
enfrentar los problemas de distribución, inequitatividad, escasez y contaminación, 
degradación y deterioro del agua, resultan insuficientes, pues no prevén en su 
totalidad las afectaciones ambientales causadas por dicho proceso técnico 
industrial, ni mucho menos los lineamientos, objetivos y política a seguir, de 
conformidad con los derechos fundamentales a un medio ambiente sano, acceso 
disponibilidad del agua de manera sustentable, los objetivos del desarrollo 
sostenible y los principios de prevención y precaución ante riesgos ciertos e 
inciertos de daño grave o irreversible al medio ambiente. 

Dejando una serie de interrogantes respecto de su regulación, pues no hay líneas 
claras sobre si el Estado está o no de acuerdo con estos proyectos, y si lo está, la 
forma que ha de enfrentar las afectaciones ambientales: si se incentivará la 
utilización de energías renovables, la clasificación de la salmuera como residuo, su 
tratamiento y disposición final, así como los alcances que tiene la evaluación en 
materia de impacto ambiental respecto de las plantas desalinizadoras. 

Por lo que resulta urgente que el Estado mexicano establezca una gestión clara, 
integrada y sostenible del agua, que considere los daños ambientales de las nuevas 
tecnologías, así como el orden de preferencia para su implementación. Ya que la 
introducción, funcionamiento y aceptación de nuevas tecnologías como es la 
desalación del agua de mar, está condicionada a la voluntad, planeación y eficiencia 
de las instituciones del Estado. 27  

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
26Cámara Mexicana de la Industria de la Construcción [en línea], [fecha de consulta 24 de agosto de 

2018]. Disponible en 
http://www.cmic.org.mx/comisiones/Sectoriales/infraestructurahidraulica/Normas/Seguimiento_CMIC_en_las
_Normas/1_NOM-03-DESALADORAS-IMPACTO-AMBIENTAL_.htm.  
27 ACEVES ÁVILA, Carla D. Op. cit., p. 55.  
 

http://www.cmic.org.mx/comisiones/Sectoriales/infraestructurahidraulica/Normas/Seguimiento_CMIC_en_las_Normas/1_NOM-03-DESALADORAS-IMPACTO-AMBIENTAL_.htm
http://www.cmic.org.mx/comisiones/Sectoriales/infraestructurahidraulica/Normas/Seguimiento_CMIC_en_las_Normas/1_NOM-03-DESALADORAS-IMPACTO-AMBIENTAL_.htm
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RESUMEN 

Actualmente se viene observando una creciente aplicación de las penas alternativas 
a la prisión como medidas alternativas, unido con que en los últimos años se ha 
producido en nuestro país un importante fenómeno de inmigración, relevante, en 
términos cualitativos, pero también cuantitativos, ya que, en el año 2011, los 
extranjeros representaban alrededor del treinta y cinco por ciento de la población 
reclusa. El problema que plantea la imposición de las penas privativas de libertad 
impuestas a los extranjeros, es la ineficacia de la reinserción social y la dificultad del 
peso de la prevención reeducadora en la que versa nuestro Derecho Penal. Con la 
expulsión se excluye la posibilidad de una correcta preparación para la libertad. Por 
todo ello, nuestra investigación comprende esfuerzos por proponer un conocimiento 
profundo de la ejecución de las penas, las alternativas a la prisión, que el legislador 
español ha alumbrado estos últimos años, ya que es una materia algo desconocida, 
lo que conlleva a una inadecuada aplicación de la ejecución de la pena, así como la 
expulsión de los extranjeros y poner de relieve la falta de regulación de la materia. 
Así como analizar la doble imposición que implica la expulsión de los extranjeros de 
la pena sustitutiva de la pena privativa de libertad impuesta en el Código Penal y la 
prohibición de vuelta durante un periodo de tiempo establecido por la Ley como 
quebrantamiento de dicha medida sustitutoria, suponiendo todo ello una posible 
vulneración de los derechos fundamentales. En la práctica diaria se presentan 
enormes obstáculos que dificultan la aplicación correcta de la ejecución penal, sobre 
todo en las medidas alternativas a la prisión, al no disponer de sistemas que 
garanticen el cumplimiento de las reales medidas complementarias a la sustitución 
de la pena. 
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INTRODUCCIÓN  

 Actualmente se viene observando una creciente aplicación de las respuestas 
alternativas a la prisión como medidas alternativas al ingreso en prisión. En una 
primera aproximación al significado de la expresión expulsión de extranjeros, y 
desde la perspectiva del uso común del lenguaje, hay que señalar que se hace 
referencia al acto de excluir del territorio nacional a una persona extranjera1. 
Tradicionalmente, se ha considerado de manera pacífica que ello tiene lugar como 
una manifestación de la soberanía estatal, cuyo fundamento se encuentra en el 
derecho de conservación del Estado. Sin embargo, tal facultad no se considera 
ilimitada, sino que se reconoce desde finales del siglo XIX, la existencia de ciertos 
principios universales que limitan la discrecionalidad estatal en su ejercicio sobre la 
base de consideraciones humanitarias2.  Así se define la expulsión como “aquella 
resolución de las autoridades de un Estado por cuya virtud se ordena la salida del 

territorio nacional de aquellos extranjeros que han desarrollado determinadas 
actividades o se han constituido en situación de perturbación o peligro”3.  

Si se aborda la definición de la expulsión a la luz de los elementos que conforman su 
contenido, de acuerdo con la legislación en vigor, se trataría de un acto cuya 
ejecución material tiene, en todo caso, un régimen jurídico unitario cuya 
competencia está encomendada a los órganos policiales y que consiste en la salida 
coercitiva del territorio nacional, acompañado de la prohibición de entrada en él 
durante un determinado periodo de tiempo4. En este punto hay que partir de la 
previsión legal de la expulsión en normas de distintos sectores del Ordenamiento 
Jurídico, lo que da lugar a distintas modalidades de ella, en función de la rama a la 
que pertenece, permitiendo una caracterización jurídica diferenciada de la decisión 
sobre la expulsión, que versa sobre la realización de ese acto conforme a Derecho 
por el órgano competente en cada caso. Ello ha permitido a algunos autores definirla, 
en atención a esa diversidad de clases, como “una sanción gubernativa o judicial, 
según los casos, consecuencia de infracciones de cierta entidad del régimen de 
permanencia o de actos contrarios al orden público o a los intereses de los 
españoles”5. 

En cuanto al tratamiento penitenciario, la Ley Orgánica General Penitenciaria de 
19796, no hace referencia alguna a los internos extranjeros, es decir, no tiene en 
cuenta la condición de extranjero para anudar a las mismas consecuencias 

                                                           
1 El Diccionario de la Real Academia Española define expulsar como echar a una persona de un lugar.  
2 Bueno Arus, F., “Los beneficios penitenciarios a la luz del Código Penal y de la legislación 
penitenciaria vigente”, El nuevo Código Penal: presupuestos y fundamentos, Comares, Granada, 1999, 
pp. 565-586. 
3  Bueno Arus, F., “Expulsión de extranjeros”. M. Cobo del Rosal, Comentarios a la Legislación Penal, 
Comares, 1998, pp. 1041, siguiendo la definición de Puig Peña. 
 4  García Catalán, J.M., "Infracciones, sanciones y procedimientos en la Ley y el Reglamento de 
extranjería", Barcelona, 2002, pp. 318-319.  
 5  Mateo Menéndez, F., “comentario al artículo 57 de la LOEX”. Tratado practico de los procesos de 
extranjería. Con referencias a la ley 38/2002 de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
formularios, jurisprudencia, Legislación y normas comunitarias, Número 2, 2002, pp. 1915.  
 6  Ley Orgánica General Penitenciaria de 26 de septiembre de 1979, publicada en el Boletín Oficial 
del Estado número 239, de 5 de octubre. 
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específicas en materia de régimen y tratamiento penitenciario, que deben regirse 
por el principio general de igualdad y no discriminación, conforme al artículo 3 de la 
citada Ley. En el momento en que dicha Ley vio la luz, la situación penitenciaria era 
bien distinta a la actual y el número de internos extranjeros era una cuestión 
incidental. Asimismo ocurrió con la aprobación del Reglamento Penitenciario de 
19817, en el que las referencias a este colectivo no son muy numerosas a lo largo de 
su articulado.  

Si nos detenemos en examinar las cifras sobre extranjeros en nuestro país, en menos 
de una década España ha pasado de ser un país de emigración a convertirse en el 
segundo país de la Unión Europea con un mayor número de población residente 
extranjera8. Sin embargo, en el año 2010 comenzó a estabilizarse e incluso a 
disminuir, ya que el 31 diciembre de 2000 la población reclusa era de cuarenta y 
cinco mil ciento cuatro, siendo extranjeros ocho mil novecientos noventa, es decir 
un veinte por ciento9. El 31 de diciembre de 2009 la población reclusa era setenta y 
seis mil setenta y nueve, siendo extranjeros veintisiete mil veintitrés, un treinta y 
seis por ciento. El 30 de septiembre de 2010, la población reclusa era de setenta y 
tres mil novecientos veintinueve de los cuales veintiséis mil ochocientos diecisiete 
son extranjeros, lo que supone un treinta y cinco con cinco por ciento. El año 2011 la 
población reclusa total era de setenta y un mil trescientos ochenta y tres, siendo 
extranjeros, veinte y cuatro mil ochocientos diecisiete, es decir, el treinta y cuatro 
con setenta y siete por ciento10. Alrededor de un veinte por ciento son nacionales de 
países de la Unión Europea y la estimación es que entre un cuarenta y cincuenta por 
ciento no tiene autorización de residencia ni familia directa en España11. En 
consecuencia, sobre todo para estos últimos, su inserción social resulta 
extremadamente difícil ante las escasas perspectivas laborales y la carencia de 
medios lícitos de subsistencia, lo que les aboca, en algunos casos, al delito o a 
depender económicamente de instituciones asistenciales.  

La población extranjera en España representa poco menos de un doce por ciento del 
total, sin embargo, esa proporción no se corresponde con el porcentaje de 
extranjeros privados de libertad en nuestras cárceles, que alcanza el treinta y cinco 

                                                           
7  Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General 
Penitenciario, publicado en el Boletín Oficial del Estado número 149, de 23.  
8  Aparicio Chofre, L. Estado de Derecho y derechos fundamentales, “La amenaza del terrorismo 
internacional en la regulación restrictiva de la inmigración”, Thomson Reuters-Aranzadi, 2011. pp. 
645.  
9 Entre medio, en el año 2001 la población extranjera en centros penitenciarios era de once mil 
noventa y cinco personas, en el 2002 de trece mil cuatrocientos trece presos, en 2003 de quince mil 
dos cientos cinco presos, en 2004 de diecisiete mil trescientos dos internos, en 2005 de dieciocho 
mil seiscientos dieciséis, en 2006 de veinte mil seiscientos cuarenta y tres extranjeros, en el año 

2007 de veinte y dos mil novecientos setenta y siete internos, y por último en 2008 de veinte y seis 
mil doscientos uno. Datos proporcionados por la Agrupación de los cuerpos de la administración de 
Instituciones Penitenciarias.  
10 Dato obtenido en “http://www.institucionpenitenciaria.es”. Porcentaje similar al de otros países de 
Europa occidental, sobre la particular vid. Del Grande, N.; Aebi, M.F., “Las estadísticas sobre los 
reclusos extranjeros en Europa (1989-2006)”, J.A. Brandariz García, Salvatore Palidda, Criminalización 
racista de los migrantes en Europa, Comares, Granada, 2010, pp. 135-150. 
11 García García, J., “Extranjeros en prisión y medidas repatriativas”. Jornadas de ATIP: Nuevas 
realidades penales y penitenciarias: los retos en un escenario de cambios, Almagro, 2010, pp. 66. 

http://www.institucionpenitenciaria.es/
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por ciento. De las cifras anteriores aparentemente se deja entrever que el índice de 
criminalidad en la población extranjera es superior al de la población española. Pero 
esta conclusión no es correcta por varios motivos.  

Por último, para conocer los índices reales de criminalidad en la población extranjera 
es necesario considerar, los supuestos de expulsión, medie o no sentencia. En el año 
2009 fueron expulsados siete mil quinientos noventa y uno extranjeros incursos en 
actuaciones penales, con o sin mediar condena firme, implicados en veinte tres mil 
novecientos dieciocho delitos. Entre ellos, el cuarenta y seis por ciento lo eran contra 
el patrimonio, el diecinueve por ciento contra las personas, el ocho por ciento contra 
la salud pública, el cinco por ciento por violencia doméstica y un veintidós por ciento 
que correspondería a otros comportamientos ilícitos. (obtenido del 
www.Institucionpenitenciaria.es)  

 

ANTECEDENTES PENALES DE LA EXPULSIÓN DE LOS EXTRANJEROS A 

NIVEL REGULACIÓN  

 La expulsión judicial aparece como una opción del legislador cuyo fundamento 
teórico es doble. De una parte, la consideración de que el delito perpetrado por el 
extranjero infractor le señala como una amenaza para la seguridad y/o el orden 
público de nuestra sociedad12; y, de otra parte, la convicción de la inutilidad de una 
intervención reeducadora y de reinserción social durante el cumplimiento material 
de una pena privativa impuesta a un extranjero no residente legalmente en España. 
Se considera una persona que no se ha integrado en nuestra sociedad o lo ha hecho 
con una contrastada incapacidad o ausencia de voluntad de respetar las leyes 
penales españolas, si y está abocado a una expulsión gubernativa posterior. 

La expulsión sustitutiva no es una pena que derive directamente del hecho, al no 
venir expresamente mencionada en el catálogo de estas13, que establece el artículo 
33 del Código Penal de 1995. Tampoco se trata de una sanción sustitutiva, ya que la 
expulsión no sustituye la condena, sino que la suspende para facilitar la aplicación 
de la normativa administrativa y de los fines de la política de extranjería forzando la 
salida de quienes no se hallen debidamente autorizados para residir en España. 

Pese a su inclusión en el catálogo de medidas de seguridad, artículo 96.3.2ª del 
Código Penal, no es una medida de seguridad no privativa de libertad14, ya que lo 
que el legislador está estableciendo es una presunción legal de peligrosidad de los 
delincuentes extranjeros en situación irregular, que coherentemente ha de ser 
tratada mediante una medida de esa clase que, en este caso, no obedece a ningún fin 

                                                           
12 Rodríguez Balado, E., “La intervención de la jurisdicción penal en el ámbito de la expulsión del 
extranjero: autorización de la expulsión administrativa y autorización sustitutiva”. Revista de Derecho 
Migratorio y Extranjería, número 26, pp. 40. 
13 Orts Berenguer, E.; González Cussac J.L. “Compendio de Derecho Penal. Parte General”,2011, Tirant 
lo Blanch, pp. 470. 
14 Calvo-Rubio Burgos, J.B., “Tratamiento del extranjero ante la jurisdicción  penal: autorización judicial 
para la expulsión administrativa. La expulsión como sustitutivo penal y como medida de seguridad. 
Su quebrantamiento”. Estudios Jurídicos del Ministerio Fiscal, II, 1999, pp. 259. 

http://www.institucionpenitenciaria.es/
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terapéutico o correctivo, con vistas a la prevención especial incidiendo sobre el 
sujeto, sino que atiende únicamente a un criterio asegurativo o inocuizador para 
proteger la sociedad, realmente la expulsión se trata de una consecuencia jurídica. 
Es una forma sustitutiva de la ejecución de las penas privativas de libertad. Con la 
finalidad de asegurar dicha expulsión se acuerda su ingreso en un centro de 
internamiento de extranjeros junto con los extranjeros pendientes de expulsión 
gubernativa. De tal manera que nos encontramos ante un claro ejemplo de simbiosis 
entre el Derecho Penal y el Derecho Administrativo.  

En todo ello, se evidencia una contradicción derivada de su inclusión el Código Penal 
como sustitutivo penal, y la subordinación de la expulsión a la consecución de 
distintos fines que pueden aparecer como irreconciliables. En efecto, si se considera 
que la expulsión es una medida de control de los flujos emigratorios, habrá de 
valorarse si es apta, necesaria y proporcionada para mantener la incorporación de 
inmigrantes a la sociedad de destino en los límites de su capacidad de absorción; 
pero si se considera un sustitutivo penal, habrá de valorar la idoneidad y necesidad 
de la expulsión para tutelar los bienes jurídicos con menor coste que la prisión.  

 

LA EXPULSIÓN Y LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE (ODS).  

 La expulsión se trata de una figura muy discutida por su difícil compatibilidad 
con principios como el de igualdad, el de proporcionalidad y el de non bis in idem. En 
cuanto al principio de igualdad, se mantiene que la sustitución de la pena de prisión 
por expulsión en penas inferiores a seis años infringe este principio, discriminando 
a los condenados españoles y a aquellos condenados que son residentes legales en 
territorio español, puesto que éstos cumplirían la condena en prisión mientras que 
los extranjeros no residentes legales, no cumplirían pena. Esta previsión también 
presenta problemas de cara a la función preventiva de la ley, pues la sanción de 
expulsión puede ser muy leve para algunos individuos (por ejemplo, aquellos cuya 
estancia en España tenía como único fin el cometer un delito o aquellos delincuentes 
profesionalizados en delinquir en el extranjero) los cuales normalmente dispondrán 
de medios con los que lograr una nueva entrada irregular en España.  

 Por ello, podría resultar una sanción muy leve para los extranjeros nacionales de 
países que, por la política de supresión de visados, tengan grandes facilidades para 
ingresar de nuevo en territorio español. Todo ello puede, además, generar en el 
ciudadano respetuoso con la legalidad, la pérdida de confianza en un sistema penal 
que permite la práctica impunidad para algunos infractores de delitos considerados 
socialmente graves e incentivar a ciudadanos de otros países a la comisión de 
determinados delitos. 

Como expresa el Tribunal Constitucional en su Auto 106/1997, la expulsión no 
persigue a diferencia de otros sustitutivos de las penas cortas privativas de libertad, 
surtir efectos positivos en orden a la reeducación y reinserción social del extranjero 
en España, porque en rigor no es una pena, ni, dado su carácter puntual o de 
agotamiento en un solo acto, puede considerarse adecuada para el cumplimiento de 
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finalidades preventivo-especiales15 que, desde luego, no están garantizados por el 
simple regreso del penado a su país. La expulsión no sustituye la condena, la 
suspende para facilitar la aplicación de la normativa administrativa y de los fines de 
la política extranjería forzando la salida de quienes no se hallen debidamente 
autorizados para residir en España. En este sentido, señala Del Moral García16que “no 
estamos ante una pena, sino ante una medida administrativa que sustituye la 
ejecución de la pena”. Así lo sostiene la mayoría de la doctrina. 

La controversia que afecta a esta institución se ha reflejado en que pueda 
considerarse como una medida restrictiva de derechos o como un beneficio, según 
que se impongan contra voluntad del reo o a petición del mismo, o cuando la pena 
impuesta sea de cierta entidad o poco relevante. Claramente se ven perjudicados la 
Paz, o el acceso a la Justicia por parte de los extranjeros, con ello uno de los objetivos 
de sostenibilidad, ya que el desarrollo sostenible no puede hacerse realidad sin que 
haya paz y seguridad. La Agenda 2030 reconoce la necesidad de construir sociedades 
pacíficas, justas e inclusivas que proporcionen igualdad de acceso a la justicia y se 
basen en el respeto de los derechos humanos, en un Estado de derecho efectivo y 
una buena gobernanza a todos los niveles, así como en instituciones transparentes y 
eficaces que rindan cuentas. Debemos redoblar nuestros esfuerzos para resolver o 
prevenir los conflictos y apoyar la consolidación de la paz y la construcción del 
Estado. Pedimos que se emprendan nuevas acciones y medidas eficaces, de 
conformidad con el derecho internacional, para eliminar los obstáculos que impiden 
la plena realización de los derechos fundamentales de los extranjeros y que siguen 
afectando negativamente a su desarrollo económico y social.  

Hay que tener en cuenta, que cuando la pena impuesta sea poco relevante, la 
expulsión puede ser una consecuencia gravosa respecto del extranjero en quienes 
concurran determinadas circunstancias (arraigo personal17, familiar y laboral en 
España…)18. Este riesgo se incrementa, sin duda alguna, cuando, como es el caso hoy 
día, el legislador impone la sustitución de la pena como regla general, permitiendo 

                                                           
15 Duran Seco, I., “El extranjero delincuente “sin papeles” y la expulsión ( a propósito de la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 8 de septiembre de 2004)”. Revista de Derecho Penal y Criminología, número 
15, 2005, pp. 341.   
16 Del Moral García, A., “Modificaciones en materia de ejecución de sentencia penal”, Iuris: Actualidad y 
practica del derecho, número 92, 2005, pp. 56-5  
17 Sentencia de la Audiencia Provincial de Badajoz número 10/2009, de 23 de enero. Improcedencia 
de la sustitución conforme al artículo 89 del Código Penal. “Conforme a las tesis sustentadas por el 
Ministerio Fiscal y que esta Sala asume plenamente por encontrarse perfectamente ajustadas a 
derecho, diré que el penado tiene acreditado su arraigo en España, entendiendo por dicho concepto , 
el sostenido por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, que ha fijado circunstancias de 
suficientemente entidad que acreditan arraigo e impiden la expulsión administrativa, y que son las 

que expresamente se dan en el presente supuesto y que no son otras que el matrimonio con 
residente legal y con hijos en España, consta igualmente mediante la certificación de matrimonio y 
empadronamiento que existe una prolongada convivencia y que el penado y su esposa trabajan 
regularmente, se ha aportado igualmente contrato de trabajo, en definitiva nos encontramos ante 
circunstancias excepcionales que lleva al ánimo de la Sala la no procedencia de la expulsión y si la 
sustitución de la pena de prisión por la de multa y como se establece en el artículo 88 del Código 
Penal”. 
18 Manzanares Samaniego, J.L. “Suspensión, sustitución y ejecución de las penas privativas de 
libertad”. 2008, Comares, pp. 157.  
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solo que no se acuerde excepcionalmente cuando “la naturaleza del delito” 
justifique el cumplimiento de la condena en un centro penitenciario en España, sin 
aludir para nada a las mencionadas circunstancias personales del condenado. De esta 
manera, se puede vulnerar el principio de proporcionalidad y el principio de 
igualdad.  

En este sentido, si se considera como medida restrictiva, la Sentencia del Tribunal 
Constitucional (en adelante, STC) número 242/1994, seguida por la STC número 
203/199719, declara que no se concibe como modalidad de ejercicio del ius puniendi 
del Estado frente a un hecho legalmente tipificado como delito, sino como medida 
frente a una conducta incorrecta del extranjero que el Estado en el que legalmente 
reside puede imponerle en el marco de una política criminal, vinculada a una política 
de extranjería, que aquel incumbe legítimamente diseñar, pues no se trata de una 
pena, pero indiscutiblemente puede llegar a ser, de no aceptarse por el afectado, una 
medida restrictiva de los derechos extranjeros que se encuentran residiendo 
legítimamente en España, en este caso, del derecho de permanecer en nuestro país, 
cuya relevancia constitucional se ha afirmado en la jurisprudencia de este Tribunal20. 

Hay que ver que como consecuencia de la expulsión del extranjero estamos 
imponiendo simultáneamente una pena de expulsión a su familia, que supone una 
cara desproporcionada, vulnerando con ello uno de los principios fundamentales del 
derecho penal, el principio de proporcionalidad entre los delitos cometidos y las 
penas impuestas, ya que la comisión del delito conlleva una pena que supone la 
expulsión del penado del territorio español pero de manera indirecta también 
expulsas a sus familiares que estén en territorio nacional con él.  

De la misma manera, en el caso la expulsión como medida sustitutiva parcial, 
frecuentemente va a resultar perjudicial para el condenado, ya que en lugar de que 
se le condena a la libertad condicional, se le expulsa del país. Según González 
Campo21, la configuración del artículo 89 del Código Penal según Ley 11/2003, “al 
imprimir un carácter semiimperativo a la decisión de sustitución del último cuarto 
de la condena de prisión y exigir del tribunal sentenciador que resuelva sobre la 
expulsión anticipadamente en la misma sentencia condenatoria, bloquea al acceso 
de los extranjeros a la libertad condicional ordinaria, pues la opción por la expulsión 
en el último cuarto de condena efectuada por el tribunal sentenciador vinculara al 
Juez de Vigilancia Penitenciaria, que no podrá aprobar en su día una propuesta de 
libertad condicional basada en el consentimiento del propio penado para regresar a 

                                                           
19 La STC número 242/1994, de 20 de julio, y la STC número 203/1997, de 25 de noviembre. 
20 Tome García, J.A., “Intervención del Juez penal en la expulsión de extranjeros”. Colex, 2006. Magro 
Servet, V.; Solaz Solaz, A., “La sustitución de la pena por la expulsión del territorio nacional”, Madrid, 

2010. Velázquez Vioque, D., “expulsión de extranjeros no residentes legalmente en España”. 
Memento Experto. Reforma penal de 2010. Ley orgánica 2/2010. Madrid, 2010, pp. 683; Tome García, 
J.A., “Sustitución de las penas privativas de libertad impuestas al extranjero por su expulsión”, F. 
Gascon Inchausti, Repercusiones sobre el proceso penal de la Ley Orgánica 5/2010, de reforma del 
código Penal, Pamplona. 2010.   
21 González  Campo, E., “La expulsión del extranjero como sustitutivo penal en la reforma del Código 

Penal y de la Ley Orgánica sobre Derechos y Libertades de los extranjeros en España, introducida por 
la Ley Orgánica 11/2003 de 29 de septiembre”. Estudios Jurídicos. Ministerio Fiscal, Número 4, 2003, 
pp. 512. 
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su país de origen, como prevé el artículo 197.1 del Reglamento Penitenciario, ni 
mucho menos otorgar la libertad condicional para que el penado permanezca en 
España durante el último cuarto de la condena”. 

  Por su parte, Arias Senso22 advierte de “las dificultades de compatibilizar esta figura 
con la institución de la libertad condicional, con el cumplimiento del último cuarto 
de la pena en el país origen y con las previsiones contenidas en el Tratado sobre 
Traslado de Personas Condenadas hecho en Estrasburgo el 21 de marzo de 1983 y 
ratificado por España el 10 de junio de 1985”. 

 

CONCLUSIONES 

 En cuanto a las conclusiones que se pueden extraer de la presente comunicación 
referida a la expulsión de extranjeros y los ODS se pueden destacar las siguientes: 

No se debe aplicar la medida de la expulsión del extranjero de manera automática, 
se debe, por el contrario, procederse a realizar un examen individualizado en cada 
caso concreto, ponderando con meticulosidad y mesura los derechos fundamentales 
en conflicto.  

La expulsión se condiciona a la prohibición de regreso a España por diez años, lo que 
supone un quiebro del principio de proporcionalidad, al que hay que añadirle el que 
reste para la prescripción de la pena, con independencia de la duración de la pena y 
de la naturaleza del delito. 

Hay que tener en cuenta que la expulsión no es una medida de seguridad a pesar de 
que esté incluida en el catálogo de medidas de seguridad, artículo 96.3.2ª del Código 
Penal, ya que lo que el legislador está estableciendo es una presunción legal de 

peligrosidad de los delincuentes extranjeros en situación irregular, que 
coherentemente ha de ser tratada mediante una medida de esa clase, que en este 
caso no obedece a ningún fin terapéutico o correctivo, con vistas a la prevención 
especial incidiendo sobre el sujeto, sino que atiende únicamente a un criterio 
asegurativo o inocuizador para proteger la sociedad, realmente la expulsión se trata 
de una consecuencia jurídica. Es una forma sustitutiva de la ejecución de las penas 
privativas de libertad.  

Considero que la expulsión no es una pena que derive directamente del hecho, al no 
venir expresamente mencionada en el catálogo de las éstas, como establece el 
artículo 33 del Código Penal de 1995, y, por ello, tampoco puede decirse que se trate 
de una sustitución en sentido estricto de una pena privativa de libertad por otra 
menos gravosa semejante a la regulada en el artículo 88 del Código Penal, ya que lo 
que sustituye en tal caso a la privación de libertad es la salida obligatoria del 
territorio español y la prohibición de entrar en él durante el plazo fijado entre cinco 
y diez años como indica el artículo 89.2 del Código Penal, que conforman el 
contenido propio de la expulsión. 

                                                           
22 Arias Senso, M.A., “Expulsión de extranjeros condenados”, Estudios Jurídicos, número 2006, 2006.  
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En este sentido, concluyo que solo cabe denominar la expulsión con el genérico 
nombre de consecuencia penal, en el sentido de efecto jurídico que se liga con la 
realización de un supuesto de hecho contenido en una norma penal, no reconducible 
a ninguna de las consecuencias jurídicas más específicas y con mayor raigambre en 
la rama punitiva.  

Por otra parte, infringe varios principios principales del Derecho Penal, como el de 
igualdad, el de proporcionalidad y el de non bis in idem. Para conseguir esa igualdad 
ante la justicia no se debería aplicar la expulsión del extranjero delincuente.  

Para terminar, el objetivo de los ODS es promover sociedades pacificas e inclusivas 
para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear 
instituciones eficaces y responsables a todos los niveles.  
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RESUMEN 

Sabemos que, desde principios del siglo XXI, uno de los principales objetivos 
marcados por NN.UU. es el de avanzar hacia el desarrollo sostenible. Dicho concepto 
se define no sólo por el objetivo de asegurar la satisfacción de las necesidades de 
las presentes y futuras generaciones, sino también por su fin último de garantizar 
condiciones de vida digna para todas las personas, «basadas en la justicia social, el 
acceso a los bienes naturales, la equidad distributiva, la igualdad, el respeto por el 
medio ambiente», etc. 

Desde que surgiera el concepto de desarrollo sostenible con ese enfoque centrado 
en la preservación de los recursos y la justicia intergeneracional, se han ido 
integrando paulatinamente las dimensiones sociales, que incluyen el trabajo 
decente como factor fundamental de la sostenibilidad. Un concepto éste, el de 
trabajo decente, que ya fue introducido y promovido inicialmente por la OIT en 1999, 
y que aparece en la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible como uno de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible adoptados. 

Asistimos en muchos casos a un crecimiento económico que se distancia cada vez 
más del trabajo decente; y en las sociedades de mayor desarrollo, esta pérdida del 
trabajo decente se está agigantando con la globalización y la incorporación de las 
TICs. 

Parece un contrasentido, pero el uso excesivo de las TICs conlleva en muchas 
ocasiones una prolongación de la jornada laboral que, cuando interfiere en la vida 
personal del trabajador, puede ocasionarle perjuicios psicosociales, por lo que se 
hace necesario efectuar correctamente una oportuna evaluación de riesgos y 
descripción de puestos de trabajo para saber la posible incidencia de tales efectos 
perniciosos. Incluso el legislador debería comenzar, como ya se ha hecho en algunos 
países, a pensar en regular la llamada “desconexión digital”. 

Herramientas que parecen facilitar la vida laboral, y que sin embargo nos impiden 
conciliar la misma con la familiar. ¿Esclavos del trabajo hasta en el hogar, y en 
vacaciones con el ordenador? ¿Qué clase de trabajo decente estamos generando? 
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PARA SITUAR LA CUESTIÓN 

 Las reflexiones que se introducen en la presente comunicación se centran en dos 
cuestiones fundamentales: por un lado, el trabajo decente y, por el otro, 
inexorablemente unido al mismo, la salud laboral, elemento fundamental para lograr 
el bienestar personal y familiar. Trabajo y salud van de la mano; no puede 
conceptuarse un trabajo hoy en día que perjudique la salud, y menos aún en la esfera 
de las llamadas economías “avanzadas”.  

Además, para garantizar que no se perjudique la salud, el trabajo debe conciliarse 
con la vida familiar, procurando minimizar en lo posible tanto la pérdida de tiempo 
de ocio como de estabilidad familiar y emocional. De ahí que surjan políticas e 
iniciativas legislativas que procuren, al menos sobre el papel, fomentar lo más 
posible esta posible conciliación familiar y laboral. 

A fin de cuentas, si hemos de procurar una dedicación mínima diaria al desempeño 
de un trabajo como medio de obtener un sustento económico, que menos que 
procurar que dicha labor sea ya no enormemente satisfactoria, sino por lo pronto no 
perjudicial para la salud. Eso exige, como poco, el desempeño de un trabajo decente, 
y cuando en nuestras llamadas economías avanzadas creíamos que esta misión 
estaba ampliamente cumplida y que el trabajo decente estaba plenamente 
instaurado, asistimos a un fenómeno que hace girar nuevamente la dirección de este 
progreso hacia un camino equivocado; un giro de 180 grados que, sin apenas darnos 
cuenta, nos introduce en un avance tecnológico en el mundo laboral con visos de 
simplicidad y comodidad que, a la postre, se torna en una pérdida de beneficios y/o 
derechos laborales y familiares, llegando a perjudicar la salud. ¿Hasta qué punto la 
introducción de las nuevas tecnologías ha facilitado el trabajo y la posible 
conciliación familiar? ¿Es esto realmente así, o asistimos a una falacia donde la 
realidad es que nos hemos vuelto esclavos de dichas tecnologías y, por ende, hemos 
perdido calidad laboral, familiar y salud? ¿Se ha permitido, por el desarrollo 
exponencial de las tecnologías, que el trabajo “decente” se desvirtúe?  

 

TRABAJO DECENTE COMO ODS 

 Ya desde el año 1999 la Organización Internacional del Trabajo (OIT) tomó en 
consideración la promoción del trabajo decente, centrándose para ello en cuatro 
objetivos fundamentales: los derechos laborales, la protección social, el diálogo 
social y las oportunidades de empleo1. 

                                                           
1 Vid., v.gr., GHAI, D., “Trabajo decente. Concepto e indicadores”, Revista Internacional del Trabajo, vol, 
122, núm 2, 2003, pág. 125, o MORÁN BLANCO, S. (FERNÁNDEZ LIESA, C.R., y MANERO SALVADOR, A. 
Dir.), “Análisis y comentarios de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas”, Ed. 
Thomson Reuters – Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), Cap. IX, 2017. 
Otras referencias en SOMAVÍA, J., “Trabajo decente”, Memoria del Director General OIT, 87ª reunión, 
Ginebra, junio 1999, en http://www.oit.org/public/spanish/standards/relm/ilc/ilc87/rep-i.htm (última 
fecha de consulta, 3 de septiembre de 2018) 

http://www.oit.org/public/spanish/standards/relm/ilc/ilc87/rep-i.htm
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Como la propia OIT señala, el trabajo decente “sintetiza las aspiraciones de las 
personas durante su vida laboral. Significa la oportunidad de acceder a un empleo 
productivo que genere un ingreso justo, la seguridad en el lugar del trabajo y la 
protección social para las familias, mejores perspectivas de desarrollo personal e 
integración social, libertad para que los individuos expresen sus opiniones, se 
organicen y participen en las decisiones que afectan sus vidas, y la igualdad de 
oportunidades y trato para todos, mujeres y hombres”2  

Era lógico que se produjera un interés en convertir el trabajo decente en un objetivo 
mundial, habida cuenta la necesidad de dar una respuesta a los retos que planteaba 
la globalización de la economía, ya que no es lícito un crecimiento económico a 
cualquier precio que lesione el bienestar de los trabajadores o haga un uso 
ineficiente de los recursos naturales. 

Con la aprobación durante la Cumbre del Desarrollo Sostenible celebrada en Nueva 
York en septiembre de 2015, de la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible y la 
adopción de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (en adelante ODS), se dieron unos 
pasos de gigante para el compromiso por parte de los países implicados de un 
conseguir un desarrollo sostenible orientado en tres dimensiones fundamentales: 
económica, social y medioambiental.3  

Precisamente, en el puesto número octavo de la mencionada agenda aparece «el 
trabajo decente y el crecimiento económico», como uno de los 17 Objetivos de 
Desarrollo Sostenible pretendidos. Quiere ello decir que el trabajo decente pasa a 
estar promovido no solo por la OIT, sino también por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. Este Objetivo 8 tiene como fin “promover el crecimiento 
económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el 
trabajo decente para todos”4, atendiendo, evidentemente, a las realidades, niveles 

de desarrollo, y capacidades y prioridades de los países. 

Para llevar a cabo los fines de este objetivo 8, se establecen diversas metas como 
herramientas concretas de actuación y, entre ellas, se habla de cuestiones tan 
relevantes como “lograr niveles más elevados de productividad económica 
mediante la diversificación, la modernización tecnológica y la innovación […]”; o 
“proteger los derechos laborales y promover un entorno de trabajo seguro y sin 
riesgos […]”, entre otras5. 

Quizá parezca exagerado recalar en la meta establecida en el punto 8.7, la cual señala 
la necesidad de adoptar medidas inmediatas y eficaces para erradicar el trabajo 
forzoso, y poner fin a las formas contemporáneas de esclavitud, pero no resulta 
baladí plantearse la cuestión de hasta qué punto la modernización tecnológica está 
realmente comenzando a limitar la protección de derechos laborales, lesionando 

                                                           
2 Vid. https://www.ilo.org/global/topics/decent-work/lang--es/index.htm. (última fecha de consulta, 3 
de septiembre de 2018) 
3 Mas información sobre dichos objetivos en 
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-desarrollo-sostenible/ (última fecha de 
consulta, 3 de septiembre de 2018) 
4 Vid. https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/economic-growth/ (última fecha de consulta, 3 
de septiembre de 2018). 
5 Idem. Vid. dentro de las metas del objetivo 8 las señaladas con los puntos 8.2 y 8.8 

https://www.ilo.org/global/topics/decent-work/lang--es/index.htm
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-desarrollo-sostenible/
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/economic-growth/
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determinados aspectos de la salud laboral, y creando un nuevo estilo de “esclavitud 
virtual o tecnológica” 

Lo cierto es que la idea del trabajo decente está íntimamente relacionada con el 
preámbulo de la constitución de la OIT de 1919, donde se consideraba que era 
urgente mejorar las condiciones de trabajo de los seres humanos para paliar las 
situaciones de injusticia, miseria y privaciones; y para ello resultaba prioritario 
regular las horas de trabajo, fijar una duración máxima de jornada diaria y semanal, 
garantizar un salario vital adecuado, y proteger al trabajador contra las 
enfermedades, sean éstas o no profesionales, entre otras importantes mejoras de 
condiciones6. 

El trabajo no es una mercancía, y si bien puede resultar exagerado equiparar la 
dependencia tecnológica en el ámbito laboral con la esclavitud definida en el 
Convenio sobre Trabajo Forzoso de la OIT de 19307, sí es cierto que puede llegar a 

suponer un problema de quiebra de derechos laborales y una nueva forma de 
servidumbre que amplía la jornada laboral, limita la vida familiar y personal, y lesiona 
la salud laboral del trabajador. 

Esta salud laboral del trabajador no deja de ser un medio más para conseguir otras 
metas de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, pues el alcanzar mayores 
cotas de salud y de esperanza de vida, coadyuva ineludiblemente al desarrollo 
económico, social y ambiental, y para ello hay que determinar las distintas 
necesidades sanitarias y su nivel de protección, que en el ámbito estrictamente 
laboral pasa prioritariamente por una correcta labor de prevención de riesgos 
laborales que mitigue las actuaciones asistenciales y prestacionales. 

 

EL TRABAJO DECENTE EXIGE CONCILIACIÓN CON LA VIDA FAMILIAR: 

CUIDADO CON LAS TICS 

 Tal como he venido señalando, el trabajo decente debe permitir, entre otras 
cuestiones, una jornada laboral digna, nunca exagerada o impuesta con exceso de 
forma directa o subrepticiamente, y que permita la conciliación del trabajo con la 
vida familiar y personal. Estudios recientes indican que en el año 2017 las bajas 
laborales habían aumentado respecto cifras de años anteriores, siendo muy 
significativo el incremento del estrés como motivo determinante de la baja laboral, 
el cual estaba asociado a una sobrecarga de trabajo y la falta de conciliación familiar, 
lo que terminaba produciendo una serie de dolencias físicas y emocionales8 

                                                           
6 Puede consultarse esta Constitución de la OIT de 1919, v.gr., desde 
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:62:0::NO:62:P62_LIST_ENTRIE_ID:2453907:NO, (última 
fecha de consulta, 4 de septiembre de 2018) 
7 Co29 – Convenio sobre el Trabajo Forzoso, 1930 (núm, 29), con entrada en vigor el 1 de mayo de 
1932, adoptado en Ginebra el 28 de junio de 1930. Puede consultarse desde 
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C029, (última fecha 
de consulta, el 4 de septiembre de 2018) 
8 Vid. S.F. “Las 9 necesidades más comunes de los trabajadores con familia a su cargo” en ABC del 
9/03/2018 disponible en el siguiente enlace: http://www.abc.es/familia/padres-hijos/abci-9-

https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:62:0::NO:62:P62_LIST_ENTRIE_ID:2453907:NO
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C029
http://www.abc.es/familia/padres-hijos/abci-9-necesidades-mas-comunes-trabajadores-familia-cargo-201803091405_noticia.html#ns_campaign=rr%E2%80%A6
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Curiosamente hoy en día vivimos una realidad que pudiera hacernos pensar en un 
mejor equilibrio entre la vida laboral y familiar; una realidad marcada por el 
constante influjo de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC), 
que transforma a las empresas en entes hiperconectados, en consonancia con el 
mundo y la sociedad actual, que vive y se mueve en constante conexión, 
hiperinformación, hipercomunicación, e hipervisualización9. Si el propio sujeto 

individual no para de conectarse, de informarse, de comunicarse y de visualizarse en 
redes sociales, ¿por qué no hacer lo mismo en la empresa? Es más, ¿por qué no 
facilitar y adaptar los medios y procesos de trabajo a esta nueva realidad que crece 
día a día, y de esta forma acomodarla a los “deseos” del trabajador que vive en su 
propia y eterna conexión a través de smartphones, tablets, o portátiles? 

Los avances en el mundo de las TIC parece que nos facilita el desarrollo del trabajo 
y, por ende, de nuestra vida familiar, pero ¿es esto realmente así? Los trabajadores 
pueden llegar a percibir que no existe una “desconexión” con el trabajo, el cual se 
convierte en una ocupación de 24 horas al día, 7 días a la semana. Se pasa a vivir “en 
y por” el trabajo, y a estar casi de visita en el hogar. 

Pero la capacidad cerebral humana, aunque amplia, es finita, y de la misma manera 
que el procesador y la memoria RAM de un ordenador precisan de una cierta rapidez 
de procesamiento de datos, el procesamiento cognitivo del ser humano está también 
limitado, y en ocasiones se satura de información que no es capaz de depurar. Todo 
esto conduce a lo que algún “autor ha bautizado […] con una excelente metáfora: 
sociedad del cansancio”10. Una situación a la que asistimos en el siglo XXI como 

enfermedad neuronal, no infecciosa, caracterizada por el síndrome de desgaste 
ocupacional. 

Este tipo de situaciones no hace precisamente que el trabajo sea “decente”, sino 

todo lo contrario. Todo este “exceso de horas” de trabajo genera múltiples 
problemas y no pocas cuestiones, en especial qué riesgos psicosociales se derivan 
de esa hiperconectividad laboral. El trabajador vuelve a una forma de servidumbre o 
“esclavitud”, y observa con desconsuelo cómo las TIC se han vuelto en su contra cada 
vez que recibe o atiende un whatsapp, un correo electrónico o una llamada al móvil. 
Y todo eso cansa y agota, generando estados de ansiedad y estrés que no deben ser 
obviados en absoluto por los Servicios de Prevención, pues inciden en los 
denominados riesgos psicosociales. 

                                                           
necesidades-mas-comunes-trabajadores-familia-cargo-
201803091405_noticia.html#ns_campaign=rr%E2%80%A6, (ultima fecha de consulta, el 4 de 
septiembre de 2018) 
9 Cfr. DEL REY GUANTER, S., “La empresa hiperconectada y el futuro del trabajo: Conclusiones y 

recomendaciones del informe “El impacto de la empresa hiperconectada y de las redes sociales en la 
organización del trabajo, en la gestión de los Recursos Humanos y en las relaciones laborales””, Ed. 
CUATRECASAS Instituto de Estrategia Legal en RRHH, Mar. 2017, artículo disponible en formato PDF 
desde la página de la Oficina de la OIT para España en el siguiente enlace url: 
http://www.ilo.org/madrid/fow/trabajo-y-la-produccion/WCMS_548601/lang--es/index.htm. (última 
fecha de consulta, el 4 de septiembre de 2018) 
10 Vid. ALEMÁN PÁEZ, F., “El derecho de desconexión digital”, Rev. Trabajo y Derecho, nº 30, Ed. 
Wolters Kluwer, Madrid, Junio 2017. Recoge el autor esta expresión, y la referencia en su nota al pie 
número 15, de la obra de Byung-Chul, Han, “La sociedad del cansancio”, Ed. Herder, 2012. 

http://www.abc.es/familia/padres-hijos/abci-9-necesidades-mas-comunes-trabajadores-familia-cargo-201803091405_noticia.html#ns_campaign=rr%E2%80%A6
http://www.abc.es/familia/padres-hijos/abci-9-necesidades-mas-comunes-trabajadores-familia-cargo-201803091405_noticia.html#ns_campaign=rr%E2%80%A6
http://www.ilo.org/madrid/fow/trabajo-y-la-produccion/WCMS_548601/lang--es/index.htm
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¿Y qué riesgos psicosociales se derivan de esa hiperconectividad laboral y la 
influencia de las TIC? No hace falta ser un experto para percatarse de alguna de las 
consecuencias que produce esa falta de desconexión del trabajo, como el cansancio, 
el agotamiento mental y cognitivo, la compulsión adictiva para comprobar si se ha 
pasado algún mensaje por alto, la imposibilidad de seguir el ritmo de la información 
recibida y canalizarla (bandeja de correo entrante saturada y sin leer), etcétera, una 
sobrecarga de tareas en definitiva que cuando no genere un caso de “burn out”, raro 
será que no termine provocando daños psíquicos o enfermedades mentales y 
depresivas. Además, la dimensión familiar del trabajador también se ve afectada, ya 
que éste traslada su estado anímico y su propio trabajo al hogar, lo que termina 
originando en algún momento conflictos con la familia de mayor o menor entidad11 

Así, las esperanzas y “oportunidades que abren las nuevas tecnologías traen consigo 
factores adicionales de estrés, en tanto que los viejos mecanismos de protección 
social se ven amenazados”; en consecuencia, “tenemos que mejorar el uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones que están tras la globalización 
con el fin de crear conciencia de los temas de seguridad y salud y de promover una 
cultura de seguridad”, y no permitir que “las nuevas tecnologías [ejerzan] presiones 
cada vez más fuertes sobre los trabajadores para que trabajen en todas partes y en 
cualquier parte […] pegados a la pantalla del computador, sobrecargados de 
información y de exigencias”12 

De una u otra manera, sea alabando o denostando el uso creciente de las TIC, lo cierto 
es que están ahí presentes en el ámbito laboral y no pretenden marcharse, 
resultando “evidente que el uso continuado y excesivo de las nuevas tecnologías 
causa estrés tecnológico y, además, este puede ir acompañado de efectos 
secundarios interrelacionados, como la tecnoansiedad y la tecnofatiga”13 

En definitiva, el tiempo de trabajo y su adecuado control, asociado a los riesgos 
psicosociales que pueden generarse ante el desempeño de funciones o tareas en 
horarios excesivos o que usurpan el descanso y la vida familiar y personal del 
trabajador, debe ser considerado un factor a contemplar en las evaluaciones de 
riesgos laborales, y sometido a vigilancia por la propia Inspección de Trabajo14. 

Las actuaciones de los gobiernos y parlamentos nacionales, atendiendo como 
decíamos a las realidades, niveles de desarrollo, y capacidades y prioridades de sus 
países, deberían encaminarse hacia desconexión digital. En este sentido, países 

                                                           
11 Para conocer más profundamente aspectos relativos a los factores y riesgos psicosociales, vid., 
entre otros, MORENO JIMÉNEZ, B y BÁEZ LEÓN, C., “Factores y riesgos psicosociales, formas, 
consecuencias, medidas y buenas prácticas”, Ed. Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el 

Trabajo, Madrid, nov. 2010. 
12 SOMAVÍA, J. “El trabajo decente: Una lucha por la dignidad humana”, Ed. Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), Santiago, 2014, pp. 66, 267 y 515. ISBN 978-92-2-326591-5 (web pdf). Acceso al 
documento desde https://www.ilo.org/santiago/publicaciones/WCMS_380833/lang--es/index.htm 
(última fecha de consulta, el 4 de septiembre de 2018) 
13 MELLA MÉNDEZ, L., “Nuevas Tecnologías y nuevos retos para la conciliación y la salud de los 
trabajadores”. Rev. Trabajo y Derecho, nº 16, Ed. Wolters Kluwer, Madrid, abril 2016 
14 Cfr. VELÁZQUEZ FERNÁNDEZ, M., “La protección de los riesgos psicosociales por la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social”, Rev. Trabajo y Derecho, núm. 3, Ed. Wolters Kluwer, Madrid, 2016 

https://www.ilo.org/santiago/publicaciones/WCMS_380833/lang--es/index.htm
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como Francia ha comenzado a hacer determinados esfuerzos con la modificación de 
su Código de Trabajo15. 

Realmente, la reforma acometida en Francia se centraba en el ejercicio por parte del 
asalariado de su derecho a la desconexión y la implementación por parte de la 
empresa de dispositivos de regulación del uso de las herramientas digitales, con el 
fin de asegurar el respeto de los tiempos de descanso y de vacaciones así como el 
respeto a la vida personal y familiar. En caso de no existir un acuerdo, el empleador 
elaborará un código con el visto bueno por parte del comité de empresa, o en su 
defecto, de los delegados de personal. Este código define las modalidades del 
ejercicio del derecho a la desconexión y prevé además la puesta en marcha, 
destinados a los asalariados y al personal de apoyo y a la dirección, de acciones de 
formación y de sensibilización hacia un uso responsable de dichas herramientas 
digitales.16 

En nuestro país, España, nuestro Estatuto de los Trabajadores remarca que el 
trabajador “tendrá derecho a adaptar la duración y distribución de la jornada de 
trabajo para hacer efectivo su derecho a la conciliación de la vida personal, familiar 
y laboral en los términos que se establezcan en la negociación colectiva o en el 
acuerdo a que llegue con el empresario respetando, en su caso, lo previsto en 
aquella.” (vid. art. 34. 8), para lo cual “se promoverá la utilización de la jornada 
continuada, el horario flexible u otros modos de organización del tiempo de trabajo 
y de los descansos que permitan la mayor compatibilidad entre el derecho a la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral de los trabajadores y la mejora de 
la productividad en las empresas”, por lo que se deberá tener en cuenta hasta qué 
punto el uso de herramientas tecnológicas está variando, o afectando, o provocando 
una intromisión ilegítima del empresario en el derecho al descanso del trabajador y 

en su conciliación de vida familiar y laboral. 

En realidad, ¿de qué estamos hablando? Pues, como acertadamente señala algún 
autor17, del derecho al descanso y, por añadidura, de la conciliación de la vida familiar 

                                                           
15 Desde el pasado mes de enero de 2017 está en vigor en Francia la Ley 2016-1088, de 8 de agosto 
de 2016: Loi relative au travail, à la modernisation du dialogue social et à la sécurisation des parcours 
professionnels. Dicha ley introdujo ciertas medidas en el Código de Trabajo francés de adaptación 
del mundo laboral al entorno digital, entre ellas el denominado “derecho a la desconexión” como 
apartado 7 en el artículo L2242-8. La reforma relativa al derecho a la desconexión venía contenida en 
el artículo 55 de la citada norma 
(https://www.legifrance.gouv.fr/affichTexte.do?cidTexte=JORFTEXT000032983213&dateTexte=2017
0315). (última fecha de consulta, el 6 de septiembre de 2018) 
16 Una reforma posterior de esta misma norma en septiembre de 2017, modificó el visto bueno del 
Comité de Empresa por la figura novedosa del visto bueno del Comité Económico y Social 

(Ordonnance n°2017-1385 du 22 septiembre 2017 - art. 7, configurándose como el actual artículo 
L2242-17), entre cuyas atribuciones se encuentra ser informado y consultado acerca de las 
cuestiones de interés en la organización, la gestión y marcha general de la empresa, y más 
concretamente sobre las condiciones de empleo y de trabajo, incluidas la duración del trabajo y la 
formación profesional, así como sobre la introducción de nuevas tecnologías y cualquier cambio 
importante en las condiciones de salud y seguridad o de las condiciones de trabajo 
17 VALLECILLO GÁMEZ, Mª.R., “El derecho a la desconexión: ¿Novedad digital o esnobismo del viejo 
derecho al descanso?”, Rev. De Trabajo y Seguridad Social, nº 408, Ed. Centro de Estudios Financieros 
S.L. (CEF), Madrid, marzo 2017, pag. 172. 

https://www.legifrance.gouv.fr/affichTexte.do?cidTexte=JORFTEXT000032983213&dateTexte=20170315
https://www.legifrance.gouv.fr/affichTexte.do?cidTexte=JORFTEXT000032983213&dateTexte=20170315
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y laboral (cambiado ahora el orden de los aspectos a conciliar), derechos que ya 
tienen reconocidos los trabajadores y que son inherentes a la conceptualización del 
trabajo como “decente”, pero que por el uso incorrecto de las herramientas 
informáticas o digitales, pueden estar siendo lesionados y hace que el trabajo pierda 
esa característica de “decente”. 

 

EL TRABAJO DECENTE, EXIGE CUIDAR LA SALUD DEL TRABAJADOR: 

¿CÓMO DESCONECTAMOS EFICAZMENTE? 

 No debemos de olvidar que estamos ante una cuestión que puede afectar a la 
salud de los trabajadores, como antes he destacado, encontrándonos ante múltiples 
riesgos psicosociales que el empresario debe procurar evitar “desarrollando una 
acción permanente de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de 
perfeccionar de manera continua las actividades de identificación, evaluación y 
control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección 
existentes”18, para lo cual habrá de disponer lo necesario a fin de adaptar las medidas 

de prevención oportunas a las modificaciones que puedan producirse en el 
desarrollo del trabajo, modificaciones éstas que bien podrían pasar por un empleo 
novedoso o excesivo de los medios tecnológicos fuera de la jornada laboral, que 
somete al trabajador a un determinado nivel de estrés. 

En definitiva, atendiendo a nuestro artículo 14 de la LPRL, el “derecho a la protección 
eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo”, que comporta el correlativo 
“deber del empresario de protección de los trabajadores frente a los riesgos 
laborales”, donde se incluyen sin duda los riesgos psicosociales, supone que el 
empresario “deberá garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores a su 
servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo”, de lo cabe deducir que 
no tiene sentido excluir las situaciones de hipercomunicación e hiperinformación 
laboral fuera de la jornada laboral atendiendo correos electrónicos, whatsapps o 
llamadas, y para ello el empresario “realizará la prevención de los riesgos laborales 
mediante la integración de la actividad preventiva en la empresa y la adopción de 
cuantas medidas sean necesarias para la protección de la seguridad y la salud de los 
trabajadores”, que pueden pasar, evidentemente, por favorecer y procurar medidas 
para “desconectar digitalmente” si advierte en la evaluación de riesgos que existen 
esos riesgos psicosociales como consecuencia de uso indiscriminado o excesivo de 
las nuevas tecnologías fuera de la jornada laboral. 

El problema surge en cómo evitar la pérdida de “decencia” en el trabajo como 
consecuencia de las situaciones de hipercomunicación antes señaladas y, en 
definitiva, en cómo procurar de manera eficaz un derecho a la desconexión digital 
en las empresas, es decir, qué actuaciones concretas deben ser llevadas a cabo para 
seguir procurando que el trabajo de nuestros empleados siga siendo un trabajo 
decente. No basta, pues, con hablar teóricamente del deseo de cumplimiento de un 

                                                           
18 Vid. art. 14.2., pfo. 2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales. 
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ODS; no basta con desear cubrir las expectativas del Objetivo 8, sino que son 
necesarias acometer determinadas actuaciones. 

Sería absurdo pretender la desconexión digital de manera genérica, aplicándose sin 
pautas ni estudios previos del sector o de los trabajos donde pueda o deba afectar; 
dicho de otro modo: para que resulte eficaz, debemos analizar previamente en el 
caso concreto si es conveniente o necesaria, porque evidentemente no es lo mismo 
estar todos los días llevándose el trabajo a casa conectándose a la intranet desde el 
portátil, que atender puntualmente una situación más o menos imprevista; ni quizá 
el trabajo y responsabilidad de un cargo medio dentro de la organización exija tanta 
presencia virtual como la de un cargo superior con mayores responsabilidades y 
control de gestión. 

Uno de los esfuerzos principales debe acometerse desde el ámbito de las Relaciones 
Laborales a través de la negociación colectiva (sectorial o de empresa), o incluso 
intervenir en pactos de empresa a través de acuerdos negociados entre empresario 
y la RLT (representación laboral de los trabajadores), al estilo de los Códigos 
acordados con el Comité Económico y Social contemplados en la legislación 
francesa. 

Son muchas las dudas que surgen sobre cómo actuar dependiendo de las 
circunstancias y características de cada empresa y, por ello, considero que las 
mejores pautas de actuación para lograr una desconexión digital eficaz y, con ello, 
recuperar la “decencia” perdida en el trabajo o evitar que efectivamente ésta se 
pierda, pasan por los siguientes puntos: 

a) Debe ser considerado siempre como una medida preventiva ante un posible riesgo 
psicosocial para el trabajador, lo que obligará a tener en cuenta los aspectos de 
control de la jornada efectiva de trabajo y la prolongación de la misma en el 
momento de evaluar los riesgos de los diferentes puestos de trabajo de la empresa. 
Así, dando cumplimiento a los aspectos de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales, al momento de proceder a la evaluación de riesgos debe observarse y 
evaluarse en qué medida los diferentes puestos de trabajo están o no sometidos a 
un exceso de jornada derivado del uso de las nuevas tecnologías. 

En consonancia con la anterior, una vez determinados y evaluados los riesgos, será 
el momento de establecer medidas de prevención, donde el Comité de Seguridad y 
Salud de la empresa, o los delegados de prevención en empresas inferiores a 50 
trabajadores, deberían aunar esfuerzos para ayudar al Servicio de Prevención (propio 
o ajeno) a determinar el alcance de las medidas preventivas (la desconexión digital), 
y de qué forma debería materializarse atendiendo a la importancia y/o 
responsabilidades del puesto y la necesidad o no de seguir conectado en 
determinados momentos fuera del horario de trabajo. 

b) Aquí es donde entra en juego otro paso importante, que con seguridad tendría que 
haberse realizado previamente, pero que por desgracia no siempre ocurre. Hablamos 
de una correcta descripción de puestos de trabajo.  
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Si la empresa no la tiene hecha, o simplemente suele remitirse a la clasificación 
profesional del convenio aplicable, sería conveniente realizarla concienzudamente 
para la propia empresa, atendiendo a las características y necesidades de la misma.  

Si la empresa ya la tiene realizada previamente hay una gran parte de trabajo hecho, 
pero sería conveniente repasarla y adecuarla, en su caso, para saber con exactitud 
qué puestos precisan de atención extra de jornada haciendo uso de las nuevas 
tecnologías (atención de correos, presencialidad virtual, etc.), y hasta qué punto de 
importancia o necesidad. 

La realización de las DAPT (Descripción y Análisis de Puestos de Trabajo), no es un 
trabajo sencillo; le corresponderá a los departamentos de RR.HH. acometer esta 
labor, o en su defecto contratar unos servicios externos, aunque sería totalmente 
recomendable que la propia empresa esté implicada en el proyecto, ya que conoce 
mejor que nadie su idiosincrasia, por lo que, aun con cierto esfuerzo, nada impide 
que sea el propio empresario y el delegado de personal, o el Comité de Seguridad y 
Salud, o un órgano paritario creado ex profeso para esta labor entre representantes 
de personal y representantes del empresario, los que realizasen este DAPT. 

c) Si hemos descrito adecuadamente los puestos de trabajo, deberá resultarnos 
relativamente sencillo realizar una oportuna valoración de los mismos, para la cual 
aconsejaría el uso de una técnica analítica/cuantitativa de puntuación de factores, 
entre los cuales habrá que incluir, como uno de los factores con un peso significativo, 
alguno/s que aglutine/n la responsabilidad, disponibilidad, condiciones de trabajo y 
posibilidad de riesgo psicosocial. 

d) Lógicamente todos los pasos anteriores exigen también una previa y adecuada 
definición de determinados elementos, como el lector puede suponer. Así, si 
estamos hablando del uso de herramientas TICs, tendremos que clarificar a qué 
herramientas nos estamos refiriendo: por ejemplo, dejaremos suficientemente 
explícito si nos referimos al uso del correo electrónico de la empresa, a la atención 
de llamadas, al uso de Whatsapp o aplicaciones similares, o la conexión como usuario 
de la intanet de la empresa para realizar determinadas gestiones en las diferentes 
aplicaciones habilitadas. 

Asimismo, si estamos hablando de medidas preventivas para minimizar o lograr 
evitar los posibles riesgos psicosociales, resultará importante conocer con detalle en 
qué va a consistir ese “derecho a la desconexión”, y no dejarlo como algo genérico. 
Una correcta determinación y descripción de puestos de trabajo, junto a su correcta 
valoración, nos permitirá saber si es conveniente limitar el uso de todas o sólo de 
alguna de las herramientas TIC que previamente habremos definido. Por ejemplo: 
inhabilitaciones a los empleados para que puedan conectarse a la intranet o el correo 
electrónico de la empresa desde terminales externos a los ubicados en el puesto de 
trabajo o facilitados (portátiles) por el empleador; dispensas de acceso fuera la 
jornada de trabajo; autorizaciones y/o dispensas para contestar mensajes en función 
de rangos jerárquicos y/o responsabilidades dentro de la empresa y quién es el 
remitente del mensaje, etc. 

En muchas ocasiones bastará, o por el contrario será necesario, especificar las 
situaciones en las que se deban atender los mensajes o esté justificado el uso de las 
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TICs como la intranet, dependiendo de las responsabilidades del puesto de trabajo o 
de los proyectos de trabajo en curso, permitiendo cierta laxitud cuando las 
comunicaciones son meramente testimoniales, o remarcando la importancia de 
atender cualquier comunicación en determinadas épocas o ante determinados 
trabajos (por ejemplo: cierres fiscales; cierres mensuales; períodos de exámenes; 
períodos de matriculación; épocas de auditoría; cercanía en tiempo del delivery 
period, etc. La casuística es prolija) 

e) No resultaría desdeñable llevar a cabo también un análisis de la política de la 
empresa respecto a la comunicación interna de la misma. Se hace necesario revisar 
cómo funciona ésta y si realmente es eficaz, pues la comunicación no supone 
simplemente el envío del mensaje, sino que el destinatario lo reciba, y lo comprenda 
en el mismo sentido que quiso expresarlo el emisor. 

Quizá fuese conveniente limitar este uso excesivo del correo electrónico para tratar 
cuestiones cuyo mejor método de solución pasa por una conversación directa si la 
misma es posible, especialmente si se comparte ubicación física; y si esta plática no 
es posible por la distancia, hay que dejar muy claro a quién va dirigido ese correo, 
qué personas deben ejecutar las diferentes acciones, y qué personas figuran en copia 
como supervisores o simplemente a los efectos de mera información.  

En definitiva, la cuestión se centra en preguntarse: ¿es necesario remitir el correo 
electrónico en este momento, ya terminada la jornada laboral del receptor, o el 
asunto puede esperar hasta mañana y ser tratado mejor cara a cara? 

f) Finalmente, una vez acometidos los pasos anteriores, teniendo en cuenta la 
descripción de puestos y la posible presencia, en mayor o menor medida, de riesgos 
psicosociales, tras la adopción de medidas preventivas se hace igualmente necesario 
tomar en consideración la valoración efectuada del puesto de trabajo a los efectos 
de comprobar el impacto que el uso de las TICs representa y, en tal sentido, 
compensar económicamente de manera adecuada este sacrificio o mayor asunción 
del riesgo mediante primas de disponibilidad, incrementos salariales en el bruto 
anual en atención a la exigencia de mayor o menor conectividad indefinida, o 
sistemas de registro informático creados ex profeso para computar el tiempo de 
trabajo/conectividad realizado por el empleado fuera de una jornada laboral 
predefinida por el sistema, de modo que la conexión al trabajo (intranet, correo 
interno, etc.) pueda ser computada como tiempo de trabajo que deberá ser 
económicamente compensado. 
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CONCLUSIÓN 

PRIMERA. - El objetivo número 8 de los ODS, referido al trabajo decente, debe tomar 
en consideración que el uso excesivo de las TICs para dar solución a cuestiones 
laborales con prolongación de jornada y afectando a la conciliación de la vida 
familiar y laboral, trae como consecuencia numerosos problemas psicosociales. El 
trabajador termina considerando que está siempre trabajando, siempre conectado al 
trabajo. Se hace necesario, por tanto, permitir que el trabajador “desconecte”, pues 
de lo contrario su trabajo termina por convertirse en servidumbre y deja de ser 
decente. 

SEGUNDA. - El reconocimiento de un derecho a la desconexión digital de carácter 
genérico como medida preventiva contra los posibles riesgos psicosociales, no será 
eficaz en la práctica si no provoca la adopción de planes preventivos y si no se 
materializa en acciones concretas dentro de las empresas. A menor ámbito de 
aplicación, mayor desarrollo y concreción. Debe partirse pues de un reconocimiento 
genérico vía negociación colectiva, que terminará cristalizando en acciones 
concretas dentro de la empresa. 

TERCERA. - Para que las acciones concretas lleguen a buen puerto, es necesario el 
consenso y participación del empresario y de la representación de los trabajadores. 
Ello obligará a la toma en consideración de si los puestos de trabajo de la empresa 
están o no correctamente definidos en atención al uso de las TICs, y qué índice de 
riesgo psicosocial tiene cada puesto para, en función del mismo, adoptar las medidas 
preventivas oportunas. 

CUARTA. - Por último, será igualmente importante describir las herramientas y 
situaciones de desconexión que servirán como medidas preventivas antes los 
posibles riesgos psicosociales, sin que se trate de algo indefinido y genérico, 
procurando así evitar la pérdida de decencia en el trabajo. Asimismo, deberá 
valorarse adecuadamente cada puesto de trabajo en atención al citado riesgo y 
buscar la compensación económica adecuada, la cual pasará por estar directamente 
incluida en la retribución global como un complemento del puesto, o como una prima 
por disponibilidad, o incluso como una retribución variable o extraordinaria que 
dependerá del posible control del exceso de jornada por uso de las TICs fuera de la 
jornada laboral, que pueda ser llevado a cabo mediante la oportuna 
herramienta/aplicación informática. 
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RESUMEN 

 Las comisiones de la verdad como instrumentos extrajudiciales son mecanismos 
cuya esencia contribuye a lograr la reparación integral de las victimas dentro de 
escenarios de conflictos sociales que han generado graves violaciones a los 
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario; dichas comisiones son 
creadas como complemento restaurativo de la justicia transicional, cuyo eje central  
radica en la dignificación de las víctimas como sujetos de derecho en los procesos 
de posconflicto, donde el conocimiento y construcción de la verdad, se presentan 
como un punto clave de satisfacción de derechos ante las injusticias padecidas, y 
como garantía de no repetición, sanación, perdón y reconciliación de sociedades 
históricamente lastimadas por el flagelo del conflicto; en concordancia con el 
objetivo 16 de desarrollo sostenible, paz, justicia e instituciones sólidas.  

Actualmente en Colombia, con la firma del acuerdo para la terminación de conflicto 
y el establecimiento de una paz estable y duradera entre el Estado colombiano y las 
FARC-EP, se establecieron de forma transversal una serie de compromisos en cuanto 
al resarcimiento de las innumerables víctimas del conflicto, especialmente a través 
de la creación del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 
(SIVJRNR), dentro del cual se encuentra inmersa la Comisión para el Esclarecimiento 
de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición (CEV), implementada mediante 
decreto 588 de 2017 y declarada exequible por la Honorable Corte Constitucional 
en la sentencia C-017 de 2018. La labor encomendada es compleja y dispendiosa, 
pero a su vez constituye un anhelo para la construcción de una memoria histórica 
colectiva y el clamor de justicia y verdad de aquellos que de una u otra forma han 
padecido el conflicto, con la esperanza que esta vez sus voces sean oídas.  
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COMUNICACIÓN 

 Entre el 23 de febrero y el 26 de agosto de 2012 se dieron encuentros 
exploratorios entre el gobierno de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) con el objetivo de poner fin al conflicto 
armado interno, y la contienda de más de 50 años. Luego de dichos acercamientos 
se establecieron las negociaciones de paz entre el gobierno del presidente Santos y 
las FARC-EP, para la búsqueda de la terminación de la confrontación, interviniendo 
como garantes los países de Cuba y Noruega, siendo sede de las negociaciones el 
primero en mención, y como países acompañantes Chile y Venezuela. Durante los 
diálogos entre las partes en conflicto se buscó dar prevalencia a los derechos 
humanos, las normas del derecho internacional humanitario, el Estatuto de Roma y 
la Constitución Política de Colombia1. 

La agenda de la negociación contaba con seis puntos a tratar, que son: política de 
desarrollo agrario integral, participación política, fin del conflicto, solución al 
problema de las drogas ilícitas, victimas e implementación, verificación y 
refrendación, hasta que no estuvieran todos los puntos concertados se entendía que 
no existía acuerdo.  

Se presentaron diferentes tropiezos para la culminación del proceso de paz, 
principalmente la refrendación, toda vez que mediante decreto 1391 de 20162 se 
convocó al pueblo colombiano para que en ejercicio de su soberanía a través de 
plebiscito convocado el 2 de octubre de 2016 respondiera Si o No a la siguiente 
pregunta “¿Apoya usted el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de una Paz Estable y Duradera?;  saliendo victorioso el No, con una 
mínima diferencia sobre el Sí, trayendo como resultado una marcada polarización 
nacional. Posterior a la consulta popular se escucharon a los partidarios del No, en 
cuanto a los argumentos de su oposición, realizando modificaciones al acuerdo, que 
con las pautas señaladas por la Corte Constitucional permitió seguir adelante con el 
proceso de paz3.  

Luego de casi cuatro años de conversaciones, tensiones políticas, rechazo 
generalizado, esperanzas de paz y expectativas de reconciliación, se firmó el 
Acuerdo Final Para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 

                                                           
1 Oficina del Alto Comisionado para la Paz [en línea], 2016. “Comunicado conjunto No. 93” [consulta: 
3 de septiembre de 2018]. Disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/documentos-y-comunicados-conjuntos/Paginas/Comunicado-Conjunto-No-93-24-
de-agosto-de-2016.aspx 
2 Presidencia de la República [en línea], 2016. “Decreto 1391 de 30 de agosto de 2016, Por el cual se 

convoca a un plebiscito y se dictan otras disposiciones” [consulta: 1 de septiembre de 2018]. 
Disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%201391%20DEL%2030%20DE%20A
GOSTO%20DE%202016.pdf 
3 La Corte Constitucional mediante sentencia C-160 de 2017, concluyó que el Congreso de la 
República podía realizar un reconocimiento y reiteración del proceso de refrendación como 
autoridad revestida de legitimidad democrática, al ser el órgano legislativo donde tienen asiento los 
representantes del pueblo, elegidos por voto popular, quienes ejercen una de las formas más 
importantes de democracia indirecta y de representación popular. 

http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/documentos-y-comunicados-conjuntos/Paginas/Comunicado-Conjunto-No-93-24-de-agosto-de-2016.aspx
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/documentos-y-comunicados-conjuntos/Paginas/Comunicado-Conjunto-No-93-24-de-agosto-de-2016.aspx
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/documentos-y-comunicados-conjuntos/Paginas/Comunicado-Conjunto-No-93-24-de-agosto-de-2016.aspx
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%201391%20DEL%2030%20DE%20AGOSTO%20DE%202016.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%201391%20DEL%2030%20DE%20AGOSTO%20DE%202016.pdf
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y Duradera, aclarando que la totalidad del mismo no entraría al bloque de 
constitucionalidad de manera inmediata, se realizará de forma paulatina. 

Dentro del acuerdo para la terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera firmado por el Estado Colombiano y las FARC-EP, se incorporaron 
de forma transversal en todo su contenido, medidas de reparación y garantías de los 
derechos de las víctimas del conflicto armado interno, siendo especialmente 
enfático el punto quinto del acuerdo respecto al reconocimiento, protección y 
reparación de las víctimas. Igualmente, y de manera significativa, se establecieron 
instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco de desarrollo del artículo 
22 de la Constitución Política, el cual reza: “La paz es un derecho y un deber de 
obligatorio cumplimiento”.  

El valor, principio y derecho a la paz es un elemento definitorio de la Constitución 
Política, un derecho fundamental, es el fin último que debe regir las actuaciones del 
Estado y se ve reflejado en las múltiples disposiciones constitucionales que hacen 
alusión a la paz como valor. Todas las autoridades del Estado deben propender por 
el logro de la paz, incluso cuando esto implique la flexibilización de los marcos 
normativos en la aplicación de la justicia transicional, de lo contrario, la paz sería un 
ideal inalcanzable4. Pero dichas concesiones deben respetar los derechos de las 
víctimas a la verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición entre otros.  

La violencia enraizada en nuestra cultura ha persistido por más de cinco décadas, 
tiempo en el cual, variedad de actores y contextos han provocado el colapso de la 
institucionalidad en diferentes sectores del país, el terrorismo e intimidación 
perpetradas por los actores del conflicto armado interno, con el trasegar del tiempo, 
se han transformado en graves, constantes y sistemáticas violaciones a los Derechos 
Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario en contra de la 
población civil, siendo entonces necesaria, para la construcción de una nueva era, la 
reconstrucción del tejido social y la reconciliación total de la sociedad.  

Como respuesta a esta imperante necesidad, se ha vislumbrado la aplicación de un 
modelo de justicia transicional que permita la flexibilización de las normas y 
obligaciones que tiene un Estado en materia de Derechos Humanos, Derecho 
Internacional Humanitario, pero que al mismo tiempo, también, asegure, garantice y 
reivindique los derechos de las víctimas, que se les permita hablar con libertad, con 
dignidad, con creatividad, incentivando que relaten su historia con la mano tendida 
para conceder el perdón y encaminar a la reconciliación5.  

Puntualmente en Colombia, los discursos de la justicia transicional han sido 
introducidos en el debate político, jurídico y ético, principalmente a partir de la 
desmovilización de algunos frentes paramilitares agrupados en las Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC) 6, y actualmente con el acuerdo de paz alcanzado con las 
                                                           
4 Corte Constitucional, sentencia C-579 de 2013. 
5 Primer Tribunal Internacional de Justicia Restaurativa del Salvador, 2009. [consulta: 5 de septiembre 
de 2018]. Disponible en: file:///C:/Users/hp/Downloads/49f256a68eb9dsentenciaidhuca.pdf  
6 ORJUELA RUIZ, Astrid; Carlos LOZANO ACOSTA, 2012. “La indeterminación del campo de la justicia 
transicional en Colombia”.  Estudios Socio-Jurídicos, 2012, 14, (1), pp. 255-281 [consulta: 7 de 
septiembre de 2018]. Disponible en: 
https://revistas.urosario.edu.co/index.php/sociojuridicos/article/view/1929/1794  

file:///C:/Users/hp/Downloads/49f256a68eb9dsentenciaidhuca.pdf
https://revistas.urosario.edu.co/index.php/sociojuridicos/article/view/1929/1794
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Fuerzas Armadas Revolucionarias Colombianas (FARC-EP), aspecto en el cual debe 
resaltarse como importante punto de partida, el contexto de concertación de la 
transición de la guerra a la paz, y es que dentro de la complejidad del conflicto 
armado colombiano no se presentó una sencilla y simple transacción entre vencidos 
y vencedores, por el contrario, se llegó a una negociación pactada, llena de 
concesiones y compromisos por ambas partes, los cuales desde una perspectiva 
constitucional, humanista y antropocéntrica, intentan materializar el ideario de la 
paz, no en el entendido de la derrota y sometimiento del bando contrario, o la 
ausencia de conflicto, sino como la posibilidad de reconocerlos, tramitarlos y 
resolverlos, dentro de escenarios democráticos y pacíficos. 

Independientemente de la naturaleza del conflicto armado, su desarrollo conlleva 
de forma consecuente la recurrente violación de los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario, por parte de actores armados y agentes del Estado, donde 
los principales afectados terminan siendo los integrantes de la población civil, que 
de forma colateral o directa se ven lesionados en sus derechos fundamentales, al ser 
involucrados en la contienda.  

El concepto de víctima en el derecho internacional ha conocido una larga evolución, 
en concordancia con los profundos cambios que ha conocido la sociedad 
internacional, en especial, a lo largo del S.XX, y con posterioridad a la gran guerra y 
la segunda guerra mundial. En un principio con la paz de westfalia el individuo no 
era considerado como sujeto de derechos, ante una lesión a un derecho en el ámbito 
internacional, el resarcimiento de ésta recaía en el Estado del cual formaba parte la 
persona, bajo la consigna de protección del Estado a sus nacionales. Tras el fin de la 
segunda guerra mundial, con la creación de la Organización de las Naciones Unidas, 
y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, devino el reconocimiento de la 
personalidad jurídica internacional del individuo, por lo cual se puede considerar 
victima a aquella persona, sin importar su nacionalidad, que ha sufrido un daño en el 
disfrute de un derecho subjetivo reconocido en un determinado tratado 
internacional, imputable por acción u omisión, a un Estado Parte en el mismo7.  

El concepto de victima acogido por el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, puede o no coincidir con el elaborado por un Estado en su ámbito interno, 
en el caso del sistema americano del cual forma parte Colombia, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos8 y la Corte Constitucional  han adoptado los 
estándares internacionales9 y han entendido que son víctimas o perjudicados, entre 

                                                           
7 Corte Constitucional, sentencia C-250 de 2012. 
8 Convención Americana sobre los Derechos Humanos, 1978. 
9 Corte Constitucional, sentencia C-233 de 2016. La Corte Constitucional estableció una doctrina en 
la que explícitamente abandonó una concepción reductora de los derechos de las víctimas, fundada 
únicamente en el resarcimiento económico, para destacar que las víctimas, o los perjudicados con el 
delito, tienen un derecho efectivo al proceso y a participar en él, con el fin de reivindicar no 
solamente intereses pecuniarios, sino también, y de manera prevalente, para hacer efectivos sus 
derechos a la verdad y a la justicia. Sobre el desarrollo de esta doctrina se pueden consultar las 
sentencias C-454 de 2006 (MP Jaime Córdoba Triviño), C-209 de 2007 (MP Manuel José Cepeda 
Espinosa), C-516 de 2007 (MP Jaime Córdoba Triviño) y C-936 de 2010 (MP Luis Ernesto Vargas 
Silva), entre otras.   
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otros, las víctimas directas y sus familiares, sin distinguir, al menos para reconocer 
su condición de víctimas del delito, el grado de relación o parentesco10. 

En virtud de lo señalado, el marco normativo colombiano hasta el momento ha 
desarrollado y reconocido los derechos de las víctimas, incorporándolos como 
principios rectores de la justicia transicional, los cuales deben ser cumplidos a 
cabalidad, donde justicia, paz y democracia no son objetivos mutuamente 
excluyentes, sino más bien, imperativos que se refuerzan el uno al otro11, con el 
establecimiento y la utilización de una gran variedad de mecanismos con un alto 
componente social que tengan como objeto lograr la reconciliación, restaurar y 
proteger los derechos de las víctimas, especialmente a la verdad, justicia, reparación 
y garantías de no repetición, recuperando de esta manera, la confianza en el Estado 
y sus instituciones, así como también, la totalidad de los lazos entre todos los 
miembros de la asociación política. Dentro de los objetivos que se persiguen con la 
aplicación de medidas de justicia transicional se encuentra el reconocimiento de las 
víctimas no solo como víctimas, sino como titulares de derechos,  con el fin de 
aumentar la confianza entre los ciudadanos y hacia las instituciones del Estado, como 
una forma de reforzar el estado de derecho y promover la reconciliación, donde sus 
pilares fundamentales son la verdad, la justicia y la reparación.12 

La justicia transicional es una categoría usualmente enunciada para referirse al 
conjunto de procesos, mecanismos y herramientas implementadas por algunas 
sociedades para enfrentar los legados de violaciones graves y masivas de derechos 
humanos ocurridas con ocasión de conflictos armados o regímenes dictatoriales13. 
Esta noción surgió en la década de los noventa como respuesta a los reclamos de 
verdad y justicia de la población por las constantes violaciones de derechos 
humanos que se cometieron en las dictaduras del cono sur, lo que dio paso a 
procesos transicionales14.La justicia transicional es un fenómeno supra-jurídico que 
no tiene un marco normativo internacional específico, en cambio opera como causa 
eficiente para flexibilizar ciertas obligaciones internacionales de los Estados, en 
cuanto a las normas en materia de derechos humanos, derecho internacional 
humanitario y lucha contra la impunidad15. 

                                                           
10 Corte Constitucional sentencia C-771 de 2011. 
11 LANDAZULE, Iker Zirion, 2016. “El papel de la justicia transicional en la construcción de paz liberal 
en los conflictos armados actuales en la África Subsahariana, contra los relatos del sur, pág. 17 a 27. 
12 DE GREIFF, Pablo, 2008. Justicia y Reparaciones [en línea]. [consulta: 5 de septiembre de 2018]. 
Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r29767.pdf  
13 UPRIMNY, Rodrigo et al., 2006. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y reparación 
para Colombia. Bogotá: Ediciones Antropos.  
14 CORBO, Daniel, 2007. “La transición de la dictadura a la democracia en el Uruguay”. Humanidades 
[en línea] año VII, pp 23-47 [consulta: 7 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://www.um.edu.uy/_upload/_descarga/web_descarga_214_CORBO_La_transicion_de_la_dictadur
a_a_la_democracia_en_el_Uruguay.pdf 
15 ABUCHAIBE, Heidi, 2017. “La justicia transicional del posacuerdo con las FARC-EP”. opera [en línea], 
20 pp. 129-153 [consulta: 3 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/opera/article/view/4910/5836 

http://www.corteidh.or.cr/tablas/r29767.pdf
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Aunque las víctimas se convierten en un eje central de la justicia transicional16, la 
tensión latente en las negociaciones de fin de un conflicto entre justicia retributiva 
y justicia restaurativa, conllevan a cuestionamientos respecto al límite de la justicia 
transicional para poder flexibilizar la obligación de responsabilidad de los 
responsables de violaciones a los derechos humanos; valores, principios y derechos 
constitucionales como la justicia, el perdón, la amnistía y la verdad colisionan en la 
búsqueda de mecanismos eficaces para transitar hacia la paz. 

En el ámbito nacional el reconocimiento de los derechos de las víctimas, en el 
devenir de la justicia transicional, tuvo su hito más importante con la ley 1448 de 
2011, también conocida como ley de víctimas, ya en el marco de la implementación 
del Acuerdo Final, en cuanto a los derechos de las víctimas, se creó el Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) para efectos de la 
satisfacción de los derechos de la víctimas, se tuvieron en cuenta los principios de 
reconocimiento de las víctimas, reconocimiento de la responsabilidad, satisfacción 
de los derechos de las víctimas, su participación, el esclarecimiento de la verdad, las 
medidas de reparación, las garantías de protección y seguridad, la garantía de no 
repetición, principio de reconciliación y enfoque de derechos, así como se adquirió 
el compromiso con la promoción, el respeto y la garantía de los derechos humanos.17  

El acto legislativo 01 de 2016 (conocido como fast track y facultades especiales para 
el presidente), se encargó del establecimiento de instrumentos jurídicos para 
facilitar y asegurar la implementación y el desarrollo normativo del acuerdo final, 
igualmente con el acto legislativo 01 de 2017, se establecieron instrumentos 
jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y el desarrollo normativo del 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera, en concordancia se crearon unos artículos transitorios en la Constitución 
Política. 

En virtud de lo consignado en nuestra Constitución Política en un procedimiento 
normal las leyes ordinarias se pueden presentar por iniciativa de diferentes actores, 
ya sea gobierno, congresistas, partidos, ciudadanía, entre otros, y se surten en cuatro 
debates uno en la comisión y otro en plenaria, tanto del senado como de la cámara 
de representantes. Para los actos legislativos también la iniciativa es facultad de 
diversas partes, se lleva a cabo en dos vueltas con ocho debates, no puede exceder 
dos periodos legislativos consecutivos, que equivalen a un año, y tampoco puede 
realizarse en sesiones extraordinarias (art. 146, 157, 162 y 241 C.P.).   

La aplicación de la justicia transicional requiere factores de flexibilización en cuanto 
al normal funcionamiento del orden jurídico y de las entidades administrativas, claro 
está, dentro del marco de la legalidad; el fast track o vía rápida es uno de los 

                                                           
16 CORREA HENAO, Magdalena, 2016. “Justicia Transicional en Colombia: balance y desafíos 
constitucionales”  Justicia Transicional: el caso Colombia. Colombia: Universidad Externado, pp 25-
174. 
17 Oficina Alto Comisionado para la Paz [en línea], 2016. “Acuerdo Final para la terminación del 
conflicto y la construcción de una paz estable y duradera, punto 5 acuerdo sobre las víctimas” 
[consulta: 1 de septiembre de 2018] pág. 124 a 192. Disponible en: 
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf  

http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf
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mecanismos contemplados en el ámbito de transición de la guerra a la paz dentro de 
la implementación de lo plasmado en el Acuerdo para la Terminación del Conflicto y 
la Construcción de una Paz Estable y Duradera, permitiendo que la iniciativa 
legislativa recayera exclusivamente en el gobierno nacional, con tramite 
preferencial, reduciendo a la mitad el tiempo para el trámite legislativo de las leyes 
ordinarias y las reformas constitucionales.18  

Dentro de dicha prerrogativa se expidió el acto legislativo 01 de 2017, el cual creó 
el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición19, que comprende 
una serie de mecanismos judiciales y extrajudiciales, que funcionan de manera 
coordinada para lograr la mayor satisfacción posible a los derechos de las víctimas; 
se encuentra conformada por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 
Convivencia y la No Repetición (CEV), la Unidad de Búsqueda para las Personas dadas 
por Desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado (UBD), la 
Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), y las medidas de reparación integral para la 
construcción de paz y las garantías de no repetición. 

La verdad, entendida esta en un sentido amplio, como una manifestación de un 
estado de cosas, como una proposición afirmativa de los hechos20, permite el 
conocimiento real y efectivo del devenir existencial, aun cuando el mismo no haya 
sido presenciado, ni accionado directamente por el interlocutor. Ahora bien, dentro 
del contexto de un conflicto armado y la reparación a las víctimas, la verdad supone 
ante todo, una medida de satisfacción, reconocimiento, tolerancia y  perdón, para 
aquellas personas que habiendo sido lastimadas por causa de un conflicto armado, 
fueron desprovistas de sus capacidades21, de su dignidad humana. 

El derecho a la verdad y al no olvido, suele invocarse con regularidad, en etapas 
posteriores a la finalización de conflictos armados en los cuales han ocurrido 
violaciones manifiestas a Derechos Humanos e infracciones graves al Derecho 
Internacional Humanitario. Las víctimas en estos casos, con frecuencia piden a sus 
victimarios y al Estado, información necesaria para conocer y entender el porqué de 
las ejecuciones sumarias, desapariciones forzadas, desplazamientos forzados 
secuestros de menores o torturas de personas, en muchos casos aún desconocen 

                                                           
18 Presidencia de la República [en línea], 2016. “Acto legislativo 01 de 7 de julio de 2016, por medio 
del cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y el 
desarrollo normativo del acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera” [consulta: 2 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%2001%20DEL%207%2
0DE%20JULIO%20DE%202016.pdf  
19 Presidencia de la República [en línea], 2017. “Acto legislativo 01 de 4 de abril de 2017, por medio 
del cual se crea un título de disposiciones transitorias de la constitución para la terminación del 

conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera y se dictan otras disposiciones” 
[consulta: 2 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%
20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf  
20 HABERMAS, Jürgen, 2014.  Teoría de la acción comunicativa. Madrid: editorial Trotta. pg. 541 
21 NUSSBAUM, Martha, 2018. Las fronteras de la justicia. Colombia: editorial Planeta Colombia S.A., pp. 
82 a 92. En las fronteras de la justicia Martha Nussbaum alude como el enfoque de capacidades parte 
de una concepción de la igualdad del ser humano, a través de una descripción de unos derechos 
sociales mínimos sin los cuales no podría haber una vida acorde con la dignidad humana.  

http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%2001%20DEL%207%20DE%20JULIO%20DE%202016.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%2001%20DEL%207%20DE%20JULIO%20DE%202016.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf
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tanto a sus perpetradores, como los motivos y circunstancias que los llevaron a la 
afectación a sus derechos y por ende de sus vidas. Por tanto, la verdad, como un 
derecho de las víctimas, entraña siempre la necesidad de acceder un conocimiento 
claro y completo de los actos que se produjeron, las personas que participaron en 
ellos y las circunstancias específicas, en particular, de las violaciones perpetradas y 
sus motivaciones.  

Los programas de justicia restaurativa están basados en la creencia que las partes de 
un conflicto deben actuar activamente e involucrarse en resolver y mitigar sus 
consecuencias negativas, la participación ya no se presenta de forma abstracta sino 
de forma directa, buscando la reconstrucción de la comunidad, incentivando la 
resolución pacífica de los conflictos y promoviendo la tolerancia e inclusión22. 

En los últimos treinta años se han creado comisiones de la verdad con características 
muy variadas de acuerdo al contexto político, social y territorial de las mismas, pero 
todas ellas basadas en el derecho de las víctimas y de la sociedad de conocer que 
sucedió con sus familiares y amigos, así como el deseo de comprender su propia 
historia.  

Nunca más! es una consigna fundamental de las comisiones de la verdad, al constituir 
una respuesta de las sociedades que buscan su propio equilibrio, integridad y 
dignidad luego de vivir atrocidades que necesitan una respuesta, transformándose 
en un compromiso aceptado tanto por las víctimas como los perpetradores23. 

Las comisiones se encuentran en una constante tensión entre verdad y justicia24; en 
la práctica pretenden prevenir futuros conflictos, lograr la reconciliación en tiempos 
de posconflicto, adquirir conocimiento en oposición a la retribución, proteger los 
derechos de las víctimas y los perpetradores, así como la restauración de la sociedad. 
Pero dentro de ellas debe tenerse en cuenta que la historia del pasado no es una sola 
historia, se trata de diversas e incontables percepciones, por lo que aceptar de forma 
consensuada una sola verdad, limita el propósito de las comisiones de la verdad, 
convirtiéndola en un compilado de hechos que justifican una sola versión, 
desconociendo la complejidad de la realidad, deben establecer una verdad que 
pueda examinar casos individuales o colectivos con un enfoque armónico desde una 
concepción global, moral, objetiva o histórica, teniendo en cuenta la dignidad de las 
víctimas y la historia como parte del patrimonio de una sociedad.  

En general, los actos jurídicos por los que se crean las comisiones de la verdad se 
basan en la necesidad de las víctimas, sus familiares y la sociedad en general de 

                                                           
22 Organización de las Naciones Unidas, oficina de la Droga y el Crimen, 2006. “Manual de programas 

de justicia restaurativa” [consulta: 3 de septiembre de 2018]. Disponible en: 

https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-

reform/Manual_sobre_programas_de_justicia_restaurativa.pdf. Igualmente define como proceso 

restaurativo cualquier proceso donde la víctima y el ofensor, cualquier individuo o miembro de la 

comunidad afectado por un crimen, participan conjunta y activamente en los asuntos que surgen del 

crimen, generalmente con la ayuda de un facilitador. 
23 ROTBERG, Robert, 2010.  “Truth v. Justice: The Morality of Truth Commissions: The Morality of Truth 
Commissions”. Princeton University Press, pág. 25.  
24 Ídem, pág. 49.  
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conocer la verdad sobre lo sucedido, facilitar el proceso de reconciliación, contribuir 
a la lucha contra la impunidad, y reinstaurar o fortalecer la democracia y el estado de 
derecho25, en sociedades que han sufrido dictaduras o conflictos armados internos 
con consecuencias graves como violaciones masivas o sistemáticas de derechos 
humanos, las comisiones surgen como producto de un consenso nacional o dentro 
del marco de un proceso de paz. 

La oficina del Alto Comisionado para las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
ha establecido que un país se encuentra preparado para una comisión de la verdad 
cuando se cumplen tres elementos críticos, los cuales son: voluntad política para 
efectos de una investigación seria, el fin de la situación de conflicto violento 
procurando la seguridad de las víctimas y de la misma comisión, y por último el 
interés de las víctimas y testigos en cooperar con el proceso26.    

Igualmente, el documento de Naciones Unidas señala que para el establecimiento de 
una comisión de la verdad hay unos supuestos a tener en cuenta como son: 

- Una decisión nacional siendo potestativo de cada país decidir si la adopta o no  

- La necesidad de una perspectiva global de la justicia de transición ya que no 
puede considerarse el único mecanismo de justicia transicional, ni puede 
reemplazar la aplicación de la justicia ordinaria  

- Un modelo único y especifico del país, toda vez que debe responder a las 
circunstancias y contextos de cada Estado  

- Voluntad política e independencia operacional donde las autoridades públicas 
presten su colaboración en el funcionamiento de la comisión, la cual debe 
constituirse como un órgano extrajudicial con independencia y temporalidad  

- Apoyo internacional que permita cumplir a cabalidad con el mandato de la 
comisión, brindando apoyo, técnico y financiero.    

Dentro de su mandato se debe precisar la fecha exacta de inicio y terminación, con 
un marco temporal que permita un óptimo funcionamiento, así como el alcance de 
las funciones que va a desempeñar, en cuanto al periodo e infracciones que va a 
abarcar, sus actividades fundamentales y atribuciones.  

La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó un conjunto de principios para 
la protección y promoción de los derechos humanos en la lucha contra la 
impunidad27, entre los cuales se encuentra el derecho “de saber”, el cual se 

                                                           
25 Comisión Colombiana de Juristas, 2007. “Promoción y protección de los derechos humanos 
Impunidad Informe de Diane Orentlicher, Experta independiente encargada de actualizar el Conjunto 
de principios para la lucha contra la impunidad” [consulta: 1 de septiembre de 2018]. Disponible en: 

http://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/principios_sobre_impunidad_y_reparacio
nes.pdf  
26 Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos [en línea], 2006. “Instrumentos del 
estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Comisiones de la verdad” pág. 3 
[consulta: 4 de septiembre de 2018]. Disponible en 
https://www.ohchr.org/Documents/Publications/RuleoflawTruthCommissionssp.pdf  
27 Organización de las Naciones Unidas, Consejo Económico y Social, Comisión de Derechos 
Humanos, Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección de las Minorías, 49 sesión 
Punto 9 del orden del día [en línea]. “la administración de la justicia y los derechos humanos de los 

http://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/principios_sobre_impunidad_y_reparaciones.pdf
http://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/principios_sobre_impunidad_y_reparaciones.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/Publications/RuleoflawTruthCommissionssp.pdf
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consideró trasciende la víctima, sus parientes y amigos individualmente 
considerados, y pasa a incluir la colectividad y el deber Estatal de preservar la 
memoria, proponiendo dos mecanismos: la creación de comisiones no judiciales de 
investigación y la preservación de los archivos que guarden relación con violaciones 
a los derechos humanos. 

Las comisiones no judiciales de investigación deben aplicar las siguientes reglas, las 
cuales no son consideradas normas jurídicas en sentido estricto, pero si principios 
rectores los cuales fueron elaborados inicialmente en el año 1997 por el relator 
especial Louis Joinet28, y fueron actualizados por la experta Diane Orentlicher29 en 
un estudio independiente con base en la evolución del derecho y prácticas 
internacionales, a saber: 

 

Garantía de independencia e imparcialidad 

- Debe ser creada de acuerdo a las características particulares del sistema jurídico 
de cada país, como por ejemplo una ley o decreto presidencial. 

- Sus miembros deben ser inamovibles durante la duración de su mandato, y 
protegidos por la inmunidad, entendiéndose en el sentido que se refiere 
únicamente a motivos lícitos para la separación del cargo. 

- Podrá solicitar la asistencia de la fuerza pública y adoptar otras medidas 
relacionadas con la investigación. 

- Debe existir pluralismo de opinión, con un equilibrio de género y participación de 
las minorías.  

- No reemplaza la justicia, pero si salvaguarda la memoria y las pruebas 

- Podrá determinar una responsabilidad no jurídica, por ejemplo, la identificación 
de los posibles perpetradores por su nombre. 

- Debe contar con medios financieros y de personal suficientes. 

 

 

                                                           
detenidos, La cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos 
(civiles y políticos). Informe final” [consulta: 1 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://undocs.org/sp/E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1. La impunidad ha sido definida por el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos como “una infracción de las obligaciones que tienen los 
Estados de investigar las violaciones, adoptar medidas apropiadas respecto de sus autores, 

especialmente en la esfera de la justicia, para que las personas sospechosas de responsabilidad 
penal sean procesadas, juzgadas y condenadas a penas apropiadas, de garantizar a las víctimas 
recursos eficaces y reparación de los perjuicios sufridos, de garantizar el derecho inalienable a 
conocer la verdad y de tomar todas las medidas necesarias para evitar la repetición de dichas 
violaciones” Esta definición fue acogida en los principios actualizado para la protección y la 
promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad, más conocidos como los 
Principios de Joinet (Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos,  febrero 5 de 2005).    
28 Ibídem  
29 Comisión Colombiana de Juristas, op.cit. 

http://undocs.org/sp/E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1


II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  251   
 

Garantías relativas a los testigos y a las victimas  

- Los testimonios deben ser voluntarios. 

- Se debe permitir el anonimato con fines de protección, aunque de forma 
excepcional. 

- Las victimas deben contar con asistencia sicológica y social, especialmente en 
casos de tortura y abusos sexuales. 

- Se deben cubrir los gastos en que incurrieron testigos y víctimas para prestar su 
testimonio. 

 

Garantías concernientes a las personas acusadas   

- Si la comisión está autorizada para divulgar sus nombres, debe haberlos oído o 
por lo menos convocado a declarar. 

- Deben poder ejercer el derecho de respuesta por escrito, y que este sea 
incorporado en su expediente. 

 

Publicidad del informe de las comisiones  

- La información proporcionada con carácter de confidencialidad no debe ser 
divulgada, salvo las formas en que se haya comunicado con antelación a las 
fuentes. 

- El informe debe ser público y objeto de una gran difusión.  

- Los miembros de la comisión deben gozar de inmunidad para evitar su 

persecución por difamación.  

 

Preservación de los archivos (papel, cintas de video y de audio y otros documentos, 
así como el uso de microfilme), con relación a las violaciones de los derechos 
humanos 

- Se deben adoptar medidas de protección y de represión contra la sustracción, 
destrucción u ocultación.  

- Se debe realizar un inventario de archivos disponibles, con ayuda de la 
cooperación internacional.   

- Se debe reglamentar el acceso a los archivos y su consulta. 

 

Su contribución para la justicia transicional restaurativa es considerable, toda vez 
que la búsqueda de la verdad más allá de la verdad judicial, permite la comprensión 
de las causas complejas de las violaciones pasadas contra los derechos humanos, la 
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formulación de recomendaciones sobre reformas institucionales, y contribuyen a la 
reparación y rehabilitación mediante procesos de reflexión30.  

En las últimas décadas se han creado comisiones de la verdad alrededor del mundo 
con características muy variadas, de acuerdo al contexto político, social y territorial 
de las mismas, pero todas ellas basadas en el derecho de las víctimas y de la sociedad 
a conocer que sucedió con sus familiares y amigos, así como el deseo de comprender 
su propia historia.  

Las comisiones de la verdad han sido aplicadas en diferentes procesos de justicia 
transicional, especialmente en países de Latinoamérica y África, todos con el 
propósito de la búsqueda de la verdad, la reconciliación y la memoria histórica, cada 
una de ellas ha respondido de forma relativa a las necesidades específicas de su 
sociedad y ha recolectado información sobre lo sucedido, aunque que pocas o 
ninguna ha logrado cumplir a cabalidad las expectativas o el cometido por el cual 
fueron creadas31, la impunidad o la concesión de amnistías a cambio de la verdad, la 
falta de publicidad32 y la ausencia de garantías de seguridad son factores que han 
contribuido a su descalificación. 

A lo largo de su historia y desde su establecimiento como estado nación en 1810 
Colombia ha vivido constantemente en un estado de conflicto, su origen se puede 
atribuir a multiplicidad de factores sociales, culturales, políticos y económicos, 
inicialmente la violencia tuvo una manifestación política, aunque el resentimiento, 
la ausencia estatal y la desigualdad también fueron factores desencadenantes del 
conflicto33, pero con los años creció su complejidad y abarcó todos los espacios de 
la sociedad de forma estructural, principalmente con la entrada del narcotráfico 
como parte activa del mismo.  

Como respuesta a los periodos de violencia y de violación de derechos humanos se 
ha escuchado el testimonio de las víctimas34 y se ha creado diferentes Comisiones 

                                                           
30 OLSEN, Tricia, et al., 2010. “When Truth Commissions Improve Human Rights” International Journal 
of Transitional Justice [en línea], Volume 4, Issue 3 [consulta: 10 de septiembre de 2018]. Disponible 
en: https://academic.oup.com/ijtj/article/4/3/457/2357027  
31 The international Center of Transitional Justica [en línea], 2013.  “Ignorando sus demandas de 
justicia, Sudáfrica fracasa ante las víctimas del apartheid”  [consulta: 4 de septiembre de 2018]. 
Disponible en: https://www.ictj.org/es/news/ignorando-sus-demandas-de-justicia-sudafrica-fracasa-
ante-las-victimas-del-apartheid  
32 MORENO, Jose David, 2017. “Paz, Memoria y Verdad en El Salvador: Experiencias y Lecciones para 
la Colombia del Pos Acuerdo” análisis político [en línea] nº 90, pp. 175-193 [consulta: 11 de 
septiembre de 2018]. Disponible en: 

http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0121-
7052017000200175&lng=en&nrm=iso&tlng=es 
33 YAFFE, Lilian, 2011. “Conflicto armado en Colombia: análisis de las causas económicas, sociales e 
institucionales de la oposición violenta” pp 191-208 [consulta: 11 de septiembre de 2018]. 
Disponible en: http://www.scielo.org.co/pdf/recs/n8/n8a07.pdf  
34 Centro Nacional de Memoria Histórica [en línea], 2013. “memorias: memorias la voz de los 
sobrevivientes” [consulta: 7 de septiembre de 2018]. Disponible en:, 
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/capitulos/basta-ya-
cap5_328-395.pdf  

https://academic.oup.com/ijtj/article/4/3/457/2357027
https://www.ictj.org/es/news/ignorando-sus-demandas-de-justicia-sudafrica-fracasa-ante-las-victimas-del-apartheid
https://www.ictj.org/es/news/ignorando-sus-demandas-de-justicia-sudafrica-fracasa-ante-las-victimas-del-apartheid
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0121-7052017000200175&lng=en&nrm=iso&tlng=es
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0121-7052017000200175&lng=en&nrm=iso&tlng=es
http://www.scielo.org.co/pdf/recs/n8/n8a07.pdf
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/capitulos/basta-ya-cap5_328-395.pdf
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/capitulos/basta-ya-cap5_328-395.pdf
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de la Verdad en Colombia, aunque no de forma directa u oficial35, como las 
comisiones para el análisis y resolución de casos concretos, en el caso del palacio de 
justicia  en 200536 o el caso de la masacre de Trujillo en el departamento del Valle 
de 199537; la comisión nacional de reparación y reconciliación (CNRR), surgió como 
respuesta de la ley de justicia y paz (ley 975 de 2005) al proceso de desmovilización 
de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), con el fin de realizar, entre otros, 
recomendaciones al gobierno para efectos de la reconciliación colectiva38. 

Entre ellas se encuentra la comisión como producto de un acuerdo de paz,  donde se 
clasifica a aquel que se surtió entre el gobierno y las FARC-EP, con el acuerdo final 
para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera 
firmado el 24 de noviembre de 2016 contemplaba la creación de un Sistema Integral 
de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR)39 como compromiso de 
inclusión de las víctimas como eje central de los mecanismos judiciales y 
extrajudiciales que creen, lo cual se materializo con su incorporación en la 
Constitución Política por medio del artículo transitorio 1 del acto legislativo 01 de 
2017. 

Mediante decreto 588 de 201740, se organizó la Comisión para el Esclarecimiento de 
la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, con el objetivo contribuir al 
esclarecimiento de lo ocurrido y ofrecer una explicación amplia de la complejidad 
del conflicto armado, se contempló como un ente autónomo del orden nacional con 
rango constitucional y personería jurídica, con autonomía administrativa, 
presupuestal y técnica, sujeta a un régimen legal propio, con una duración de tres 
años contados luego de un periodo previo de hasta seis meses desde la elección de 
todos los comisionados (art.1 y 3). Entre otras características cuenta con un carácter 
extrajudicial por lo que la información recolectada no podrá ser utilizada 
judicialmente (art.4), la centralidad del proceso serán las victimas (art.5) con una 

                                                           
35 KALACH TORRES, Gina María, 2016. “Las comisiones de la verdad en Colombia”. Revista Jurídica 
Mario Alario D’Filippo, VIII (16), pp 106-124. 
36 GÓMEZ GALLEGO, Jorge Aníbal, et al., 2010. “Informe final de la Comisión de la Verdad sobre los 
hechos del Palacio de Justicia” Facultad de Jurisprudencia, Universidad Colegio Mayor de Nuestra 
Señora del Rosario [en línea] [consulta: 9 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://Informe_comision_web.pdf  
37 EL TIEMPO, Redacción, 2008. “El caso emblemático de Trujillo: una tragedia que no cesa”, 10 de 
septiembre de 2008, [consulta: 10 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4522374  
38 Centro de Memoria Histórica [en línea], 2012. “Justicia y Paz, ¿Verdad Judicial o Verdad Histórica?” 
[consulta: 5 de Septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2012/verdad_judicial_verdad_historica.
pdf  
39 Oficina del Alto Comisionado para la Paz [en línea], 2015. “Comisión para el Esclarecimiento de la 
Verdad, Convivencia y la No Repetición” [consulta: 2 de septiembre de 2018]. Disponible en  
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/Documents/informes-especiales/comision-verdad-
proceso-paz/index.html  
40 Presidencia de la República [en línea], 2017. “Decreto 588 de 5 de abril de 2017, por el cual se 
organiza la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición2 
[consulta: 5 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20588%20DEL%2005%20DE%20AB
RIL%20DE%202017.pdf. 

http://repository.urosario.edu.co/bitstream/handle/10336/8792/Informe_comision_web.pdf?sequence=1.%20
https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4522374
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2012/verdad_judicial_verdad_historica.pdf
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2012/verdad_judicial_verdad_historica.pdf
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/Documents/informes-especiales/comision-verdad-proceso-paz/index.html
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/Documents/informes-especiales/comision-verdad-proceso-paz/index.html
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participación pluralista con enfoque diferencial y de género (art.6 y 8), así como un 
enfoque territorial para una mayor comprensión de las dinámicas del conflicto en las 
regiones (art.7). 

Tiene como mandato esclarecer y promover el reconocimiento del desarrollo y el 
impacto humano y social del conflicto en toda la sociedad incluyendo la forma 
diferenciada en que afectó una población específica, de la participación de todos los 
actores del conflicto, y su incidencia en procesos políticos y democráticos, entre 
otros (los trece mandatos se encuentran en el artículo 11, sus funciones se 
encuentran en el artículo 13), su objeto de estudio se estableció de forma bastante 
amplia, incluyendo todo lo relacionado con el conflicto pudiendo incluso remitirse a 
un periodo anterior a éste (artículo 12), sin embargo ante la imposibilidad física, 
estructural y temporal de escuchar uno a uno a todos los afectados por el conflicto, 
seleccionará los elementos más representativos y relevantes para conocer y 
entender de una mejor manera sus características, sin perjuicio del deber de 
investigación de las autoridades judiciales. 

El Comité de Escogencia para la selección de los miembros del Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, luego de una convocatoria pública, 
seleccionó a los comisionados/as para el Esclarecimiento de la Verdad, Convivencia 
y No Repetición, recayendo esta labor en: Francisco de Roux, Saul Alonso Franco 
Agudelo, Alfredo de la Cruz Molano Bravo, Carlos Guillermo Ospina, Alejandro 
Valencia Villa, Lucia Victoria Gonzalez Duque, Carlos Martin Beristain, Alejandra 
Miller Restrepo, Marta Ruiz, Maria Angela Salazar y Maria Patricia Tobon Yagari41. 
Todos los integrantes de la comisión cuentan con una preparación académica y 
profesional variada, así como experiencias dentro del conflicto que los califica para 
formar parte de ella. 

Tanto la comisión como los comisionados se encuentran sujetos a los principios de 
la función pública en su accionar, tal y como lo contempla el artículo 29 de la 
Constitución Política, aunque se les exime en ejercicio de sus funciones del deber de 
denuncia y testimonio ante el conocimiento de posibles conductas punibles; toda 
vez que debe ofrecerse inmunidad a los que comparezcan ante ella, con el fin que 
tanto víctimas como victimarios puedan acudir libremente a relatar lo sucedido, 
otorgando mayor relevancia a la dimensión restaurativa que a la retributiva. 

La Corte Constitucional en sentencia C-017 de 2018 revisó de manera integral el 
decreto ley 588 de 2017 ya mencionado, con el fin de establecer su ajuste a la Carta 
fundamental, señalando que sus propósitos eran:  

(i) esclarecer y explicar la violencia perpetrada, así como propiciar el reconocimiento 
público y oficial de quienes han sido víctimas y de los crímenes 
ejecutados; (ii) contribuir a hacer los duelos y permitir a los afectados contar la 
propia historia; (iii) propiciar la reconciliación y la convivencia pacífica, en el sentido 
de generar espacios de cooperación mutua y de recomposición de la confianza entre 
los ciudadanos (iv) promover varios tipos de reparaciones, de acuerdo con las 

                                                           
41 SEMANA, 2017. “Estas son las once personas que conformaran la comisión de la verdad” [consulta: 
10 de septiembre de 2018]. Disponible en: https://www.semana.com/nacion/articulo/seleccionados-
para-la-comision-de-la-verdad/546550    

https://www.semana.com/nacion/articulo/seleccionados-para-la-comision-de-la-verdad/546550
https://www.semana.com/nacion/articulo/seleccionados-para-la-comision-de-la-verdad/546550
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necesidades de las víctimas, e (v) impulsar reformas institucionales a largo plazo, de 
diversas características, orientadas a la no repetición de las atrocidades.  

 

En dicha sentencia se declaró la constitucionalidad del mencionado decreto en la 
mayoría de su articulado, con la excepción de aspectos relacionados con el acceso a 
la información, respecto de los cuales, se declaró la exequibilidad condicionada; 
aclarando que la CEV puede acceder a todo tipo de información sin que le sea 
oponible reserva alguna en cualquier materia, no solamente en asuntos de 
violaciones a derechos humanos, sin que se pueda limitar su acceso a información 
reservada o clasificada (art.16). Igualmente respecto a la información sobre datos 
personales ésta requiere el consentimiento previo, expreso e informado de su titular 
(art.18). 

En cuanto a la expresión “y las demás que señale el reglamento interno” contenida en 
el inciso 1º del artículo 25 del Decreto 588 de 2017, se declaró inexequible al 
considerar que el reglamento interno de la CEV, que es un acto administrativo, no 
puede crear faltas absolutas para los comisionados, además la Comisión establecida 
en el artículo 14 transitorio del Acto Legislativo 01 de 2017, a que hace referencia el 
articulo 29 ídem, fue declarada inexequible mediante la Sentencia C-674 de 2017, 
la cual llevó a cabo el control integral de constitucionalidad del Acto Legislativo 01 
de 2017, por lo que los comisionados se encuentran sometidos al  mismo régimen 
disciplinario de los magistrados de las Altas Cortes, es decir, el Congreso de la 
República adelantará el proceso por conducto de la Comisión Legal de Investigación 
y Acusación de la Cámara de Representantes y la Comisión Instructora del Senado de 
la República, en caso de ser necesario. 

El establecimiento de la comisión cumple con los estándares señalados en los 
principios Joinet y los lineamientos otorgados por las Naciones Unidas, como son un 
carácter extrajudicial, autonomía, independencia, temporalidad, mandato y objeto 
de estudio, enfoque territorial y de género, colaboración de las entidades del Estado 
y centralidad de las víctimas. Incluso el periodo de estudio es bastante amplio, en 
contraste con otros reconocimientos a las víctimas, como la ley 1448 de 2011 que 
ubica a la victima dentro de un concepto operativo de su marco temporal, en un lapso 
de tiempo en especifico42, sin consideración de la magnitud del conflicto. 

Aunque la CEV ya está en funcionamiento, el conflicto aún persiste, ante la existencia 
de más actores armados involucrados en el mismo, lo que causa una incertidumbre 
en esa luz de esperanza, pues las garantías de seguridad que se puede ofrecer a las 
víctimas, victimarios, testigos y comisionados, son fundamentales para la afluencia 
de testimonios en la Comisión, además de la zozobra ante la voluntad del actual 
gobierno en culminar lo acordado en el proceso de paz con miras al posconflicto.  

 

                                                           
42 HERNÁNDEZ GRANADOS, Liany; Edward, LATORRE OSORIO, 2018. “Comisiones de la verdad como 
instrumento de reparación en la justicia transicional restaurativa”. En RODRIGUEZ CHAVEZ, Reyler, et 
al., Justicia restaurativa. Colombia: ediciones Nueva Jurídica, pp 39 - 64. 



II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  256   
 

BIBLIOGRAFÍA  

ABUCHAIBE, Heidi, 2017. “La justicia transicional del posacuerdo con las FARC-EP”. 
opera [en línea], 20 pp. 129-153 [consulta: 3 de septiembre de 2018]. Disponible 
en: https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/opera/article/view/4910/5836 

Centro de Memoria Histórica [en línea], 2012. “Justicia y Paz, ¿Verdad Judicial o 
Verdad Histórica?” [consulta: 5 de Septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2012/verdad_judicial_
verdad_historica.pdf  

Centro Nacional de Memoria Histórica [en línea], 2013. “memorias: memorias la voz 
de los sobrevivientes” [consulta: 7 de septiembre de 2018]. Disponible en:, 
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/capitul
os/basta-ya-cap5_328-395.pdf - - KALACH TORRES, Gina María, 2016. “Las 
comisiones de la verdad en Colombia”. Revista Jurídica Mario Alario D’Filippo, VIII 
(16), pp 106-124. 

Comisión Colombiana de Juristas, 2007. “Promoción y protección de los derechos 
humanos Impunidad Informe de Diane Orentlicher, Experta independiente 
encargada de actualizar el Conjunto de principios para la lucha contra la 
impunidad” [consulta: 1 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/principios_sobre_impu
nidad_y_reparaciones.pdf  

Convención Americana sobre los Derechos Humanos, 1978. 

CORBO, Daniel, 2007. “La transición de la dictadura a la democracia en el Uruguay”. 
Humanidades [en línea] año VII, pp 23-47 [consulta: 7 de septiembre de 2018]. 

Disponible en: 
http://www.um.edu.uy/_upload/_descarga/web_descarga_214_CORBO_La_transici
on_de_la_dictadura_a_la_democracia_en_el_Uruguay.pdf 

CORREA HENAO, Magdalena, 2016. “Justicia Transicional en Colombia: balance y 
desafíos constitucionales”  Justicia Transicional: el caso Colombia. Colombia: 
Universidad Externado, pp 25-174. 

Corte Constitucional sentencia C-771 de 2011. 

Corte Constitucional, sentencia C-250 de 2012. 

Corte Constitucional, sentencia C-579 de 2013. 

Corte Constitucional, sentencia C-233 de 2016.  

Corte Constitucional, sentencia C-160 de 2017.  

DE GREIFF, Pablo, 2008. Justicia y Reparaciones [en línea]. [consulta: 5 de 
septiembre de 2018]. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r29767.pdf  

EL TIEMPO, Redacción, 2008. “El caso emblemático de Trujillo: una tragedia que no 
cesa”, 10 de septiembre de 2008, [consulta: 10 de septiembre de 2018]. Disponible 
en: https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4522374 

http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2012/verdad_judicial_verdad_historica.pdf
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2012/verdad_judicial_verdad_historica.pdf
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/capitulos/basta-ya-cap5_328-395.pdf
http://centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/capitulos/basta-ya-cap5_328-395.pdf
http://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/principios_sobre_impunidad_y_reparaciones.pdf
http://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/principios_sobre_impunidad_y_reparaciones.pdf
http://www.corteidh.or.cr/tablas/r29767.pdf
https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4522374


II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  257   
 

GÓMEZ GALLEGO, Jorge Aníbal, et al., 2010. “Informe final de la Comisión de la 
Verdad sobre los hechos del Palacio de Justicia” Facultad de Jurisprudencia, 
Universidad Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario [en línea] [consulta: 9 de 
septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://repository.urosario.edu.co/bitstream/handle/10336/8792/Informe_comisio
n_web.pdf?sequence=1.  

HABERMAS, Jürgen.  Teoría de la acción comunicativa. Madrid: editorial Trotta. pg. 
541, 2014. 

HERNÁNDEZ GRANADOS, Liany; Edward, LATORRE OSORIO. “Comisiones de la 
verdad como instrumento de reparación en la justicia transicional restaurativa”. En 
RODRIGUEZ CHAVEZ, Reyler, et al., Justicia restaurativa. Colombia: ediciones Nueva 
Jurídica, pp 39 – 64, 2018. 

LANDAZULE, Iker Zirion. “El papel de la justicia transicional en la construcción de 
paz liberal en los conflictos armados actuales en la África Subsahariana, contra los 
relatos del sur, pág. 17 a 27, 2016. 

MORENO, Jose David, 2017. “Paz, Memoria y Verdad en El Salvador: Experiencias y 
Lecciones para la Colombia del Pos Acuerdo” análisis político [en línea] nº 90, pp. 
175-193 [consulta: 11 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0121-
7052017000200175&lng=en&nrm=iso&tlng=es 

NUSSBAUM, Martha. Las fronteras de la justicia. Colombia: editorial Planeta 
Colombia S.A., pp. 82 a 92, 2018. 

Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos [en línea], 2006. 
“Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un 

conflicto. Comisiones de la verdad” pág. 3 [consulta: 4 de septiembre de 2018]. 
Disponible en 
https://www.ohchr.org/Documents/Publications/RuleoflawTruthCommissionssp.pd
f  

Oficina del Alto Comisionado para la Paz [en línea], 2015. “Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, Convivencia y la No Repetición” [consulta: 2 de 
septiembre de 2018]. Disponible en  
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/Documents/informes-
especiales/comision-verdad-proceso-paz/index.html 

Oficina Alto Comisionado para la Paz [en línea], 2016. “Acuerdo Final para la 
terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera, punto 5 
acuerdo sobre las víctimas” [consulta: 1 de septiembre de 2018] pág. 124 a 192. 
Disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf 

Oficina del Alto Comisionado para la Paz [en línea], 2016. “Comunicado conjunto 
No. 93” [consulta: 3 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/documentos-y-comunicados-conjuntos/Paginas/Comunicado-
Conjunto-No-93-24-de-agosto-de-2016.aspx 

https://www.ohchr.org/Documents/Publications/RuleoflawTruthCommissionssp.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/Publications/RuleoflawTruthCommissionssp.pdf
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/Documents/informes-especiales/comision-verdad-proceso-paz/index.html
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/Documents/informes-especiales/comision-verdad-proceso-paz/index.html
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/documentos-y-comunicados-conjuntos/Paginas/Comunicado-Conjunto-No-93-24-de-agosto-de-2016.aspx
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/documentos-y-comunicados-conjuntos/Paginas/Comunicado-Conjunto-No-93-24-de-agosto-de-2016.aspx
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-conversaciones/documentos-y-comunicados-conjuntos/Paginas/Comunicado-Conjunto-No-93-24-de-agosto-de-2016.aspx


II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  258   
 

OLSEN, Tricia, et al., 2010. “When Truth Commissions Improve Human 
Rights” International Journal of Transitional Justice [en línea], Volume 4, Issue 3 
[consulta: 10 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
https://academic.oup.com/ijtj/article/4/3/457/2357027  

Organización de las Naciones Unidas, oficina de la Droga y el Crimen, 2006. 
“Manual de programas de justicia restaurativa” [consulta: 3 de septiembre de 
2018]. Disponible en: https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-
reform/Manual_sobre_programas_de_justicia_restaurativa.pdf.  

Organización de las Naciones Unidas, Consejo Económico y Social, Comisión de 
Derechos Humanos, Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección 
de las Minorías, 49 sesión Punto 9 del orden del día [en línea]. “la administración de 
la justicia y los derechos humanos de los detenidos, La cuestión de la impunidad de 
los autores de violaciones de los derechos humanos (civiles y políticos). Informe 
final” [consulta: 1 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://undocs.org/sp/E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1.  

ORJUELA RUIZ, Astrid; Carlos LOZANO ACOSTA, 2012. “La indeterminación del 
campo de la justicia transicional en Colombia”.  Estudios Socio-Jurídicos, 2012, 14, 
(1), pp. 255-281 [consulta: 7 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
https://revistas.urosario.edu.co/index.php/sociojuridicos/article/view/1929/1794 

Primer Tribunal Internacional de Justicia Restaurativa del Salvador, 2009. [consulta: 
5 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
file:///C:/Users/hp/Downloads/49f256a68eb9dsentenciaidhuca.pdf  

Presidencia de la República [en línea], 2016. “Acto legislativo 01 de 7 de julio de 
2016, por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y 

asegurar la implementación y el desarrollo normativo del acuerdo final para la 
terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera” 
[consulta: 2 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%2001
%20DEL%207%20DE%20JULIO%20DE%202016.pdf  

Presidencia de la República [en línea], 2016. “Decreto 1391 de 30 de agosto de 
2016, Por el cual se convoca a un plebiscito y se dictan otras disposiciones” 
[consulta: 1 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%201391%20DEL%2
030%20DE%20AGOSTO%20DE%202016.pdf 

Presidencia de la República [en línea], 2017. “Acto legislativo 01 de 4 de abril de 
2017, por medio del cual se crea un título de disposiciones transitorias de la 
constitución para la terminación del conflicto armado y la construcción de una paz 
estable y duradera y se dictan otras disposiciones” [consulta: 2 de septiembre de 
2018]. Disponible en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%
C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf  

Presidencia de la República [en línea], 2017. “Decreto 588 de 5 de abril de 2017, 
por el cual se organiza la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 

https://academic.oup.com/ijtj/article/4/3/457/2357027
http://undocs.org/sp/E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1
https://revistas.urosario.edu.co/index.php/sociojuridicos/article/view/1929/1794
file:///C:/Users/hp/Downloads/49f256a68eb9dsentenciaidhuca.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%2001%20DEL%207%20DE%20JULIO%20DE%202016.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%2001%20DEL%207%20DE%20JULIO%20DE%202016.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%201391%20DEL%2030%20DE%20AGOSTO%20DE%202016.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%201391%20DEL%2030%20DE%20AGOSTO%20DE%202016.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf


II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  259   
 

Convivencia y la No Repetición2 [consulta: 5 de septiembre de 2018]. Disponible 
en: 
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20588%20DEL%20
05%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf. 

ROTBERG, Robert.  “Truth v. Justice: The Morality of Truth Commissions: The 
Morality of Truth Commissions”. Princeton University Press, pág. 25 y 49, 2010. 

SEMANA, 2017. “Estas son las once personas que conformaran la comisión de la 
verdad” [consulta: 10 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
https://www.semana.com/nacion/articulo/seleccionados-para-la-comision-de-la-
verdad/546550 

The international Center of Transitional Justica [en línea], 2013.  “Ignorando sus 
demandas de justicia, Sudáfrica fracasa ante las víctimas del apartheid”  [consulta: 
4 de septiembre de 2018]. Disponible en: https://www.ictj.org/es/news/ignorando-
sus-demandas-de-justicia-sudafrica-fracasa-ante-las-victimas-del-apartheid 

UPRIMNY, Rodrigo et al. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y 
reparación para Colombia. Bogotá: Ediciones Antropos, 2006. 

YAFFE, Lilian, 2011. “Conflicto armado en Colombia: análisis de las causas 
económicas, sociales e institucionales de la oposición violenta” pp 191-208 
[consulta: 11 de septiembre de 2018]. Disponible en: 
http://www.scielo.org.co/pdf/recs/n8/n8a07.pdf  

 

 

  

https://www.semana.com/nacion/articulo/seleccionados-para-la-comision-de-la-verdad/546550
https://www.semana.com/nacion/articulo/seleccionados-para-la-comision-de-la-verdad/546550
https://www.ictj.org/es/news/ignorando-sus-demandas-de-justicia-sudafrica-fracasa-ante-las-victimas-del-apartheid
https://www.ictj.org/es/news/ignorando-sus-demandas-de-justicia-sudafrica-fracasa-ante-las-victimas-del-apartheid


II Congreso Internacional sobre Derechos Humanos Los Derechos Humanos y los Objetivos de Desarrollo sostenible. 

 
  260   
 

 

SOSTENIBILIDAD CURRICULAR: UNA PRÁCTICA 

BASADA EN LOS ODS EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR 
 
 
 
 

Dra. Elisa Giménez Fita 
Profesora Facultad Ciencias Sociales 

Responsable Unidad Atención a la Diversidad 
Universidad Europea de Valencia 

 
Cristina Escamilla Robla 

Profesora Facultad Ciencias Sociales 
Coordinadora Grado en Criminología 

Universidad Europea de Valencia 

 

 

 
 
Nota: Por petición expresa de las autoras no se presentó texto de comunicación y únicamente presentaron poster. 

 

INTRODUCCIÓN 

 Desde el año 2012, fecha en la que se definieron los ODS, se ha abierto un 
extenso debate sobre la participación e implicación de multitud de organizaciones, 
sistemas gubernamentales e instituciones que pretenden dar respuesta y sentido a 
su desarrollo, en una sociedad cada vez más compleja y globalizada. 

Desde la Educación Superior se fomenta su progreso contribuyendo a formar 
profesionales capaces de utilizar sus conocimientos de manera responsable, no sólo 
en un contexto académico, sino también dando respuesta tanto a las necesidades 
sociales como ambientales.   

OBJETIVO 

 En este trabajo, se presenta una actividad aprendizaje servicio que, respaldada 
por varios de los ODS, ha contribuido, a lo largo del pasado curso académico, a 
potenciar este tipo de prácticas inclusivas.   

Con ella conseguimos, desde la Universidad, favorecer y ayudar a un centro de 
terapia ocupacional y ajuste social y personal (COVE), al tiempo que se trabajaban 
los objetivos transversales de distintas asignaturas.  
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ACTIVIDADES DESARROLLADAS 

Desarrollamos varias colaboraciones basadas en el voluntariado de nuestros 
estudiantes como: 

- La optimización y desarrollo de las habilidades de los usuarios en un programa de 
estimulación cognitiva, mediante la utilización  de  nuevas tecnologías.  

- La creación de un video corporativo que reflejara la realidad del taller ocupacional 
y ofreciera visibilidad al centro.  

- El diseño de carátulas para libretas artesanales y la organización de un evento en 
el que poder exponerlas.  

- La realización de un taller de higiene bucodental y hábitos de vida saludables en 
el que se pudo concienciar de su importancia y favorecer acciones preventivas 
basada en la salud y el bienestar. 

CONCLUSIÓN 

 Estas actividades innovadoras, perfectamente integradas en los planes de 
estudios, proporcionan la parte práctica y aplicada que tanto reclaman los 
estudiantes.  

Comprometidos con una labor social, permiten acercarlos a la realidad, cooperar y 
hacer posible proyectos sociales solidarios.0 
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